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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--Girardi Lavín, Guido
--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán
--Larraín Peña, Carlos
--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:25, en presencia de 22 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 4ª y 5ª, ambas ordinarias, en 22 y 23 de marzo del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje


De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados (boletín N° 7.194-05).


--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios


Cuatro del señor Ministro de Hacienda:


Con el primero da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señora Rincón y señores Escalona, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto y Zaldívar (don Andrés), sobre políticas tendientes a revisar la entrada masiva de capitales extranjeros que afectan el tipo de cambio y la competitividad del sector exportador (boletín N° S 1.322-12).


Con el segundo contesta una solicitud enviada en nombre de los Senadores señor Ruiz-Esquide, señora Rincón y señores Gómez, Quintana y Zaldívar (don Andrés), para que se considere la posibilidad de enviar a trámite legislativo un proyecto de ley que prorrogue los servicios de los trabajadores públicos a contrata y a honorarios.


Con el tercero responde una petición similar remitida en nombre de los Senadores señores Bianchi, Gómez, Lagos y Prokurica, y de la entonces Senadora señora Matthei, a fin de extender la vigencia de los servicios de los funcionarios a contrata y conceder la asignación de modernización a los funcionarios a honorarios.


Con el último informa del curso dado a la solicitud cursada en nombre de los Senadores señor Zaldívar (don Andrés) y señora Rincón, para que se envíe a tramitación legislativa un proyecto que condicione la autorización de endeudamiento otorgada al Presidente de la República en la Ley de Presupuestos.


Tres del señor Ministro de Salud:


Con el primero entrega los antecedentes pedidos en oficio cursado en nombre del Senador señor Quintana, sobre la situación de daños de hospital Mauricio Heyermann, de la ciudad de Angol, por efecto del terremoto del 27 de febrero de 2010.


Con los dos siguientes responde a solicitudes de información remitidas en nombre de la Senadora señora Rincón, con relación a la regulación de las horas extraordinarias de los funcionarios de los hospitales de la red pública de salud y a la urgencia en la intervención quirúrgica de un paciente en el hospital base de Linares.


Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, con el que suministra antecedentes solicitados en nombre del Senador señor Navarro, acerca del procedimiento policial aplicado con motivo de la detención de un ciudadano ecuatoriano.



Del señor Director del hospital provincial del Huasco, mediante el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Prokurica, respecto del procedimiento de atención de urgencia que recibió la señora Derlinda Lemus en dicho establecimiento de salud.


--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes


Segundo informe y nuevo segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Horvath y Prokurica, y del entonces Senador señor Ruiz De Giorgio, en primer trámite constitucional, que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca (boletín Nº 3.777-03) (Véanse en los Anexos, documentos 1, 2 y 3 ).


De la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide, y de los entonces Senadores señora Matthei y señor Ominami, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (boletín Nº 4.921-11) (Véase en los Anexos, documento 4).


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia del personal de notarías, archivos y conservadores (boletín N° 7.033-13) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Quedan para tabla.

Mociones


De las Senadoras señoras Allende, Alvear y Rincón, con la cual dan inicio a un proyecto de ley que establece prohibición para ser candidato a alcalde (boletín N° 7.574-06) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De los Senadores señores Larraín (don Carlos) y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley en materia de explotación artesanal de recursos pesqueros en la Región de Los Ríos (boletín N° 7.575-03) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



De los Senadores señores Zaldívar (don Andrés), Escalona, Frei (don Eduardo) y Lagos, mediante la cual dan inicio a un proyecto sobre informes financieros en las iniciativas de ley (boletín N° 7.576-05) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Senadores señoras Allende y Alvear y señores Horvath, Longueira y Navarro, con la que inician un proyecto de ley que incorpora a la Ministra de Bienes Nacionales al Consejo de Ministros para la Sustentabilidad.


--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo establecido en el N° 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Proyectos de acuerdo


Tres de los Senadores señores Navarro, Gómez, Muñoz Aburto, Quintana y Tuma, respecto de las siguientes materias:


1.- Consumo de productos del mar (boletín Nº S 1.351-12) (Véase en los Anexos, documento 9).


2.- Protección de derechos de mujeres con VIH (boletín Nº S 1.352-12) (Véase en los Anexos, documento 10).


3.- Respaldo a la realización de la película “Estoy en Dicom” (boletín Nº S 1.353-12) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Permiso constitucional


Solicitud del Senador señor Patricio Walker para ausentarse del territorio nacional entre los días 14 y 21 de abril del año en curso.


--Se accede.
El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, solicito que se oficie al Ejecutivo para que le dé patrocinio al proyecto, iniciado en moción de todos los miembros de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, para incorporar a la Ministra de Bienes Nacionales al Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, iniciativa que la Mesa declaró inadmisible.

El señor GIRARDI (Presidente).- Hay varios señores Senadores -incluido el que habla- interesados en sumarse a esa petición.

El señor NAVARRO.- Es una solicitud unánime de la Comisión.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, el oficio se enviará en nombre del Senado.



--Así se acuerda.
)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, hoy día la Comisión de Hacienda revisó la iniciativa de ley sobre información al Congreso en materia presupuestaria. Estuvieron presentes el señor Ministro de Hacienda y la señora Directora de Presupuestos.



Dicho órgano, por unanimidad, acordó solicitar la autorización de la Sala para discutir en general y en particular dicho proyecto en el primer informe.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



--Se autoriza.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, pido recabar la unanimidad de la Sala para que se trate en esta sesión el proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en materia del personal de notarías, conservadores y archiveros.



Hoy día la Comisión de Trabajo y Previsión Social analizó la iniciativa y la aprobó por unanimidad.



En realidad, solo se trata de aclarar una enmienda efectuada en 2004, referente a la relación laboral y a la continuidad de quienes trabajan en una notaría cuando cambia el titular de ella.



Me gustaría que ese asunto se resolviera hoy día.



La situación ha traído problemas en distintos lugares, especialmente en Concepción.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Hay acuerdo para acceder a lo requerido?



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, en atención a que el proyecto fue aprobado en forma unánime en la Comisión, doy mi anuencia, siempre y cuando sea visto en Fácil Despacho y sin discusión.

La señora RINCÓN.- Sí.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se procederá.



--Se acuerda.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, iba a decir lo mismo que planteó el Senador señor Longueira.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, pido solicitar la autorización del Senado para que la Comisión de Economía pueda funcionar en forma paralela con la Sala, a partir de las 18.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Hay acuerdo?



--Se autoriza.

V. FÁCIL DESPACHO
CONCESIÓN DE NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, A SACERDOTE GERARDO ALKEMADE DOLLE
El señor GIRARDI (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Chahuán, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Gerardo Alkemade Dolle, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7237-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción del Senador señor Chahuán):

En primer trámite, sesión 56ª, en 29 de septiembre de 2010.


Informe de Comisión:


Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 89ª, en 19 de enero de 2011.


Discusión:



Sesión 90ª, en 1 de marzo de 2011 (queda pendiente su discusión).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión deja constancia en su informe de que en el año 1958, luego de ser ordenado sacerdote, el padre Alkemade -nacido en Holanda- se vino a Chile para ejercer su labor pastoral en Osorno. 



Cinco años más tarde fue nombrado párroco de Puerto Octay, donde inició la construcción de un nuevo edificio para la escuela parroquial y colaboró, además, en la edificación de establecimientos educacionales en Piedras Negras y Río Blanco.



Desde 1975 hasta 1981 se desempeñó como vicario parroquial de la Catedral de Osorno y como Director Diocesano de Caritas Chile, época en la que propició la construcción de numerosas obras.



En 1982 fue designado párroco de la comuna de Alhué, donde luego realizó un gran esfuerzo de reconstrucción de viviendas a causa del terremoto del año 1985. 



Su actividad se extendió años después a San Antonio y Llolleo, lugares en que benefició a familias de pescadores artesanales y a personas de la tercera edad.



En 2007 fue nombrado Hijo Ilustre de Alhué, comuna en la que actualmente vive su jubilación.



La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, en atención a los antecedentes reseñados, aprobó la iniciativa en general y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Lily Pérez y señores Kuschel y Sabag.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, me corresponde informar el proyecto, iniciado en moción del Honorable señor Chahúan, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al presbítero Gerardo Alkemade Dolle, y que se encuentra en la tabla de Fácil Despacho.



El señor Secretario dio cuenta en su relación del currículum y de los antecedentes del padre Gerardo Alkemade.



La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía lo despachó la semana pasada.



Se trata de un hombre de 80 años, nacido en Holanda y que lleva en Chile más de 54 años.



Los distintos datos de que disponemos dan cuenta de la gran labor que el padre Alkemade realizó fundamentalmente en la comuna de Alhué.



Por eso, sin más datos que los ya proporcionados por el señor Secretario, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señora Lily Pérez y señores Kuschel y Sabag, se formó la convicción de que, por su abnegada labor pastoral y su trascendente actividad evangelizadora, es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado los valiosos servicios a los que alude la norma contenida en el número 4° del artículo 10 de la Constitución Política, por lo que se propone aceptar tal iniciativa.



Señor Presidente, solicito a la Sala que le dé su aprobación sin mayor debate, por cuanto todos estamos de acuerdo en ello.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, como lo expuse al fundamentar mi moción, el padre Gerardo Alkemade Dolle ha sido un misionero de fecunda labor evangelizadora en los diversos pueblos y localidades en los que le ha correspondido desempeñar su ministerio, lo cual me llevó a presentar el proyecto de ley.



Todos los habitantes de esos lugares le deben mucho al padre Gerardo, por lo que resulta de toda justicia que se le conceda la nacionalidad chilena, por especial gracia, al igual como se ha hecho con otros extranjeros que han entregado lo mejor de sí en beneficio de nuestro país.



Además, en la actualidad él cumple la noble tarea de resguardar el patrimonio histórico y cultural de nuestra realidad rural, representado en el museo de Alhué.



El padre Gerardo ha sido, como muchos otros misioneros foráneos, un portador de la palabra de Dios, que vino a evangelizar con gran interés y dedicación a una grey ansiosa de empaparse del mensaje divino. Y, por no haber suficientes sacerdotes chilenos que pudieran cumplir con esta noble misión, la superioridad eclesiástica nacional se vio obligada a solicitar el concurso de misioneros del Viejo Mundo, que se entregaron totalmente a sus feligreses, como el ilustre misionero Gerardo Alkemade Dolle.



Todos estos relevantes atributos -como asimismo los que se han descrito en la fundamentación del proyecto, que constan detalladamente en el informe que los Honorables colegas tienen a la vista- ameritan sobradamente que se le conceda el beneficio de que se trata.



Por ello, pido a la Sala que aprobemos la iniciativa.



Señor Presidente, agradezco la resolución adoptada por la Comisión de Derechos Humanos, a objeto de que el padre Alkemade obtenga la nacionalidad chilena a la mayor brevedad, porque realmente es acreedor de este especial reconocimiento que la legislación determina para los extranjeros que han prestado valiosos servicios al país.



No puedo terminar mis palabras sin antes señalar que una moción similar se presentó en la Cámara por la Diputada señora María José Hoffmann. La iniciativa se aprobó, pero fue presentada con posterioridad a la que ahora discutimos.

El señor GIRARDI (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y particular el proyecto (28 votos a favor y uno en contra) y queda despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Chadwick.

MODIFICACIÓN DE CÓDIGO DEL TRABAJO EN LO RELATIVO A PERSONAL DE NOTARÍAS, ARCHIVOS Y CONSERVADORES

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia del personal de notarías y conservadores, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7033-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 55ª, en 28 de septiembre de 2010.


Informe de Comisión:


Trabajo y Previsión Social: sesión 7ª, en 6 de abril de 2011.
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es agregar un inciso final al artículo 4° del Código del Trabajo para garantizar los derechos y obligaciones emanados de los contratos individuales o de los instrumentos colectivos de trabajo de los trabajadores que presten servicios en los oficios de notarías, archiveros o conservadores en el caso de cambio del titular en cada uno de ellos.



La Comisión discutió el proyecto en general y en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señora Rincón y señores Bianchi, García, Kuschel y Muñoz Aburto. El texto pertinente es similar al despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y puede consultarse en el respectivo informe.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión general y particular la iniciativa. 



Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, el inciso segundo del artículo 4° del Código del Trabajo establece lo siguiente: “Las modificaciones totales o parciales relativas al dominio, posesión o mera tenencia de la empresa no alterarán los derechos y obligaciones de los trabajadores emanados de sus contratos individuales o de los instrumentos colectivos de trabajo, que mantendrán su vigencia y continuidad con el o los nuevos empleadores.”.



El problema es que se han producido fallos disímiles en los tribunales, porque el nuevo titular de una notaría, por ejemplo, por no tener relación con sus trabajadores, los despide.



Lo que se pidió -la Cámara de Diputados lo aprobó en septiembre del año pasado- fue agregar el siguiente inciso final al artículo 4°: “De igual forma, en el caso de los trabajadores mencionados en el inciso final del artículo 1°, no se alterarán los derechos y obligaciones emanados de sus contratos individuales o de los instrumentos colectivos de trabajo, en el caso de cambio de la titularidad en la respectiva notaría, archivo y conservador.”.



No es más que una aclaración de lo que ya existe, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor CHAHUÁN.- Pido la palabra para plantear una cuestión reglamentaria, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- La tiene, señor Senador 

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, conforme a las normas reglamentarias de esta Corporación, manifiesto mi inhabilidad para votar el proyecto de ley que nos ocupa.

El señor GIRARDI (Presidente).- Conforme.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (23 votos a favor y un pareo) y, por no haberse formulado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Longueira, Muñoz Aburto, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Walker (don Ignacio).
El señor LETELIER.- Solicito que se considere mi pronunciamiento afirmativo, señor Presidente.

El señor CANTERO.- Y el mío también.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de las intenciones de voto favorable de los Senadores señores Letelier y Cantero.

VI. ORDEN DEL DÍA
ENMIENDA DE LEY N° 18.695 Y REGULACIÓN DE ASOCIACIONES MUNICIPALES. INFORME DE COMISIÓN MIXTA
El señor GIRARDI (Presidente).- Informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las asociaciones municipales, con urgencia calificada de “suma” (Véase en los Anexos, documento 12).

--Los antecedentes sobre el proyecto (6792-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 38ª, en 3 de agosto de 2010.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 86ª, en 12 de enero de 2011.


Informes de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 50ª, en 8 de septiembre de 2010.


Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo): sesión 78ª, en 21 de diciembre de 2010.


Hacienda: sesión 78ª, en 21 de diciembre de 2010.


Mixta: sesión 7ª, en 6 de abril de 2011.


Discusión:



Sesiones 52ª, en 14 de septiembre de 2010 (se aprueba en general); 81ª, en 4 de enero de 2011 (se aprueba en particular).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias respecto de la iniciativa se suscitaron por el rechazo de la Cámara de Diputados a todas las enmiendas efectuadas por el Senado en el segundo trámite constitucional.



La Comisión Mixta formada para resolver las discrepancias entre ambas ramas del Congreso acordó proponer la aprobación del proyecto despachado en el primer trámite constitucional por la Cámara Baja, cuyo texto se transcribe en la parte pertinente de su informe.



La resolución mencionada fue adoptada por la unanimidad de los miembros presentes en el órgano técnico, Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar (don Andrés) y Diputados señores Becker, Estay, Harboe y Ojeda.



Cabe consignar que los artículos 1° y transitorio requieren para su aprobación los votos conformes de 22 señores Senadores.



Finalmente, corresponde señalar que la Cámara de Diputados, en sesión del día de ayer, dio su aprobación a lo propuesto por la Comisión Mixta.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, me correspondió presidir la Comisión Mixta y, en tal calidad, procedo a entregar mi informe.



Como es de conocimiento de los Honorables colegas, en mayo de 2009 fue publicada la ley N° 20.346, que aprobó la reforma que sustituyó el inciso sexto del artículo 118 de la Constitución por el siguiente: “Las municipalidades podrán asociarse entre ellas en conformidad a la ley orgánica constitucional respectiva, pudiendo dichas asociaciones gozar de personalidad jurídica de derecho privado”.



Lo anterior hizo necesario proponer las adecuaciones y complementaciones a la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, con el objeto de regular lo concerniente a las asociaciones municipales.



El proyecto que hoy debatimos considera diversas materias, siendo las más relevantes las siguientes:



Teniendo en vista la naturaleza del tipo de personalidad jurídica que estableció la reforma constitucional -de derecho privado-, el procedimiento administrativo que se dispone responde a un trámite simple, ágil y económico.



El acuerdo mediante el cual se constituyen las asociaciones deberá ser aprobado por los respectivos concejos municipales.



La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo será el órgano encargado de registrar y recibir el acta constitutiva y los estatutos de las asociaciones de municipalidades que deseen contar con personalidad jurídica.



Por otra parte, se dispone que dos o más municipios, pertenecientes o no a una misma provincia o Región, podrán constituir asociaciones municipales. Estas son organizaciones sin fines de lucro cuya función es facilitar la solución de problemas habituales y el mejor aprovechamiento de los recursos disponibles.



Sus objetivos pueden consistir en la atención de servicios comunes; la ejecución de obras de desarrollo local; el fortalecimiento de los instrumentos de gestión; la realización de programas vinculados a la protección del medio ambiente, al turismo, a la salud u a otros fines propios de los municipios; la capacitación y perfeccionamiento del personal municipal, como también de alcaldes y concejales, y la coordinación con instituciones nacionales e internacionales.



Además, se dispone que las asociaciones que gocen de personalidad jurídica dispondrán de patrimonio propio -gestionado de acuerdo a la voluntad mayoritaria de sus miembros-, compuesto por las cuotas de incorporación, ordinarias y extraordinarias, determinadas con arreglo a los estatutos; por donaciones; por el producto de bienes y servicios; por la venta de activos; por erogaciones, subvenciones y aportes provenientes de personas naturales o jurídicas, de las municipalidades o del Estado, y por los demás bienes que adquieran a su nombre.



La Contraloría General de la República fiscalizará los aportes municipales que se les entreguen a las asociaciones. 



La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo controlará el debido cumplimiento de las finalidades establecidas en los estatutos, así como la obligación de comunicar las modificaciones estatutarias, de domicilio legal o de composición del directorio.



Señor Presidente, la Cámara de Diputados rechazó las enmiendas introducidas por el Senado en el segundo trámite constitucional. La principal modificación fue la incorporación de un nuevo inciso segundo al artículo 150 de la ley municipal, para que, además de la Contraloría, los concejos municipales puedan solicitar información a las asociaciones sobre el destino de los aportes realizados a dichas agrupaciones.



Las razones del rechazo pueden agruparse en los siguientes puntos.



1) Eventual contradicción entre el artículo 137 y el artículo 65 de la Ley Orgánica de Municipalidades, toda vez que se estaría derogando tácitamente esta última norma, que entrega a los concejos las mismas facultades que se les reconocen a las asociaciones de municipios.



2) Si las asociaciones de municipios se consideran como corporaciones de derecho privado, quedan fuera del control que puedan ejercer organismos públicos. Esto último, a pesar de la mención que se hace en el artículo 150 del proyecto, que entrega competencia a la Contraloría General de la República respecto del patrimonio de las nuevas personas jurídicas. El hecho de que tenga competencia sobre el patrimonio elimina el examen de legalidad de los actos de la asociación.



3) La modificación al artículo 149 excluye, además, al Consejo para la Transparencia, lo que se traduce en que los alcaldes se hallan sujetos al cumplimiento del principio de transparencia, no así las asociaciones de municipalidades.



4) El inciso segundo que incorporó el Senado en el artículo 150 solo le permite al concejo municipal pedir información respecto del destino de los aportes o subvenciones municipales percibidos por las asociaciones. En consecuencia, el órgano fiscalizador de los municipios (el concejo) solo podrá ejercer sus funciones cuando se trate de municipios. 



En opinión de un señor Diputado que impugnó el texto del Senado “les estamos diciendo a las autoridades municipales: si no quieren que nadie los fiscalice, trasladen todo, hagan convenios y formen asociaciones municipales, porque ni el Consejo para la Transparencia ni la Contraloría ni el concejo municipal van a poder meterse en la administración permanente de este tipo de asociaciones”.



De acuerdo con los antecedentes expuestos, la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta rechazó las enmiendas incorporadas por el Senado en el segundo trámite constitucional, con el propósito de facilitar el tratamiento de este asunto e incluir en un solo procedimiento legislativo las regulaciones de este proyecto y la consideración de las normas sobre transparencia y fiscalización respecto de las asociaciones municipales, particularmente en lo que se refiere a su fiscalización y a la participación del Consejo para la Transparencia. Estas cuestiones, debido a disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias, no pudieron ser abordadas por la Comisión Mixta, pero serán recogidas en un veto por el Ejecutivo.



Tal como ha señalado el señor Secretario, el informe de la Comisión Mixta ya fue aprobado por la Cámara de Diputados y solo falta el trámite en el Senado. Y el Ejecutivo, en particular el señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, se comprometió a enviar un veto para perfeccionar definitivamente la norma.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación el informe de la Comisión Mixta.
El señor LABBÉ (Secretario General).- En primer término, habría que votar separadamente las normas de quórum especial, que -como se señaló en la relación- corresponden a los artículos 1º y transitorio, los cuales requieren para su aprobación los votos conformes de 22 señores Senadores. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Pido votación separada del artículo 149, señor Presidente.
El señor NOVOA.- No es posible. Se trata de un informe de Comisión Mixta. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Así es, las proposiciones de las Comisiones Mixtas se deben votar en conjunto. 

El señor NAVARRO.- Entonces, deseo formularle una consulta al Presidente del órgano técnico. 



El artículo 149 establece la obligatoriedad de la aplicación del principio de transparencia. Sin embargo, se habría excepcionado a las asociaciones municipales de sujetarse a Ley de Transparencia.



Ello resulta incomprensible. Si los municipios deben brindar la información pública a la ciudadanía, ¿por qué esta nueva institucionalidad permite que las asociaciones municipales no entreguen una información que reviste igual carácter?



Esa norma no es coherente y va contra los principios de transparencia y de probidad.



Por eso quería pedir votación dividida, señor Presidente. 



Me gustaría conocer el criterio sostenido por la Comisión Mixta para aprobar dicha disposición, porque va contra la lógica que hemos seguido al respecto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no he emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban los artículos 1º y transitorio (31 votos favorables y 2 abstenciones), dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional exigido.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Rincón y los señores Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).


Se abstuvieron los señores Gómez y Rossi.
El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, corresponde pronunciarse acerca de las normas del informe de la Comisión Mixta que no necesitan quórum especial para su aprobación.

El señor SABAG.- Con igual votación, señor Presidente. 



--Se acogen con la misma votación anterior (31 votos afirmativos y 2 abstenciones), quedando aprobado el informe de la Comisión Mixta y despachado el proyecto. 
MODIFICACIÓN DE LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA EN MATERIA DE PESQUERÍA ARTESANAL

El señor GIRARDI (Presidente).- Corresponde continuar la discusión particular del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en este Registro, con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura y urgencia calificada de “simple”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6242-21) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 52ª, en 14 de septiembre de 2010.


Informes de Comisión:


Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: sesión 59ª, en 12 de octubre de 2010.

Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (segundo): sesión 5ª, en 23 de marzo de 2011.

Discusión:



Sesiones 66ª, en 10 de noviembre de 2010 (queda pendiente su votación en general); 69ª, en 17 de noviembre de 2010 (se aprueba en general); 6ª, en 5 de abril de 2011 (queda pendiente su votación en particular).
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ayer quedó pendiente la discusión de la indicación renovada que propone agregar un número 10, nuevo, al artículo 1º, que modifica el artículo 64 B de la Ley General de Pesca y Acuicultura. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Continúa la discusión. 



Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, solicito a los Senadores que suscribieron esa indicación que tengan a bien retirarla, ya que, de ser aprobada, afectaría el proceso de consulta que se lleva adelante entre la Confederación Nacional de la Pesca Artesanal (CONAPACH) -parte de sus dirigentes se encuentran en las tribunas en este momento- y la Subsecretaría de Pesca -organismo de Gobierno responsable del sector- con el propósito de arribar a un acuerdo en el marco de un proyecto de ley actualmente en estudio, evaluación y redacción. 



En tal virtud, los dirigentes de la pesca artesanal me han manifestado -me hago responsable de lo que señalo- que se produciría un quiebre en las confianzas generadas si se aprobara ahora esta indicación.



En efecto, ellos se sentirían atropellados, pues fueron formalmente invitados a participar en dicho proceso y, al mismo tiempo, se introduciría una grave alteración en la redacción de la actual Ley General de Pesca, lo que generará un conflicto y una confusión de muy difícil manejo para la propia Armada de Chile, entre otras instituciones, ya que la indicación establece que “También estarán sometidos a esta obligación los armadores de naves para la pesca artesanal de eslora total igual o superior a 15 metros”, en circunstancias de que dicha normativa determina un límite de 18 metros. 



Por consiguiente, acá se produciría una dificultad mayor -no quisiera decir un enredo, porque sería subvalorar la importancia del problema- tanto desde el punto de vista técnico, con la propia Ley General de Pesca, como desde la perspectiva social, con la principal organización representativa de la pesca artesanal.



En consecuencia, para evitar una votación donde algunos nos pronunciemos en contra y otros a favor, lo cual podría abortar la posibilidad de llegar a un acuerdo, respetuosamente me atrevo a sugerir a quienes suscribieron la indicación que la retiren, con el objeto de atender la solicitud de los dirigentes de la pesca artesanal en orden a que este problema se resuelva en la iniciativa que se tramita en forma paralela. 



He dicho. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, ayer, antes de que se suspendiera la discusión del proyecto, le consulté al Honorable señor Horvath sobre el origen de la indicación, y él me respondió que se había rechazado en la Comisión. Por lo tanto, había tranquilidad al respecto. 



Sin embargo, ella fue renovada con la firma de 10 señores Senadores. Esto nos sorprendió, porque pensábamos que no se había aprobado en el entendido de que se trataba de una materia que, cuando la discutimos respecto de las naves industriales, generó un extenso debate. 



En esa ocasión, hubo tiempo para conversar con el sector pesquero industrial acerca de los alcances de la medida, en particular sobre los costos, el mecanismo de fiscalización y la entidad donde esta recaería, porque en las áreas de pesca siempre influye la técnica, la capacidad de los capitanes y el importante rol que juega la Armada.



Aprobar el posicionador satelital para las naves artesanales sin tener una evaluación de los costos y un entendimiento con los organismos fiscalizadores (la Armada) respecto de cómo y en qué condiciones se desarrollará dicha labor, pero particularmente sin haber alcanzado un acuerdo con el sector respectivo, resulta imposible. 



Ese debate se debe dar a propósito de la “Ley Corta de Pesca” -esperamos que se transforme en “Larga”, pues vence el 2012, lo cual significa un plazo extraordinariamente acotado-, porque forma parte de la reestructuración de la institucionalidad del sector pesquero, junto con muchos otros aspectos que requieren la atención del Parlamento para su ordenamiento.



Aquí se propone reordenar una parte, es decir, que efectivamente los pescadores artesanales cumplan con el requisito de que la autoridad fiscalizadora sepa donde están pescando. 



No me parece una medida cuestionable. Lo que señalamos es que eso forma parte de un acuerdo para analizar la institucionalidad completa respecto de los deberes y derechos de la pesquería artesanal, y aquí se impone un deber en circunstancias de que existe un conjunto de discriminaciones muy potentes que subsisten en la actual Ley General de Pesca, que efectivamente tiene a los pescadores artesanales en condiciones precarias 



Instalar posicionadores satelitales en naves de 15 metros de eslora provoca un problema, primero, porque hoy día figura en el respectivo cuerpo legal una longitud de 18 metros; y, segundo, porque se desconocen las condiciones o el acuerdo existente sobre el manejo del recurso pesquero. 



Ello forma parte de un debate más extenso. Adelantar una fracción pequeña de un mecanismo de fiscalización no parece lo más adecuado. Significa anticipar una discusión en un contexto no general de la Ley de Pesca. Porque, digámoslo con franqueza -se hallan presentes en las tribunas las organizaciones respectivas, particularmente la CONAPACH-, se afirmó que habría un ordenamiento del sector pesquero artesanal dentro de la Ley General de Pesca o en una normativa especial. 



Eso fue materia de debate y se generaron consensos muy importantes, pues una ley siempre debe contar con el acuerdo de los actores involucrados para que funcione. Pero, aquí, ello se salta. 



Lamento que no se encuentre presente el Subsecretario de Pesca, ya que él podría contribuir grandemente a dilucidar el problema. Les vamos a generar una situación conflictiva a dicho personero de Estado, al Ministro de Economía, y se producirá una votación dividida existiendo consenso en que se debe regular y fiscalizar la pesca artesanal para cuidar el recurso. 



Debo recordar que quienes depredaron las especies, en particular por el esfuerzo pesquero extraordinariamente negativo que realizaron, no fueron los pescadores artesanales, sino los industriales. Y, en este sentido, la incorporación del posicionador satelital significa equipararlos, es decir, se efectuará el mismo control respecto de dimensiones de esfuerzo de pesca muy diferentes.



En definitiva, se trata de un debate que desvirtúa los problemas de fondo. 



Por lo anterior, espero que podamos acordar en la Sala dejar sin efecto la indicación. Por cierto, con el compromiso -que también es de los pescadores artesanales- de que estas materias las debatiremos, con tiempo y en todos los aspectos que he señalado, cuando discutamos el marco global de la Ley General de Pesca. Hacerlo ahora generará un principio de quiebre en las confianzas. Y particularmente constituye una mala forma de legislar, al incorporar elementos parciales en circunstancias de que el debate es mucho más estructurado y genérico.



Por lo tanto, pido al Senador Larraín y a los demás colegas que renovaron la indicación que puedan atender a las razones mencionadas, que creo son absolutamente justas, adecuadas, de buen criterio. Por cierto, conservando el compromiso de que discutiremos el tema y lo votaremos en su momento. Además, me parece que nos pronunciaremos sobre la materia de manera consensuada cuando contemos con el marco general de la Ley de Pesca. Hacerlo antes no resulta apropiado. A la vez, ello ha sido de manera sorpresiva. Siento que no es el interés del Gobierno. Se trata, eso sí, del legítimo derecho de los señores Senadores. Pero solicito que en este punto exista una mínima relación entre el Ejecutivo y las entidades de pesca artesanal.



Ojalá se acceda a lo que pido. Si no, tendríamos que votar en contra de la indicación.



Creo que a todos nos interesa que el recurso pesquero se cuide. Y ese es el principio que nos debiera unir cuando enfrentemos este tema.



He dicho.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero entregar algunos antecedentes relacionados con la indicación, que corresponden también a inquietudes presentadas por otros señores Senadores. En otras palabras, deseo contar por qué estoy detrás de ella.



Desde hace muchos años, en nuestra Región -me refiero al Maule Sur, a su borde costero- sufrimos la invasión permanente de flotas de pescadores artesanales mayores, de embarcaciones superiores a quince metros -por eso la distinción; no es una arbitrariedad-, que ingresan en las cinco millas marinas de nuestros pescadores artesanales. En nuestra Región no existe pesca industrial, pero sí se produce invasión desde fuera de ella.



Y las medidas para controlar dicha situación han sido infructuosas. Hemos hablado con la Armada todas las veces que Sus Señorías se imaginarán. En muchas oportunidades he visto personalmente las flotas en nuestras aguas; les he sacado fotos, hemos acudido a la prensa nacional tratando de denunciar estos hechos. Pero todo ha sido absolutamente inútil. Y cuando se logra identificar a alguno y le aplican una multa, esta es irrisoria. Por lo tanto, no pasa nada. Hay una total impunidad, a costa de nuestros pescadores artesanales.



Entonces, me plantean: “Los pescadores artesanales están preocupados de este tema”. Yo no los veo interesados en los pescadores artesanales que sufren la situación que he descrito.



Hace ocho años presenté una moción. En esa época era Subsecretario de Pesca Felipe Sandoval. Y me señaló: “Lo vamos a incorporar dentro de un proyecto mayor”. Esperamos a que se incluyera en una iniciativa más amplia. Y todavía seguimos esperando.



Tiempo después, en una reunión que sostuvimos junto a los pescadores artesanales en la Dirección General del Territorio Marítimo para solicitar nuevamente más presencia fiscalizadora, los dirigentes me preguntaron: “Senador, ¿qué ocurre con su proyecto?”. Les respondí: “Ahí estoy esperando, porque en el Senado pasa una vez, otra vez y lo cierto es que nunca se trata”. Entonces, yo dije: “Ya, presentémoslo”. Concurrí a ese encuentro con el ex Senador Naranjo. Y le manifesté: “Senador Naranjo, ¿le parece sumarse a mi iniciativa? Lo reactualizamos, le agregamos algunas cosas nuevas y lo presentamos”. Así ocurrió. Por supuesto, hasta hoy ese proyecto no se ve ni se analiza.



Pasan los años, se dan muchas explicaciones, y lo único que tenemos hasta hoy es invasión en nuestras costas, y los pescadores artesanales quedan mirando para el techo. Eso es lo que está sucediendo.



Es francamente muy desalentador este escenario.



Más aún, muchas veces se producen incidentes, porque nuestros pescadores salen a decirles: “Por favor, no tienen nada que hacer aquí”. Y como las otras son naves mayores y muy agresivas, en numerosas ocasiones no concluyen bien esas discusiones. Y el temor radica en que ello termine arreglándose por otras vías, de violencia, de baleo y con otros mecanismos, porque la Armada nunca llega a tiempo a cautelar esta situación.



Eso es lo que está sucediendo.



Y ahora se plantea: “Dejemos este asunto para el futuro”. ¿Qué les digo yo a nuestros dirigentes pescadores? ¿Que otra vez el Senado no quiere pronunciarse sobre esta materia? ¿Que nuestros pescadores deben seguir pagando la ineficacia legislativa, de la fiscalización y del control?



Entiendo que hay otros problemas anexos a la situación que se vive en la pesca artesanal. Y ojalá los resolvamos bien, por el sector artesanal.



Pero pido que alguien me explique cómo les diremos que otra vez serán tramitados y que no habrá medidas para evitar el escenario descrito, porque el Senado tiene otras cosas que hacer antes o porque existen otros compromisos de no sé qué carácter.



Lo que solicito es algo muy simple.



Si otras flotas no invadieran nuestras costas, no estaríamos discutiendo. Aquí se está incumpliendo la ley. Y lo que pedimos es que se cumpla. Y como ello no ha ocurrido, mediante este mecanismo -el posicionador geosatelital-, más el aumento de las sanciones a los infractores, yo les aseguro que en seis meses este problema se resuelve.



No sé dónde radica el inconveniente.



Además, estas naves se encuentran asociadas a la pesca industrial. Porque, como las embarcaciones de esta última no pueden entrar, contratan a estos pescadores artesanales para que trabajen como intermediarios. En consecuencia, no se trata de verdaderos pescadores artesanales, que viven directamente de su trabajo, sino que están asociados a la pesca industrial.



Por consiguiente, estamos protegiendo a la pesca industrial, no a la artesanal

El señor LONGUEIRA.- Y son liderados por quien está en las tribunas.

El señor LARRAÍN.- Lo que quiero hacer presente es que necesitamos una solución para nuestros pescadores artesanales. Consulto a Sus Señorías qué respuesta les vamos a dar.



Por todo lo expuesto, insistí en la indicación, y le pedí a muchos Senadores, de distintos sectores políticos, que nos acompañaran. Porque se trata de un problema relacionado con los pescadores artesanales auténticos, que en nuestra Región y en muchas otras están siendo depredados por otros pescadores artesanales más poderosos, cuya asociación con la pesca industrial simplemente está terminando con la pesca artesanal en muchas zonas del país.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quiero recordar a los parlamentarios cuál fue la historia del posicionador satelital, contenido en el artículo 64 B de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



En su momento también hubo una fuerte oposición entre los industriales para implementarlo. Pero estos fueron los primeros beneficiados. Porque se respetan las áreas; saben dónde están; se trata de una información reservada, que manejan exclusivamente el Servicio Nacional de Pesca y la Armada de Chile. Y, además, posee un componente muy importante, no solo el de hacer las cosas bien y en el lugar que corresponde, sino que otorga seguridad a la actividad pesquera. No olvidemos que algunos pescadores artesanales salen por el pez espada a 600 millas de la línea de base recta. Hay gente que trabaja en condiciones muy precarias.



Todo esto va en aras de que los que se encuentran trabajando bien estén tranquilos y que los que se salen de área tengan un mecanismo de control.



A la vez, hablamos de naves pesqueras artesanales superiores a quince metros. No hay ninguna imprecisión al respecto, porque sabemos que el tope de la eslora es de dieciocho metros, tal cual lo dispone la ley. Por lo tanto, estas embarcaciones pueden equivaler a cuatro o cinco camiones grandes o a 160 camionetas. O sea, no nos referimos a cualquier nave. Estas tienen un volumen de bodega de ochenta metros cúbicos. Son bastante importantes.



Y la idea es establecer una gradualidad con los pescadores artesanales. Esta sería la primera: entre quince y dieciocho metros.



Después vienen las zonas contiguas.



En este minuto, gracias a la modificación de la Ley General de Pesca, las zonas contiguas son autorizadas por el Consejo Zonal de Pesca. Pero tal autorización la otorgan los integrantes del Consejo a la Región a la cual se accede. Y lo que piden las Regiones es que los que ingresen             -después de establecerse dónde hay un remanente para que de otra Región puedan sacarlo- empleen posicionador satelital. Si no, tampoco habrá forma de control. Sabemos que el SERNAPESCA no posee la cantidad de elementos para fiscalizar y que la Armada tiene otras funciones también. Y qué mejor que fiscalizar a través de un procedimiento expedito, económico, que da seguridad en el mar y que, a la vez, constituye plena prueba.



Si existen conversaciones entre los pescadores artesanales           -hablamos de mucha gente, desde personas que pescan en panga y bote hasta naves de dieciocho metros-, que sigan adelante con ellas. Pero la indicación no los afectará. Además, todavía queda la instancia de la Cámara de Diputados para revisar la materia en detalle. Solo buscamos avanzar para que se protejan los recursos y la actividad pesquera y para que, al final, sea el conjunto el que gane.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, solo quiero agregar un elemento adicional a los argumentos expuestos por los colegas Larraín y Horvath.



Lo que se busca a través de esta indicación es proteger al pescador artesanal auténtico: al pequeño, haciendo aplicable el concepto a que se refiere la ley de que únicamente se puede pescar en la zona donde se tenga residencia, es decir, en las Regiones respectivas. Y es evidente que con naves de 15 metros de eslora resulta muy fácil pasar de una zona a otra. 



Estoy seguro de que los pescadores artesanales de las propias Regiones son los primeros en tratar de cuidar sus recursos. 



Por lo tanto, señor Presidente, la única forma de que la autoridad pueda, en definitiva, fiscalizar que se respeten las zonas en las cuales residen los pescadores artesanales auténticos, pequeños, y de que efectivamente se les proteja es exigiendo a las naves mayores para la pesca artesanal -como se propone en la indicación-, de eslora igual o superior a 15 metros, la instalación de un posicionador satelital.



En consecuencia, me parece oportuna la indicación presentada y que hemos renovado diversos Senadores. 



Y ella no solo es oportuna, sino absolutamente necesaria, tanto para  proteger a los pequeños pescadores artesanales cuanto para hacer respetar las distintas zonas en que se dividió el país en función de la residencia de ellos.



Debo manifestar que en el proyecto original se pretendía eliminar la exigencia de acreditar domicilio en la Región. Afortunadamente, esa enmienda fue rechazada en la Comisión de Pesca, a fin de que se respeten las respectivas zonas. 



Se insistió mucho en suprimir el requisito de residencia. Menos mal que prevaleció el criterio del Senado en orden a mantenerlo para los efectos de desarrollar la pesca. 



Sin embargo, a fin de que se respetara esa exigencia era absolutamente indispensable formular una indicación -como la que renovamos- para establecer la obligación de que las naves mayores coloquen a bordo un posicionador satelital, con el propósito de proteger al verdadero pescador artesanal, que -reitero- es el más pequeño.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el punto en discusión tiene que ver con el cumplimiento de la ley. 



Hoy, nadie es capaz de fiscalizar si efectivamente las personas autorizadas para extraer del mar, en embarcaciones de diferente tamaño, un recurso que no pertenece a nadie en particular sino a todos en general y que está ahí, respetan las reglas del juego. Y, en verdad, muchos de esos pescadores no las acatan.



La realidad de la industria pesquera en nuestro país es que existen varias especies en plena explotación y otras, a punto de colapsar. 



Ha sido el exceso de esfuerzo pesquero el que ha generado el drama, entre otros, del jurel; la crisis en el norte, y la razón por la cual hemos efectuado en el Parlamento debates sobre estudios -como los solicitados por los Senadores de Iquique y Arica- que dicen relación a tallas y otras características.



Aquí estamos frente a un sector muy relevante de la economía. Chile ha llegado a ser una de las naciones con mayor esfuerzo pesquero del planeta; pero está demostrando que no hemos tenido la inteligencia para preservar esa riqueza. Quizás tampoco la tuvieron los países europeos y estamos siguiendo el mismo camino de saquear el recurso.



La única forma de evitar su depredación es mediante el establecimiento de normas regulatorias; de un cuerpo legal que por sobre todo sea conservacionista, y de medidas drásticas -¡drásticas!- para garantizar que quienes sean autorizados para extraer las distintas especies cumplan las leyes.



No cabe duda de que tenemos una realidad diferenciada a lo largo del territorio nacional.



No es lo mismo lo que pasa con los recolectores de orilla -la situación que más conozco en la Región de O´Higgins- versus la actividad de los buzos que existen en todo el país; ni lo que ocurre con los boteros o los pescadores artesanales pequeños versus los pescadores artesanales de mayor magnitud, pues muchos de estos -como bien acotaba el colega autor de la indicación en debate- se encadenan de hecho con la industria de la pesca.



Debemos encontrar una fórmula civilizada, correcta, para que quienes sean autorizados para extraer recursos respeten las áreas de pesca y la cuota a que tienen derecho.



La necesidad de discutir una indicación de la naturaleza de la que se ha planteado es producto de que la ley no se cumple.



Si se acatara la ley, no tendríamos este problema.



A nadie le gusta -a mí por lo menos, no-, por principio, aplicar sanciones o una suerte de garrote contra los pescadores artesanales ni industriales. La norma propuesta se orienta hacia aquellos que no respetan la ley.



Yo represento a la Sexta Región, donde, por desgracia, y no me canso de decirlo en el Parlamento, no peleamos por un puerto sino que aspiramos aunque sea -disculpen la forma de decirlo- a un pinche muelle. Porque carece de infraestructura para los pescadores artesanales; no hay infraestructura portuaria, y somos testigos de cómo pescadores o esfuerzos pesqueros de otras Regiones llegan hasta allí y muchas veces hacen lo mismo que en su zona de pesca y extraen más de lo que corresponde.



Señor Presidente, hasta ahora no he escuchado aquí ningún argumento convincente para no aprobar esta indicación renovada. ¡Ninguno!



En un momento dado pensé en retirar mi firma, para facilitar un acuerdo, porque supuestamente el Ejecutivo estaría negociando y viendo un mecanismo. Pero me he convencido de que lo mejor es pronunciarnos ahora, con el objeto de ver cómo y quiénes estamos por defender verdaderamente los recursos pesqueros versus situaciones un poco más complejas.



Lo que aquí se requiere, señor Presidente, es respetar el recurso pesquero por sobre todas las cosas. Y por eso concurriré a aprobar la indicación. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, yo también patrociné la renovación de esta indicación a fin de tratarla en la Sala, porque según lo expresado por el Senador Larraín -sin perjuicio de reconocer la validez de los argumentos del colega Navarro- es una norma necesaria. 



Y como muy bien dijo el Senador Horvath, cuando se analizó, en su momento, la instalación de GPS en las naves industriales, efectivamente hubo una gran discusión acerca de lo que iba a significar en cuanto a costo, a operación, etcétera. Y se demostró que constituía un buen sistema de control para la actividad pesquera, en especial ante el hecho de que las cuotas de pesca se encuentran repartidas por Regiones.



En el caso de mi Región (la Séptima), como han señalado los pescadores artesanales, muchas veces llegan de otras zonas algunas naves, sobre todo industriales o semiindustriales, y proceden a extraer los recursos pesqueros sin ningún control.



Por ello, estimo que para los pescadores de dicha Región esta es una norma necesaria y conveniente. 



Sin embargo, tal vez sí sea cierto que a las embarcaciones de  15 metros de eslora les signifique un mayor costo la instalación del dispositivo de posicionamiento satelital. Pero tal costo va a redundar, en definitiva, en mayor bienestar para sus dueños. Porque se evitará la competencia desleal en la pesca de especies que, como sabemos, son escasas.



Por esa razón, es bueno que exista una disposición de este tipo, en particular porque desde hace tiempo se nos está reclamando que resolvamos el punto. Y el solo hecho de presentar la indicación ha provocado la discusión y la necesidad de zanjarlo.



No podemos esperar hasta el año 2012, cuando corresponde adecuar la Ley de Pesca. Soy partidario de aprobar esta norma hoy día, aprovechando que estamos abocados a legislar sobre cómo proteger la pesca artesanal. Además, interpreta el interés de los pescadores artesanales de mi Región.



Por eso, señor Presidente, me pronunciaré a favor de la indicación renovada.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona. 

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, hice una solicitud hace pocos momentos, pero no alcancé a dar todos mis argumentos. Por eso, voy a abusar de la paciencia de los colegas para entregar mi punto de vista más de fondo.



Básicamente, quiero señalar que estamos frente a una situación muy grave desde el ángulo del procedimiento legislativo, porque en los hechos, sin que se haya manifestado, se desea modificar la Ley General de Pesca reduciendo de 18 a 15 metros el límite de la eslora de las naves pesqueras artesanales.



Eso es lo que se quiere en los hechos.

El señor LONGUEIRA.- ¡No!

El señor ESCALONA.- Sí. Porque esos son el resultado y el efecto práctico.

El señor LARRAÍN.- ¡No es así!

El señor ESCALONA.- No digan que no: eso es lo que va a ocurrir.



Entonces, cuando no se dicen las cosas como son, se afecta gravemente la transparencia, que, entiendo, ha sido un valor muy recurrido y socorrido por todos durante los últimos años y en los discursos que recuerdo del tiempo reciente.



Se ha hecho de la idea de la transparencia una especie de valor esencial. Y aquí se está afectando. Si me guío por la intervención del Honorable señor Hernán Larraín, concluyo que es así. Él viene desde hace ocho años intentando modificar la norma pertinente. Y lo manifestó con entera franqueza.



Eso no fue lo que se informó acá, en la Sala, ni tampoco lo que expresó el Honorable señor Horvath. Fue al revés; se dijo exactamente lo contrario: que los dirigentes de la CONAPACH, quienes se hallan presentes en las tribunas, estaban de acuerdo con las modificaciones.



No lo señaló el Senador Hernán Larraín, pero sí el Honorable señor Horvath.

El señor LONGUEIRA.- ¡No pueden estar de acuerdo con eso!

El señor ESCALONA.- O sea, acá se han alterado seriamente las mínimas normas del trabajo legislativo. Se ha presentado una indicación con una intencionalidad por completo distinta de la que se declaró expresamente en la Sala y en la Comisión.



Eso es en primer término lo que no puedo aceptar, señor Presidente.



Si el Senador Hernán Larraín quiere modificar la Ley General de Pesca, que lo diga. Está en todo su derecho. Y discutamos y acordemos las modificaciones con la legitimidad que requieren las cosas.



Pero hacer una enmienda de esa dimensión, de ese sentido, de ese significado, con un argumento oblicuo, no me parece legítimo ni aceptable.



En segundo lugar, quiero defender, no por demagogia sino por su espíritu solidario, a los dirigentes y a los pescadores artesanales de la Décima Región.



Lamento la ignorancia de algunos Honorables Senadores. Porque una parte muy importante de la flota de la Octava Región hoy día recala en los puertos de la Décima.



No sé si esos Senadores han visto las imágenes de la televisión. El puerto fluvial de Lebu, por ejemplo, se encuentra completamente inhabilitado. ¿Y dónde está una parte esencial de la flota de la Octava Región? En Quellón, en Ancud, en Maullín: en los puertos de la Décima Región de Los Lagos. Y los dirigentes y trabajadores de la pesca artesanal de esta última, con un espíritu absolutamente solidario, han estado dispuestos incluso a compartir sus esmirriadas cuotas de captura con el objeto de ayudar a trabajadores del sector que se hallan en situación completamente aflictiva.



¡No se venga, pues, a hacer aquí una caricatura! ¡No se presente una imagen irreal! ¡No se diga “estos no son pescadores artesanales”! ¡No se banalice la discusión!



¡Esa es gente que merece respeto y tiene dignidad!



No me parece propio que acá, en el fondo, se haya levantado una acusación y hecho una manipulación de lo que esas personas son al indicarse que “no se trata de pescadores artesanales sino de pescadores industriales encubiertos”.



¡Rechazo por completo la torva, la mala intención de esa infame acusación que aquí se ha levantado contra gente honorable y trabajadora, en particular la de la Región de Los Lagos!



He dicho.



--(Aplausos en las tribunas).

El señor LONGUEIRA.- ¡Eso lo dicen los pescadores artesanales, no nosotros!

El señor ESCALONA.- ¡Qué carepalo...!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la discusión sobre la pesca -lo expresé- siempre desata pasiones.



Por ejemplo, el entonces Ministro Rodríguez Grossi -el Senador Longueira debe de recordarlo muy bien porque, como yo, era Diputado-, cuando se discutía el proyecto que originó la Ley General de Pesca, solo seis horas antes de la votación nos entregó la información relativa a cómo se distribuirían los recursos, a quiénes serían los ganadores, en fin, porque “hasta ese momento era reservada”. 



¡El Parlamento distribuía la pesca en Chile, pero constituía información reservada quiénes se la iban a llevar!



¡Seis horas antes de votar aquella iniciativa supimos cómo se distribuirían las cuotas de pesca, que, por supuesto, eran individuales y transferibles!



Señor Presidente, muchos aspectos de la Ley General de Pesca se hallan pendientes.



El de la subasta, por ejemplo. La legislación existe, pero no se aplica. Nosotros queremos hacerla aplicable en determinadas condiciones, para proteger el recurso.



¡Cinco por ciento anual a subasta pública!



Se nos pide apurar una parte de la reforma a la Ley General de Pesca que se encuentra en discusión. Nosotros decimos, entonces: debatamos la distribución de la sardina y la anchoveta.



¿Por qué la pesca industrial tiene más del 40 por ciento de recursos que se encuentran dentro de las cinco millas? ¿Qué fundamento hay para que ese sector acceda a un porcentaje enorme de especies que no puede extraer? ¡Y no puede sacarlas porque están dentro del área exclusiva de la pesca artesanal!



Señor Presidente, si queremos debatir de verdad acerca de derechos y deberes, y particularmente de protección a los pescadores artesanales, hagámoslo en todas las dimensiones, no exclusivamente en la de fiscalizar a ese sector en un solo punto.



Hay pendientes -repito- muchos aspectos de la Ley General de Pesca.



Eso es lo que he venido reclamando, no si las naves deben tener o no posicionador.



Podemos coincidir en la necesidad de mayor fiscalización. Pero hemos planteado lo relativo al procedimiento.



O sea, si en cada modificación nos van a incorporar cuestiones de fondo de la “Ley Larga de Pesca”, estamos en un problema.



Eso lo saben los bancos; y los industriales, también: vencida la Ley, volvemos a cero; es decir, ni un solo pez queda en propiedad privada como hoy. Se termina la llamada “Ley Corta” el 2012 y no existirá cuota individual y transferible. Y eso causa pánico en los bancos, en las empresas.



Pero no queremos pánico, sino empleo. Deseamos proteger al sector industrial cuando cumpla las leyes sobre el medio ambiente, cuando respete sus compromisos con los pescadores artesanales, cuando cuide el recurso marino.



Nadie busca el alarmismo. Solo sostenemos que hay que discutir las modificaciones en el escenario adecuado.



Aquí, de manera absolutamente inadecuada, se procura anticipar una parte significativa de la reforma de la Ley de Pesca.



Cuotas, subastas, ordenamiento del territorio costero (ello también reviste importancia), normas legales para la pequeña acuicultura.



Acá legislamos sobre los salmoneros, y les otorgamos la posibilidad -como nunca ocurrió en la legislación nacional- de constituir hipotecas sobre un bien nacional de uso público. Hoy día los empresarios hipotecan en los bancos las concesiones acuícolas. Y, si no responden a los compromisos contraídos, esas instituciones las subastan.



Eso no sucedía antes. Y lo permitimos mediante una iniciativa vinculada con los salmoneros para recuperar parte de los 40 mil empleos que se perdieron debido a la pésima administración efectuada por empresarios que eran campeones mundiales y no supieron cuidar lo que tenían.



Entonces, seguimos legislando a cuadritos.



Señor Presidente, ante la cuestión más de fondo, en la forma como se ha querido plantearla, siento que lo señalado por el Senador Escalona es plenamente válido. En mi concepto, no corresponden los calificativos usados por algunos colegas respecto a la actividad noble de la pesca artesanal, que, por cierto, será la única subsistente. Como ocurre en Noruega, en Islandia y en otros países, es la que extrae los recursos de manera moderada, respetuosa, no abusiva, a gran distancia de los cinco millones de toneladas de jurel que pescaba en nuestro país la flota industrial durante los años 95, 96 y 97.



Por eso, insisto: si nos obligan a votar esta indicación ahora, habrá un quebrantamiento de la fe en torno a cómo actúa el Gobierno a través del Subsecretario de Pesca.



El Congreso es un Poder del Estado independiente. Y reclama su independencia. Pero esto es un quiebre de confianza. 



Las veces que el Subsecretario Galilea ha ido a mi Región, nunca se ha reunido con los Senadores (no sé si ha recibido al colega Sabag).



Entonces, ¡no va a entrar más a esta Sala! ¡Un representante del Ejecutivo que rompe un compromiso de honor no tiene derecho a ingresar a este Hemiciclo!



Desde ya, advierto que el Subsecretario Galilea no va a entrar a esta Sala, por lo menos mientras yo me encuentre presente.



Ojalá que no ocurra tal situación. Pero el Gobierno y el oficialismo obligan a ello.



Algunos Senadores de Oposición podrían seguirlo. Pero yo quiero llamar a la conciencia en el sentido de que tensionar este asunto anticipadamente no es lo mejor; va a ser un problema adicional para el Ejecutivo, al que le hemos advertido a tiempo para que no se meta en honduras en los conflictos sociales.



Esto provocará un lío. Y no me corresponde a mí defender la paz social si el Gobierno no es capaz de cautelarla.



Espero que no se deba votar la indicación renovada, señor Presidente. Si hay que emitir pronunciamiento, anuncio que lo haré en contra.



He dicho.

El señor LONGUEIRA.- ¡Amenazas!

El señor NAVARRO.- ¡Pregúntele al colega Sabag! ¡El Subsecretario se reúne con la pura Derecha!

El señor GIRARDI (Presidente).- Les ruego evitar los diálogos, señores Senadores.



Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, me alegra el debate. Y felicito a mi colega Hernán Larraín por haber permitido discutir esta indicación en la Sala.



Porque el sur también existe. Y no está de la Octava Región hacia la Décima, ni tampoco de la Quinta al norte, sino en el Maule.



El Maule se halla entre dos aguas. Y los que sufren las inclemencias en este caso son los pescadores artesanales de la Séptima Región, quienes ven cómo sus recursos son explotados por los de la Quinta y por los de la Octava.



Esta tarde, a la hora de almuerzo, se acercaron a conversar conmigo dirigentes de los pescadores artesanales. Me pidieron que no apoyara esta indicación. Les respondí que debía conversar el punto con mis pescadores artesanales. Estos me dijeron que había que respaldarla, porque lo que viven en el Maule -he hablado muchas veces con ellos sobre el particular- es dramático. Y tienen dos problemas: uno, el que estamos analizando, relacionado con la forma como los barcos de mayor tamaño invaden las costas locales y se llevan sus recursos; el otro, la carencia de cuotas, situación que tratamos de zanjar -no lo conseguimos- en otro proyecto, presentado a raíz del terremoto.



En el Maule, ese último aspecto es dramático: sobran recursos y faltan cuotas, a diferencia de lo que pasa en otras Regiones.



Por cierto, es necesaria una discusión mayor a propósito de la Ley de Pesca, que vence el próximo año. Pero, queridos colegas -y se lo digo también al Ejecutivo-, debemos empezarla hoy.



¿Habrá explosión social como dijo el Senador Navarro? Sí. Porque obviamente, si se suman la secuela del terremoto y el problema que provoca año tras año la falta de cuotas para explotar el recurso, la situación es dramática.



Yo creo que hay que partir por algo. Y este es un buen camino: discutir, poner el asunto sobre la mesa, abordar la cuestión no menor de, para resguardar a nuestros pequeños pescadores artesanales, controlar a quienes entran a las Regiones y a los que salen de ellas.



En cuanto a los insultos, señor Presidente, pienso que debemos dejarlos fuera de la Sala, pues hay un bien mayor que proteger: el trabajo de hombres y mujeres esforzados que día a día luchan por sacar adelante a sus familias.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, quisiera agregar algo a los argumentos esgrimidos aquí y que me permitiré resumir a la rápida.



Se ha hablado de que la indicación propuesta por varios Senadores -entre ellos, yo mismo- permitirá un mejor control de las zonas de pesca.



Eso es válido. Tenemos en Chile 5 mil 200 kilómetros de costa que virtualmente resulta imposible fiscalizar.



Mediante un mecanismo tecnológico se puede trasladar el control a un escritorio.



Además, por esa vía es factible mejorar el uso y goce de las zonas contiguas, donde normalmente existe fricción.



También se ha hecho valer el planteamiento de que por tal camino puede mejorarse el cumplimiento del requisito de residencia.



Asimismo, se habla de la protección de los derechos de los pescadores artesanales que cuentan con embarcaciones de menos de 15 metros.



Pero yo deseo añadir que el mecanismo tecnológico de que se trata tiene un costo relativamente bajo, probablemente de muy rápida amortización.



Además, aquí existe -y esto es lo que quiero poner sobre la mesa- una enorme ganancia en materia de seguridad para las tripulaciones, factor que parece desconocido para algunas personas que hacen gran caudal sobre la suerte de los pobres y los menesterosos.



Hay que mejorar el factor seguridad, señor Presidente.



Ahora, pienso que dilatar la resolución de esta materia hasta la dictación de la “Ley Larga” o de la “Ley Corta” es riesgoso. Es factible que el costo lo paguen inocentes. Y nosotros tendríamos responsabilidad en ello.



De otro lado, no descubro cuál es el subterfugio legislativo a que aludió un antecesor en el uso de la palabra. 



Aquí hay una indicación franca, abierta y explícita.



Tampoco se ve la maniobra torva que existiría.



Son palabras que asustan, ¡propias más bien de ópera italiana...!



También debo referirme, señor Presidente, a una especie de advertencia que se le hace al Subsecretario de Pesca, quienquiera que sea. 



¡Para remate, es amigo mío...!



¡Pobre don Pablo Galilea: va a entrar temblando aquí...!



En fin, creo que hay que tener en cuenta la vida real y no tanto alguna referencia histriónica que se formule, sobre todo mirando para arriba, hacia las tribunas.



Ahora, como el contenido de toda esta discusión ha sido bastante misceláneo, me permito terminar diciendo: “¡Patagonia sin Navarro...!”.

La señora RINCÓN.- ¡Oh, qué feo!

El señor NAVARRO.- ¡Lo voy a invitar a conocer la Patagonia...!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la verdad es que me sorprende el tono que ha alcanzado el debate respecto de algo que me parece tan obvio y sencillo: asegurarse de que los pescadores artesanales mayores puedan ser ubicados a través de un posicionador satelital de manera que, cuando infrinjan las áreas reservadas a otros sectores pesqueros, sean detectados y sancionados, pero con una pena mayor, para poner término a esa práctica.



¡Eso es todo lo que estamos planteando!



Aquí se dice, primero: “No se puede discutir esto porque son grandes cosas”.



¡Perdón!



Este es un proyecto que tiene como propósito modificar la Ley General de Pesca. ¿Y está referido a qué? A los pescadores artesanales.



¿Por qué no se puede debatir acá ese tema?



Se puede discutir.



Segundo, se expresa: “Nos ha sorprendido”. 



¡Pero cómo se “ha sorprendido” si la indicación fue presentada en la Comisión y dentro del plazo fijado para el efecto!



Desgraciadamente, no supe cuándo se discutió la iniciativa en dicho órgano técnico. De lo contrario, habría ido a explicar la indicación.



En su momento, esa Comisión dispuso de los antecedentes, y la indicación fue rechazada, por las razones que se explicitaron.



Ahora, la renovación de una indicación no constituye más que el ejercicio de un derecho.



¡Por favor! ¡Hasta dónde estamos llegando!



En seguida, también me sorprende que por una indicación de un grupo de Senadores se amenace a un Subsecretario del Gobierno.



¡Qué tiene que ver el señor Galilea en esta discusión! ¡Si no he hablado con él sobre la materia! Lo hice con Subsecretarios de Pesca anteriores. Desafortunadamente, no funcionaron en ese minuto. Y por eso he insistido y perseverado en mi planteamiento, atendidas las razones que expuso muy bien la Senadora Rincón, quien conoce la realidad de nuestra Región, así como lo hicieron los colegas Zaldívar y Coloma, ambos partidarios también de la indicación. Porque esa es una realidad que se sufre hoy día. Y no tenemos cómo evitarla.



¿Qué culpa tiene, entonces, el señor Galilea? ¿Por qué se abre debate acerca de algo inexistente?



En efecto, hay cuestiones pendientes; lo recordaba la Senadora Rincón.



A nosotros nos afecta -no he querido mencionarlo ahora; lo he hecho en otras oportunidades- el problema de las cuotas.



Nuestros pescadores artesanales no tienen cuotas de pesca para la merluza, especie que sobra en la zona. En cambio, a quienes no cuentan con este recurso les sobra la cuota. Y eso no ha podido modificarlo el Consejo Nacional de Pesca.



Desde hace cinco o seis años -ya no sé cuánto- venimos pidiéndolo sistemáticamente. Y cada año debemos luchar para que se aumente un poquito la cuota. Se saca algo a la de investigación y se hacen todas las trampas legales posibles para que se les asignen cuotas a los pescadores. Porque, por desgracia, en este aspecto al menos no ha habido la solidaridad que se reclama, pues los pescadores artesanales que disponen de cuotas se las venden a sus socios, no se las regalan. De modo que en ese caso, lamentablemente, no hemos vivido la solidaridad a que se hace referencia.



Luego, aquí no estamos hablando de otros pescadores artesanales. No recuerdo haber mencionado a los de la Décima Región. 



Así que pido que se retiren las expresiones injuriosas que se han vertido. Porque acá estamos remitiéndonos a un asunto concreto: cómo defendemos a nuestros pequeños pescadores artesanales del Maule, que no tienen capacidad para salir de la Región y a quienes les quitan los pocos recursos que pueden extraer, por cuanto, desafortunadamente, las cuotas son insuficientes.



¡Esa es la realidad! ¡Eso es lo que nos está afectando!



Sus Señorías dicen que debemos respetar un acuerdo político -no sé de qué tipo- entre el Gobierno y la Confederación de Pescadores Artesanales.



Me parece muy respetable. ¡Pero qué inconveniente hay en una cosa tan simple! ¡Qué más sencillo que darle un elemento adicional a la fiscalización porque los mecanismos existentes no operan!



Llevamos años -¡años!- luchando por eso. Y puedo invitar a Sus Señorías para mostrarles películas que dan cuenta de la desesperación de nuestros pescadores, quienes ven cómo llegan las flotas todos los días. 



Llama el Alcalde de Mar a Constitución, donde está la Capitanía de Puerto, y no pasa nada. Cuando logramos que acuda alguna de las lanchas patrulleras, ya es tarde, pues las flotas se han ido. A veces estas se hacen presentes en la noche o a horas en que no se puede ejercer control.



En resumen, creo que los señores Senadores deben ponerse una mano en el corazón.



¿Qué tiene que ver la legislación general? ¡Nada!



¿Qué tiene que ver Galilea? ¡Nada!



¿Qué tienen que ver los pescadores de la Décima Región? ¡Nada!



Aquí estamos defendiendo los derechos de pescadores artesanales pequeños que hoy día ven sus pocas cuotas destruidas por la invasión de pescadores artesanales mayores.



Esas son mis preguntas. Y quiero que sean contestadas en el Senado.



He dicho.

El señor LONGUEIRA.- ¡Se les acabó el reinado! ¡Digamos las cosas como son!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, me alegro de que el Senador Hernán Larraín haya colocado las cosas en su lugar.



Hemos oído, por ejemplo, al colega Escalona, quien generalmente actúa en forma muy seria frente a las diversas materias. Pero no sé qué hay detrás en esta ocasión que lo induce a plantear las cosas de manera tan distinta de como se hace tradicionalmente.



Este proyecto -lo decía el colega Hernán Larraín- modifica la Ley General de Pesca. Entonces, ¿cuál es el drama de analizar una indicación que enmienda dicho cuerpo legal y que fue presentada en tiempo y forma, habiendo sido renovada -deseo recordarlo a mis Honorables colegas- con la participación de parlamentarios de todos los sectores?



¿Qué tipo de colusión imagina alguien para tratar de describir como una maniobra torva y poco transparente lo que estamos analizando? Pocas veces he visto algo más claro y franco que tratar de disponer una medida de sentido común no solo para la Región del Maule, sino también para todas,...

El señor ORPIS.- Todas.

El señor COLOMA.- ...en orden a que, simplemente, los derechos de los pequeños pescadores artesanales puedan ser resguardados de quien quiera violentarlos. Porque, lamentablemente, hemos visto tanto en el Maule Sur como en el Maule Norte, al igual que en la Sexta Región, según me consta, y en otras, de acuerdo con lo que me expresa mi Honorable colega Orpis, que son traspasados los límites.



Pero la clave, en el fondo, dice relación con la pregunta de cuál es el problema estricto de defender los derechos de ese sector. Puede que el Senador que habla no sepa a quién se quiere proteger, que no sepa a quién se teme, mas insiste en que le parece de sentido común -y lo expone con absoluta serenidad- que en esta Corporación, respecto de la cual tanto se deplora a veces la falta de iniciativa, se pueda aprovechar justamente una idea buena para transformarla en ley, ante una situación denunciada decenas de veces que ha afectado la convivencia social de las pequeñas caletas pesqueras y que distintos Gobiernos han prometido una y otra vez superar, sin que eso haya sido posible.



Porque este ya es el récord, señor Presidente: vivimos reclamando de lo que otros no pueden hacer y ahora, en virtud del proyecto, es posible materializar algo pendiente, que consiste, simplemente, en contar con GPS en determinadas embarcaciones para que se detecte cuando se infringen los derechos de pesca en perjuicio de los pequeños pescadores artesanales. Entonces, si alguien no lo quiere, si alguien ve detrás maniobras torvas, oscuras, regionalistas, sesgadas, etcétera, quiere decir que hay gato encerrado, ya que la racionalidad no puede reflejar exactamente el tipo de discusión que hemos sostenido.



Por eso, formulo de verdad un llamado a votar a favor de la indicación. La estamos patrocinando parlamentarios de todas las bancadas y estoy seguro de que es una forma de cumplir con el deber.



Si se llegara a rechazar una proposición de este tipo, ¿qué vamos a decirles a los pequeños pescadores artesanales respecto de los derechos de las cuotas? ¿Qué vamos a plantearles? ¿Que el Parlamento no tuvo voluntad de defender lo que realmente merecen? Ello no me parece razonable.



En consideración a esos cientos o miles de trabajadores, insisto en que se apruebe la indicación y en que el Senado demuestre que tiene voluntad, ganas, pantalones, ideas para proteger de verdad los derechos de los pescadores artesanales.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, intervendré tal vez con menos pasión, pero con buena disposición.



Entiendo que la forma en que se abordó el asunto obedece a una discusión bien específica. Se trata, como dice el Orden del Día, de modificar “la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en el mismo Registro”.



Lo anterior no se encuentra asociado a la fiscalización. Y deseo señalarlo porque la indicación -es correcto si quieren replantearla, porque así se contempla en el Reglamento del Senado- está insistiendo en algo que fue rechazado y respecto de lo cual el Subsecretario señor Galilea tenía conocimiento.



Lo que se ha expresado acá me ha hecho mucho sentido: esto es parte de una conversación más global. No me cabe duda de que, cuando se trate la iniciativa sobre la nueva ley de pesca -la que viene, la mera mera, la que incide en la situación de los grandes industriales y lo relativo a la subasta, la licitación, las cuotas, los esfuerzos de captura, etcétera-; cuando se verifique la discusión global sobre un sistema que lleva 10 años y cuya manera de operar resulta claramente cuestionable hoy día, a la luz de lo acontecido, la cuestión de los posicionadores satelitales de fiscalización va a ser parte de la fórmula del eventual acuerdo a que se llegue respecto de esa normativa.



Al insistirse en esta materia hoy, entonces, hago presente que no deseo pasar a llevar a ningún pescador artesanal, porque al menos los de la Quinta Región, a la cual represento, no están por aprobar una indicación de esta naturaleza. Es algo que ya me quedó claro: cada uno habla por sus pescadores artesanales. Por mi parte, lo hago por los míos, quienes no están -repito- por aprobar la indicación.



Ellos entienden que se debe fiscalizar, pero eso tiene que ser parte de la negociación y del acuerdo para contar, a partir de 2012, con una Ley General de Pesca que refleje los verdaderos intereses de todas las partes involucradas. Para tal efecto, además, tanto los más pequeños como los más grandes tienen que estar debidamente representados.



Y espero -tengo mis dudas, sin embargo- que, cuando sea preciso discutir con la gran industria pesquera y enfrentarse a sus intereses, los mismos que hoy día defienden con celo a ciertos pescadores artesanales, supuestamente, desplieguen igual fuerza.



Me entusiasma y enternece tanto afán de proteger a ese sector. Me habría gustado observar tal actitud en este mismo Senado, cuando discutimos el Presupuesto, para destinar recursos a fiscalizar la forma en que se respeta la legislación laboral. El Ministro de Hacienda no quiso poner más plata para poder cumplir esa función en el trabajo. Es algo que nos costó una enormidad.



¿Se registró tanto celo para preocuparse de los pescadores artesanales en el pasado? ¿Se cuenta con más recursos para fiscalizar la situación de las temporeras? ¿Qué hemos hecho por los mineros desde el rescate de los 33 que quedaron atrampados en la mina San José? ¡Después han muerto otros 19!



En consecuencia, ¿saben qué puedo decirles, Honorables colegas? Es mejor anunciar: “Voy a defender a los pescadores artesanales de la Región que represento” -lo encuentro razonable y legítimo- que tratar de imputar un doble estándar. No es una cuestión de doble estándar. El Senador que habla también va a defender a los de la Región que representa, mas no resulta adecuado, entonces, aseverar que estos son los correctos y los otros no.



Pero lo más grave de todo dice relación con que el proyecto de nueva ley de pesca que tenemos que discutir en 2012 -y ojalá a partir de fines del año en curso- incorpore el punto, porque va a ser parte de la fórmula. Entendí que la primera vez que intervino mi Honorable colega Escalona pidió reconsiderar el debate de la indicación y que esta se retirara y discutiera de manera distinta y en otro plano, y no para “lentejear”.



Y aquí termino, señor Presidente. El Senador señor Hernán Larraín expresó algo que choca: “Llevo ocho años” -con alguien más- “esperando que se fiscalice y se cambien las cosas.”. Saqué la cuenta que son 96 meses. Ya han pasado 13 meses de la actual Administración, correspondientes a un 14 por ciento del total, ¿y tampoco ha cambiado la fiscalización?



Entonces, quiere decir...

El señor LARRAÍN.- ¡No!

El señor LAGOS.- Sabía que la respuesta iba a ser negativa. Y se tiene razón, porque no se han registrado modificaciones, en la medida en que algunas materias son más difíciles y no se van a arreglar con el posicionador satelital. Es algo que se requiere abordar de manera global. Por ello, la propuesta de discutir el asunto en otro ámbito es razonable.



Y, por último, más que prohibirle al Subsecretario señor Galilea su asistencia al Senado, me habría gustado que hubiera estado acá.

El señor PROKURICA.- ¡Lo está!

El señor LAGOS.- ¿Adónde?

El señor CHAHUÁN.- Ahí arriba.

El señor LARRAÍN.- Se encuentra en la tribuna.

El señor PROKURICA.- Es necesario pedir autorización para que ingrese a la Sala.

El señor LAGOS.- Quiero conocer la opinión del señor Subsecretario,...

El señor PROKURICA.- Es cuestión de dejarlo entrar.

El señor LAGOS.- ...porque entiendo que el punto es parte de los acuerdos sobre los cuales se está conversando. Entonces, la pregunta es: ¿vale la pena tensionar, ante la discusión grande que vamos a tener después, la cual sí es fundamental?

El señor LONGUEIRA.- ¡Pero no se asuste, Su Señoría!

El señor LAGOS.- No abrigo ningún susto, señor Senador.



En consecuencia, reconsideremos lo de la votación. De lo contrario, cada uno se pronunciará como tiene que hacerlo y defenderá a su Región como tiene que defenderla.



Mas creo que la Ley General de Pesca es tan fundamental por lo que representa en empleo, en exportaciones, que el elemento que nos ocupa, cuya importancia para el desarrollo final de la normativa todos conocemos, no debemos abordarlo ahora, sino dejarlo pendiente para esa discusión. Si algunos han esperado 96 meses y ya se han ido 13 en la actual Administración, podemos esperar perfectamente otros 13 para tal efecto.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Con los Honorables señores Novoa y Longueira compartimos la dificultad de representar a una Región que carece de acceso al mar. No tenemos pescadores...



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán, pero antes solicito la autorización para que ingrese el Subsecretario de Pesca.

El señor NAVARRO.- Me opongo.

El señor GIRARDI (Presidente).- No hay acuerdo.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, estimados colegas, me parece que la actitud de algunos parlamentarios al no permitir la presencia en la Sala del señor Pablo Galilea dice relación, en definitiva, con no querer discutir a fondo el tema. Y, por lo mismo, pido a mi Honorable colega Navarro -por su intermedio, señor Presidente- que reconsidere su rechazo y deje que el señor Subsecretario se encuentre presente para los efectos de poder...

El señor GIRARDI (Presidente).- Les ruego a los señores Senadores dirigirse a la Mesa.

El señor CHAHUÁN.- Lamento que mi Honorable colega no permita el ingreso del señor Subsecretario.



Deseo consignar que hoy fue un día especial para los pescadores artesanales de la Quinta Región. En efecto, constituimos una mesa de diálogo social con ellos y, por primera vez, logramos bajar la representación a los pescadores de las caletas para que pudieran plantearle derechamente al Subsecretario de Pesca las problemáticas que aquejan en la actualidad al sector.



Una de ellas se refiere a lo que en su tiempo fue una verdadera maldición, pero que ahora se ha transformado en una salvación para estos trabajadores en la Región de Valparaíso: el recurso de la jibia.



Por otra parte, también cabe considerar las cuestiones referentes a la instancia para discutir en serio -como lo expresó el Senador señor Lagos- los temas que se debatirán el próximo año con motivo de la modificación de la Ley General de Pesca y Acuicultura. Lo anterior, para el efecto de ser capaces de proponer la extensión de la zona exclusiva de pesca artesanal más allá de las escasas millas que hoy se disponen -ojalá hasta 12 millas o 500 metros de profundidad-; de establecer las condiciones requeridas para preservar los recursos marítimos, pero también de generar la necesaria autorregulación de las artes de pesca, que han ido redundando cada vez más en la reducción de la talla, sin permitir la renovación de la especie.



Estimamos que la indicación renovada por el Honorable señor Hernán Larraín y otros señores Senadores de distintas bancadas dice relación con un asunto que es de la esencia del debate: en la actualidad no existe una fiscalización adecuada de la captura. Por lo mismo, creemos que la proposición tiende, primero, a que sea posible fiscalizar de forma adecuada el cumplimiento de las cuotas; segundo, a proteger a los pescadores artesanales de las caletas, hoy prácticamente indefensos, y tercero, a añadir un elemento de seguridad.



Desde hace un tiempo se ha venido avanzando en términos de que las embarcaciones menores puedan contar con GPS justamente para no tener que lamentar pérdidas de vidas humanas o accidentes en el oficio. Por lo mismo, no me parece para nada exagerado que las naves mayores de los pescadores artesanales dispongan también del sistema, con el objeto no solo de fiscalizar el cumplimiento de la cuota, sino asimismo de ubicarlos con prontitud en caso de accidente.



Por mi parte, he planteado -y aprovecho este escenario para exponerlo- la posibilidad de un seguro obligatorio para las embarcaciones menores. Es una cuestión de fondo. ¿Por qué no contemplar un seguro de incapacidad laboral, ante la eventualidad de un siniestro, y una pensión de sobrevivencia para las viudas?



Esas son las materias que debemos discutir en el Congreso.



En consecuencia, ¿por qué temer a la fiscalización? ¿Por qué temer a que cada pescador artesanal, sea de la categoría mayor o de la menor, cumpla la ley?



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, solicito a la Mesa recabar la autorización de la Sala para que ingrese el Subsecretario señor Galilea, ya que resulta relevante que opine sobre el punto. Conversando afuera, me manifestó encontrarse disponible para plantear la posición del Ejecutivo.



Entonces, sería conveniente conocer su planteamiento.

El señor NAVARRO.- Para ese efecto pueden intervenir los Senadores de Gobierno.

El señor GÓMEZ.- No necesariamente. Y si fuera así, no importa. Lo adecuado es que podamos escucharlo respecto de la materia, que es bastante compleja.



Así que reitero mi petición de que se registre unanimidad en la Sala para tal efecto.

La señora ALLENDE.- ¿Por qué no va al baño el Senador señor Navarro...?

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, quisiera plantear el asunto desde otra perspectiva. Estimo que el tema de la pesca artesanal es muy complejo. También, ha estado siempre afectado por otras circunstancias. 



Deseo exponer en particular un problema existente desde la Cuarta Región hacia el norte. Un artículo de la ley permite la “perforación” de las cinco millas, y ello no se ha tocado en la discusión. Eso sí que resulta complejo, porque las pesqueras grandes, los industriales, han depredado finalmente lo que corresponde a la pesca artesanal.



En el estudio del proyecto cabría preocuparse no solo de la instalación o no del GPS -he observado un debate un poco acalorado al respecto-, a lo cual creo que nadie se va a oponer, en definitiva. La dificultad radica en las prohibiciones que se establecen a continuación. Pero la forma en que se está discutiendo el punto, en general, provocará una situación difícil y no va a tener buen término.



Por eso, considero importante que el señor Subsecretario esté presente para que le sea posible plantear su postura, ya que ha expresado -aunque no puedo intervenir en su representación- que perfectamente se podría buscar una solución, no en el proyecto de ley en examen, sino en otro que se debata con rapidez. El Ejecutivo tiene la posibilidad de calificar la urgencia, de modo que es factible resolver la dificultad que nos ocupa, así como también la “perforación” a que he hecho referencia.



Juzgo que este último sí es un aspecto de fondo, el cual ha significado la depredación de la pesca en las Regiones del norte. Sobre ello no se ha dicho una sola palabra. Se “perfora” hasta una milla, y resulta que ahí se generan dificultades económicas para los pescadores.



En tal sentido, no estoy disponible para resolver cuestiones parciales. Lo razonable es discutirlas en conjunto. Por lo menos el Senador que habla juzga que el señalado es un asunto de fondo para esa zona, ya que se registra mucha preocupación por la manera en que se está enfrentando.



Reitero mi solicitud al Senador señor Navarro para que le permita ingresar al señor Subsecretario, ya que eso posibilitaría, como he dicho, conocer la opinión del Ejecutivo.



Gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- El último en intervenir es el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, represento a la Novena Región, donde existe una cantidad de pescadores significativa, pero bastante menor desde el punto de vista nacional.



El sector enfrenta muchísimas dificultades desde hace tiempo debido a la definición de las cuotas. Pescadores de otras Regiones, con embarcaciones de envergadura, están desarrollando su actividad en la costa de La Araucanía y no se ha determinado que el recurso pueda ser extraído con una cuota razonable para los pescadores artesanales de la zona.



Entonces, he explicado en la Novena Región que estamos discutiendo una iniciativa con relación a la cual se presentó una indicación que establece el posicionamiento satelital.



Fui uno de los partidarios del primer proyecto de instalación de estos sistemas de control para atender la demanda de los pescadores artesanales de todo el país relativa a que la gran industria pesquera avanzaba en sus territorios. Me parece razonable -y a ellos también- contar con tal dispositivo. He sido informado de que no es tan caro y que no reviste mayor dificultad.



Estos trabajadores no oponen reparos a que embarcaciones con más de 15 metros de eslora, siendo artesanales, capturen sus peces, sino que el problema reside en que no es posible sacar ninguno si se carece de cuota. En consecuencia, me plantean que realicemos una sola discusión. La idea es que sometamos el asunto a un debate de fondo; a un debate en que se traten todos los aspectos; a un debate que nos permita apoyar el posicionamiento satelital para embarcaciones menores y, al mismo tiempo, respaldados por estudios de universidades e investigaciones realizadas respecto del recurso en cada zona, reasignarles las cuotas a estos pescadores, que en la actualidad no pueden obtener nada por carecer de ellas. La extracción es llevada a cabo por otros que sí cuentan con permiso, pero que provienen de Regiones distintas.



Por tanto, señor Presidente, voy a votar en contra de la indicación renovada, con el objeto de que una postergación permita realizar una sola discusión.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Cerrado el debate.



El señor Secretario va a dar lectura a la indicación renovada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ella propone introducir el siguiente número nuevo:



“10. En el artículo 64 B:



“a) Agrégase, en el inciso segundo, la siguiente oración final: “También estarán sometidos a esta obligación los armadores de naves para la pesca artesanal de eslora total igual o superior a 15 metros”.



“b) Incorpórase el siguiente inciso séptimo, nuevo:



“El incumplimiento de los requisitos establecidos en los dos primeros incisos del presente artículo significará la suspensión del permiso para la realización de las actividades correspondientes a su inscripción por un plazo de seis meses, y una multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales si se tratase de una nave pesquera industrial, o de 3 a 150 unidades tributarias mensuales si el infractor se tratase de una embarcación artesanal”.”.

El señor GIRARDI (Presidente).-  En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).-  Terminada la votación.


--Se aprueba la indicación renovada que intercala un número nuevo en el artículo 64 B (17 votos a favor, 9 en contra y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa la señora Rincón y los señores Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Allende y los señores Escalona, Girardi, Gómez, Kuschel, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma.



Se abstuvieron los señores Pizarro y Sabag.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, corresponde votar la norma de quórum especial que también quedó pendiente el día de ayer. 



Se trata del numeral 4 del artículo 1° del proyecto, que se agregó en la discusión particular y se refiere a “Las modificaciones de las embarcaciones artesanales inscritas en pesquerías con acceso cerrado o suspendido”. Esta disposición es de quórum calificado y requiere, para su aprobación, el voto conforme de 20 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).-  En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).-  Terminada la votación.


--Se aprueba el numeral 4 del artículo 1° (23 votos afirmativos y una abstención), dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional exigido, y el proyecto queda despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa la señora Rincón y los señores Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Tuma.

)---------------(

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa una solicitud de la Comisión de Salud tendiente a cambiar el trámite acordado por la Sala para el proyecto que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas (boletín N° 2.973-11), de manera que durante la discusión particular sea conocido por las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas.



--Se accede a lo solicitado.
REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE NEGOCIACIÓN COLECTIVA Y DERECHO A HUELGA DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS
El señor GIRARDI (Presidente).-  Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Hernán Larraín, García, Letelier, Sabag y Pérez Varela, en primer trámite constitucional, sobre negociación colectiva y derecho a huelga de los funcionarios públicos, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7293-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional: (moción de los Senadores señores Larraín (don Hernán), García, Letelier, Sabag y Pérez Varela).


En primer trámite, sesión 65ª, en 9 de noviembre de 2010.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 4ª, en 22 de marzo de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los objetivos principales de esta reforma constitucional son extender el derecho a la negociación colectiva de los funcionarios públicos y eliminar la prohibición que limita el derecho a huelga.



La Comisión discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Alvear y señores Chadwick y Hernán Larraín.



En cuanto a la discusión particular, agregó una disposición transitoria que dispone que la reforma sobre negociación colectiva y huelga regirá desde el momento en que entre en vigencia la ley orgánica constitucional que la regule.



Cabe señalar que la Comisión, no obstante haber discutido la iniciativa en general y en particular, propone a la Sala aprobarla solamente en general y fijar un plazo para presentar indicaciones.



Hago presente que esta reforma constitucional requiere, para su aprobación, el voto conforme de 25 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).-  En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, para los efectos del proceso de conversación que estamos llevando a cabo con algunas instituciones en esta materia, pido que el proyecto sea visto en la sesión ordinaria del próximo martes y, si no existiere voluntad para ello, solicito segunda discusión.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Se ha solicitado segunda discusión...

El señor PIZARRO.- No, señor Presidente. Se ha pedido el acuerdo de la Sala para colocarlo en la tabla de la sesión del martes que viene, y solo si no se accediera a ello se ha solicitado segunda discusión. 

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Habría acuerdo para proceder en los términos planteados?



Acordado.



--El proyecto queda para la tabla de la sesión ordinaria del martes 12 de abril de 2011. 
ERECCIÓN DE MONUMENTO EN MEMORIA DE SEÑOR JOSÉ TOHÁ GONZÁLEZ
El señor GIRARDI (Presidente).-  Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Navarro, señora Allende y señores Gómez, Quintana y Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento, en Chillán, en memoria del señor José Tohá González, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7372-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señor Navarro, señora Allende y señores Gómez, Quintana y Ruiz-Esquide).


En primer trámite, sesión 77ª, en 15 de diciembre de 2010.



Informe de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 6ª, en 5 de abril de 2011.
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Respecto del proyecto, que consta de cinco artículos, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología deja constancia en su informe que al haber adoptado los acuerdos por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana e Ignacio Walker), lo discutió y aprobó en general y en particular.



Cabe destacar que la Comisión Especial encargada de ejecutar los objetivos de la ley estará integrada por el Alcalde de Chillán, los Senadores de la decimotercera circunscripción, los Diputados de los distritos N°s 41 y 42, el Decano de la Facultad de Arquitectura de la Universidad del Bío-Bío, el Secretario Regional Ministerial de Educación y el Intendente de la Región del Biobío.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, como se indicó, la Comisión de Educación aprobó por unanimidad erigir monumentos en memoria de don José Tohá y de don Eugenio Heiremans: en Chillán, en el primer caso, y en la Región Metropolitana, en el segundo, tal como se informará cuando se vea la siguiente iniciativa.



En esta oportunidad, voy a referirme a la erección del monumento en la ciudad de Chillán en memoria de don José Tohá González.



Como todos sabemos, una de las tradiciones republicanas fuertemente arraigadas en nuestro país ha sido la de rendir homenaje, a través de distintas expresiones, como los monumentos, a las personas que, habiéndose destacado de modo especial en el quehacer público, nos merecen respeto y admiración. 



Los homenajes buscan también, en ocasiones como esta, dar luz a verdades que durante muchos años se intentó ocultar.



José Tohá González -el “Flaco Tohá”, como le decían sus más cercanos- fue un hombre de excepción: alegre, simpático, trabajador, respetuoso, gentil. Dotado de una particular capacidad analítica y una preclara visión política, destacó desde muy temprano como dirigente de nobles causas.



Su seno familiar, no cabe duda, le imprimió su particular sello. Hijo del matrimonio compuesto por José Tohá Soldavilla, catalán y antifranquista, y de la chillaneja y acogedora Brunilda González Monteagudo, fue el mayor de cinco hermanos.



Con solo 17 años, como presidente del Centro de Alumnos del Liceo de Hombres de Chillán y de la Federación de Estudiantes de Ñuble, destacó en su ciudad natal al fundar el Liceo Nocturno Bernardo O’Higgins, convencido de la necesidad de abrir a los obreros la posibilidad de estudiar.



Luego, habiéndose trasladado a Santiago para estudiar Derecho en la Universidad de Chile, destacó también como dirigente estudiantil, llegando a ser presidente de la FECH. Desde ahí promovió la participación de la universidad en distintos foros internacionales, presidiendo, entre otras, la delegación chilena que participó en el Festival Mundial de la Juventud y los Estudiantes por la Paz, evento realizado en Bucarest en 1955. Allí estuvo con amigos que lo acompañarían durante toda su vida: Hernán Uribe, Carlos Jorquera y Augusto Olivares, entre otros.



Hombre alegre, contribuyó a revivir, también desde la FECH, la Fiesta de la Primavera, conmocionando a la comunidad santiaguina de la época con una broma espectacular: el aterrizaje de un platillo volador en una ladera del cerro San Cristóbal, gracias a lo cual la fiesta fue todo un éxito.



Seducido desde muy temprano por la actividad pública, encontró en ella el espacio propicio para concretar sus anhelos de justicia social. 



En el año 1952 acompañó a Salvador Allende en su primera incursión por llegar a La Moneda, y desde entonces formó parte del círculo de confianzas políticas que lo llevó a ser, durante la Unidad Popular, Ministro del Interior, Vicepresidente de la República y Ministro de Defensa del Gobierno.



El 11 de septiembre de 1973, el Ejército lo detuvo en La Moneda y lo recluyó en la Escuela Militar, siendo posteriormente trasladado hasta la isla Dawson, junto a un grupo importante de Ministros, Diputados, Senadores y dirigentes de la Unidad Popular.



Al poco tiempo de llegar a Dawson, José Tohá comenzó a quebrantarse. Una intensa desnutrición obligó a las autoridades militares a trasladarlo al Hospital de Punta Arenas. La pobre alimentación fue minando rápidamente su salud. 



El 1° de febrero de 1974, fue trasladado al Hospital Militar de Santiago en precario estado de salud, pese a lo cual seguía siendo objeto de interminables interrogatorios. Su estado físico terminó por deteriorarse, disminuyó su peso aceleradamente y perdió capacidad visual. Ya no podía caminar ni valerse por sí mismo. Los nuevos interrogatorios a que fue sometido en la Academia de Guerra de la Fuerza Aérea no hicieron sino agravar su condición, falleciendo el 15 de marzo de 1974 en la Escuela Militar por hechos que están siendo investigados actualmente por la Justicia.



El mejor homenaje que como país podemos rendir en memoria de José Tohá González será, sin duda, el esclarecimiento de los hechos y desde luego la justicia.



La edificación de un monumento en Chillán, su ciudad natal, viene a complementar el homenaje que significará mantener viva nuestra memoria histórica.



Por todo lo señalado, señor Presidente, y por el respaldo unánime que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, que presido, le ha brindado a esta iniciativa de ley -cuyos autores son los Senadores señora Allende y señores Ruiz-Esquide, Navarro, Gómez y quien les habla-, le pedimos a la Sala que proceda en los mismos términos.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, las palabras expresadas por el Senador Quintana en su condición de titular de la Comisión de Educación me ahorran buena parte de lo que yo quería decir.



Primero que nada, me alegro de que el proyecto haya sido aprobado allí por unanimidad. Creo que habla bien de una persona el ser capaz de reconocer, más allá de legítimas diferencias políticas, la calidad de otro ser humano. Y no hay ninguna duda de la calidad de José Tohá, demostrada desde muy joven, incluso, como se ha recordado aquí, desde su época de estudiante secundario. Fue presidente de su Liceo y se preocupó de fundar un establecimiento nocturno para dar acceso a la educación a trabajadores que no tenían ninguna posibilidad de iniciar o completar sus estudios.



Desde esa perspectiva, y más allá de los cargos que José Tohá ocupó (Vicepresidente de la República, Ministro de Defensa, en fin), no puedo dejar de mencionar su condición de amigo personal del Presidente Allende, mi padre, a quien acompañó en todas sus campañas.



Pero también quiero destacar al José Tohá que en un mal momento, cuando se produce el levantamiento conocido como “Tanquetazo”, el 29 de junio de 1973, es capaz de pararse, con su alta y espigada fisonomía, junto al General Prats para recordar la verdadera institucionalidad republicana. Afortunadamente, ese movimiento fue sofocado, pero su figura, junto a Carlos Prats, quedó registrada en documentales, notas periodísticas y noticiarios.



Asimismo, quiero recordar que la mañana del 11 de septiembre de 1973 José Tohá no ocupaba ningún cargo oficial. Ya había dejado de ser ministro. Por lo tanto, el haber ido a La Moneda y quedarse allí, al lado de otros asesores que acompañaron en ese entonces al Presidente Allende, habla nuevamente de lo que yo he tratado de enfatizar acá: su calidad humana, su amplitud de mirada, su permanente disposición al diálogo, que no era obstáculo para la firmeza de sus ideales y convicciones. 



Ese es, a mi juicio, el José Tohá digno de recordar, más allá de toda su trayectoria e, incluso, de lo que hizo por el periodismo, como fundador y copropietario de Las Noticias de Última Hora. En fin.



Yo me alegro -repito- de que la iniciativa haya sido aprobada por unanimidad en la Comisión. Sin embargo, hay un capítulo que todavía no está cerrado. En ese sentido, considero muy positivo que el actual Gobierno se haya hecho parte en la causa, aún abierta, que investiga su muerte. Porque, claramente, para quienes conocimos en detalle la situación de José Tohá, narrada además en el “Informe Rettig”, parece bastante sospechoso que se afirme que se suicidó ocupando su propio cinturón. 



Se trataba de un hombre que estaba absolutamente desnutrido; como aquí se recordó, había perdido más de 40 kilos; apenas veía; era incapaz de incorporarse por sí mismo en la cama. Si no me equivoco, medía un metro 94 o más. Por eso, a muchos de nosotros siempre se nos hizo bastante difícil creerlo, sólo que en épocas pasadas no tuvimos la posibilidad de acceder a la justicia. Durante largo tiempo ese fue, de alguna manera, un capítulo hermético, cerrado.



Hoy existe un proceso abierto, en el que, como he señalado, hasta el Gobierno se hizo parte. 



En mi opinión, José Tohá merece -y  nuestro país también- que se haga plena justicia; que se esclarezca la verdad, y que se sepa en definitiva cuál fue su final. Muchos estamos convencidos de que no se trató de un suicidio, sino de un asesinato.



Además de la construcción de un monumento como forma de rendir homenaje público a un hombre probo e íntegro, corresponde que de una vez por todas se diluciden las circunstancias de su muerte, por el bien de la sociedad y de todos nosotros.



Me alegro mucho de que el proyecto venga aprobado por unanimidad.



Pero me queda una duda, señor Presidente. No sé si la Sala tendrá la disposición de resolverla, si ello es posible. 



Se establece la creación de una Comisión Especial -ad honórem, por supuesto- encargada de ejecutar los objetivos de la ley en proyecto. A mi juicio, es importante incluir en esa instancia a un miembro de la familia del homenajeado. Creo que sería correcto que Raquel Morales, viuda de José Tohá -más conocida como “Moy de Tohá”-, integrara dicho órgano.



Pido a la Sala que acordemos introducir tal enmienda por unanimidad ahora, a fin de despachar la iniciativa en esta sesión sin más trámite. Resulta bastante obvio que la señora Moy de Tohá debe ser parte de esa Comisión.



Señor Presidente, solicito recabar la anuencia de la Sala para ese efecto.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Hay acuerdo para realizar la modificación propuesta por la señora Senadora?

El señor CHADWICK.- Por supuesto.

El señor PROKURICA.- Claro.



--Así se acuerda.

El señor ORPIS.- Pido abrir la votación, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, cerramos el debate y procedemos a votar.



--Así se acuerda.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación general el proyecto.


--(Durante la votación).
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro, para fundar su voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, como se ha señalado una y otra vez en la Sala, los motivos que nos llevaron a presentar esta iniciativa no se relacionan solo con el recuerdo. Tras ello, hay un profundo sentido de reconciliación.



Creo que la reconciliación en Chile ha sido y sigue siendo un proceso. Aspiro a que ella se instale en los instrumentos constitucionales, en las entidades simbólicas y en el corazón de los chilenos.



No soy partidario de la reconciliación por el olvido; soy partidario de ella por la justicia.



Constituye un acto de justicia recordar a aquellos que entregaron su existencia al servicio público, quienes, por diversos motivos (de la historia, de la vida, del quehacer político), ya no nos acompañan, pero que trazaron una línea que hoy echamos de menos, pues cada día se hace menos accesible: la de un compromiso con el servicio público desde la juventud hasta la adultez.



Cada vez que aprobamos un reconocimiento de esta naturaleza, damos un paso hacia la necesaria reconciliación.



En efecto, en su oportunidad acordamos la construcción de un monumento en memoria de Jaime Guzmán, a quien ayer rendimos homenaje. ¡Fue asesinado vilmente en Chile, siendo Senador de la República! Cuando el Congreso aprobó el proyecto respectivo, se avanzó en la búsqueda de reconciliación y, también, de justicia. Porque ese crimen aún no se aclara. Por cierto -lo hemos dicho y lo reiteramos-, estamos disponibles y emprenderemos todas las acciones a nuestro alcance para que ese crimen se dilucide.



Señor Presidente, Chillán recibió la noticia de la presente iniciativa con alegría, de manera transversal, no solo porque la familia Tohá es de larga tradición en esa comuna, sino porque José Tohá fue un hombre que generaba mucho consenso, un hombre que propiciaba los encuentros, un hombre que muchos miraban como un fuerte ejemplo.



Algunos decían que nunca tomaba la política en serio, que siempre tenía una mirada alegre sobre los problemas difíciles. Con todo, en los momentos más duros de la historia, supo estar donde debía: aun no siendo Ministro, estuvo al lado del Presidente Allende, como recordó la Senadora señora Allende.



Por ello, considerando las múltiples conversaciones que sostuvimos en la comuna de Chillán, los autores de la moción, incluido el Senador señor Ruiz-Esquide, representante de la zona, creemos que el proyecto debiera ser aprobado -ojalá- por unanimidad.



Yo espero que se construya el monumento. 



Con la indicación sugerida por la señora Senadora -ya la aprobamos- en orden a incorporar a Moy de Tohá en la Comisión Especial, creo que dicha tarea está garantizada. Con una ciudadanía organizada y el apoyo de los parlamentarios que presentamos la moción y el de todos los que quieran cooperar, el monumento será una realidad -confío- en el corto plazo.



Ello depende básicamente de la acción de las personas. La legitimidad ciudadana de la iniciativa, que es de origen parlamentario, se expresará cuando se concrete dicha construcción, gracias a la erogación voluntaria y a la participación.



Cumplimos el requisito legislativo y constitucional de aprobar el proyecto. El resto lo harán los ciudadanos, quienes recuerdan con mucho cariño a José Tohá en la comuna de Chillán, en la Región del Biobío y también en todo el país.



Voto a favor.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, los Senadores de la UDI votaremos afirmativamente la iniciativa que autoriza levantar un monumento en memoria de José Tohá.



Lo hacemos con el mayor agrado, pese a nuestras diferencias políticas. 



Personalmente, no lo conocí. Yo tenía 14 años para el 11 de septiembre de 1973.



Sin embargo, prestigia a la clase política la posibilidad de erigir monumentos a hombres públicos ejemplares. Si para el mundo de la Izquierda José Tohá fue un servidor íntegro, sin duda merece que el país le levante un monumento y lo recuerde en su historia.



En mi opinión, la capacidad de recoger nuestra historia y nuestras diferencias, a través de la valoración de personalidades públicas, nos permite construir una nación más culta, con mayor educación cívica.



Sinceramente, debo decir que, con una votación unánime en una materia de esta naturaleza, como ha ocurrido en otras ocasiones -se ha contado con el voto de los Senadores de la Concertación en iniciativas para erigir monumentos en memoria de personas que pertenecen al mundo de la Derecha-, lo único que se hace -reitero- es prestigiar la clase política.



Los Senadores de la UDI nos alegramos de que la Comisión de Educación proponga en forma unánime eregir el monumento en la ciudad de Chillán. Todos sabemos lo que representa la familia Tohá en esa comuna.



Por lo tanto, señor Presidente, nos sumamos con alegría al hecho de que una vez más esta Corporación actúe con grandeza, con sentido de futuro, mostrando un camino de unidad a todos los chilenos, mediante la construcción de un monumento para alguien que ocupó altos cargos de la República.



Asimismo -adelantándome a la iniciativa que veremos a continuación, para no pedir nuevamente la palabra-, aprovecho de solicitar el apoyo al proyecto que presentamos para autorizar la construcción de un monumento en memoria del empresario Eugenio Heiremans, quien, en una actividad diferente, contribuyó a formar el Chile que hoy disfrutamos. Dicho proyecto también fue acordado de manera unánime en la Comisión. 



En consecuencia, señor Presidente, los miembros de la bancada de la UDI nos alegramos de la presentación de ambas iniciativas y anunciamos que votaremos favorablemente las dos.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si hay acuerdo, podríamos aprobar ambas iniciativas con la misma votación.

El señor LARRAÍN.- Bien, pero debe solicitarse después.

El señor NOVOA.- Sí, ahora estamos en votación.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, dada la inminencia de la aprobación unánime del proyecto que nos ocupa, solo mencionaré las tres observaciones que me hacen aprobar esta propuesta con extremada alegría y satisfacción.



En primer lugar, porque recoge el espíritu de lo que han planteado los expositores anteriores: estamos llegando a un nivel de comprensión entre nosotros que, sin borrar las diferencias, las estamos convirtiendo en un mecanismo de unidad nacional. Santo Tomás dijo de manera muy clara que hay que “definir para unir”. Y eso es lo que estamos haciendo en esta Sala.



En segundo término, porque José Tohá perteneció a una familia que quiero mucho. 



Estuvimos con él muchísimas veces en los tiempos en que fue candidato en nuestra Región. Además, cuando asumió como Ministro del Interior, me correspondió ser Secretario de la Democracia Cristiana. Y en esa calidad, desde el momento mismo en que asume el Presidente Allende, debimos mantener con José Tohá una relación muy directa para  llevar adelante un proceso que, por desgracia, no concluyó y que consistía en ver la forma de que la democracia no se perdiera.



Y en tercer lugar -tal vez el más importante-, porque en un momento extremadamente difícil, que culminó en lo que lamentablemente pasó en septiembre de 1973, él mantuvo una actitud de conciliación, respaldada profundamente por el Presidente Allende. Ello constituyó un esfuerzo notable para que no llegáramos a lo que finalmente sucedió.



No eran momentos fáciles. No todos teníamos la cabeza tranquila. No todos fuimos capaces de definir lo que había que hacer y el error que no debía cometerse.



José Tohá fue un hombre con el cual pudimos dialogar permanentemente hasta cuando no fue posible la paz, como dirían algunos escritores españoles.



Por tal sentido de serenidad, que nos ayudó a enfrentar tiempos extremadamente tempestuosos, quiero votar a favor del proyecto.



Agradezco a los Senadores de todas las bancadas que se pronunciarán a favor de él, tal como haré respecto de la iniciativa que autoriza erigir un monumento en memoria del señor Eugenio Heiremans, con quien mantuve una amistad muy entrañable. Lo digo porque éramos muy amigos, él por ser de Mulchén -era dueño de algunos campos allá- y yo, por mi profesión de médico y tener una relación muy directa con los hospitales de la institución que el señor Heiremans respaldaba y presidía.



Por todo lo anterior, voto a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y particular el proyecto (23 votos favorables), y queda despachado en este trámite.


Votaron las señoras Allende y Alvear y los señores Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide y Sabag.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, quisiera hacer una precisión.



El artículo 2° del proyecto aprobado por Sus Señorías dispone “la realización de una colecta pública”. Y la letra d) del artículo 5° establece “Organizar las colectas públicas”. De tal manera que habría que compatibilizar ambas disposiciones.



En tal sentido, la Secretaría obrará conforme a como resuelvan los señores Senadores.

La señora ALLENDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, yo entendí -porque no se clarificó- que la Sala había autorizado la incorporación de un familiar de José Tohá a la Comisión Especial que se crea. En este caso, había pensado en su viuda, Moy de Tohá.



Reitero, para que quede claro -porque no lo señaló el señor Secretario- que esto fue aprobado. Ello en nada afectará el proyecto, y estamos todos de acuerdo en dicha incorporación.

El señor NAVARRO.- ¿La o las?

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, una cuestión se refiere a precisar si se trata de una o varias colectas. Propusimos que fuera  “las colectas públicas”; y la otra es la relativa a la incorporación de un familiar de José Tohá a la Comisión Especial que se crea al efecto. Y me parece que debe ser su viuda.



Pido dejar constancia de lo anterior, porque ya había sido acordado por la Sala.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, entiendo que el acuerdo de la Sala es para enmendar el artículo 4° del proyecto en el sentido de incorporar como integrante de la Comisión Especial que se crea a un familiar de don José Tohá. Ello, sin perjuicio de aclarar en el texto de la iniciativa de que se trata de “las colectas públicas”, y no de “una colecta pública”.

El señor GIRARDI (Presidente).- Entonces, se harán las modificaciones conforme a lo señalado.



--Así se acuerda.

ERECCIÓN DE MONUMENTO EN MEMORIA DE SEÑOR EUGENIO HEIREMANS DESPOUY

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Longueira, Chadwick, Frei (don Eduardo), Prokurica y Zaldívar (don Andrés), en primer trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento en la Región Metropolitana en memoria del señor Eugenio Heiremans Despouy, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7413-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señores Longueira, Chadwick, Frei (don Eduardo), Prokurica y Zaldívar (don Andrés)).

En primer trámite, sesión 81ª, en 4 de enero de 2011.


Informe de Comisión:


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 6ª, en 5 de abril de 2011.
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker (don Ignacio).



Cabe señalar que la iniciativa, que consta de seis artículos, considera la posibilidad de que la familia Heiremans acuerde erigir el monumento en conjunto con los monumentos de los señores Ernesto Ayala y Hernán Briones.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, lo aprobaremos con la misma votación anterior.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el pasado 17 de diciembre falleció, a los 87 años, don Eugenio Heiremans Despouy.



Don Eugenio fue dos veces presidente de la Sociedad de Fomento Fabril; fundador de la Asociación Chilena de Seguridad; director de decenas de empresas, y un gran amante de la cultura, de las artes, de la empresa y, también, de la seguridad y la vida de los trabajadores.



Estudió en los colegios de los Padres Franceses y en el Instituto Nacional. Luego, ingresó a la Escuela Naval Arturo Prat, institución que tuvo que abandonar tras presentar algunos problemas de salud. Pese a esta situación su ánimo no decayó, y viajó a Estados Unidos a estudiar la técnica de la metalurgia, carrera que le abriría las puertas al mundo empresarial.



A su regreso, en 1940, se incorporó a la maestranza SOCOMETAL como obrero. Posteriormente, fue ascendido a ayudante de maestro de forja, a jefe de la sección de prensa, a jefe de taller y a jefe de producción. Y dos años más tarde, al fallecimiento de su padre -entonces socio de la industria-, asumió como gerente general.



Sin duda, a lo largo del tiempo don Eugenio fue generando las condiciones, el conocimiento y cómo enfrentar la vida de la empresa y de los trabajadores. No fue de aquellos que llegaron a gerentes de un día para otro. Él conoció el esfuerzo, la difícil condición de ser trabajador y, por lo tanto, entendió muy bien su significado.



Su gestión y liderazgo lo llevaron a ocupar la presidencia de ASIMET entre 1949 y 1952.



Pero no fue sino hasta 1958 cuando, junto con otros emprendedores vinculados a la metalurgia, creó la Asociación Chilena de Seguridad, mutual sin fines de lucro destinada a la prevención de los accidentes del trabajo y las enfermedades profesionales. La presidió hasta octubre del 2010, tras 53 años.



Desde que formó dicha entidad en adelante, Heiremans se ganó un lugar en el círculo de honor del empresariado local y de los trabajadores chilenos, y en forma paralela a sus actividades en la ACHS ejerció como director de varias compañías, entre las que destacan INDURA, CAP, Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones, Megavisión, Pizarreño, Provida, pesquera YADRÁN y “La Nación”.



También fue Presidente Honorario de la Cámara de Comercio Chileno Belga; miembro del Comité Internacional de la SOFOFA; integrante del Departamento de Estudios Técnicos y Económicos de la Unión Social de Empresarios Cristianos; consejero chileno de la Fédération des Entreprises de L”Industrie des Fabrications Metalliques de Bélgica y consejero en representación de la industria privada de la CORFO.



Su inclinación por la industria lo llevó a fundar el Instituto Chileno de Administración Racional de Empresas (ICARE), del cual fue primer vicepresidente y presidente honorario. Fue cinco veces presidente del Encuentro Anual de la Empresa (ENADE), durante los años 1978, 1979, 1982, 1983 y 1984.



Por el aporte realizado a favor del desarrollo empresarial y de la seguridad de los trabajadores de nuestro país, varios Senadores, entre ellos el que habla y el señor Longueira, presentamos este proyecto de ley.



Agradezco al Honorable colega que me haya invitado a suscribir la iniciativa.



Señor Presidente, solicito al Senado que apruebe este proyecto, como un homenaje a un chileno ejemplar.



--Con la misma votación anterior (23 votos favorables), se aprueba en general y particular el proyecto, y queda despachado en este trámite.
VII. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


Del señor BIANCHI:



A la Contraloría Regional de Valparaíso, para que informe acerca de SOLICITUD DE ANTECEDENTES RELACIONADOS CON SUSPENSIÓN DE PAGO DE BONO POSLABORAL A EX FUNCIONARIOS DE LA CORPORACIÓN MUNICIPAL DE VALPARAÍSO.


Del señor HORVATH:



A los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Hacienda y Director Nacional de Aduanas, solicitándoles MEDIDAS PARA COORDINACIÓN ENTRE ADUANAS DE CHILE Y ARGENTINA SOBRE TRÁFICO TRANSFRONTERIZO DE CARGA.


Del señor PROKURICA:



Al señor Ministro de Salud, a fin de requerirle información respecto de COBERTURA DE ISAPRES POR REGIÓN Y RED DE PRESTADORES PREFERENCIALES PARA ENFERMEDADES INCORPORADAS EN GARANTÍAS EXPLÍCITAS DE SALUD (GES-AUGE). Y al señor Director Ejecutivo de Televisión Nacional de Chile, pidiéndole antecedentes sobre PAUTA DE PRENSA DE TVN ATACAMA EN ÚLTIMOS SEIS MESES. 


De la señora RINCÓN:



Al señor Ministro de Educación, solicitándole RESPUESTA FORMAL A COLEGIO DE PROFESORES DE REGIÓN DEL MAULE ACERCA DE ASUNTOS GREMIALES. Al señor Ministro de Obras Públicas, para que informe sobre EVENTUAL CONSTRUCCIÓN DE TRANQUE DE ALMACENAMIENTO DE AGUAS EN LOS HUALLES, COMUNA DE LINARES. A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriéndole información acerca de FACTIBILIDAD DE REVISIÓN DE SUBSIDIOS PARA ENTREGA Y REPARACIÓN DE VIVIENDAS EN COMUNA DE PELLUHUE (MAULE SUR). Y a la señora Directora del Trabajo, solicitándole PRONUNCIAMIENTO SOBRE SITUACIÓN PREVISIONAL DE SEÑOR JUAN BOZO SALDAÑA. 


Del señor ROSSI:



Al señor Ministro de Salud, pidiéndole que el Servicio de Salud de Arica instruya INVESTIGACIÓN SUMARIA POR CASO DE PACIENTE REGINA MURILLO NEUMANN.

)------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Demócrata Cristiano.

El señor NAVARRO.- Me ha cedido el tiempo, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Entonces, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

CRÍTICA A MANUAL DE CONDUCTA PARA EMPAQUETADORES DE SUPERMERCADOS LÍDER. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hemos tomado conocimiento de lo que se ha llamado el “insólito manual de conducta de los empaquetadores del Líder”. 



Los jóvenes que allí laboran deben pagar 500 pesos por turno de trabajo y están obligados a comprar sus uniformes. Legalmente, no tienen empleador, pero sí se hallan sujetos a un estricto código de conducta. La normativa les ordena “no tocarse la cara ni el pelo, no conversar con otros tipper y cajeros, y no dar limosna en el área de trabajo a personas extrañas que puedan ser vagos”.



“Nuestros clientes nos contratan para entregarles cupos para obtener ingresos económicos”, dicen en la empresa Tipper´s Service. Es decir, los chicos contratan a quienes son autores del “Manual de Tippers 2011”, documento que explica cómo se debe realizar la labor de empaquetador en un supermercado Líder. Aquí los “clientes” son jóvenes universitarios que no firman un contrato -ni siquiera se reconoce una relación laboral con ellos- y que deben pagar 500 pesos por un cupo que les permitiría obtener ingresos a través de propinas.



“No comer, no mascar chicle, no fumar cuando se vista el uniforme”, explica el Manual. Todos los tipper deben usar una tenida obligatoria pagada de sus propios bolsillos: polera de manga larga, pechera negra y cortaviento o impermeable, que cuesta en total 16 mil 500 pesos y que se debe cancelar “el primer día de ingreso al supermercado”.



Tipper’s Service es una empresa dirigida por Óscar Eduardo Gómez y Miguel Ángel Quijada y tiene por función proveer de empaquetadores a seis sucursales del supermercado Líder, empresa que fue adquirida por la multinacional Wal-Mart. “En alianza con los supermercados, entrega cupos para realizar la actividad de tipper”, se lee en el Manual.



Wal-Mart -como todos sabemos- es una empresa gigante de venta minorista. La más grande del mundo. Tiene sobre medio millón de empleados en todo el orbe. Y posee una característica que destaca en su página web: en ella no hay sindicatos. Y llegó a Chile a destruir los existentes, como sabemos a través del testimonio de decenas de dirigentes sindicales que han debido soportar la persecución y la conspiración destinadas a destruir sus organizaciones. Pero han resistido, y seguirán haciéndolo.

“Lo que no se debe hacer”



Existen dieciséis conductas que van contra las normas de la agrupación de tippers. Dentro de ellas -insisto- están “No tocarse la cara, no conversar”.



Tipper’s Service “pretende educar laboralmente a sus integrantes”, dice el Manual. Y busca combatir problemas que se consideran inherentes a la juventud: alcoholismo, drogadicción. Incluso, la empresa ofrece la posibilidad de asistir a capacitaciones y charlas organizadas por una comisión educativa y de capacitación.



Señor Presidente, queda claro que el Manual de Tipper´s les da mucha importancia a las apariencias: no permite el uso de pantalones pitillos o con muchos bolsillos, de pulseras o accesorios en las manos; y, en caso de que se quiera portar aros, deben ser de perlas o consistir en argollas pequeñas de color blanco o negro. 



Frente a la comunicación corporal, el Manual de Tipper’s dispone: “no demostrar cansancio o aburrimiento, no estar con las piernas o brazos cruzados, no estar apoyado en los carros ni pilares, sonreír moderadamente”.



El objetivo de las doce páginas de este Manual, que todo empaquetador debe leer si quiere laborar, es “lograr que el cliente se sienta a gusto con nuestro trabajo y nos comience a tener cariño”.



Una de sus frases finales dice: “para el cliente y personal de Líder debemos ser perfectos. Mientras más nos vean como jóvenes buenos, nos irá mucho mejor como agrupación”.

El sistema Tipper´s



Se dispone que cada empaquetador puede elegir los cupos de turnos y días que más le acomoden. Pero ellos son entregados, finalmente, mediante una puntuación basada en su “desempeño como tipper”; o sea, el cumplimiento del Manual de Conducta.



En caso de que el empaquetador no pueda cubrir su turno, debe buscar un reemplazante en el mismo supermercado, y si no lo logra, dejando el cupo vacante, “quedará fuera de la agrupación”. Pero aunque halle a un suplente existen consecuencias, porque faltar a un turno resta puntos y puede acarrear una “repercusión de hasta por 3 meses”.



Señor Presidente, estamos ante una situación increíble: jóvenes que deben pagar por prestar un servicio. Esto no es sino la búsqueda de un constructo de relación laboral que eluda la responsabilidad de los supermercados.



Por eso, pido que se oficie sobre el particular a la Dirección del Trabajo y al Ministerio del Trabajo. 



No sé si los supermercados se agrupan en alguna instancia superior donde haya códigos de ética, de conducta. Pero sí está claro que nos hallamos frente a un sistema necesario.



Soy partidario de que los jóvenes trabajen, pero sin dejar sus estudios ni desplegar esfuerzos físicos que puedan afectar su salud.



Yo empecé a laborar desde muy pequeño, y nunca le hice el quite al trabajo. Me fui de la casa a los 18 años, ingresé a la universidad, financié mis estudios. Por eso considero bueno que se aprenda desde chico lo que es “ganarse el puchero”.



Siento que los empaquetadores son jóvenes de esfuerzo. Me causan una extraordinaria buena impresión cuando voy al supermercado, y siempre procuro dejarles propina. La cuestión radica en que les asisten derechos en su calidad de trabajadores. Y la empresa a la que me he referido, al generar esa figura laboral, elude el vínculo de dependencia para poder establecer su no responsabilidad ante lo que les pueda pasar. 



¿Qué sucede en caso de accidente? ¿Y si un carro se vuelca? ¿Quién responde si un automóvil que retrocede los lesiona? ¿Tienen seguro, prestaciones de salud? ¿Su condición laboral les permite acumular historia previsional?



Señor Presidente, esta figura ha de ser evaluada por la Ministra Evelyn Matthei.



Si bien Wal-Mart puede saldar el problema señalando que esta situación se halla fuera del ámbito de la venta minorista, lo claro es que ofrece un servicio completo. Hay de todo en los supermercados: cafetería, farmacia, peluquería, relojería, venta de diarios. En general, cubren tal diversidad de productos que permiten satisfacer un conjunto de demandas de los consumidores.



El empaquetador es parte del sistema. La gente no se puede llevar las compras en los bolsillos. Entonces, los tienen que agrupar. Integran la cadena de satisfacción en la atención al cliente. No se trata de un servicio externo.



Por lo tanto, espero que la Dirección del Trabajo emita un informe jurídico a fin de establecer si la relación laboral en comento se ajusta al Código del Trabajo y si son respetados los derechos de esos jóvenes trabajadores, quienes, por lo demás, se esfuerzan tremendamente. Porque necesitan el dinero. El problema, en definitiva, estriba en que sus derechos laborales y ciudadanos deben ser respetados.

El señor GIRARDI (Presidente).- Solicito que se envíe el oficio con mi adhesión y la de los Senadores que se hallan en la Sala.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Honorable señor Navarro, conforme al Reglamento, con la adhesión de los Senadores señores Escalona y Girardi. 
OFRECIMIENTO DE VIVIENDAS NUEVAS EN OCTAVA REGIÓN A NO DAMNIFICADOS POR TERREMOTO. OFICIO
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito que se envíe un oficio al Ministerio de Vivienda, pues nos hemos enterado, no solo por la prensa sino también a través de los pobladores de Tres Esquinas y Santa Clara (comuna de Bulnes, Región del Biobío), de que en octubre o noviembre de 2010 la Intendenta de la Región del Biobío llegó con el alcalde y los concejales y les ofreció viviendas nuevas a personas no damnificadas por el terremoto.



¡Se juega con los sueños de la gente!



Se les prometieron viviendas nuevas a treinta y tantas familias a través de subsidios para damnificados sin que tuvieran esta condición, porque, aunque habitan en precarios inmuebles de madera, no fueron afectadas por el terremoto.



Los habitantes de esos lugares -he conversado telefónicamente con algunos de ellos, y me hicieron llegar los antecedentes- están, en justicia, indignados. Porque la ex Intendenta dijo en un programa de televisión que ese era un cahuín. Al preguntarle Matías del Río sobre la existencia de certificados de inhabitabilidad para esos sectores comprometidos por ella -son generados por el municipio, el cual ahora tiene que responder; incluso, un director de obras deberá hacerlo con su patrimonio-, expresó (repito) que era un cahuín.



Los vecinos de Tres Esquinas y de Santa Clara no lo califican así. Manifiestan que corresponde a la verdad: hubo un ofrecimiento, que se habría concretado a través de la presentación de certificados de inhabitabilidad falsos.



Además, en la prensa apareció que la Ministra Matte enviará a la justicia lo referido a los certificados de subsidio en la comuna de Bulnes, para lo cual ofició al SERVIU de la Región del Biobío a fin de que los presente al fiscal, dado que ellos son falsos.



El caso, señor Presidente, reviste extrema gravedad. 



Por eso, solicito que se oficie a la Ministra señora Magdalena Matte a fin de que nos informe respecto de este asunto, que hemos conocido a través de la prensa y también mediante el testimonio de los vecinos de los sectores que señalé. 



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 
ADJUDICACIÓN IRREGULAR EN CONCEPCIÓN DE DEPARTAMENTOS DE CONJUNTO HABITACIONAL ANÍBAL PINTO. OFICIO 
El señor NAVARRO.- También pido, señor Presidente, que se oficie a la señora Ministra de Vivienda para darle a conocer los antecedentes que el Senador que habla y la concejala de la municipalidad de Concepción Alejandra Smith entregaran a Sebastián Salas, Director del SERVIU de la Región del Biobío, acerca de lo sucedido con el conjunto habitacional Aníbal Pinto.



Se trata de departamentos entregados en 2009 y que fueron construidos para los afectados por las inundaciones habidas en la Región durante el 2005 y el 2006. Sin embargo, se adjudicaron de manera absolutamente irregular a mucha gente que, aun siendo pobre -yo defiendo a los pobres-, no había resultado damnificada.



Fue así como numerosos funcionarios municipales cercanos a personas de jerarquía pertenecientes al círculo de hierro de la entonces Intendenta accedieron a dichos departamentos. Algunos se encontraban sin ocupar desde hacía 2 años, pero se arrendaron en los últimos meses.



Señor Presidente, es deber del SERVIU investigar la situación descrita. 



Por eso, pido que se oficie a la señora Ministra de Vivienda a fin de que se le remitan los antecedentes que presenté en el SERVIU Región del Biobío, para así evaluar procedimientos de investigación que eviten que se repita lo sucedido. 



No se trata de quitarle el departamento a nadie, pues, efectivamente, había una necesidad. Pero se violentó el principio de la verdad: muchos beneficiarios no eran damnificados por las inundaciones del 2005 y el 2006. 



En definitiva, las palabras pronunciadas por la Intendenta en su oportunidad -como el país lo sabe- no eran coloquiales ni correspondían a una historia para poder informar a la gente de la tercera edad: obedecían a un modus operandi que, lamentablemente, iremos descubriendo en muchas comunas de la Región del Biobío. 



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 
PUBLICIDAD INACEPTABLE EN TEXTOS ESCOLARES. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito que se oficie al Ministro de Educación, señor Lavín, a fin de que nos explique las medidas que ha tomado respecto a la presencia de publicidad en textos estudiantiles, conocida recientemente por la ciudadanía. 



En julio del año pasado formulé -probablemente con su firma, señor Presidente- un proyecto de ley para regular la publicidad dirigida a los niños.



Por eso, rechazamos este bullying comercial que algunas empresas están cometiendo con los niños y estudiantes chilenos disfrazándolo de material educativo para inducir prácticas consumistas prematuras -resulta obvio que, si se dice “Claro” y esta palabra corresponde al nombre de una empresa de telefonía, se genera una inducción- en quienes se encuentran en formación y crecimiento.



En otras palabras, se busca la fidelidad desde temprana edad. Esa pareciera ser la consigna de las compañías que orientan su publicidad hacia los niños. 



Introducir ese tipo de contenidos en textos escolares, más allá de su eventual utilidad para algo -no sé si las empresas “se pusieron” con plata o no-, muestra el nivel de nuestra educación y el tipo de sociedad que estamos construyendo. Es decir, ahora hay que enseñar con propaganda: que los niños aprendan a leer, pero usando marcas. 



Como Presidente del Movimiento Amplio Social (MAS), quiero pedirle al señor Ministro de Educación que nos informe sobre el tipo de medida que adoptará su Cartera sobre el particular. Recuerdo que son 15 millones de textos escolares -¡15 millones!- los que entrega anualmente el Ministerio de Educación.



Hemos visto cómo se ha incrementado la ofensiva publicitaria en dirección a los niños y jóvenes. Por eso, el año pasado propusimos la iniciativa antes señalada, que busca regular la publicidad dirigida al segmento infanto-juvenil y fijarle límites. La  propaganda comercial es publicidad, y, aunque no se pague por ello, en este caso resulta improcedente. 



No se puede aceptar el abuso de lo más preciado que tienen los niños, su inocencia, ofreciéndoles productos y servicios para satisfacer necesidades que no son reales -por lo menos no para todos-, lo cual entorpece y dificulta muchas veces la formación valórica y la comunicación con los padres. 



Yo no sé si después los niños pedirán a sus padres que les compren un teléfono marca Claro, porque, en definitiva, hay un incentivo para que les exijan satisfacer la demanda consumista de determinado artículo.



Al respecto, echo de menos en estos temas la voz de los autodenominados “defensores de la familia”. Porque se trata de un atentado contra la familia. Nada hay más triste para un padre que el hecho de que su hijo le pida la adquisición de un producto que se halla fuera de su alcance porque no gana lo suficiente. Y la situación es peor aún si ello ha sido incentivado por la publicidad inserta en el texto escolar con que el menor debe aprender a leer, a sumar, a multiplicar, a conocer la naturaleza o la Historia de Chile. 



Sin embargo, aunque el procedimiento administrativo establecido dificulte que la decisión de los contenidos dependa exclusivamente del Ministerio de Educación, este tiene una responsabilidad clave a la hora de fijarles criterios a las editoriales y a los evaluadores de los textos. Porque contenidos como los descritos difícilmente permitirán avanzar en la revolución educacional que prometió el Ministro Lavín. Ella se ha visto empañada, pues al parecer no hay revolución, sino más bien comercialización.



En todo caso, esta materia no puede quedar reducida a lo educacional, porque, evidentemente, hay un negocio inescrupuloso detrás de este tipo de situaciones. 



En efecto, los niños de entre 9 y 12 años representan cerca del 30 por ciento del mercado publicitario -escuchen bien: ¡30 por ciento!-, lo que reporta millonarias utilidades a muchas empresas, sobre todo porque colocar publicidad en los textos escolares cuando actualmente hay en uso -reitero- 15 millones de libros, cuya confección le significó al Estado una inversión de 18 mil millones de pesos, es “sandía calada”.



Ello implica tener cautivos a 3,5 millones de estudiantes en Chile. Porque deben leer los libros, colocarlos en sus mochilas o llevarlos bajo el brazo. Es una publicidad mucho mejor que la del diario, ya que cuando los textos están viejitos igual tienen uso (los pueden ocupar los padres, lo que también es positivo). En definitiva, la publicidad está metida en la casa y en el colegio. 



En la propuesta legislativa que presenté señalo claramente que los niños no pueden ser clientes, compradores, gastadores y consumidores. Pero hay un marketing dirigido hacia ellos, un mix integrado, destinado a informar, persuadir, vender y satisfacer a los niños e instalarlos como clientes. De hecho, existen estudios de mercado que estiman que se gastan más de mil millones de dólares al año -de acuerdo a cifras a nivel mundial- para hacerles llegar a los niños mensajes con publicidad, promoción, difusión y embalajes.



Claramente, los niños consumidores tienen relevancia para la publicidad debido a que constituyen un sector importante de la población.



Según datos del INE, los niños son 35 a 40 por ciento más persuasibles que los adultos. Influenciar a un niño es más fácil, especialmente entre los 4 y 12 años, ya que a esta edad se hallan en pleno proceso de desarrollo, de inserción en la sociedad y en la cultura, y adoptan un proceso de modelaje basado fundamentalmente en la imitación. 



Además, por desgracia, los niños son compradores compulsivos (¡algunos Senadores también pueden serlo...!). Hasta los 6 años, las peticiones se dirigen a productos que les afectan directamente. Entre los 2 y los 4, a artículos relacionados con el vestir y los libros. Más tarde, de los 4 años a los 6, los gustos comienzan a ser más definidos. Entre los 7 años y los 11 se amplía el interés hacia productos más familiares: de los 9 a los 11 su preocupación apunta a la compra de un auto para la familia, las vacaciones, y aparecen deseos dirigidos hacia artículos para adultos. Entre los 12 años y los 14 su universo se centra fundamentalmente en especificidades, como la informática.



Debido a la gran variedad de programación para niños que existe en televisión, se ha hecho posible subdividir los segmentos de audiencia en grupos más homogéneos. Ya no todos los programas se orientan a un mismo grupo objetivo, y se ha debido elegir correctamente el anuncio que se difunde.



Eso ha hecho la publicidad televisiva. Todo se planifica. Nada se deja al azar: los horarios, el tipo de audiencia o de vestimenta; la fisonomía de los actores y...

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminó su tiempo, Su Señoría. 

El señor NAVARRO.- Todavía me resta el de los Comités Partido Por la Democracia y Partido MAS.

El señor GIRARDI (Presidente).- También los consumió. 



Le otorgaremos un minuto adicional.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, este debate recién comienza en Chile. Porque no solo se trata de la publicidad que hemos conocido en los libros escolares, sino también de la dirigida hacia los niños a través de todos los medios de comunicación.



Hay muchos estudios en tal sentido. Así, el especialista sueco Carl Wareus afirmó: “Si captas a los niños en este período de su vida puedes hacerlos leales durante bastante tiempo, pero si no, puede convertirse en un error muy caro para la marca. En una frase, son grandes decidores y futuros compradores”. 



Esa es la mirada que hace que la publicidad se dirija a los niños. Y de ahí la necesidad de regularla.



En consecuencia, le solicito al Ministerio de Educación que entregue toda la información relacionada. Y al de Economía, que busque patrocinio para el proyecto que presenté; se halla hoy día en la Comisión de Economía durmiendo el sueño de los justos, y espero que podamos reactivarlo.



He dicho. 



¡Patagonia sin represas!



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor GIRARDI (Presidente).- En el tiempo del Comité Partido Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Escalona. 

NECESIDAD DE MAYOR INVERSIÓN PARA COMUNA DE CHAITÉN. OFICIOS
El señor ESCALONA.- Señor Presidente, pido que se oficie a Su Excelencia el Presidente de la República respecto de una situación que afecta a la comuna de Chaitén.



Visité dicha zona durante la semana regional, y pude comprobar las difíciles condiciones de vida existentes allí en las actuales circunstancias.



El Gobierno, encabezado por Sebastián Piñera, tomó la decisión de cancelar el proyecto de reinstalación de Chaitén en la localidad de Santa Bárbara. Tiene la autoridad para ello. En consecuencia, no me corresponde poner en duda tal acuerdo. Esa determinación es un dato de la causa.



El Estado se ahorra con la adopción de dicha medida una inversión estimada en más de 200 mil millones de pesos. El señor Intendente de la Región planteó el año pasado que esta ascendía a lo menos a 300 millones de dólares. Y señaló que era una locura destinar tal cantidad a esa nueva localidad. Hablamos de una cifra cercana a los 150 mil millones de pesos.



Yo no solicito del Gobierno ese monto para Chaitén. Pero al menos debiese existir una inversión significativa. De lo contrario, las familias que están ahí, inmersas en una situación muy difícil, quedarán prácticamente abandonadas a su suerte.



La semana pasada visitó el lugar el Subsecretario del Interior, don Rodrigo Ubilla, quien anunció inversiones por 4 mil 600 millones de pesos, que se ocuparán en sanear las instalaciones de agua potable, dañadas seriamente, primero por la erupción volcánica y después por la inundación causada por el río. Debo decir que esa cantidad resulta enteramente insuficiente. He visitado la escuela de la localidad: la biblioteca de los niños se encuentra totalmente inutilizada, el gimnasio se llueve por completo.



Y la solución que les han entregado al alcalde y al director del colegio apunta a que postulen a los FRIL (Fondo Regional de Iniciativa Local), que en el caso de Los Lagos son seriamente competitivos, porque todas las comunas buscan acceder a ellos con el objeto de paliar la grave cesantía que aqueja a la Región. Al respecto, he de mencionar que en Quellón hay una huelga de hambre y una olla común, precisamente por la falta de empleo. Y la crisis del salmón no se ha resuelto. Solo en la comuna de Quellón hay inscritas más de 3 mil 500 personas que necesitan trabajo. Y uno de los instrumentos más importantes que poseen los municipios para paliar la necesidad de cupos de empleo es el de los FRIL.



Por lo tanto, si se piensa que la comuna de Chaitén podrá alcanzar una adecuación mínima para darles una vida decente a las familias que allí residen, debo decir que ello no será posible lograrlo haciéndola competir por los fondos con el resto de las comunas de la Región.



El Ejecutivo no puede ahorrar recursos apostando exclusivamente a que Chaitén revivirá con el esfuerzo de las familias que tienen la voluntad de reinstalarse allí. Se requiere una inversión específica para la ciudad. Reitero: el Gobierno no puede apostar solo al esfuerzo de las familias.



En consecuencia, apelo directamente a Su Excelencia el Presidente de la República con relación a esta materia. Creo que es urgente y apremiante hacerlo.



En la escuela -la única que funciona-, que posee una matrícula de 132 niños, ni siquiera hay calefacción, en circunstancias de que el invierno es sumamente riguroso y crudo.



La ciudad tiene un aspecto en muchos ámbitos francamente desolador, porque las huellas de la erupción y de la inundación no se han borrado: la bahía de Chaitén se encuentra completamente embancada; las arenas y los materiales piroplásticos invadieron totalmente la playa, y el mar se retiró varios centenares de metros de su ubicación anterior a la erupción del volcán. Es decir, se trata de una situación sumamente difícil.



Admiro la voluntad de sus habitantes de reinstalarse en Chaitén. Pero no puedo simplemente quedarme con la admiración hacia ello. Debo transmitir al Primer Mandatario, a través de este oficio, la angustia que me produce el que el esfuerzo de esas familias no vaya acompañado de la inversión que el Estado tiene que hacer para asegurar que ellas cuenten con las mínimas condiciones de sobrevivencia que el país hoy les puede entregar.



Por consiguiente, quiero apremiar a través de estas palabras al señor Presidente de la República y a los señores Ministros del Interior, de Hacienda y de Educación, demandando de ellos una inversión pública a la altura de las exigencias.



Con la cancelación del proyecto en Santa Bárbara el Fisco genera un ahorro considerable. No vale la pena decir a cuánto asciende, si a 300 o a 400 millones de dólares. Pero con ese ahorro el Estado debiese asumir la responsabilidad de apoyar efectivamente a las familias que se han reinstalado en Chaitén.



He dicho.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, adhiero a los oficios.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Honorable señor Escalona, conforme al Reglamento, con las adhesiones de los Senadores señores Girardi y Navarro.

El señor GIRARDI (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:10.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O S
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 4ª, ORDINARIA, EN MARTES 22 DE MARZO DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Letelier.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia y de Salud, señores Cristián Larroulet y Jaime Mañalich, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones uno y tres, ambas ordinarias, de los días 15 y 16 de marzo del año en curso, y sesión dos, especial, de 16 de marzo del mismo año, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados (Boletín N° 7.194-05).



Con el segundo, retira la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Orpis, que establece el “Día de la adopción y del que está por nacer” (Boletín N° 7.254-07).



- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros, informa que aprobó los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que introduce, en la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, normas para fortalecer el trabajo parlamentario (Boletín N° 7.127-07).



- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



2.- Proyecto de ley que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados (Boletín N° 7.194-05) (con urgencia calificada de “suma”).



- Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con el tercero, comunica que ha tomado conocimiento del rechazo del Senado al proyecto de ley que establece un programa de intervención en zonas con presencia de polimetales en la comuna de Arica (Boletín N° 6.810-12) y remite la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta.



- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento junto con sus antecedentes.



Con el cuarto, informa que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio (Boletín N° 7.074-05).



Con el último, comunica que aprobó la designación del contador auditor del Comité de Auditoría Parlamentaria.



- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



De la Excelentísima Corte Suprema, con el que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, emite su parecer respecto del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez y Muñoz Aburto, sobre competencia de los tribunales militares tratándose de delitos establecidos en el Código Aeronáutico (Boletín N° 7.432-07).



- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento junto a sus antecedentes.



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los dos primeros, remite copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 2°, inciso primero, de la ley N° 20.285; 38 ter de la ley N° 18.933; 2°, incisos segundo y final, de la ley N° 20.015; 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, y 22 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes.



- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el último, envía copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal (Boletín N° 3.778-18).



- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento junto a sus antecedentes.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, con el que da respuesta al requerimiento de antecedentes enviado a nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, en relación con el monto de los subsidios entregados a 23 beneficiarios de viviendas, en la ciudad de Talca.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el que contesta la petición de antecedentes enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en lo que se refiere al avance de las solicitudes de entrega de títulos de dominio en Isla Santa María, comuna de Coronel.



Del señor Subsecretario General de la Presidencia, con el que responde a una petición enviada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, para dar trámite legislativo a un proyecto de ley que exime del impuesto al valor agregado a los prestadores de servicios básicos domiciliarios de las Regiones XI y XII.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud de la Región Metropolitana, con el que atiende a la solicitud de antecedentes remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, relativa a la persistencia de malos olores que afectan a la comuna de Paine.



Del señor Director Regional del Servicio Agrícola y Ganadero de la Región de Aysén, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en relación con la situación que afecta a la empresa Comercial Mañihuales, de la Región de Aysén.



- Quedan a disposición de los Honorables señoras y señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta a los Ministerios de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Turismo, y al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para integrarse al Directorio de la Fundación Imagen de Chile (Boletín N° 6.759-10) (con urgencia calificada de “suma”).



Segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que implementa la medida de conservación 10-8 (2006), de la Comisión de los Recursos Vivos Marinos Antárticos (Boletín N° 7.309-21) (con urgencia calificada de “simple”).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, García, Letelier, Sabag y Pérez Varela, en primer trámite constitucional, sobre negociación colectiva y derecho a huelga de los funcionarios públicos (Boletín N° 7.293-07).



- Quedan para Tabla.



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Navarro, Lagos, Quintana y Rossi, con el que solicitan al Ejecutivo adoptar medidas respecto del uso de extintores de incendio (Boletín Nº S 1.331-12).



- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Mociones



Dos de los Honorables Senadores señores Chahuán, Kuschel y Larraín Peña, con las que dan inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley sobre jornada de trabajo de los adultos mayores (Boletín N° 7.548-13).



2.- Proyecto de ley que establece el contrato del trabajador adulto mayor (Boletín N° 7.549-13).



- Pasan a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



De los Honorables Senadores señor Letelier, señora Allende y señores Gómez y Navarro, por medio de la que inician un proyecto de ley sobre cohecho en gestiones ante la autoridad ambiental (Boletín N° 7.551-12).



De los Honorables Senadores señor Letelier, señora Allende y señores Girardi y Gómez, con la cual dan inicio a un proyecto de ley sobre beneficios y publicidad respecto de proyectos en proceso de calificación ambiental (Boletín N° 7.552-12).



- Pasan a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Chahuán y Larraín Fernández, sobre restablecimiento de derecho en beneficio del Sindicato de Folkloristas y Guitarristas de Chile (Boletín Nº S 1.342-12).



De los Honorables Senadores señores Chahuán y Girardi, referido a la inclusión de la enfermedad de Crohn en el Régimen de Garantías Explícitas de Salud (Boletín Nº S 1.343-12).



- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Comunicaciones



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, con la que informa que eligió como su Presidente al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.



De la Comisión de Relaciones Exteriores, con la que señala que eligió como su Presidente al Honorable Senador señor Tuma.



De la Comisión de Minería y Energía, con la que expresa que eligió como su Presidente al Honorable Senador señor Cantero.



De la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, con la que manifiesta que eligió como su Presidente al Honorable Senador señor Navarro.



De la Comisión de Defensa Nacional, con la cual indica que eligió como su Presidente al Honorable Senador señor Prokurica.



- Se toma conocimiento.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones respecto del proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (Boletín N° 4.991-15), hasta las 13 horas del día lunes 4 de abril, en la Secretaría de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


2) Celebrar una sesión especial de la Corporación el día miércoles 6 de abril de 2011, de 11:30 a 14 horas, con la finalidad de “recabar antecedentes y analizar los alcances de un conjunto de acciones del actual Gobierno en relación al desarrollo, promoción e incentivo de la energía nuclear”. A esta sesión se invitará al señor Biministro de Minería y de Energía y al Director Ejecutivo de la Comisión Chilena de Energía Nuclear.


3) El Comité Partido Unión Demócrata Independiente y el Comité Partido Renovación Nacional rendirán homenaje al ex Senador señor Jaime Guzmán en el vigésimo aniversario de su fallecimiento, en la sesión del día martes 5 de abril, a continuación de la Cuenta.


4) Seguir el siguiente procedimiento en la tramitación de los proyectos de acuerdo del Tiempo de Votaciones:


- Una vez presentados, votarlos directamente en la Sala en la sesión ordinaria que corresponda, salvo que al momento de dar Cuenta de ellos un Comité solicite que sean informados por una Comisión. En este caso, si la Comisión no emitiera su informe en el plazo de 15 días hábiles, el proyecto de acuerdo se incluirá en la Tabla de la sesión ordinaria respectiva.


- Sin perjuicio de lo anterior, si en la sesión en que se da Cuenta de uno de estos proyectos de acuerdo un Comité solicita que sea votado en esa sesión, ello se resolverá inmediatamente por la Sala.


- Recomendar a las señoras y señores Senadores que al firmar un proyecto de acuerdo coloquen su apellido con letra de imprenta, para facilitar su identificación.


5) Tratar, como si fueran de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria de hoy, los proyectos signados con los números 7 y 9 de la Tabla, esto es, el proyecto de ley iniciado en Moción de las Honorables Senadoras señoras Rincón, Allende, Alvear, y Pérez San Martín que permite al padre y a la madre, indistintamente, abrir cuentas de ahorro a favor de sus hijos (Boletín N° 7.519-05), y el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, con el objeto de garantizar que la información contenida en los predictores de riesgo comercial sea exacta, actualizada y veraz (Boletín N° 6.800-03).


6) Tratar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria del día de mañana el proyecto signado con el número 2 de la Tabla, esto es, el que regula el cierre de faenas e instalaciones mineras (Boletín N° 6.415-08).


7) Considerar en el primer y segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy los proyectos signados con los números 3 y 5 de la Tabla, esto es, el que crea un mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los sectores medios (Boletín N° 7.320-14), y el que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito (Boletín N° 7.212-15).

- - -



Luego, el señor Presidente otorga la palabra a la Honorable Senadora señora Alvear, quien pide recabar el acuerdo de la Sala a objeto de fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite, que adecua los plazos vinculados a las elecciones presidenciales (Boletín N° 6.946-07), hasta las 13 horas del lunes 4 de abril de 2011.



Se accede a los solicitado.



A continuación, la misma señora Senadora solicita que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento sea autorizada para discutir tanto en general, cuanto en particular, con motivo de su primer informe, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que excluye a los menores de edad de la legislación sobre conductas terroristas (Boletín N° 7.529-07), lo que así se acuerda.

- - -



Acto seguido, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Escalona para solicitar el asentimiento de la Sala a fin de autorizar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos para funcionar en paralelo, a objeto de constituirse.



Se accede a lo solicitado.

_______________



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, iniciado en Moción de las Honorables Senadoras señoras Rincón, Allende, Alvear y Pérez San Martín, en primer trámite constitucional, que permite al padre y a la madre, indistintamente, abrir cuentas de ahorro a favor de sus hijos, con informe de la Comisión de 

Hacienda


El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción de las Honorables Senadoras señoras Rincón, Allende, Alvear y Pérez San Martín, en primer trámite constitucional, que permite al padre y a la madre, indistintamente, abrir cuentas de ahorro a favor de sus hijos, con informe de la Comisión de Hacienda, y que tiene el Boletín N° 7.519-05.


Agrega que su objetivo principal es establecer que, independiente de quien tenga la patria potestad, tanto el padre como la madre podrán abrir cuentas de ahorro a favor de sus hijos menores de edad.


La Comisión de Hacienda discutió este proyecto solamente en general y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 


Al finalizar, señala que el mencionado órgano técnico deja constancia de que al comenzar la discusión particular de la iniciativa recibirá en audiencia a representantes de la Superintendencia de Bancos, de la Asociación Nacional de Bancos y del BancoEstado.

- - -



En discusión en general la iniciativa, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Escalona y Kuschel, señora Allende, señor Bianchi, señoras Alvear y Rincón y señores Letelier, Sabag, Navarro y Lagos.



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, se aprueba por 31 votos a favor y 1 pareo.



Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi, Tuma, Uriarte y Walker (don Patricio).



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio).



A proposición del señor Presidente, la Sala acuerda fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto hasta las 13 horas del martes 5 de abril de 2011.



Queda despachado este asunto.

- - -



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Agrégase el siguiente nuevo artículo 156 bis, al DFL Nº 3, del año 1997, del Ministerio de Hacienda Ley General de Bancos:


“Artículo 156 bis.- Las cuentas de ahorros para menores de edad, ofrecidas por los bancos regidos en virtud de lo establecido en esta ley, podrán ser abiertas por el padre o la madre, independiente de quien tenga la patria potestad del menor de edad.”.


Artículo 2°.- Agrégase un nuevo inciso final al artículo 35 del decreto ley 2079, del Ministerio de Hacienda, del año 1978, del siguiente tenor:


“Independiente de quien tenga la patria potestad, la madre también podrá abrir cuentas de ahorro a favor de su hijo menor de edad.”.”.

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, con el objeto de garantizar que la información contenida en los predictores de riesgo comercial sea exacta, actualizada y veraz, con informe de la Comisión 

de Economía


El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, con el objeto de garantizar que la información contenida en los predictores de riesgo comercial sea exacta, actualizada y veraz, con informe de la Comisión de Economía, y que tiene el Boletín N° 6.800-03.


Agrega que su finalidad es modificar la Ley sobre Protección de la Vida Privada, estableciendo la prohibición de realizar ranking o predictores de riesgo comercial que se basen en variables relativas a la frecuencia de consulta de los datos personales contenidos en un registro o banco de datos asociados a determinado individuo.


La Comisión de Economía discutió el proyecto solo en general, en atención a que es necesario y conveniente introducir precisiones en su redacción, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Kuschel, Tuma y Zaldívar.

- - -



En discusión en general la iniciativa, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Tuma, Zaldívar, García y Sabag.



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, se aprueba por 26 votos a favor.



Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Quintana, Rossi, Sabag, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.



A proposición del señor Presidente, la Sala acuerda fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto hasta las 13 horas del lunes 4 de abril de 2011.



Queda despachado este asunto.

- - -



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcese en el artículo 9º de la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, el siguiente inciso final, nuevo:


“Prohíbese la realización de ranking o predictores de riesgo comercial que sean basados en variables relativas a la frecuencia de consulta de los datos personales contenidos en un registro o banco de datos asociados a una determinada persona, incluyéndose en tal prohibición la entrega a terceros de la información relativa al número de consultas de sus datos. La infracción a estas prohibiciones dará derecho al titular de los datos a solicitar, a costo del infractor, la eliminación inmediata de dicha información, sin perjuicio de las responsabilidades civiles que el afectado pueda hacer efectivas en contra del que realice dichos ranking o predictores de riesgo comercial, o informe a terceros la cantidad de consultas de sus datos personales.”.”.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los sectores medios, con segundo informe de la 

Comisión de Vivienda y Urbanismo


El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los sectores medios, con segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 7.320-14.


Agrega que la iniciativa se aprobó en general en sesión de 12 de enero pasado.


En su segundo informe la Comisión deja constancia de que se presentó una sola indicación, para sustituir el artículo único, la que fue aprobada, con algunas enmiendas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier, Tuma y Uriarte.


Dicha modificación consiste, principalmente, en establecer que los copropietarios de condominios cuyas propiedades fueron declaradas inhabitables como consecuencia del terremoto y maremoto de 2010, podrán adoptar los acuerdos, respecto de materias que deben abordarse en sesiones extraordinarias, por la mayoría absoluta de los derechos del condominio.


Asimismo, dispone que la ley tendrá una vigencia de tres años, contados desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.


Finaliza precisando que las enmiendas acogidas por unanimidad en el órgano técnico deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión.

- - -



En su segundo informe, la Comisión de Vivienda y Urbanismo propone la siguiente modificación al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo único


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo único.- Los copropietarios de aquellos condominios cuyas propiedades fueron declaradas inhabitables como consecuencia del terremoto y maremoto de 27 de febrero de 2010, podrán adoptar los acuerdos a que se refieren los números 1 a 7 del artículo 17 de la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, por la mayoría absoluta de los derechos del condominio, quórum que también será suficiente para la constitución de la respectiva asamblea, tanto en primera como en segunda citación. Lo anterior también será aplicable respecto de aquellas presentaciones de naturaleza administrativa que digan relación con la liquidación de los seguros comprometidos sobre los bienes comunes. Para acreditar estos quórum bastará el acta suscrita por todos los copropietarios asistentes a la asamblea que se cite al efecto, protocolizada ante notario.


Esta ley tendrá una vigencia de tres años, contados desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

- - -



En discusión en particular el proyecto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores García, Navarro, Sabag, Zaldívar y Tuma.



Luego, intervienen los Honorables Senadores señores Pérez Varela, Novoa y Quintana, quienes plantean dividir la votación del inciso primero del artículo único propuesto, de manera de analizar separadamente la oración que hace aplicable la exigencia de quórum de mayoría absoluta de copropietarios a las presentaciones de naturaleza administrativa referidas a la liquidación de los seguros comprometidos sobre bienes comunes.



Según los citados Senadores, no sería conveniente esa solución porque elevaría innecesariamente el quórum para adoptar acuerdos entre los copropietarios tratándose de asuntos meramente administrativos, para los cuales sería suficiente la mayoría simple.



El Honorable Senador señor Letelier, a nombre del Comité Partido Socialista y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, requiere segunda discusión de este asunto, lo que así se acuerda.



En consecuencia, queda para segunda discusión.

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito, con informe de la Comisión de Transportes y 

Telecomunicaciones


El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 7.212-15.


Agrega que su objetivo principal es posibilitar el acceso igualitario y uniforme a los conductores, específicamente de buses, que cumplan con los requisitos legales para la obtención detonas las clases de licencias profesionales.


Concluye indicando que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió esta iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Novoa y Prokurica.

- - -



En discusión en general el proyecto, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica.



Cerrado el debate y puesta en votación la iniciativa, se aprueba por 30 votos a favor de los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



A proposición del señor Presidente, la Sala acuerda fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto hasta las 13 horas del lunes 4 de abril de 2011.



Queda despachado este asunto.

- - -



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones, y de Justicia, en la siguiente forma:


a) Reemplázase, el numeral 4) del inciso segundo del artículo 13, por el siguiente:


“4) Acreditar, en caso de la Clase A-3, haber estado en posesión, durante a lo menos dos años, de la Licencia Profesional Clases A-1, A-2, A-4 o A-5. Tratándose de la Clase A-5, los postulantes deberán acreditar haber estado en posesión, durante a lo menos dos años, de la licencia profesional clases A-2, A-3 o A-4.”.


b) Reemplázase el artículo 5º transitorio, por el siguiente:


“Artículo 5º.- Los titulares de licencias de conductor Clase A-1 otorgadas con anterioridad al 8 de marzo de 1997 y que mantengan su vigencia a la fecha de publicación de esta ley, podrán obtener directamente la licencia profesional Clase A-3. Asimismo, los titulares de licencias de conductor Clase A-2 otorgadas con anterioridad al 8 de marzo de 1997 y que mantengan su vigencia a la fecha de publicación de esta ley, podrán obtener directamente las licencias profesionales clases A-3 y A-5. 


En los casos aludidos en el inciso anterior, deberá acreditarse haber aprobado un curso de capacitación en la forma que determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.”.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje, en primer trámite constitucional, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas, con segundo informe de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de 

Salud, unidas


El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, iniciado en Mensaje, en primer trámite constitucional, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas, con segundo informe de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.811-11.


Agrega que la idea de legislar en la materia fue aprobada en sesión de 26 de octubre de 2010.


Precisa que las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, dejan constancia, para los efectos reglamentarios, que el artículo 1º no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones, esto es, conserva el mismo texto aprobado en general, de manera que debe darse por aprobado, salvo que algún señor Senador, por la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.



Se aprueba reglamentariamente.


Las Comisiones unidas efectuaron una serie de modificaciones al proyecto aprobado en general. Varias de ellas fueron acogidas por unanimidad y otras solo por mayoría. Estas últimas serán puestas en votación oportunamente.


El señor Secretario General hace presente que las enmiendas acordadas en forma unánime deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o existan indicaciones renovadas.


De estas modificaciones aprobadas por unanimidad, el inciso cuarto del artículo 7° tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación el voto conforme de 21 señores Senadores.

- - -



En su segundo informe las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, proponen las siguientes enmiendas al proyecto aprobado en general por el Senado:

Artículo 2°

Inciso primero


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 2°.- Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez podrán solicitar a los profesionales que emitan licencias médicas que se encuentren sometidas a su conocimiento, la entrega o remisión de los antecedentes o informes complementarios que las respalden y, en casos excepcionales y por razones fundadas, los citará a una entrevista para aclarar aspectos de su otorgamiento. Dichos requerimientos se realizarán por carta certificada o medios electrónicos, bajo apercibimiento de aplicar las multas y suspensiones señaladas en el siguiente inciso.”.

Inciso segundo


Sustituirlo por el que sigue:


“La inasistencia injustificada y repetida a las citaciones, como también la negativa reiterada a la entrega o la no remisión de los antecedentes solicitados, en los plazos fijados al efecto, los que no podrán exceder de siete días corridos, habilitarán a la Comisión para que, mediante resolución fundada, sancione al profesional con multas a beneficio fiscal de hasta 10 unidades tributarias mensuales. Además, en casos calificados, podrá suspenderse tanto la venta de formularios de licencias médicas, como la facultad para emitirlas, hasta por 15 días. Dicha suspensión podrá renovarse mientras persista la conducta del profesional. Las notificaciones de las resoluciones que apliquen las referidas sanciones se realizarán mediante carta certificada, entendiéndose practicadas a contar del tercer día hábil siguiente a su recepción en la oficina de correos que corresponda. A este procedimiento se aplicarán supletoriamente las normas de la ley Nº 19.880.”.

Inciso tercero


Reemplazarlo por el siguiente:


“En contra de lo resuelto en conformidad al inciso anterior, podrá reclamarse ante la Superintendencia de Seguridad Social, dentro de cinco días hábiles, contados desde la respectiva notificación.”.

Incisos cuarto y quinto, nuevos


Agregar como tales los siguientes:


“Una vez que el profesional proporcione los antecedentes requeridos o acuda a la citación, la Comisión, de oficio o a petición de parte, dictará una resolución que ponga término a la suspensión indicada. Asimismo, en caso que el reclamo señalado en el inciso tercero sea resuelto a favor del profesional, se dejarán sin efecto las multas cursadas y cesará la suspensión aplicada.


Las multas deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la fecha de la notificación respectiva. Al efecto, las copias de las resoluciones de la Comisión tendrán mérito ejecutivo. Con todo, las multas no serán exigibles mientras no esté vencido el término para interponer la reclamación ante la Superintendencia, o ésta no haya sido resuelta.”.

Artículo 3°


Suprimirlo.

Artículo 3°, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“Artículo 3°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5° de esta ley, las Instituciones de Salud Previsional podrán solicitar a los profesionales que emitan licencias médicas la entrega o remisión de los antecedentes o informes complementarios que las respalden.


En caso que los profesionales no proporcionen los antecedentes requeridos, la Institución de Salud Previsional podrá solicitar a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez que aplique, en lo pertinente, el procedimiento del artículo 2° de la presente ley.”.

Artículo 4°, nuevo


Considerar como tal el siguiente:


“Artículo 4°.- Un reglamento dictado a través del Ministerio de Salud y suscrito además por el Ministro del Trabajo y Previsión Social, establecerá respecto de determinadas patologías, protocolos referenciales relativos a los exámenes, informes y antecedentes que deberán respaldar la emisión de licencias médicas.”.

Artículo 4°


Pasa a ser artículo 5°, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Reemplazar la sigla “COMPIN” por la expresión “Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez”.


Intercalar, entre la frase “Institución de Salud Previsional” y la coma (,) que le sigue, los términos “o de cualquier particular”.

Inciso segundo


Contemplar como tal, el inciso cuarto aprobado en general, reemplazado por el que sigue, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto, con el texto que se consignará más adelante:


“La Superintendencia notificará al profesional del procedimiento seguido en su contra y le requerirá informe sobre los hechos investigados. Dicho profesional deberá presentar su informe dentro del plazo de diez días hábiles desde la notificación de la resolución. Además, podrá solicitar que se le otorgue una audiencia para realizar descargos.”.

Inciso tercero


Reemplazarlo, consultando como tal el texto del inciso quinto aprobado en general, con las siguientes enmiendas:


Agregar, a continuación de la palabra “plano”, los términos “y fundadamente”.


Eliminar la frase final “la procedencia de la sanción”.

Inciso cuarto


A continuación, contemplar como inciso cuarto, el texto del inciso segundo aprobado en general, con las siguientes modificaciones:


Reemplazar su encabezamiento por el siguiente:


“Si de conformidad al procedimiento establecido en este artículo, se acreditan los hechos denunciados, la Superintendencia aplicará las siguientes sanciones, teniendo a la vista el mérito de la investigación, en especial, la cantidad de licencias emitidas sin existir fundamento médico y la extensión del reposo prescrito:”.

Número 1)


Sustituir la expresión “10 Unidades de Fomento” por la frase “7,5 unidades tributarias mensuales”.

Número 2)


Reemplazar la frase “25 Unidades de Fomento” por la siguiente “15 unidades tributarias mensuales”.

Número 3)


Sustituir los términos “50 Unidades de Fomento” por la frase “30 unidades tributarias mensuales”.

Número 4)


Reemplazar la expresión “100 Unidades de Fomento” por “60 unidades tributarias mensuales”, y sustituir la palabra “tres” por “seis”.

Inciso quinto


Su texto se contempló, modificado en la forma indicada, como inciso tercero de este mismo artículo.


Seguidamente, consultar como inciso quinto, nuevo, el que sigue:


“El profesional sancionado con la suspensión de la facultad de emitir licencias, en forma previa a la realización de una atención de salud, deberá comunicar dicha circunstancia a la persona que requiera sus servicios.”.

Inciso sexto


Sustituir la frase “deberán ser notificadas por carta certificada”, por la siguiente: “que aplique una sanción deberán ser notificadas por carta certificada, gestión que se entenderá practicada a contar del tercer día hábil siguiente a su recepción en la oficina de correos que corresponda”.

Inciso séptimo, nuevo


Agregar como tal el que sigue:


“Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, si el profesional otorga una o más licencias médicas, encontrándose previamente suspendida su facultad para emitirlas, será sancionado con una multa a beneficio fiscal de entre 10 y hasta 80 unidades tributarias mensuales. Al efecto, se aplicará, en lo pertinente, el procedimiento contemplado en este artículo. Asimismo, deberá reembolsar al organismo administrador que corresponda el equivalente al subsidio por incapacidad laboral que se genere en el evento que se resuelva, por vía de reclamación, la procedencia del reposo prescrito.”.

Inciso octavo, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“Las multas aplicadas y que se encuentren a firme, podrán ser cobradas en los términos indicados en el artículo 60 de la ley N° 16.395.”.

Artículo 5°


Pasa a ser artículo 6°, con las siguientes enmiendas:


Intercalar, entre las palabras “solidariamente” y “de”, la frase “con el trabajador a quien se le extendió la licencia y, en su caso, con el empleador de éste,”, y reemplazar la expresión “el trabajador beneficiado hubiere percibido” por los términos “se hubieren percibido”.

Artículo 6°


Pasa a ser artículo 7°, con las modificaciones que siguen:

Inciso primero


Reemplazar la oración inicial “El profesional habilitado para otorgar licencias médicas podrá” por la siguiente “Tanto el profesional habilitado para otorgar licencias médicas, como aquel que realice el control y supervisión de su otorgamiento en representación de una Institución de Salud Previsional, podrán”.


Sustituir la palabra “cuarto” por “5°”.

Inciso cuarto


Reemplazarlo por el siguiente: 


“En contra de la resolución que deniegue la reposición, el profesional afectado podrá reclamar ante la Corte de Apelaciones correspondiente al territorio jurisdiccional de su domicilio, en los términos señalados en los incisos primero y tercero del artículo 58 de la ley N° 16.395.”.

Artículo 7°


Pasa a ser artículo 8°, con las siguientes modificaciones:


Intercalar, en su inciso único, que pasa a ser inciso primero, entre la palabra “Administrativa” y el punto aparte (.), la siguiente frase final “y dará origen a la responsabilidad funcionaria que corresponda, previa instrucción del procedimiento pertinente conforme al respectivo estatuto”.


Incorporar como inciso segundo, nuevo, el siguiente:


“Lo señalado en el inciso anterior será aplicable al funcionario que, a sabiendas, participe en el otorgamiento y tramitación de licencias médicas sin fundamento o adultere los documentos que les sirven de base.”.

Artículo 8°


Pasa a ser artículo 9°, con la siguiente enmienda:


Intercalar, en su inciso primero, entre las palabras “otorgamiento” y “de”, la expresión “, obtención o tramitación”.

Artículo 10, nuevo


Incorporar como tal, el que sigue:


“Artículo 10.- El profesional que ejerza como contralor médico en una Institución de Salud Previsional que resuelva, bajo su firma, rechazar o modificar una licencia médica arbitrariamente o sin expresión de causa, podrá ser denunciado por el afectado ante la Superintendencia de Seguridad Social; sin perjuicio de las demás reclamaciones que procedan.


Al efecto, la Superintendencia aplicará a dicho profesional una multa a beneficio fiscal, en los mismos términos contemplados en los números 1) a 4) del inciso cuarto del artículo 5° de esta ley. La Institución de Salud Previsional que corresponda será solidariamente responsable, junto al profesional, del pago de estas multas.


En lo pertinente, la Superintendencia de Seguridad Social aplicará el procedimiento establecido en el artículo 5° de la presente ley.


El profesional de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez o Unidad de Licencias Médicas que incurra en la conducta descrita en el inciso primero, podrá ser sancionado conforme a las normas estatutarias respectivas.”.

Artículo 9°


Pasa a ser artículo 11, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Reemplazar el ordinal “4°” por “5°”.


Sustituir la frase “la posibilidad de otorgar licencias médicas”, por la siguiente: “la facultad de otorgar o de revisar el otorgamiento de licencias médicas”.

Inciso segundo


Eliminar, en su oración inicial, la expresión “de la salud”.


Reemplazar el ordinal “8°” por “9° de esta ley”.

Inciso tercero, nuevo


Incorporar como tal, el que sigue:


“Para efectos de la presente ley, la Superintendencia de Salud llevará un registro público de los profesionales que ejerzan las funciones de contraloría médica de las Instituciones de Salud Previsional. Las Instituciones aludidas deberán remitir la información necesaria en los plazos y forma que disponga esa Superintendencia, de conformidad a las instrucciones generales que imparta.”.

Artículo 10


Pasa a ser artículo 12, enmendado como sigue:

Inciso primero


Sustituir la expresión “la COMPIN”, por “las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez”, y reemplazar la sigla “SUSESO”, por la denominación “Superintendencia de Seguridad Social”.


Reemplazar los términos “de la Ley” por la frase “de la presente ley”.


Sustituir los ordinales “4°” y “8°” por “5°” y “9°”, respectivamente.

Inciso segundo


Reemplazar la sigla “COMPIN”, por la denominación “Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez”.

Artículo 11


Pasa a ser artículo 13, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Reemplazar la oración “conforme al reglamento y a las instrucciones que dicte al efecto”, por la siguiente: “conforme a un reglamento expedido por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social suscrito además por el Ministro de Salud”.


Sustituir los términos “acceso al”, por la frase “acceso a la información que conste en el”.


Intercalar, entre las palabras “Subsidios” y “a”, la frase “por Incapacidad Laboral”.


Intercalar, entre las palabras “que” y “justifiquen”, la expresión “, dentro de sus competencias,”.


Agregar, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: “La Superintendencia de Seguridad Social será responsable de la privacidad de los datos personales que pudiere contener el Registro y de la entrega no justificada de éstos.”.

Inciso segundo


Consultar con minúscula la palabra “Ley”.


Suprimir el punto final (.) y las comillas que lo anteceden.

Artículo transitorio, nuevo


Agregar como tal, el siguiente:


“Artículo transitorio.- Las disposiciones de la presente ley entrarán en vigencia a contar de su publicación en el Diario Oficial. 


No obstante, lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 11 de esta ley entrará en vigencia el primer día del tercer mes siguiente al de su publicación.”.

- - -



En discusión en particular el proyecto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Tuma, Rossi, Navarro, Ruiz-Esquide, señora Allende, señor Uriarte y señora Rincón.



Por último, interviene el señor Ministro de Salud.

- - -



Cerrado el debate, el señor Presidente propone a la Sala someter a votación, en primer término, las enmiendas acordadas unánimemente por las Comisiones especializadas, incluida la norma del inciso cuarto del artículo 7° del proyecto -que ostenta rango orgánico constitucional-, y, en segundo lugar, aquellas enmiendas que fueran aprobadas por mayoría.



Así se acuerda.

- - -



Acto seguido, el señor Presidente pone en votación las modificaciones acordadas unánimemente, incluido, como se dijera, el inciso cuarto del artículo 7° del proyecto.



Estas modificaciones se aprueban por 34 votos a favor.


El referido inciso cuarto del artículo 7° se aprueba con idéntica votación, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento al quórum constitucional exigido.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo los Honorables Senadores señores Chahuán, Escalona, Girardi y Letelier.

- - -



Luego, el señor Presidente pone en votación las enmiendas acordadas por mayoría, sea porque se registraron a su respecto votos en contra o abstenciones.



Estas modificaciones se aprueban por 34 votos a favor.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -



A continuación, la Sala por unanimidad acuerda tratar una indicación de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Gómez, Letelier, Rossi y Ruiz-Esquide, cuyo propósito es sustituir el artículo 10 del proyecto para que el cotizante pueda denunciar al profesional de la salud que obligado a autorizar una licencia médica, en razón de sus funciones de contralor médico u otro cargo similar en una institución de salud previsional (ISAPRE), ordena postergar su resolución o rechazar o modificar la licencia de manera injustificada o sin expresión de causa.



La disposición sustitutiva en comentario considera sanciones de multa y suspensión de funciones según la gravedad del hecho, precisando las atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social y el procedimiento aplicable en la materia.



Además, la indicación incluye una enmienda de referencia legislativa en el artículo 11 del proyecto, para concordarlo con la norma que se consulta.


Sometida a votación, esta indicación se aprueba por 34 votos a favor de los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



No habiéndose presentado otras indicaciones, queda aprobado en particular el proyecto y despachado en este trámite.

- - -



El texto del proyecto aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- La presente ley tiene por objeto establecer regulaciones que permitan asegurar el otorgamiento y uso correcto de la licencia médica, mediante la aplicación de medidas de control y fiscalización, y de sanciones respecto de las conductas fraudulentas, ilegales o abusivas relacionadas con dicho instrumento.


Artículo 2°.- Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez podrán solicitar a los profesionales que emitan licencias médicas que se encuentren sometidas a su conocimiento, la entrega o remisión de los antecedentes o informes complementarios que las respalden y, en casos excepcionales y por razones fundadas, los citará a una entrevista para aclarar aspectos de su otorgamiento. Dichos requerimientos se realizarán por carta certificada o medios electrónicos, bajo apercibimiento de aplicar las multas y suspensiones señaladas en el siguiente inciso.


La inasistencia injustificada y repetida a las citaciones, como también la negativa reiterada a la entrega o la no remisión de los antecedentes solicitados, en los plazos fijados al efecto, los que no podrán exceder de siete días corridos, habilitarán a la Comisión para que, mediante resolución fundada, sancione al profesional con multas a beneficio fiscal de hasta 10 unidades tributarias mensuales. Además, en casos calificados, podrá suspenderse tanto la venta de formularios de licencias médicas, como la facultad para emitirlas, hasta por 15 días. Dicha suspensión podrá renovarse mientras persista la conducta del profesional. Las notificaciones de las resoluciones que apliquen las referidas sanciones se realizarán mediante carta certificada, entendiéndose practicadas a contar del tercer día hábil siguiente a su recepción en la oficina de correos que corresponda. A este procedimiento se aplicarán supletoriamente las normas de la ley Nº 19.880.


En contra de lo resuelto en conformidad al inciso anterior podrá reclamarse ante la Superintendencia de Seguridad Social, dentro de cinco días hábiles, contados desde la respectiva notificación.


Una vez que el profesional proporcione los antecedentes requeridos o acuda a la citación, la Comisión, de oficio o a petición de parte, dictará una resolución que ponga término a la suspensión indicada. Asimismo, en caso que el reclamo señalado en el inciso tercero sea resuelto a favor del profesional, se dejarán sin efecto las multas cursadas y cesará la suspensión aplicada.


Las multas deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días hábiles contado desde la fecha de la notificación respectiva. Al efecto, las copias de las resoluciones de la Comisión tendrán mérito ejecutivo. Con todo, las multas no serán exigibles mientras no esté vencido el término para interponer la reclamación ante la Superintendencia o ésta no haya sido resuelta.


Artículo 3°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5°, las Instituciones de Salud Previsional podrán solicitar a los profesionales que emitan licencias médicas la entrega o remisión de los antecedentes o informes complementarios que las respalden.


En caso de que los profesionales no proporcionen los antecedentes requeridos, la Institución de Salud Previsional podrá solicitar a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez que aplique, en lo pertinente, el procedimiento del artículo 2° de esta ley.


Artículo 4°.- Un reglamento dictado a través del Ministerio de Salud, y suscrito además por el Ministro del Trabajo y Previsión Social, establecerá respecto de determinadas patologías, protocolos referenciales relativos a los exámenes, informes y antecedentes que deberán respaldar la emisión de licencias médicas.


Artículo 5°.- En caso de que el profesional habilitado para otorgar licencias médicas emita licencias sin fundamento médico, la Superintendencia de Seguridad Social, de oficio o a petición de la Secretaría Regional Ministerial de Salud o de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez respectiva, del Fondo Nacional de Salud o de una Institución de Salud Previsional o de cualquier particular, podrá, si existe mérito para ello, iniciar una investigación.


La Superintendencia notificará al profesional del procedimiento seguido en su contra y le requerirá informe sobre los hechos investigados. Dicho profesional deberá presentar su informe dentro del plazo de diez días hábiles contado desde la notificación de la resolución. Además, podrá solicitar que se le otorgue una audiencia para realizar descargos.


Transcurrido el plazo de 10 días señalado o realizada la audiencia indicada, la Superintendencia resolverá de plano y fundadamente.


Si de conformidad al procedimiento establecido en este artículo se acreditan los hechos denunciados, la Superintendencia aplicará las siguientes sanciones, teniendo a la vista el mérito de la investigación, en especial, la cantidad de licencias emitidas sin existir fundamento médico y la extensión del reposo prescrito:


1) Multa a beneficio fiscal de hasta 7,5 unidades tributarias mensuales. La multa podrá elevarse al doble en caso de constatarse que la emisión de licencias sin fundamento médico ha sido reiterada.


2) Suspensión por 30 días de la facultad para otorgar licencias médicas y una multa a beneficio fiscal de hasta 15 unidades tributarias mensuales, en caso de reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.


3) Suspensión por 90 días de la facultad para otorgar licencias médicas y una multa a beneficio fiscal de hasta 30 unidades tributarias mensuales, en caso de segunda reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.


4) Suspensión por un año de la facultad para otorgar licencias médicas y una multa a beneficio fiscal de hasta 60 unidades tributarias mensuales, en caso de tercera reincidencia dentro del período de seis años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.


El profesional sancionado con la suspensión de la facultad de emitir licencias, en forma previa a la realización de una atención de salud, deberá comunicar dicha circunstancia a la persona que requiera sus servicios.


La solicitud de informe, la citación a la audiencia de descargos y la resolución que aplique una sanción deberán ser notificadas por carta certificada, gestión que se entenderá practicada a contar del tercer día hábil siguiente a su recepción en la oficina de correos que corresponda.


Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, si el profesional otorga una o más licencias médicas, encontrándose previamente suspendida su facultad para emitirlas, será sancionado con una multa a beneficio fiscal de entre 10 y hasta 80 unidades tributarias mensuales. Al efecto se aplicará, en lo pertinente, el procedimiento contemplado en este artículo. Asimismo, deberá reembolsar al organismo administrador que corresponda el equivalente al subsidio por incapacidad laboral que se genere en el evento que se resuelva, por vía de reclamación, la procedencia del reposo prescrito.


Las multas aplicadas y que se encuentren a firme podrán ser cobradas en los términos indicados en el artículo 60 de la ley N° 16.395.


Artículo 6°.- El profesional habilitado que haya sido sancionado conforme a lo establecido en el artículo anterior será responsable solidariamente con el trabajador a quien se le extendió la licencia y, en su caso, con el empleador de éste, de la devolución de todas las prestaciones pecuniarias que se hubieren percibido por la respectiva licencia médica.


Artículo 7°.- Tanto el profesional habilitado para otorgar licencias médicas, como aquel que realice el control y supervisión de su otorgamiento en representación de una Institución de Salud Previsional, podrán recurrir de reposición de las sanciones aplicadas conforme al artículo 5°, en un plazo de 5 días hábiles, contados desde su notificación.


Para que el recurso sea acogido a tramitación, el profesional deberá acompañar los antecedentes justificantes de dicho recurso.


La Superintendencia de Seguridad Social, conociendo de la reposición, podrá requerir todos los antecedentes respectivos al órgano administrador.


En contra de la resolución que deniegue la reposición, el profesional afectado podrá reclamar ante la Corte de Apelaciones correspondiente al territorio jurisdiccional de su domicilio, en los términos señalados en los incisos primero y tercero del artículo 58 de la ley N° 16.395.


Artículo 8°.- En caso de que el profesional otorgante estuviere afecto al Estatuto Administrativo, Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, Estatuto Administrativo de Funcionarios Municipales, Estatuto para los medico-cirujanos, farmacéuticos o químico-farmacéuticos, bioquímicos y cirujanos dentistas u otra norma estatutaria que haga aplicable el Estatuto Administrativo, la emisión de licencias sin fundamento médico en el ámbito de su práctica profesional, tanto pública como privada, se considerará una vulneración al principio de la Probidad Administrativa y dará origen a la responsabilidad funcionaria que corresponda, previa instrucción del procedimiento pertinente conforme al respectivo estatuto.


Lo señalado en el inciso anterior será aplicable al funcionario que, a sabiendas, participe en el otorgamiento y tramitación de licencias médicas sin fundamento o adultere los documentos que les sirven de base.


Artículo 9°.- El que incurra en falsedad en el otorgamiento, obtención o tramitación de licencias médicas, de declaraciones de invalidez, o de cualquier antecedente esencial que las justifiquen, será sancionado con las penas previstas en el artículo 202 del Código Penal. Además, se deberá aplicar la inhabilitación temporal para emitir licencias médicas durante el tiempo de la condena o por el lapso menor que se determine prudencialmente.


Para efectos del inciso precedente, se entenderá que incurre en falsedad el que ejecutare cualquiera de las conductas descritas en los numerales 1° a 7° del artículo 193 del Código Penal, y se considerará igualmente que comete la falsedad del numeral 4° del citado artículo el profesional que falte a la verdad en la certificación de el o los diagnósticos.


Incurrirá también en la sanción establecida en el inciso primero de este artículo el que haga uso malicioso de los documentos falsos indicados.


En caso de reincidencia se deberán aplicar las penas previstas en el artículo 202 del Código Penal aumentadas en un grado, y la sanción de inhabilitación perpetua para emitir licencias médicas.


Desde la formalización de la investigación, el tribunal, a petición del fiscal o del querellante, podrá disponer, respecto del profesional que apareciere involucrado en los hechos, la suspensión de su facultad de emitir licencias médicas mientras dure la investigación o por el plazo inferior que fije el tribunal fundadamente.


Artículo 10.- El profesional médico, enfermera universitaria o matrona que ejerza el cargo de contralor médico u otro similar en una Institución de Salud Previsional cuya función sea la autorización, modificación o rechazo de las licencias médicas que presenten los afiliados a dicha Institución, que ordene bajo su firma o la de su delegado postergar la resolución, rechazar o modificar una licencia médica sin justificación médica apropiada al caso, o sin expresión de causa, podrá ser denunciado por el afiliado afectado por la medida o por su representante ante la Superintendencia de Seguridad Social, a fin de que ésta realice una investigación de los hechos denunciados.


En caso que de la investigación realizada se concluya que el profesional médico o enfermera universitaria que ejerza el cargo de contralor médico u otro similar en una Institución de Salud Previsional ha postergado injustificadamente la resolución, ha rechazado o ha modificado una licencia médica injustificadamente, o sin expresión de causa, la Superintendencia de Seguridad Social podrá imponer a dicho profesional alguna o algunas de las siguientes sanciones:


1) Multa a beneficio fiscal de hasta 7,5 unidades tributarias mensuales. La multa podrá elevarse al doble en caso de constatarse que la postergación de la resolución, el rechazo o la modificación de la licencia médica sin fundamento médico han sido reiterados.


2) Suspensión por treinta días de la facultad para visar el otorgamiento de licencias médicas en Instituciones de Salud Previsional, y una multa a beneficio fiscal de hasta 15 unidades tributarias mensuales, en caso de reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de notificación de la resolución que impone la primera sanción.


3) Suspensión por noventa días de la facultad para visar el otorgamiento de licencias médicas en Instituciones de Salud Previsional, y una multa a beneficio fiscal de hasta 30 unidades tributarias mensuales, en caso de segunda reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.


4) Suspensión por un año de la facultad para visar el otorgamiento de licencias médicas en Instituciones de Salud Previsional, y una multa a beneficio fiscal de hasta 60 unidades tributarias mensuales, en caso de tercera reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.


La resolución que aplique alguna de las sanciones señaladas deberá ser fundada y dictada previo informe del profesional involucrado.


Por su parte, la Superintendencia de Seguridad Social, junto con sancionar al profesional responsable de la contraloría médica de la Institución de Salud Previsional, ordenará a esta institución de salud el pago inmediato del subsidio por incapacidad laboral respectivo o la parte de éste que dejó de ser pagada injustificadamente.


Del mismo modo, la Institución de Salud Previsional a la que represente el profesional sancionado será solidariamente responsable del pago de la multa que se le imponga como sanción.


El profesional sancionado o la Institución de Salud Previsional respectiva tendrán diez días hábiles desde la notificación de la resolución que aplica la sanción para remitir a la Superintendencia su informe, pudiendo solicitar que se les otorgue una audiencia para realizar descargos, a la que podrán asistir los organismos administradores que correspondieren, el colegio profesional y las sociedades científicas respectivos, previa citación.


Transcurrido el señalado plazo de diez días o realizada la audiencia indicada, la Superintendencia resolverá de plano la procedencia de la sanción.


La solicitud de informe, la citación a la audiencia de descargos y la resolución deberán ser notificadas por carta certificada.


El profesional de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez o unidad de licencias médicas que incurra en la conducta descrita en el inciso primero será sometido a sumario administrativo, en cuya virtud podrá ser destituido de su cargo, y la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez o unidad de licencias médicas podrá ser sancionada con las multas establecidas en los números 1, 2, 3 y 4 de este artículo.


Artículo 11.- Las sanciones que aplique la Superintendencia de Seguridad Social en virtud de los artículos 5° y 10 de esta ley deberán ser comunicadas a la Superintendencia de Salud para que ésta proceda a suspender del Registro de Prestadores al profesional sancionado, por el mismo tiempo que la Superintendencia de Seguridad Social haya suspendido la facultad de otorgar o de revisar el otorgamiento de licencias médicas.


Asimismo, si el profesional fuese condenado por sentencia ejecutoriada, por alguna de las conductas señaladas en el artículo 9º de esta ley, se le cancelará la inscripción en el Registro de Prestadores de la Superintendencia de Salud.


Para efectos de la presente ley, la Superintendencia de Salud llevará un registro público de los profesionales que ejerzan las funciones de contraloría médica de las Instituciones de Salud Previsional. Las Instituciones aludidas deberán remitir la información necesaria en los plazos y forma que disponga esa Superintendencia, de conformidad a las instrucciones generales que imparta.


Artículo 12.- Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social establecer, administrar y mantener un Registro Nacional de Licencias Médicas y Subsidios por Incapacidad Laboral, en el cual se deberán registrar, a lo menos, las menciones contenidas en las licencias médicas, el contenido de las resoluciones de los organismos encargados de su evaluación y revisión, el otorgamiento, cuando corresponda según los requisitos legales y reglamentarios, del subsidio por incapacidad laboral, las resoluciones de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez dictadas conforme al artículo 2° de la presente ley, y las sanciones que aplique la Superintendencia de Seguridad Social de acuerdo al artículo 5° de este texto legal. Asimismo, se anotarán en este registro las penas, inhabilitaciones y suspensiones que se impongan a los profesionales en virtud del artículo 9° de esta ley, para lo cual el tribunal respectivo informará a la Superintendencia de Seguridad Social acerca de las resoluciones ejecutoriadas que se pronuncien sobre estas sanciones.


La Superintendencia realizará el tratamiento de dicha información, para lo cual el Fondo Nacional de Salud, las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, los Servicios de Salud, las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, el Instituto de Seguridad Laboral, las Instituciones de Salud Previsional, las Mutualidades de Empleadores y las entidades pagadoras de pensiones estarán obligadas a proporcionar los datos personales y antecedentes necesarios para dicho efecto. Adicionalmente, la Superintendencia podrá requerir de otras entidades públicas y privadas la información que éstas tengan en su poder y resulte necesaria para el cumplimiento de estas funciones.


Artículo 13.- Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social, conforme a un reglamento expedido por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito además por el Ministro de Salud, proporcionar acceso a la información que conste en el Registro Nacional de Licencias Médicas y Subsidios por Incapacidad Laboral a las entidades públicas y privadas que, dentro de sus competencias, justifiquen los motivos para requerir una determinada información, asegurando la privacidad de los datos personales y sensibles que pueda contener. La Superintendencia de Seguridad Social será responsable de la privacidad de los datos personales que pudiere contener el Registro y de la entrega no justificada de éstos.


Será aplicable al personal de las instituciones públicas indicadas en el inciso segundo del artículo anterior lo dispuesto en el inciso final del artículo 56 de la ley N° 20.255.


Artículo transitorio.- Las disposiciones de la presente ley entrarán en vigencia a contar de su publicación en el Diario Oficial.


No obstante, lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 11 de esta ley entrará en vigencia el primer día del tercer mes siguiente al de su publicación.”.

_______________



Luego, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán, Horvath, Prokurica y Rossi, con el que solicitan el envío de un proyecto de ley que reconozca la calidad de beneficiario de asignación familiar al cónyuge de 

un pensionado, no obstante percibir rentas


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán, Horvath, Prokurica y Rossi, con el que solicitan el envío de un proyecto de ley que reconozca la calidad de beneficiario de asignación familiar al cónyuge de un pensionado, no obstante percibir rentas, y que tiene el Boletín N° S 1.326-12.


Añade que su finalidad es solicitar a S.E. el Presidente de la República el envío de un proyecto de ley que permita a las cónyuges de pensionados acceder al beneficio de asignación familiar, aun cuando disfruten de rentas o ejerzan labores remuneradas cuyo ingreso mensual no supere al equivalente de 464.823 pesos.



En votación la iniciativa, se aprueba por 16 votos a favor, 1 abstención y 1 pareo.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Gómez, Horvath, Larraín Fernández, Navarro, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor Pizarro.


No vota, por encontrarse pareado, el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio).



Queda despachado este asunto.

- - -



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el decreto con fuerza de ley Nº 150, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1982, establece en su artículo 2° que quedan afectos al Sistema Único de Prestaciones Familiares y son sus beneficiarios, entre otros, todos los trabajadores dependientes de los sectores público y privado; los trabajadores independientes afiliados a un régimen de previsión que al 1° de enero de 1974 contemplara en su favor, y entre sus beneficios, el de la asignación familiar; los trabajadores que se hallaren en goce de subsidios de cualquier naturaleza y los trabajadores dependientes e independientes que se hallaren en goce de pensiones de cualquier régimen previsional, aún cuando en el respectivo régimen no hubieren tenido derecho al beneficio;

2. Que en el artículo 3°, letra a) de este cuerpo legal se estableció que con causantes de asignación familiar, la cónyuge y, en la forma que lo determine el reglamento, el cónyuge inválido;

3. Que por su parte, en el artículo 5° del mismo texto normativo, se dispuso que serán requisitos comunes para causar los beneficios de asignación maternal que éstos vivan a expensas del beneficiario que los invoque y que no disfruten de ninguna otra renta, cualquiera que sea su origen o procedencia, igual o superior al cincuenta por ciento del ingreso mínimo mensual a que se refiere el inciso primero del artículo 4° de la ley Nº 18.806, y que las pensiones de orfandad no se consideran rentas para determinar dicha incompatibilidad;

4. Que el 11 de julio de 1990 se publicó la ley Nº 18.987, que fijó, a contar del 1° de julio del año 2009, los valores de las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, reguladas por el aludido decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, montos que posteriormente han sido sucesivamente modificados en virtud de diversas leyes, siendo la última de ellas la Nº 20.449, publicada el 3 de julio de 2010, estableciéndose que las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea igual o superior a $ 464.823 no tendrán derecho a tales asignaciones;

5. Que en el inciso cuarto del artículo 2° de la misma ley Nº 18.987 se preceptuó que los causantes de asignación familiar que desempeñen labores remuneradas por un período no superior a tres meses en cada año calendario conservarán su calidad de tal para todos los efectos legales;

6. Que con anterioridad a la promulgación de la ley Nº 20.449, que modificó los valores de asignación familiar que primitivamente habían sido fijados por la ley Nº 18.987, se había publicado la ley Nº 20.233 que, entre otras materias, en su artículo 20 había contemplado también un reajuste para el valor de las asignaciones familiares, y que en los incisos finales del referido artículo 20 estableció que, sin perjuicio de fijarse como máximo un ingreso mensual de $ 441.274 para no tener derecho a percibir el beneficio de asignación familiar, mantendrán plena vigencia los contratos, convenios u otros instrumentos que establezcan beneficios para los trabajadores, y que dichos afiliados y sus respectivos causantes mantendrán sus calidades de tales para todos los efectos legales;

7. Que es del caso destacar que fue en base a la aplicación de esta ley que en el mes de noviembre de 2008, la Caja de Previsión de la Defensa Nacional informó a muchos de sus pensionados que sus cargas familiares reconocidas como tales estaban percibiendo rentas, de distinta procedencia, igual o superior al cincuenta por ciento de un ingreso mínimo mensual, lo que no resultaba procedente y por lo tanto dispuso la suspensión de dicho reconocimiento, por lo cual las causantes del referido beneficio perdieron la opción de acceder a los sistemas de salud de la referida entidad previsional, todo lo cual ha afectado a alrededor de ocho mil personas que han quedado bastante afectadas por esta situación, ya que por su edad no les resulta posible ser aceptadas en otros sistemas de salud;

8. Que debe tenerse en cuenta, por una parte, que la misma ley 20.449 fijó el ingreso mínimo en la suma de $ 172.000 de manera que, por efecto de la aplicación de dicha norma, para que una causante de asignación familiar pueda percibir dicho beneficio debiera percibir una renta igual o inferior a la mitad de dicha cifra, esto es, la suma de $ 86.000, lo que es prácticamente imposible que ocurra en la práctica y, por otra parte, que resulta muy poco factible que una causante de asignación familiar desempeñe labores remuneradas sólo por un período no superior a tres meses en cada año calendario, a fin de conservar su calidad de tal para todos los efectos legales;

9. Que esta situación afecta mayormente a los pensionados de menores ingresos, cuyas cónyuges se han visto obligadas a realizar labores remuneradas para contribuir al sustento de sus familias, lo que indudablemente constituye un esfuerzo loable pero que no obstante le significa recibir una especie de sanción, al establecerse un límite de referencia tan bajo como lo es el cincuenta por ciento del ingreso mensual mínimo, y

10. Que se hace necesario revertir esta situación, de modo que las cónyuges de pensionados puedan desarrollar labores remuneradas, con el fin de contribuir a incrementar los ingresos familiares, sin que estén sujetas a un límite como ocurre en la actualidad o, en su defecto, que este límite sea más acorde a la realidad social y familiar que vive actualmente el país, para cuyo efecto se requiere modificar el decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, y la ley Nº 20.449, de manera que el límite de renta de que puedan disfrutar para acceder al beneficio de asignación familiar que conlleva el acceso a los sistemas de salud no sea superior al ingreso mensual de $ 464.823 que establece el artículo 2° de este último texto legal.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe al Congreso Nacional un proyecto de ley que modifique tanto el artículo 5° del decreto con fuerza de ley Nº 5 de 1982, como el artículo 2° de la ley Nº 20.449, para permitir a las cónyuges de pensionados acceder al beneficio de asignación familiar, aun cuando disfruten de rentas o ejerzan labores remuneradas cuyo monto sea como máximo el equivalente al ingreso mensual de $ 464.823 establecido en este último texto legal.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señoras Alvear y Rincón y señores Frei, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Zaldívar, con el que solicitan el envío de un proyecto de ley sobre fortalecimiento y modernización de Gendarmería de Chile, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señoras Alvear y Rincón y señores Frei, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Zaldívar, con el que solicitan el envío de un proyecto de ley sobre fortalecimiento y modernización de Gendarmería de Chile, que cuenta con un informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y que tiene el Boletín N° S 1.323-12.


Añade que su objetivo es solicitar a S.E. el Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de un proyecto sobre fortalecimiento y modernización de Gendarmería de Chile que incluya, entre otras medidas, el otorgamiento de una asignación de riesgo y el reconocimiento de la Escuela de Gendarmería como establecimiento autorizado para otorgar títulos profesionales.


Concluye indicando que la Comisión especializada acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Alvear y señores Chadwick y Larraín, informar a la Sala que la iniciativa no le merece reparos ni observaciones.



En votación la iniciativa, se aprueba por 17 votos a favor de los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín Fernández, Navarro, Pizarro, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Queda despachado este asunto.

- - -



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la ley N° 20.426, que moderniza Gendarmería de Chile incrementando su personal y readecuando las normas de su carrera funcionaria, fue publicada en el mes de marzo de 2010, luego de una extensa discusión legislativa;

2. Que la modernización tenía como objetivo el fortalecimiento institucional de Gendarmería de Chile, institución ligada al ámbito de la seguridad pública que tiene a su cargo la labor de custodia y vigilancia de aquellas personas que han cometido delitos o están siendo investigadas penalmente;

3. Que era necesario su fortalecimiento, asimismo, porque Gendarmería debe cumplir con la importante tarea de atender y apoyar la reinserción social de estas personas, a objeto de recuperarlas como sujetos partícipes del quehacer comunitario;

4. Que, por último, dicha modernización y fortalecimiento eran necesarios porque la puesta en marcha en todo el país de la reforma procesal penal y de la ley de responsabilidad penal adolescente, entre otras reformas, había significado un aumento de la población en los recintos penales, lo que obligaba a efectuar nuevos análisis tendientes a detectar las necesidades de personal para llevar a cabo con eficiencia las funciones encomendadas;

5. Que luego de la entrada en vigencia de dicha ley modernizadora nuevamente el debate público político criminal se ha centrado en el mundo penitenciario y su aguda crisis, debido al devastador incendio que se produjo en la cárcel de San Miguel y que terminó con 81 reclusos fallecidos;

6. Que a raíz de este lamentable incendio todos los sectores políticos, incluido el Gobierno, han estado de acuerdo en la necesidad de reformar urgentemente el sistema penitenciario chileno, que tiene condiciones tales como precariedad y hacinamiento que colocan a nuestro país como uno de los que más vulnera los derechos humanos en materia penitenciaria;

7. Que una reforma que debe ser prioritaria es la de profundizar de manera mucho más efectiva y real el fortalecimiento institucional de Gendarmería de Chile, promovido por la ley N° 20.426; 

8. Que, sin perjuicio de innumerables otras medidas que es necesario discutir en torno a esta institución, deben abordarse temas fundamentales para dignificar la labor que realizan los miembros de Gendarmería de Chile y así equipararla en dignidad y reconocimiento con otras instituciones que también tienen un rol en las políticas criminales, como Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones, y

9. Que un primer tema es el establecimiento, para el personal de Gendarmería, de una “asignación de riesgo” semejante a la que hoy en día percibe el personal de Carabineros de Chile y que tiene su justificación precisamente en el riesgo que significan para dicho personal las actividades que realizan, sobretodo en el ámbito de la persecución delictiva. Dicho riesgo es el mismo en la fase de cumplimiento de condenas por delitos al interior de los recintos penales, puesto que el peligro a que se ven expuestos los gendarmes frente a personas que han cometido muchas veces más de un delito de extrema gravedad es incluso mayor que la que enfrentan los representantes de Carabineros e Investigaciones, por lo que es indudable que para el personal de Gendarmería se justifica plenamente el otorgamiento de dicha asignación.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto de fortalecimiento y modernización de Gendarmería de Chile, que incluya medidas tales como el otorgamiento de una asignación de riesgo para su personal y la calificación de la Escuela de Gendarmería como establecimiento de educación reconocido oficialmente por el Estado.”.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, García y Horvath, han requerido que se dirijan, en sus nombres, oficios a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los mencionados señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 5ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 23 DE MARZO DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Letelier.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurre, asimismo, el Ministro de Minería subrogante, señor Pablo Wagner.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones uno y tres, ambas ordinarias, de los días 15 y 16 de marzo del año en curso, y sesión dos, especial, de 16 de marzo del mismo año, que no han sido observadas.

_______________

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE FUNCIONARIOS DE LA PDI SUBINSPECTORA SEÑORA KARIN GALLARDO Y SUBCOMISARIO SEÑOR MARCELO MORALES



Antes de comenzar la lectura de la Cuenta, el señor Presidente solicita a la Sala guardar un minuto de silencio por los dos funcionarios de la Policía de Investigaciones (PDI) fallecidos en el día de hoy, luego de un enfrentamiento en la ciudad de Santiago: la Subinspectora señora Karen Gallardo, y el Subcomisario señor Marcelo Morales.



Al efecto, solicita a los señores Senadores, funcionarios y público en las tribunas ponerse de pie.



La Sala guarda un minuto de silencio.



El señor Presidente informa que se hará llegar a las familias de los funcionarios fallecidos las condolencias respectivas, en nombre de la Corporación.

________________

CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (Boletín N° 7.338-07).



- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, requiere el acuerdo del Senado para designar como Ministro del Excelentísimo Tribunal Constitucional al señor Gonzalo Antonio García Pino (Boletín N° S 1.348-13).



- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo, señala que aprobó el informe de la Comisión Mixta, constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, en materia de salvaguardias (Boletín N° 5.363-03) (con urgencia calificada de “simple”).



- Pasa a la Comisión de Hacienda y, una vez emitido su informe, quedará para Tabla.



Con el último, expresa que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.290, con la finalidad de exigir cinturones de seguridad y artefactos técnicos limitadores de velocidad en los buses de transporte público (Boletín Nº 3.800-15).



- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



Del señor Ministro de Justicia, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Pizarro, sobre el avance en la implementación de la ley N° 20.426 que moderniza Gendarmería de Chile.



Del señor Ministro de Salud, con el que contesta una petición enviada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en orden a que se provean fondos al Hospital de Puerto Aysén para su equipamiento y dotación de personal.



Del señor Ministro de Agricultura, con el que atiende solicitud de información remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en cuanto al número de extintores disponibles en ese Ministerio y sus servicios.



De la señora Subsecretaria de Obras Públicas, con el que da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señor Horvath, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, García, Gómez, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar, sobre disposición de aguas servidas o tratadas.



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Obras Públicas, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a problemas ambientales ocasionados por la erupción del volcán Hudson.



- Quedan a disposición de los Honorables señoras y señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en el mismo Registro (Boletín N° 6.242-21) (con urgencia calificada de “simple”).



Dos de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba el “Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Dominicana”, suscrito en Santiago, el 3 de abril de 2009 (Boletín N° 7.227-10).



2.- Proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo sobre Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federativa del Brasil”, suscrito en Sao Paulo, el 30 de julio de 2009 (Boletín N° 7.228-10).



- Quedan para Tabla.

Moción



De los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio, Quintana, Chadwick, García y Rossi, con la cual dan inicio a un proyecto de ley sobre uso de cinturones de seguridad en vehículos de transporte escolar (Boletín N° 7.556-15).



- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Prokurica, Espina, Horvath, Larraín Fernández y Larraín Peña, con la que inician un proyecto de ley que regula la ejecución de interceptaciones telefónicas.



Moción de los Honorables Senadores señor Escalona, señora Allende y señores Letelier y Muñoz Aburto, con la que dan inicio a un proyecto de ley que aplica el Sistema de Alta Dirección Pública a servicios públicos que indican.



- Se declaran inadmisibles por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

Solicitud de desarchivo



Del Honorable Senador señor Bianchi, con la que requiere el desarchivo de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei y Kuschel y del ex Senador señor Naranjo, sobre aumento de las penas en caso de muerte o maltrato de obra a funcionarios de Carabineros, Investigaciones y Gendarmería (Boletín Nº 4.362-07).



2.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica el Código Penal, incorporando la figura de la estafa procesal (Boletín Nº 4.420-07).



3.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Orpis, Bianchi y Horvath, que exime de normas de emisión a vehículos motorizados livianos y medianos ingresados a través de zonas francas (Boletín Nº 4.441-15).



4.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica el Código Penal, incorporando la figura del abuso de la credulidad popular (Boletín Nº 4.459-07).



5.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores García, Bianchi, Pérez Varela y Prokurica y del ex Senador señor Romero, sobre asignación de recursos para el Fondo Nacional de Desarrollo Regional y su disposición por los gobiernos regionales (Boletín Nº 4.463-07).



6.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Bianchi y Horvath, que amplía los supuestos de la legítima defensa calificada (Boletín Nº 4.487-07).



7.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Bianchi, Navarro, Orpis y Prokurica, sobre energía eólica (Boletín Nº 4.508-08).



8.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorable Senadores señores Horvath, Bianchi y Prokurica, que modifica el Código Procesal Penal, en materia de señalamiento de medios de prueba en el juicio oral (Boletín Nº 4.516-07).



9.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica el Código del Trabajo, en lo relativo a los choferes de vehículos de carga terrestre (Boletín Nº 4.651-13).



10.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Bianchi, Escalona y Horvath y del ex Senador señor Núñez, que establece un procedimiento para regular la situación de insolvencia grave de deudores civiles (Boletín Nº 4.721-07).



11.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Orpis y Bianchi y del ex Senador señor Adolfo Zaldívar, que exime del cumplimiento de normas de emisión a las motocicletas que indica (Boletín N° 4.858-15).



12.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas, con el fin de ampliar el plazo que indica (Boletín N° 4.853-03).



13.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que determina las características de las señales de tránsito que indica (Boletín N° 4.857-15).



14.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que aumenta sanciones al delito de daños a la propiedad ajena (Boletín N° 4.885-07).



15.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, sobre derecho al servicio de suministro de agua potable (Boletín N° 4.902-09).



16.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica la ley Nº 19.496, con el fin de garantizar la atención personal a los consumidores (Boletín Nº 4.910-03).



17.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el fin de regular la constitución de pactos electorales formados por candidatos independientes (Boletín Nº 4.945-06).



18.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica el artículo 139 del decreto con fuerza de ley Nº 4, de Economía, con el fin de impedir el cobro a los usuarios de energía eléctrica de los costos de mantenimiento asociados al servicio de distribución de dicha energía (Boletín Nº 4.960-03).



19.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que exime a los pensionados de la obligación de cancelar intereses por el no pago oportuno de consumos de energía eléctrica, agua o gas (Boletín Nº 4.993-03).



20.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Bianchi y Horvath, que modifica la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el fin de determinar la forma de renovación del cargo de Senador (Boletín N° 4.997-06).



21.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Bianchi y Horvath, que modifica el inciso segundo del artículo 49 de la Constitución Política de la República, en lo relativo al período de renovación del mandato senatorial (Boletín Nº 4.998-07).



22.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que determina la oportunidad en que el juez de familia puede decretar alimentos provisorios (Boletín N° 5.170-07).



23.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, con el fin de imponer una sanción a quienes incorporen cláusulas prohibidas en los contratos de adhesión (Boletín N° 5.171-03).



24.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Bianchi, García y Horvath, que establece una acción constitucional para resguardar el derecho a desarrollar cualquier actividad económica (Boletín N° 5.190-07).



25.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica la ley N° 19.857, que autorizó el establecimiento de empresas individuales de responsabilidad limitada, en lo relativo al nombre y al capital que debe consignarse en su escritura de constitución (Boletín N° 5.213-03).



26.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica el decreto ley N° 2.695 y el Código Penal, con el fin de sancionar a quienes cometen fraude en el proceso de regularización de la pequeña propiedad raíz (Boletín N° 5.226-07).



27.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Bianchi y Navarro, que incentiva la investigación y desarrollo de los biocombustibles (Boletín N° 5.238-08).



28.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica el Código del Trabajo, con el fin de facultar a los Juzgados de Letras del Trabajo para decretar el arresto de los empleadores que infrinjan las normas que se indican (Boletín N° 5.240-13).



29.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica el Código de Comercio, con el fin de establecer normas especiales para las quiebras que indica (Boletín N° 5.252-03).



30.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica la Ley de Menores, con el fin de sancionar a los padres o tutores que permitan el trabajo en la vía pública de menores de edad que indica (Boletín N° 5.263-07).



31.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica el Código Procesal Penal, en lo relativo a la oportunidad para interponer la demanda civil en el procedimiento penal (Boletín N° 5.280-07).



32.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica el Código Civil con el fin de regular la imprevisión en el cumplimiento de los contratos (Boletín N° 5.290-07).



33.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Bianchi, Escalona, García y Kuschel y del ex Senador señor Gazmuri, que regula las tarifas, comisiones y gastos que pueden establecer las entidades emisoras de tarjetas de crédito (Boletín N° 5.322-03).



34.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Bianchi, Prokurica y Ruiz-Esquide y del ex Senador señor Núñez, que modifica la ley N° 19.070, que fijó el Estatuto de los Profesionales de la Educación, con el fin de regular causal de destitución de docentes del sector municipal (Boletín N° 5.321-04).



35.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Bianchi, García, Kuschel y Orpis y del ex Senador señor Vásquez, que modifica la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, con el fin de determinar la responsabilidad de los proveedores de un servicio, en el caso que indica (Boletín N° 5.344-03).



36.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Bianchi, Kuschel y García y del ex Senador señor Arancibia, que modifica la Ley General de Pesca, en relación con la distribución de la fracción artesanal de la cuota global de captura (Boletín N° 5.381-03).



37.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, en lo relativo a la forma en que los adultos mayores pueden pagar las ofertas y promociones comerciales (Boletín N° 5.390-03).



38.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que delimita el ámbito de los autos acordados que dicta la Corte Suprema (Boletín N° 5.389-07).



39.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Bianchi y Orpis, que modifica el Código Civil, con el fin de permitir a los tribunales, en los casos que indica, imputar a las personas naturales los actos de una sociedad (Boletín N° 5.398-07).



40.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Bianchi y Kuschel, que modifica el Código Procesal Penal, prohibiendo la aplicación del procedimiento abreviado en los delitos contra las personas en que la víctima es una mujer (Boletín N° 5.450-07).



41.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, respecto de las actuaciones y atribuciones de los parlamentarios en materias laborales (Boletín N° 5.449-07).



42.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Bianchi y Orpis, que modifica el artículo 19 N° 7° letra i) de la Constitución Política, en lo relativo a la reparación del error judicial (Boletín N° 5.539-07).



43.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica el Código Procesal Penal, en lo relativo al ejercicio de las acciones  destinadas a perseguir la responsabilidad civil derivada de un hecho punible (Boletín N° 5.540-07).



44.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica la ley N° 19.284, en lo relativo a la inserción laboral de las personas con discapacidad (Boletín N° 5.556-11).



45.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que establece requisito de residencia mínima que indica, para ser elegido Diputado (Boletín N° 5.626-07).



46.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica la ley N° 19.947, de Matrimonio Civil, en lo relativo al procedimiento de conciliación en caso de separación o divorcio (Boletín N° 5.624-07).



47.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que establece requisito de residencia que indica, para ser elegido Senador (Boletín N° 5.625-07).



48.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, en lo relativo al uso del cinturón de seguridad (Boletín N° 5.698-15).



49.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que establece incompatibilidad entre el cargo de Presidente del Senado o de la Cámara de Diputados y la afiliación a un Partido Político (Boletín N° 5.767-07).



50.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que permite a las personas discapacitadas acceder al uso de bienes municipales que indica (Boletín N° 5.777-06).



51.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que exceptúa de la aplicación de normas de crianza, tenencia y adiestramiento de perros potencialmente peligrosos a las instituciones que indica (Boletín N° 5.847-11).



- Se accede a lo solicitado, volviendo los proyectos al estado en que se encontraban al momento de archivarse.

Comunicaciones



Del Honorable Senador señor Navarro, mediante la cual informa que se ha constituido el Comité Partido MAS, conformado por Su Señoría.



- Se toma conocimiento, quedando, en consecuencia, el Comité Partido Radical Socialdemócrata integrado por el Honorable Senador señor Gómez.



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, con la que señala que eligió como su Presidente al Honorable Senador señor Pérez Varela.



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, con la que indica que eligió como su Presidente al Honorable Senador señor Novoa.



- Se toma conocimiento.

- - -



A continuación, el señor Presidente informa acerca de la solicitud de los Honorables Senadores señores Horvath y Zaldívar de recabar el asentimiento de la Sala para tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley que figura en el número 7 de la Tabla de esta sesión, a saber, el que fuera iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Cantero, Gómez, Orpis y Sabag, que cumple su primer trámite constitucional, en materia de aprovechamiento y beneficio de tiburones (Boletín N° 7.489-03).



Se accede a lo solicitado.

- - -



Enseguida, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Escalona, quien pide recabar el acuerdo de la Sala para remitir al Ejecutivo un oficio requiriendo su patrocinio respecto del proyecto de ley que presentara junto a los Senadores señora Allende y señores Letelier y Muñoz Aburto, que aplica el Sistema de Alta Dirección Pública a los servicios públicos que indica, el cual fuera declarado inadmisible por contener materias de la iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.



Así se acuerda.

- - -



En idéntico sentido, interviene luego el Honorable Senador señor Prokurica para recabar el acuerdo de la Sala a fin de remitir al Ejecutivo un oficio requiriendo su patrocinio respecto del proyecto de ley que presentara junto a los Senadores señores Espina, Horvath, Larraín Fernández y Larraín Peña, destinado a regular la ejecución de interceptaciones telefónicas, que también fuera declarado inadmisible por contener materias de la iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.



Así se acuerda.

- - -



Finalmente, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señora Rincón y señor Muñoz Aburto, quienes piden el asentimiento de la Sala para que el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite, sobre negociación colectiva y derecho a huelga de los funcionarios públicos (Boletín N° 7.293-07), sea enviado para su estudio y discusión a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, atendido que, según explican, por el contenido de la iniciativa este órgano técnico debería pronunciarse a su respecto.



Sobre el particular, hacen uso de la palabra, además, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Larraín Fernández, quienes se manifiestan en contra de tal planteamiento, en razón de que, por el carácter de la iniciativa, sólo se busca incorporar dicha materia en la Constitución Política de la República quedando para una ley posterior su regulación pormenorizada.



En votación la solicitud, se rechaza por 19 votos negativos y 10 afirmativos.



Votan por el rechazo los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chahuán, Coloma, García, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Rossi y Ruiz-Esquide.

______________



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Cantero, Gómez, Orpis y Sabag, en primer trámite constitucional, en materia de aprovechamiento y beneficio de tiburones, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y 

Acuicultura


El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Cantero, Gómez, Orpis y Sabag, en primer trámite constitucional, en materia de aprovechamiento y beneficio de tiburones, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, y que tiene el Boletín N° 7.489-03.


Agrega que su objetivo principal es el establecimiento de normas para la conservación de la biodiversidad nacional de tiburones y sus pesquerías, de manera de posibilitar el aprovechamiento sostenible de las especies en el largo plazo.


La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura discutió este proyecto solo en general y le dio la aprobación a la idea de legislar por la unanimidad sus miembros presentes, Senadores señores Horvath, Orpis y Rossi.


Al concluir, precisa que los artículos 3º y 4º tienen carácter de normas de quórum calificado, por lo que requieren para su aprobación los votos conformes de 19 señores Senadores.

- - -



En discusión en general la iniciativa, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath.



Cerrado el debate y puesta en votación la idea de legislar en la materia, se aprueba por 27 votos favorables, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento así al quórum constitucional exigido respecto de los artículos 3° y4° de la iniciativa.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



A proposición del señor Presidente, la Sala acuerda fijar como plazo para la presentación de indicaciones hasta las 13 horas del lunes 11 de abril de 2011.



Queda despachado este asunto.

- - -



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE LEY

“Capítulo I

Objetivos y Definiciones


Artículo 1°.- La presente ley tiene como objetivo la conservación de la biodiversidad nacional de tiburones y sus pesquerías para su aprovechamiento sostenible en el largo plazo, a través de la prohibición de la práctica del aleteo y del establecimiento de medidas para reducir su captura incidental. Las disposiciones de esta ley son aplicables a toda embarcación que realice actividades de pesca dirigida o incidental de tiburón en las aguas jurisdiccionales de la República de Chile.


Artículo 2°.-Para los efectos de la presente ley se establecen las siguientes definiciones:


1) Aleteo de tiburón: Es la práctica de cortar las aletas del tiburón y descartar su tronco o cuerpo, arrojándolo al mar sin aprovecharlo.


2) Tiburón: Cualquier especie de elasmobranquio que incluye a los organismos conocidos en el lenguaje común como tiburones que pertenecen taxonómicamente a la Subclase Elasmobranchii, Superorden Euselachii (Selachimorpha). Se caracterizan por poseer esqueleto cartilaginoso, cuerpo fusiforme, y de cinco a siete hendiduras branquiales dispuestas a los costados de la cabeza.

Capítulo II

Régimen de Protección


Artículo 3°.- En los casos en que la pesca de tiburones esté autorizada o permitida, su desembarque deberá realizarse con todas las aletas del tiburón natural y completamente adosadas a su tronco.


Artículo 4°.- Quedan prohibidas las siguientes prácticas:


1. Aleteo de tiburón.


2. Desembarcar cualquiera de las aletas de un tiburón a menos que esté completa y naturalmente adosada al tronco correspondiente y siempre que se cuente con el permiso de pesca respectivo o su captura esté permitida.


3. Mantener a bordo de la embarcación, transportar o transbordar desde una embarcación a otra, aletas de tiburón, a menos que estén completa y naturalmente adosada al tronco correspondiente y siempre que cuente con el permiso de pesca respectivo o su captura esté permitida.


Si se encontrare una aleta de tiburón en una nave pesquera sin que esté completa y naturalmente adosada al tronco correspondiente, se presumirá que se ha contravenido lo dispuesto en el número 1 del presente artículo.


Artículo 5°.-Se dispondrá el uso de sistemas o dispositivos de pesca que contribuyan a evitar la captura, propiciar el escape o liberación de los ejemplares de tiburones sobre los cuales no existe intencionalidad de pesca y no son aprovechados íntegramente. Asimismo se desarrollará y aplicará un protocolo de liberación de tiburones.

Capítulo III

Monitoreo e investigación


Artículo 6°.-Se podrá disponer en cualquier momento la presencia de observadores científicos a bordo de naves, previa comunicación a las embarcaciones con al menos 24 horas de anticipación, con el objeto de levantar información sobre pesca dirigida o incidental de tiburones y constatar cualquiera de las prácticas enumeradas en el artículo 2° de la presente ley.


Articulo 7°.-Se implementará un programa dirigido a recopilar información y estadísticas sobre las capturas, esfuerzos pesqueros, desembarques y el comercio de tiburones, el cual deberá realizarse de acuerdo a parámetros biológicos y de identificación de especies.


Los formularios de registro de datos usados por observadores científicos contemplarán la recolección de información sobre captura incidental de tiburones.

Capítulo IV

Sanciones


Artículo 8°.Las infracciones a la presente Ley se sancionarán de acuerdo a los artículos contenidos en el Título X de la Ley General de Pesca y Acuicultura”.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje, en primer trámite constitucional, que regula el cierre de faenas e instalaciones mineras, con segundo informe de la Comisión de Minería y Energía e 

informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, iniciado en Mensaje, en primer trámite constitucional, que regula el cierre de faenas e instalaciones mineras, que cuenta con un segundo informe de la Comisión de Minería y Energía e informe de la Comisión de Hacienda, para cuyo despacho se ha hecho presente calificación de urgencia en el carácter de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.415-08.


Agrega que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 9 de marzo de 2010.


La Comisión de Minería y Energía deja constancia de haber aprobado una indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo, que fue el resultado del trabajo conjunto de los equipos técnicos de Gobierno y de Oposición.


Esa indicación, explica, cuyos artículos fueron discutidos separadamente, resultó aprobada por unanimidad, salvo el inciso sexto del artículo 38, que contó con los votos favorables de los Senadores señora Rincón y señor Orpis y el voto en contra del Honorable Senador señor Prokurica.


La Comisión de Hacienda, por su parte, realizó 10 enmiendas de carácter formal y de redacción, todas las cuales fueron aprobadas por unanimidad, al texto despachado por la Comisión de Minería y Energía.


Finalmente, hace presente que las modificaciones acordadas en forma unánime deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o que existan indicaciones renovadas.


De estas enmiendas unánimes, los artículos 4º, 6º, 7º, 9º, 11 a 19, 22 a 24, 26 a 28, 31, 33, 37, 38, 41, 44, 45, 46, 48 a 53, 55 a 59 y los artículos transitorios primero a cuarto tienen carácter de normas orgánicas constitucionales y requieren para su aprobación del voto conforme de 21 señores Senadores.

- - -



En su segundo informe la Comisión de Minería y Energía propone el siguiente texto sustitutivo del proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- Ámbito de aplicación. El cierre de las faenas de la industria extractiva minera se regirá por esta ley, sin perjuicio de lo establecido en las demás normas que resulten aplicables en los ámbitos específicos de su competencia.


Artículo 2°.- Objeto del plan de cierre. El objeto del plan de cierre de faenas mineras es la integración y ejecución del conjunto de medidas y acciones, destinadas a mitigar los efectos que se derivan del desarrollo de la industria extractiva minera, en los lugares en que ésta se realice, de forma de asegurar la estabilidad física y química de los mismos, en conformidad a la normativa ambiental aplicable, así como el resguardo de la vida, salud y seguridad de las personas, de acuerdo a la ley.


El plan de cierre de las faenas de la industria extractiva minera es parte del ciclo de su vida útil.


El cierre de faenas mineras se planificará e implementará de forma progresiva, durante las diversas etapas de operación de la faena minera, por toda la vida útil.


El plan de cierre de faenas mineras debe ser ejecutado por la empresa minera, antes del término de sus operaciones, de manera tal que al cese de éstas se encuentren implementadas y creadas las condiciones de estabilidad física y química en el lugar que operó la faena.


Artículo 3°.- Definiciones. Para los efectos de esta ley y su reglamento, se entenderá por:


a) Abandono: El acto por el cual la empresa minera cesa las operaciones de una o más faenas o instalaciones mineras, sin cumplir con las obligaciones que le impone esta ley y su reglamento;


b) Área de influencia: el área o espacio geográfico, cuyos componentes ambientales podrían verse afectados luego del cese de las operaciones de la faena o instalación minera, de acuerdo a lo establecido en la ley N°19.300;


c) Cierre Parcial: La etapa de un proyecto minero que corresponde a la ejecución de la totalidad de las medidas y actividades contempladas en el plan de cierre respecto de una instalación o parte de una faena minera, efectuada durante la operación, y cuya implementación íntegra se acredita mediante un certificado otorgado por el Servicio;


d) Cierre Final: La etapa de un proyecto minero que corresponde a la ejecución de todas las medidas y actividades contempladas en el plan de cierre, respecto de la totalidad de instalaciones que conforman una faena minera, efectuado al término de la operación minera y cuya implementación se acreditará mediante un certificado otorgado por el Servicio;


e) Director: El Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería;


f) Empresa Minera: La persona natural o jurídica que a título propio o por cuenta de un tercero, ejecuta operaciones propias de la industria extractiva minera, sujetas a la obligación de cierre de faenas;


g) Estabilidad Física: Situación de seguridad estructural, que mejora la resistencia y disminuye las fuerzas desestabilizadoras, que pueden afectar obras o depósitos de una faena minera, para la cual se utilizan medidas con el fin de evitar fenómenos de falla, colapso o remoción.


Para los efectos de esta ley, se consideran medidas para la estabilización física, aquellas como, la estabilización y perfilamiento de taludes, reforzamiento o sostenimiento de éstos, compactación del depósito y otras que permitan mejorar las condiciones o características geotécnicas que componen las obras o depósitos mineros. La estabilidad física comprende asimismo, el desmantelamiento de las construcciones que adosadas permanentemente a la faena minera la aseguren;


h) Estabilidad Química: Situación de control de las características químicas que presentan los materiales contenidos en las obras, depósitos de una faena minera, cuyo fin es evitar, prevenir o eliminar si fuere necesario, la reacción química que causa acidez, evitando el contacto del agua con los residuos generadores de ácidos que se encuentren en obras y depósitos masivos mineros, tales como depósitos de relaves, botaderos, depósitos de estériles y ripios de lixiviación;


i) Faena minera e industria extractiva minera: Se entenderá por Faena Minera el conjunto de instalaciones y lugares de trabajo de la industria extractiva minera, tales como minas, plantas de tratamiento, fundiciones, refinerías, maestranzas, talleres, casas de fuerza, puertos de embarque de productos mineros, campamentos, bodegas, lugares de acopios, pilas de lixiviación, depósitos de residuos masivos mineros, depósitos de relaves, de estériles, ripios de lixiviación y, en general, la totalidad de las labores, instalaciones y servicios de apoyo e infraestructura que existen respecto a una mina o establecimiento de beneficio para asegurar el funcionamiento de las operaciones mineras.


Para los efectos de esta ley, se considerará industria extractiva minera, el conjunto de actividades relacionadas con la exploración, prospección, extracción, explotación, procesamiento, transporte, acopio, transformación, disposición de sustancias minerales, sus productos y subproductos; las sustancias fósiles e hidrocarburos líquidos o gaseosos, en las condiciones específicas que se señalan en el Título XII. La industria extractiva minera incluirá el conjunto de obras destinadas a abrir; habilitar; desarrollar; instalar; y adosar permanentemente, en su caso, las excavaciones, construcciones, túneles, obras civiles y maquinarias que tengan estrecha relación con las actividades antes señaladas;


j) Garantía: Las obligaciones que se contraen e instrumentos que se otorgan para asegurar el cumplimiento de las cargas que derivan del plan de cierre, de acuerdo a lo establecido en la presente ley;


k) Modificación sustancial del proyecto minero: Para los efectos de esta ley, constituye una modificación sustancial del proyecto, las variaciones que excedan de diez por ciento de la estimación de la vida útil del proyecto minero, sin perjuicio de las que se originaren por cambios importantes de ritmo de explotación, en las tecnologías o diseños de los métodos de explotación, ventilación, fortificación o de tratamiento de minerales determinados, así como nuevos lugares de ubicación, ampliación o forma de depósitos de residuos mineros, producidos por alteraciones en el tipo de roca, leyes o calidad de los minerales, y en general cualquier cambio en las técnicas utilizadas, que envuelven más que una simple ampliación de tratamiento para colmar las capacidades del proyecto;


l) Operación minera: Las actividades que incluyen las fases de exploración, en los casos que se encuentre sometida al sistema de evaluación de impacto ambiental, de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 19.300, y las actividades de prospección, construcción, explotación y beneficio de minerales, de una faena minera;


m) Paralización temporal: El cese transitorio de la operación de una faena minera, el cual podrá ser total o parcial, según afecte instalaciones específicas o al conjunto de instalaciones que constituyen la faena minera;


n) Plan de Cierre: El documento que especifica el conjunto de medidas técnicas y actividades que la empresa minera debe efectuar desde el inicio  de la operación minera, y el programa de detalle conforme al cual deben implementarse, de manera que tienda a prevenir, minimizar o controlar los riesgos y efectos negativos que se puedan generar en la vida e integridad de las personas que se encuentran relacionadas directa e inmediatamente a las mismas, así como mitigar los efectos de la operación minera en los componentes medio ambientales comprometidos, tendientes a asegurar la estabilidad física y química de los lugares en que ésta se realice;


o) Post cierre: Es la etapa que sigue a la ejecución del plan de cierre, que comprende las actividades de monitoreo y verificación de emisiones y efluentes, y en general, el seguimiento y control de todas aquellas condiciones que resultan de la ejecución de las medidas y actividades del plan de cierre, para garantizar en el tiempo la estabilidad física y química del lugar;


p) Servicio: el Servicio Nacional de Geología y Minería, y


q) Vida útil del proyecto minero: Aquel cálculo que se efectúa en función de las reservas demostradas, probadas más probables, certificadas por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 20.235, en relación con los niveles anuales de extracción de mineral.


Artículo 4°.- Carácter sectorial del plan de cierre. La aprobación que realizare el Servicio al plan de cierre, en conformidad a lo dispuesto en la presente ley, constituirá un permiso sectorial para todos los efectos legales.


La empresa minera no podrá iniciar la operación de la faena minera sin contar, previamente, con un plan de cierre aprobado en la forma prescrita en esta ley.

TÍTULO II

AUTORIDAD COMPETENTE


Artículo 5°.- Autoridad competente y funciones. El Servicio es el órgano de la Administración del Estado encargado de revisar y aprobar sectorialmente, los aspectos técnicos de los planes de cierre de faenas mineras y sus actualizaciones, como asimismo, velar por el cumplimiento de las obligaciones de la empresa minera causadas por los planes de cierre aprobados. Tendrá las facultades de supervigilancia y fiscalización que establece la ley.


Al Servicio, le corresponderán las siguientes funciones y atribuciones:


a) Aprobar, en conformidad a la resolución de calificación ambiental, las medidas que serán implementadas y actividades que serán ejecutadas para el cumplimiento de los planes de cierre de faenas mineras y sus modificaciones, de acuerdo a la presentación que hicieren los interesados;


b) Aprobar la valorización del plan de cierre, y la correspondiente cantidad de dinero o monto, que será garantizada durante la vida útil del proyecto minero, supervigilar la suficiencia de los instrumentos otorgados en garantía, autorizar las rebajas que provengan de la ejecución de cierres parciales de faenas mineras, así como, efectuar la liberación de la garantía a medida que se ejecutare el plan de cierre;


c) Elaborar el programa de fiscalización de los planes de cierre aprobados, y fiscalizar su cumplimiento;


d) Disponer o evaluar modificaciones y actualizaciones a los planes de cierre aprobados, de acuerdo con las variaciones que experimenten los proyectos y su vida útil, en los términos del procedimiento establecido en esta ley y su reglamento;


e) Disponer, en caso que las medidas comprometidas en el plan de cierre no fueren ejecutadas o lo fueren de manera imperfecta, las acciones necesarias para que la garantía otorgada se aplique íntegramente a la ejecución del plan de cierre;


f) Ordenar la ejecución de medidas correctivas para los casos de incumplimiento del plan de cierre;


g) Preparar guías metodológicas para la elaboración de los proyectos de planes de cierre simplificados;


h) Verificar las competencias específicas de los auditores de planes de cierre, para los efectos de informar sobre la adecuación y cumplimiento de los mismos, y llevar el Registro correspondiente, de acuerdo con lo que dispone la presente ley y su reglamento;


i) Inspeccionar las faenas o instalaciones mineras a fin de asegurar el cumplimiento de las medidas y actividades comprometidas por la empresa minera, según lo establecido en el plan de cierre, y


j) Aplicar sanciones administrativas, según lo dispuesto en el Título X de esta ley.

TÍTULO III

APROBACIÓN DE LOS PLANES DE CIERRE

Párrafo 1°

Requisitos generales


Artículo 6°.- Plan de Cierre, elaboración, contenidos, objetivos y requisitos formales. Toda empresa minera deberá presentar, para la aprobación del Servicio, un plan de cierre de sus faenas mineras, elaborado en conformidad con la resolución de calificación ambiental que se pronuncie favorablemente sobre el proyecto minero, cuando correspondiere, de acuerdo a la ley N° 19.300.


El plan de cierre contemplará los objetivos propios y adecuados a las características de la faena minera, establecidos en esta ley y el reglamento.


Los requisitos formales para el otorgamiento de esta aprobación, así como, los contenidos técnicos y económicos que deberá contener el plan de cierre son los que se señalan en la presente ley y el reglamento.


Artículo 7°.- Obligatoriedad del plan de cierre. Una vez aprobado, el plan de cierre obliga a la empresa minera a ejecutar íntegramente todas las medidas y actividades contempladas en dicho documento, dentro del plazo fijado, y de la manera y condiciones previstas en el mismo.


Artículo 8°.- Oportunidad de la aprobación del plan de cierre. Todo plan de cierre deberá ser aprobado por el Director previo al inicio de la exploración, explotación de una faena minera o de la operación de un establecimiento de beneficio, según correspondiere.


Artículo 9°.- Elementos del plan de cierre. La empresa minera deberá presentar un plan de cierre que contemplare la totalidad de la faena minera, el que contendrá y especificará todas las medidas y actividades de cierre contempladas. Podrá asimismo, presentar planes de cierre parcial, los que deberán ejecutarse durante la operación minera, de acuerdo a la programación global y de detalle aprobada por el Servicio, de acuerdo a lo dispuesto por esta ley.


Los Planes de Cierre que se sometan a aprobación del Servicio, tendrán carácter público, y se regirán por las disposiciones de la ley N° 20.285.

Párrafo 2°

De los procedimientos de aprobación del plan de cierre


Artículo 10.- Tipos de procedimientos de aprobación. El plan de cierre de faenas mineras, se someterá a aprobación del Servicio, a través del procedimiento de aplicación general o simplificado.


La exploración minera, de la forma establecida en la ley N° 19.300, se sujetará al procedimiento de aprobación simplificado. 


Se sujetará al procedimiento de aplicación general, la empresa minera cuyo fin sea la extracción o beneficio de uno o más yacimientos mineros, y cuya capacidad de extracción de mineral sea superior a diez mil toneladas (10.000 t) mensuales.


Resultará aplicable el procedimiento simplificado, a la empresa minera cuya capacidad de extracción o beneficio de mineral sea igual o inferior a la señalada en el inciso anterior.


Lo dispuesto en el inciso anterior, rige para efectos de esta ley, y no modifica las normas establecidas en la ley N° 19.300, para el ingreso al sistema de evaluación de impacto ambiental.

1. Del procedimiento de aplicación general


Artículo 11.- Efectos del procedimiento de aplicación general. La empresa minera sometida al procedimiento de aplicación general quedará sujeta a la obligación establecida en el Título XIII de esta ley.


Artículo 12.- Pronunciamiento sobre el plan de cierre. El Servicio deberá pronunciarse sobre el plan de cierre de la empresa minera, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de su presentación.


El Servicio podrá solicitar, dentro del plazo de treinta días, las aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, que se estimaren necesarias, o que referidas a información esencial del plan de cierre, sirvieren para complementar o salvar omisiones en su presentación. Las mismas deberán presentarse dentro del término de treinta días. El ejercicio de esta facultad suspenderá el transcurso del plazo legal para pronunciarse.


Cuando la empresa minera hiciere entrega de la información requerida, o dejare transcurrir el plazo sin hacerlo, el Servicio emitirá pronunciamiento en los términos antes señalados.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el Servicio, previa resolución fundada, y atendido los nuevos antecedentes presentados por la empresa minera, podrá ampliar el plazo para pronunciarse sobre el plan de cierre, hasta por diez días.


Artículo 13.- Requisitos del plan de cierre. El plan de cierre deberá, a lo menos, contener los antecedentes y acompañar, los documentos que se señalan a continuación:


a) Individualización completa de la empresa minera, escrituras sociales de constitución, con especificación de su RUT y de su representante legal;


b) Descripción de la faena minera, con indicación de sus instalaciones, sus características, procesos y productos, la enunciación de las áreas que comprende y de los depósitos e insumos que utilizará. De la misma forma deberá considerar los aspectos geológicos y atmosféricos del área en que se encuentra;


c) Resolución de calificación ambiental, aprobatoria, cuando corresponda, de acuerdo a la ley N° 19.300;


d) Informe técnico elaborado y suscrito por una o más Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras de aquellas señaladas en la ley N° 20.235, que se pronuncie acerca de la vida útil del proyecto minero;


e) El conjunto de medidas y actividades propuestas por la empresa minera para obtener la estabilidad física y química del lugar donde se encuentra la faena minera;


f) Una estimación de los costos del plan de cierre propuesto, expresado en unidades de fomento, o el sistema de reajuste fijado por el Banco Central que sustituya a la unidad de fomento, y la programación global y de detalle de ejecución de las medidas de cierre contempladas en él;


g) Un programa y una estimación de costos de las medidas de post cierre, expresado en unidades de fomento, o el sistema de reajuste fijado por el Banco Central que sustituya dicha unidad, y la programación de su ejecución;


h) La cantidad de dinero o monto representativa del costo del plan de cierre que será garantizado, el período por el cual esa caución se otorgará, de acuerdo a la vida útil del proyecto establecida en la forma descrita en la letra d), y los instrumentos que se utilizarán, e 


i) Cualquier otro documento que sirva de fundamento al plan de cierre o de base para su elaboración.


Artículo 14.- Aprobación o rechazo del plan de cierre. El Servicio deberá pronunciarse acerca de los aspectos técnicos del plan de cierre, mediante la dictación de una resolución fundada, de aprobación o rechazo del mismo dentro del plazo legal.


El Servicio podrá requerir a la empresa minera, en el plazo de treinta días a partir de la presentación del plan de cierre, las aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que fueren necesarias. El plazo legal para pronunciarse sobre él, se suspenderá por el tiempo que dure el ejercicio de esta facultad.


El plan de cierre será aprobado cuando cumpla los requisitos establecidos por esta ley y de acuerdo a la resolución de calificación ambiental cuando correspondiere.


Si el Servicio rechazare el plan de cierre, indicará las correcciones, rectificaciones y modificaciones precisas y específicas que estimare procedentes al plan de cierre, a efectos de ajustar el mismo a las medidas técnicas necesarias conforme a la presente ley. Los aspectos que no fueren observados se tendrán por aprobados.


Artículo 15.- Contenido de la resolución aprobatoria del plan de cierre. El Director dictará la resolución aprobatoria de los planes de cierre de faenas mineras presentados por los interesados, la que deberá contener:


a) Identificación de la empresa minera, de la respectiva faena minera y su o sus representantes legales;


b) Mención de la vida útil estimada del proyecto minero;


c) El conjunto de medidas técnicas y actividades comprometidas para la ejecución del plan de cierre, y la programación global de su ejecución, y


d) La estimación de los costos del plan de cierre, que serán garantizados por la empresa minera.

2. Del procedimiento simplificado


Artículo 16.- Presentación del plan de cierre. Las empresas mineras sometidas al procedimiento simplificado, elaborarán su plan de cierre incluyendo en el mismo los antecedentes a que se refieren los literales a), b) y e) del artículo 13, y conforme a las guías metodológicas que preparará el Servicio. Lo anterior, sin perjuicio de la obligación de acompañar al mismo la resolución de calificación ambiental favorable si procediere.


El Servicio pondrá a disposición de los interesados las guías metodológicas que especifiquen los estándares técnicos aplicables a las empresas mineras sometidas a este procedimiento, y que servirán para la elaboración y complementación de los proyectos de planes de cierre simplificado, conforme a lo establecido en la ley.


Artículo 17.- Contenido de la resolución aprobatoria del plan de cierre. La resolución que se pronuncie sobre un plan de cierre de faenas mineras sometidas al procedimiento simplificado, contendrá los siguientes antecedentes:


a) Identificación de la empresa minera y de la respectiva faena o instalaciones como, asimismo, de sus representantes legales;


b) Un listado de las medidas y actividades específicas a que quedará sujeta la ejecución del plan de cierre, y


c) La programación de su ejecución.

TÍTULO IV

AUDITORÍA DE LOS PLANES DE CIERRE

Párrafo 1°

Objetivos


Artículo 18.- De las auditorías periódicas y extraordinarias. Finalidad, periodicidad y elección del auditor. Las empresas mineras que se encontraren sujetas al procedimiento de aplicación general, deberán hacer auditar su plan de cierre cada cinco años, a su costo y de acuerdo al programa de fiscalización que elaborará el Servicio.


El objeto de las auditorías es certificar al Servicio la adecuación y cumplimiento del contenido del plan de cierre y de su actualización, así como la sujeción a su programación de ejecución, de manera de velar por su implementación y avance efectivo en relación al proyecto minero específico.


El Servicio podrá, mediante resolución fundada, ordenar la elaboración de auditorías extraordinarias a costa de la empresa minera, cuando se trate de situaciones graves que relacionadas con la adecuación, modificación o rectificación del plan de cierre requieran mayor nivel de información o se encuentren específicamente asociadas a paralizaciones temporales o cierres parciales. 


La empresa minera podrá presentar al Servicio auditoría voluntaria de su plan de cierre, cuando se produjere una modificación al proyecto minero, que pudiere incidir en la adecuación o modificación del plan de cierre.


Sobre la base del resultado de dichas auditorías, el Servicio podrá ordenar fundadamente la adecuación, cumplimiento parcial o actualización extraordinaria del plan de cierre.


La auditoría será efectuada por aquellos auditores que se encuentren inscritos en el Registro Público de Auditores Externos que llevará el Servicio de conformidad con la presente ley y su reglamento.


La empresa minera tendrá la facultad de elegir el auditor de entre los que figuren en el Registro antes señalado. De igual forma y en caso de auditorías extraordinarias, el Servicio podrá designar de entre los inscritos en el Registro, el auditor competente.


Artículo 19.- Procedimiento y efectos de las auditorías. El Reglamento regulará las normas con arreglo a las cuales se elaborarán los informes técnicos de auditoría. 


El informe que emita el auditor deberá ser entregado al Servicio de acuerdo con el procedimiento que establecerá el reglamento.


La evaluación de los informes que efectúe el Servicio y las eventuales controversias que se generen, a ese respecto, se regirán, en lo no dispuesto en el presente artículo, por la ley N° 19.880.


Con el mérito de los informes de auditoría, presentados por la empresa y los actos que en el ejercicio de sus atribuciones de fiscalización realice el Servicio, procederá a resolver en el plazo de sesenta días contados desde la presentación de la referida auditoría, pronunciándose respecto de las medidas concretas y específicas que deberán adoptarse por la empresa minera en la actualización periódica o extraordinaria del plan de cierre aprobado.

Párrafo 2º

Normas particulares


Artículo 20.- De los auditores y del Registro Público de auditores externos. Podrán desempeñarse para los fines establecidos en este Título, los auditores inscritos en el Registro Público de Auditores Externos que llevará el Servicio, quienes estarán sujetos al cumplimiento de los requisitos exigidos por esta ley y su reglamento.


El Servicio sólo podrá inscribir en el Registro a quienes acrediten cumplir con los siguientes requisitos:


1. Persona natural que cuente con título profesional relacionado con las ciencias vinculadas a la industria minera, entre otros, ingenieros de minas, ingenieros de ejecución en minas o geólogos, y que acreditaren experiencia en el área de a lo menos diez años.


2. Sociedades de profesionales o personas jurídicas constituidas en conformidad a la ley, cuyo objeto contemple la auditoría de planes de cierre de faenas mineras y que fueren participadas o integradas por profesionales que cumplan con los requisitos señalados en el numeral anterior.


En ningún caso podrán efectuar auditorías quienes carezcan de independencia de juicio en relación con las operaciones mineras auditadas debiendo presentar declaración jurada de independencia e imparcialidad.


Para los efectos de la presente ley, se entenderá que carecen de independencia de juicio respecto de una empresa minera auditada, las siguientes personas naturales y jurídicas:


a) Las que personalmente, su cónyuge o parientes por consanguinidad hasta el tercer grado inclusive, tengan o hayan tenido durante los últimos tres años, vínculo ya sea como profesional independiente o bajo subordinación o dependencia, o quienes, en el mismo periodo, hubieren prestado servicios a la empresa minera auditada, o a cualquiera otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, en su caso;


b) Las que directa o indirectamente posean acciones o participaciones sociales en la empresa minera auditada o en cualquier otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, y


c) Las que tengan una relación de negocios significativa, esto es que hayan percibido directa o indirectamente ingresos brutos, derivados de dichas relaciones, por una cantidad superior a 500 unidades de fomento o el equivalente en el sistema de reajuste del Banco Central que sustituya la unidad de fomento, con la empresa minera auditada o cualquiera otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045.


No podrán ser registrados, y serán eliminados del Registro Público de auditores externos quienes se encuentren acusados o hayan sido condenados por delito que merezca pena aflictiva. No serán registradas y serán eliminadas, aquellas sociedades de profesionales o las personas jurídicas en las cuales algún socio o alguno de sus trabajadores, se encuentren acusados o hayan sido condenados por delito que merezca pena aflictiva. Tampoco podrán ser incorporados y serán eliminados del Registro, aquellas sociedades que hayan sido condenadas, de manera grave y reiterada, por práctica antisindical o por infracción a los derechos fundamentales del trabajador o registraren saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social, lo que se acreditará con el correspondiente certificado.


Artículo 21.- Contenido de la solicitud de inscripción en el Registro. Los auditores externos, al solicitar su inscripción en el Registro Público, deberán acompañar en forma conjunta con su solicitud de inscripción, informe que incorpore la descripción específica y detallada de la metodología de trabajo, la que deberá contener a lo menos el desarrollo del plan de auditoría respecto de los contenidos mínimos señalados en las guías metodológicas confeccionadas por el Servicio. Sin perjuicio de lo anterior, todo auditor deberá especificar:


a) Los estándares técnicos a que sujetará su plan de auditoría;


b) Los parámetros de certificación;


c) El procedimiento de control y verificación;


d) La política de confidencialidad y el manejo de la información privilegiada, y


e) La forma de verificar y garantizar la independencia de juicio e idoneidad técnica del personal encargado de la dirección y ejecución de la auditoría externa.

TÍTULO V

ACTUALIZACIÓN DEL PLAN DE CIERRE Y PARALIZACIÓN TEMPORAL DE OPERACIONES

Párrafo 1°

Implementación de ajustes a los planes de cierre


Artículo 22.- De la implementación de actualizaciones del plan de cierre. Todo plan de cierre aprobado por el Servicio deberá ser actualizado durante la operación minera en cuanto a su programación de ejecución, de manera de ser implementado progresiva e íntegramente por la empresa minera o por un tercero por cuenta de ella de acuerdo al avance efectivo del proyecto.


Con el mérito del informe de auditoría y de lo resuelto a su respecto por el Servicio, la empresa minera deberá proceder a la actualización de su plan de cierre.


Las modificaciones a la fase de cierre, que se consignaren en una resolución de calificación ambiental, obligan a la modificación del plan de cierre respectivo, en conformidad a lo establecido en la ley N° 19.300 y el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.


Las actualizaciones de los planes de cierre incluirán, materializarán y concretarán progresivamente, para todos los efectos legales, los objetivos ambientales contenidos en la resolución de calificación ambiental del proyecto para la fase de cierre.


Artículo 23.- Procedimiento de actualización del plan de cierre. Dentro del plazo de noventa días contados desde la notificación de la resolución que se pronuncia respecto de la auditoría del plan de cierre, la empresa minera deberá presentar ante el Servicio el proyecto de actualización de su plan de cierre.


La resolución que se pronuncie sobre el proyecto de actualización, deberá dictarse dentro del plazo de treinta días, contados desde su ingreso al Servicio.


En contra de la resolución que se pronunciare sobre el proyecto de actualización del plan de cierre, procederá recurso de reposición dentro del término de diez días.

Párrafo 2°

De la paralización temporal de operaciones


Artículo 24.- Paralización. Duración y deberes durante la misma. Las empresas mineras podrán paralizar temporalmente sus operaciones mineras. Previo al cese temporal de sus operaciones mineras, deberán obtener la aprobación de un plan de cierre temporal que contenga las medidas destinadas a velar por el adecuado mantenimiento de sus instalaciones y mitigación de los efectos que con ello pudieren causar durante el cese temporal, debiendo mantener vigentes todas las garantías constituidas. 


El proyecto de cierre temporal, deberá especificar el plazo propuesto de paralización, el que no podrá exceder de dos años, así como los detalles de su plan de cierre temporal y de las medidas antes señaladas.


El proyecto de cierre temporal y el plazo de paralización serán autorizados y calificados por resolución debidamente fundada del Director.


Antes del término del plazo de paralización autorizado, la empresa minera podrá solicitar, con causa justificada, la ampliación del mismo hasta por un máximo de tres años adicionales.


Al término del periodo de paralización autorizado, la empresa podrá solicitar al Servicio, por razones calificadas, una ampliación excepcional de la paralización, el que podrá autorizarlo por resolución fundada, previa puesta a disposición del mismo de un monto adicional de garantía equivalente al 30% del total de la garantía, la que deberá ser constituida en instrumentos tipo A.1, cualquiera que fuese la situación que la obligare por aplicación de las reglas establecidas en el Título XIII.  


Si no se efectuare reanudación de la faena en los plazos referidos, y concluidos que fueren los períodos de paralización autorizados, el Servicio procederá conforme a lo dispuesto en el Título XI, con el objeto de hacer efectiva y ejecutar la totalidad de la garantía.


Artículo 25.- Sanción en caso de abandono. Los representantes legales de la empresa minera que, falsamente y a sabiendas, hubieren informado al Servicio sobre la paralización temporal de operaciones, encubriendo un abandono de la faena minera o de ciertas instalaciones de la misma, serán castigados con multa de mil a diez mil unidades tributarias mensuales.

TÍTULO VI

DE LAS SERVIDUMBRES


Artículo 26.- De las servidumbres para la ejecución de los planes de cierre. Los predios superficiales y las concesiones mineras que comprendan o estén comprendidas por una faena minera estarán afectas al gravamen de permitir la ejecución del plan de cierre, conservándose a su respecto las servidumbres que existan al tiempo de la operación minera, incluso hasta después de que ella esté concluida y por todo el tiempo que deba ejecutarse el plan de cierre, pero limitado sólo al área que se requiera para tal ejecución. En caso de no existir dichas servidumbres u otros derechos sobre los predios superficiales o concesiones mineras que permitan ejecutar el plan de cierre a la empresa minera, ésta podrá obtener, en su favor, una servidumbre para tales efectos, quedando ella limitada al área necesaria y con el propósito exclusivo de dar cumplimiento al plan de cierre.


En todo lo no previsto en el presente Título, resultarán aplicables las normas de los artículos 122 a 125 y 234 y 235 del Código de Minería.

TÍTULO VII

DEL CUMPLIMIENTO DEL PLAN DE CIERRE


Artículo 27.- Del cumplimiento del plan de cierre. El plan de cierre deberá ser implementado íntegramente por la empresa minera o por un tercero por cuenta de ella, durante la operación minera.


Implementada la totalidad de las medidas y actividades comprometidas en el plan de cierre en cumplimiento del objeto de esta ley, la empresa minera sometida al procedimiento de aplicación general deberá presentar al Servicio un informe final de auditoría que contendrá una descripción de las obras que permanecerán en el sitio de la faena minera, así como los demás antecedentes que den cuenta del cumplimiento del plan de cierre de acuerdo al procedimiento que se establecerá en el reglamento.


El contenido del informe final de auditoría será revisado por el Servicio, debiendo resolver dentro del plazo de treinta días y según el procedimiento que para estos efectos será establecido en el reglamento.


El Servicio mediante resolución fundada, se pronunciará respecto al cumplimiento de plan de cierre.


Artículo 28.- De la liberación gradual de la garantía. El Servicio, a petición de la empresa minera y a medida que se ejecute el plan de cierre, podrá liberar parte de la garantía otorgada cuando se efectuare una correcta y oportuna ejecución de las medidas contempladas en el plan de cierre.


Una vez aprobada la solicitud de liberación gradual de la garantía por parte del Servicio, ésta se sujetará a las reglas siguientes:


a) Una vez iniciada la ejecución efectiva del plan de cierre se podrá liberar hasta el treinta por ciento del valor de la garantía enterada;


b) Luego de ejecutada la totalidad de los hitos significativos y permanentes señalados por la empresa minera en su plan de cierre, se podrá liberar hasta un treinta por ciento adicional del valor de la garantía enterada;


c) El remanente se liberará contra la entrega del certificado de cierre final.


El Reglamento determinará la forma y condiciones a las que se ajustará el procedimiento de liberación gradual.


Artículo 29.- Certificado de cumplimiento del plan de cierre. Ejecutado el plan de cierre conforme al mismo instrumento, incluidas sus actualizaciones, el Servicio emitirá uno o más certificados que acreditarán el cierre de la faena minera de acuerdo con las disposiciones de la presente ley y su reglamento.


Artículo 30.- Tipos de certificado de cumplimiento. El Servicio otorgará dos tipos de certificados de cumplimiento:


a) Certificado de cierre parcial, que se otorgará una vez implementadas las medidas comprometidas en el plan de cierre respecto de una instalación o parte de la faena minera;


b) Certificado de cierre final, que será otorgado una vez que se encuentren ejecutadas la totalidad de las medidas comprometidas en el plan de cierre de la faena minera y se haya materializado el aporte al fondo de post cierre de acuerdo a lo establecido en el Título XIV de la presente ley.


Artículo 31.- Certificados de cierre y garantías. La emisión de los certificados de cierre parcial de instalaciones o partes de una faena minera, facultará a la empresa minera para solicitar la reducción proporcional del monto de la garantía, así como la liberación de los excedentes financieros a prorrata de la garantía liberada, si los hubiere.


La emisión del certificado final importará el fin de la obligación de mantener la garantía vigente. El Servicio ordenará la liberación de la misma, de su saldo y de los excedentes que existieren en el plazo máximo de treinta días.


Artículo 32.- Efectos de los certificados. Los certificados acreditarán el cumplimiento íntegro de los deberes y obligaciones de la empresa minera establecidos en esta ley y su reglamento, respecto de la instalación, grupo de instalaciones o faena a cuyo respecto se otorga, sin perjuicio de las responsabilidades que otras normas legales establezcan.


El que maliciosamente otorgare u obtuviese un certificado de los señalados en el artículo 30 sin cumplir con los requisitos que esta ley exige para su otorgamiento, será sancionado con las penas previstas en los artículos 193 y 196 del Código Penal.

TÍTULO VIII

RESPONSABILIDAD


Artículo 33.- Responsables del cumplimiento del plan de cierre. La empresa minera es responsable del cumplimiento del plan de cierre, ya sea que lo ejecute directamente o por intermedio de terceros.


Artículo 34.- Responsabilidad de los representantes legales. Los representantes legales de la empresa minera o quienes resulten responsables de incumplir la ejecución del plan de cierre, serán sancionados con multa de cien a mil unidades tributarias mensuales.


Artículo 35.- Quiebra de la empresa minera. En caso de quiebra de la empresa minera, el Servicio o quien éste designe participará de las Juntas de Acreedores. El valor del plan de cierre debidamente aprobado por el Servicio, constituirá un crédito de primera clase, de aquellos establecidos en el número noveno del artículo 2472 del Código Civil.


Siempre que ocurra una quiebra que involucre una faena o instalación minera, el Síndico deberá informar de la misma al Director antes de la celebración de la primera Junta de Acreedores.


En todo lo demás se aplicarán las reglas comunes dispuestas en el Libro IV del Código de Comercio.

TÍTULO IX

FISCALIZACIÓN y SUPERVIGILANCIA


Artículo 36.- Fiscalización. Será de competencia exclusiva del Servicio fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de esta ley y de su reglamento, sin perjuicio de las facultades legales de otros órganos de la Administración del Estado dentro del ámbito de sus competencias.


Artículo 37.- Facultades fiscalizadoras. En virtud de las atribuciones conferidas por esta ley, el Servicio podrá:


a) Ingresar a toda faena, instalación o establecimiento asociado a ella, con excepción de aquellos que sean utilizados como vivienda o morada;


b) Realizar todas las inspecciones, exámenes, indagaciones o pruebas técnicas que sean consideradas necesarias para determinar la naturaleza y extensión de los riesgos, existentes o potenciales, sobre la faena a que se refiere el plan de cierre. El Servicio podrá, para estos efectos, contratar, a título gratuito u oneroso, servicios de asesores externos especializados;


c) Inspeccionar la implementación de las medidas comprometidas en el plan de cierre que sean necesarias para completar un informe al Director;


d) Ordenar la actualización de los planes de cierre aprobados, de acuerdo a las observaciones e informes elaborados por sus fiscalizadores;


e) Ordenar la ejecución de medidas correctivas, causadas por incumplimientos a la obligación de cierre, en la oportunidad fijada por el Director, de acuerdo al procedimiento establecido en el reglamento.


Artículo 38.- Ejercicio de la fiscalización. Las facultades de fiscalización deberán ser ejercidas de acuerdo al principio de probidad administrativa y con racionalidad.


Los fiscalizadores del Servicio estarán facultados para recabar la información necesaria para el ejercicio de las competencias establecidas en esta ley.


En casos de impactos no previstos en los planes de cierre y a propósito del ejercicio de la facultad contemplada en la letra d) del artículo 37, los fiscalizadores podrán requerir, a costa de la empresa, la realización de los estudios pertinentes. 


Los fiscalizadores del Servicio, están facultados para inspeccionar y evaluar las condiciones de funcionamiento de la totalidad de las instalaciones que formen parte de las faenas mineras, con el objeto de controlar el cumplimiento del plan de cierre.


Para tales efectos, la empresa minera, o quienes actúan en su representación, les facilitarán el acceso a la faena las veces que el Servicio estimare procedente, debiendo proporcionar en forma oportuna la información necesaria a los fines específicos de la fiscalización.


En caso de negativa de acceso a la faena minera, el Director podrá solicitar, previa resolución fundada, el auxilio de la fuerza pública.


Los funcionarios del Servicio tendrán el carácter de ministros de fe, respecto de los hechos que constataren dentro del ámbito de sus competencias y en ejercicio de las facultades fiscalizadoras establecidas en este Título. Para dar fe de los hechos que constataren, en ejercicio de sus facultades, se requerirá la concurrencia a la faena de al menos dos funcionarios del Servicio, quienes deberán autorizar las actas de fiscalización en que consten las correspondientes actuaciones.


Los funcionarios del Servicio deberán guardar reserva de aquellos antecedentes que conocieren en el ejercicio de sus funciones, relativos a los negocios de las personas sujetas a su fiscalización. La infracción a esta obligación podrá ser sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que procediere.

TÍTULO X

INFRACCIONES Y SANCIONES

Párrafo 1°

De las Infracciones a esta Ley


Artículo 39.- Competencia administrativa. El Director será competente para conocer administrativamente y sancionar a quienes incurrieren en las infracciones a la presente ley y su reglamento, resultando aplicable el procedimiento administrativo establecido en la ley N° 19.880.


En contra de las resoluciones del Servicio procederá recurso de reposición, el que podrá deducirse dentro del plazo de diez días contados desde la notificación por carta certificada de la misma.


Toda vez que las infracciones revistan los caracteres de delito, el Director denunciará tales hechos y pondrá los respectivos antecedentes en conocimiento del Ministerio Público.


Artículo 40.- Infracciones. Constituyen infracciones a esta ley y podrán ser objeto de sanción, las siguientes conductas:


a) Aquellas que, por incumplimiento de las obligaciones establecidas en el plan de cierre, causaren como consecuencia directa la muerte o lesión grave de una o más personas;


b) El daño a la propiedad pública o privada que fuere consecuencia directa de la ejecución o falta de implementación del plan de cierre;


c) Abandonar total o parcialmente una faena minera;


d) Entregar información falsa, manifiestamente incompleta u ocultarla en forma tal que pudiere afectar la determinación y ejecución de las obligaciones que establece la presente ley;


e) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en esta ley y su reglamento, con las obligaciones específicas, acciones concretas o parte de las medidas establecidas en el plan de cierre;


f) Iniciar la explotación de faenas mineras sin dar el aviso establecido en el artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera;


g) Incumplir la obligación de mantener la suficiencia e integridad de la garantía durante la vida útil de la faena;


h) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con las instrucciones establecidas por el Servicio;


i) Resistir o dificultar un acto de fiscalización;


j) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley con la obligación de auditar el plan de cierre e informar al Servicio de las modificaciones sustanciales al proyecto;


k) No presentar, ejecutar o actualizar su plan de cierre cuando procediere de acuerdo a las causales establecidas en la ley, y


l) Impedir o dificultar, mediante vías de hecho, la ejecución de un plan de cierre aprobado por el Servicio.


Artículo 41.- Sanciones. El Servicio, de acuerdo a la naturaleza y gravedad de las infracciones, podrá imponer a quienes incurran en las conductas establecidas en el artículo anterior, las siguientes sanciones:


a) Multas de 10 UTM, por cada día de infracción, con un máximo total de 10.000 UTM;


b) Suspensiones temporales de operación de faenas e instalaciones mineras;


c) Constitución y puesta a disposición, de la totalidad de la garantía, en instrumento tipo A.1 en el plazo de treinta días;


d) Multa desde 50 UTM hasta 300 UTM respecto de las infracciones contempladas en las letras a) y b) del artículo anterior. 


La sanción contemplada en la letra c) del presente artículo sólo podrá ser aplicable a las infracciones establecidas en las letras j) y k) del artículo anterior.


Artículo 42.- Procesos sancionatorios. Respecto de las resoluciones que establezcan sanciones, podrá deducirse recurso de reposición en el plazo de diez días ante el Director. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, serán aplicables las disposiciones contempladas en el Capítulo IV de la ley N° 19.880.


La reclamación administrativa interrumpirá el plazo para ejercer la acción judicial a que se refiere el artículo siguiente. Una vez que se notifique el acto que resuelva dicha reclamación administrativa, el plazo volverá a contarse íntegramente, de acuerdo al artículo 54 de la ley N° 19.880.


Artículo 43.- Sanciones pecuniarias. Las multas que esta ley establece, y que corresponda aplicar al Servicio, serán impuestas administrativamente por el Director. El pago de las mismas deberán ser acreditado al Servicio dentro del plazo de diez días contados desde que se notifique la resolución respectiva.


Las resoluciones que impongan multas serán siempre reclamables ante el juzgado de letras competente y aquellas no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación, o ésta no haya sido resuelta. El juicio se sustanciará de acuerdo con las disposiciones del procedimiento sumarísimo a que alude el artículo 235 del Código de Minería.


La multa prescribirá en el plazo de tres años contados desde la notificación de la resolución que la impone y la responsabilidad por infracciones a esta ley se extinguirá en el plazo de tres años.


Los referidos plazos de prescripción se suspenderán desde el momento en que el Servicio inicie la investigación de la que derive la aplicación de la multa respectiva.


El producto de las multas que se apliquen a las empresas mineras pasará a integrar el Fondo a que alude el Título XIV de esta ley.

TITULO XI

DEL INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACION DE CIERRE Y DEL PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIÓN


Artículo 44.- Declaración del incumplimiento. Constituirán causales de incumplimiento de la obligación de cierre de faenas mineras:


1. La falta de implementación de la totalidad de medidas y actividades contempladas en el plan de cierre aprobado, o sus respectivas actualizaciones.


2. La implementación parcial, inadecuada o inoportuna de las medidas de cierre contempladas en el plan aprobado.


En caso que el plan de cierre no fuere implementado íntegra y oportunamente, en conformidad a su programación global y de detalle, el Servicio, mediante resolución fundada, declarará el incumplimiento del plan de cierre.


Si el incumplimiento versare sobre materias cuya calificación estuvieren contenidas en la Resolución de Calificación Ambiental e incidiere en la determinación del incumplimiento total o parcial del Plan de Cierre, el Servicio deberá resolver previa consulta vinculante a la Superintendencia de Medio Ambiente, la que deberá informar dentro del plazo de quince días.


El Servicio resolverá el incumplimiento y notificará dicha resolución a la empresa minera mediante carta certificada.


En contra de la resolución que resuelva el incumplimiento total o parcial del plan de cierre, procederá recurso de reposición, el que deberá deducirse dentro del término de diez días de notificada la referida resolución.


Lo dispuesto en el inciso anterior es sin perjuicio de las sanciones que en ejercicio de sus facultades legales el Servicio imponga.


Respecto de la resolución que rechazare total o parcialmente la reposición deducida por la empresa minera, procederá reclamación ante la Corte de Apelaciones respectiva, en la forma establecida por los artículos siguientes.


Artículo 45.- La empresa minera que estimare que la resolución del Servicio que declare el incumplimiento no se ajusta a la ley o al reglamento, podrá reclamar de la misma, dentro del plazo de diez días hábiles contados desde su notificación, ante la Corte de Apelaciones correspondiente al emplazamiento físico de la faena.


Artículo 46.- La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación al Servicio, notificándolo por oficio y éste dispondrá del plazo de diez días hábiles contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.


Evacuado el traslado por el Servicio, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte de Apelaciones podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes.


La Corte de Apelaciones dictará sentencia dentro del término de quince días. En contra de la resolución de la Corte no procederá recurso alguno.


Si se solicitare orden de no innovar la Corte deberá requerir informe al Servicio dentro del plazo de 24 horas a efectos que el mismo justificare la negativa a su otorgamiento fundado en los riesgos inminentes del daño que éste podría ocasionar a la salud de las personas o al medio ambiente.


Artículo 47.- De la aplicación de la garantía. Determinado que fuere el incumplimiento de la obligación de cierre y no existiendo recurso pendiente en contra de la resolución que lo declarare, corresponderá al Servicio en ejercicio de su mandato legal e irrevocable, realizar las gestiones tendientes a obtener, a través de la garantía, por cuenta y riesgo de la empresa minera, el cumplimiento de la obligación de cierre.


En virtud de lo señalado en el inciso anterior, el Servicio podrá disponer la liquidación de los instrumentos otorgados en garantía por la empresa. Para estos efectos, el Servicio deberá, por cuenta de la empresa minera, celebrar los actos y suscribir los contratos que en derecho correspondan para la ejecución por parte de terceros del plan de cierre.

TITULO XII

DE LOS PLANES DE CIERRE DE FAENAS DE HIDROCARBUROS


Artículo 48.- Del Plan de Cierre de Faenas de Hidrocarburos. Quedarán sujetos a la obligación de presentar plan de cierre de sus faenas, las personas naturales o jurídicas que efectúen exploración, explotación o beneficio de yacimientos de hidrocarburos líquidos o gaseosos, de acuerdo a las reglas establecidas por este Título.


Serán titulares de esta obligación, las personas naturales o jurídicas que fueren concesionarios del respectivo decreto de concesión, contratista en el contrato especial de operación que se haya suscrito con el Estado de Chile, y la Empresa Nacional del Petróleo, cuando ejecutare directamente sus operaciones en el territorio nacional.


Los planes de cierre que deberán ser presentados a la aprobación del Servicio, serán elaborados en conformidad con la resolución de calificación ambiental que se pronuncie favorablemente sobre el proyecto de hidrocarburos líquidos o gaseosos, de acuerdo a la ley N° 19.300.


El plan de cierre contemplará los objetivos propios y adecuados a las características de la faena de hidrocarburos. El reglamento contemplará las especificaciones técnicas a que deberán sujetarse el cierre de las faenas contenidas en este Título.


Los planes de cierre que se formulen para la exploración, explotación y beneficio de hidrocarburos, se sujetarán al procedimiento de aplicación general, y deberán constituir garantía que asegure al Estado el cumplimiento íntegro y oportuno de la obligación de cierre, en la forma establecida por el Título XIII.

TÍTULO XIII

GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO


Artículo 49.- Obligatoriedad y objeto de la garantía. Toda empresa que efectúe operaciones mineras sujetas al procedimiento de aplicación general, deberá constituir garantía que asegure al Estado el cumplimiento íntegro y oportuno de la obligación de cierre establecida en la presente ley.


Constituye objeto de la garantía, el resguardo de la ejecución de la obligación de cierre por parte de la empresa minera, en los términos señalados en el inciso anterior.


La puesta a disposición al Servicio del conjunto de instrumentos que constituyen la garantía, importará el otorgamiento por el solo ministerio de la ley de mandato legal e irrevocable al mismo, para liquidarla, cobrarla y percibirla por cuenta de la empresa, a efectos de aplicarla al cumplimiento íntegro del plan de cierre. Para todos los efectos legales, este mandato tendrá carácter gratuito.


Artículo 50.- Determinación de la garantía. El monto de la garantía será determinado a partir de la estimación periódica del valor presente de los costos de implementación de todas las medidas de cierre, contempladas para el período de operación de la faena hasta al término de su vida útil, así como las medidas de seguimiento y control requeridas para la etapa de post cierre.


El cálculo de la vida útil se efectuará en función de las reservas demostradas, probadas más probables, certificadas por una persona competente en recursos y reservas mineras, lo que se determinará de acuerdo a los niveles anuales de extracción de mineral, y en conformidad a lo establecido en la ley N° 20.235.


La actualización a valor presente considerará la tasa de descuento de los Bonos en Unidades de Fomento publicada por el Banco Central (BCU) de al menos diez años, o el instrumento financiero emitido por dicho Banco que lo reemplace. 


El monto deberá incluir, además, el valor presente de los costos de administración del entero plan de cierre de faenas, ejecutado directamente por la empresa minera o por un tercero contratado al efecto, por la misma, o por el Servicio, en su nombre y representación, de acuerdo con el procedimiento señalado en el presente Título.


Las actualizaciones y ajustes al monto de la garantía, que se produzcan una vez iniciadas las operaciones de explotación, se efectuarán dentro del plazo de treinta días contados desde la notificación de la aprobación de las actualizaciones del plan de cierre, de acuerdo a las reglas establecidas en esta ley y el reglamento.


Artículo 51.- Integridad, estabilidad y suficiencia de la garantía. La empresa minera deberá velar por la integridad, suficiencia y estabilidad de la garantía durante toda la vida útil de la faena.


Toda contingencia que afectare a la empresa, y pudiere afectar los instrumentos otorgados en garantía, deberá ser informada al Servicio, en el plazo de tres días hábiles, a efecto que el mismo, en el plazo de treinta días a partir de esa notificación, resolviere acerca de su mantención, sustitución o complementación.


En el caso de fusiones, transformaciones, divisiones, disoluciones o cualquier otro acto jurídico u operación que implique un cambio total o parcial del dominio, la forma, composición o naturaleza jurídica de la empresa minera sujeta a la obligación de cierre, la misma o la continuadora, seguirá afecta a las obligaciones que se hubieren determinado de acuerdo a la presente ley.


En caso que las operaciones anteriores importaren la enajenación del activo de la empresa minera o la cesión del mismo, a cualquier título a un tercero, le será oponible a éste, la obligación de cierre, así como la de garantía, la que subsistirá de forma indivisible en el adquirente o sucesor, que se considerará la empresa minera, para todos los efectos previstos en la presente ley.


Todas las modificaciones y operaciones, contenidas en los incisos anteriores deberán informarse al Servicio, en el plazo de tres días hábiles contados, en su caso, desde la última formalidad requerida, con el objeto que el Servicio dentro del plazo de 30 días, a partir de esa notificación, resolviere acerca de su mantención, sustitución o complementación.


Artículo 52.- Instrumentos elegibles como garantía y administración. El monto de la garantía, en virtud de las disposiciones de esta ley, deberá ser integrado por los siguientes niveles de instrumentos, de acuerdo a las siguientes categorías:


A.1) Certificados de depósito a la vista, boletas bancarias de garantía a la vista, certificados de depósitos de menos de trescientos sesenta días, carta de crédito stand by emitida por un banco cuya clasificación de riesgo sea a lo menos A o su equivalente.


Los instrumentos señalados precedentemente deberán ser tomados a nombre y favor de la empresa minera, y puestos a disposición del Servicio, debidamente endosados en garantía, cuando corresponda atendida su naturaleza, para caucionar el cumplimiento de la obligación de cierre.


Los instrumentos categoría A.1), que hubieren sido propuestos por la empresa minera, y aprobados por el Servicio, deberán ser entregados en custodia al Deposito Central de Valores, cuando corresponda, o depositarse en una institución financiera autorizada para tales efectos. La administración, renovación, sustitución y reemplazo de los mismos corresponderán a la empresa minera, la que deberá informar al Servicio, su identidad y vigencia, mediante la remisión de copias digitales de los certificados de las instituciones antes descritas, que acrediten, las características y montos de los instrumentos respectivos.


A.2) Instrumentos financieros representativos de captaciones o de deuda comprendidos en el artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, con clasificación de riesgo de a lo menos clase A nacional, o equivalente internacional.


A efectos de acreditar la adquisición y existencia de estos instrumentos en el patrimonio, la empresa minera deberá exhibir copia auténtica de sus balances y estados financieros, auditados por alguna institución de aquellas inscritas en la Superintendencia de Valores y Seguros.


A.3) Otros instrumentos, tales como: cesión del contrato de venta de minerales celebrado con la Empresa Nacional de Minería u otro poder comprador que cumpla los requisitos de suficiencia que determinará el Servicio; prenda sobre el retorno de exportación; fianza solidaria de un socio controlador con clasificación de riesgo de a lo menos clase A nacional, o equivalente internacional, anualmente certificada.


No obstante lo anterior, respecto de los instrumentos A.2 y A.3, las modificaciones en la composición de dichos instrumentos deberán ser informadas al Servicio mensualmente. 


Artículo 53.- Plazo y forma de otorgar y poner a disposición la garantía. El plazo para extender y poner a disposición el monto de la garantía, es el que resulte de aplicar las reglas siguientes:


1. Cuando la vida útil estimada de la faena fuere menor a veinte años, el total de la misma deberá ser puesta a disposición del Servicio, dentro de los dos tercios de esa vida útil estimada.


2. Cuando la vida útil estimada de la faena excediere de veinte años, el total de la misma deberá ser puesta a disposición del Servicio, dentro del plazo de quince años.


La empresa minera comenzará a constituir la garantía a partir del aviso al Servicio del inicio de las operaciones de explotación minera, en conformidad a lo establecido en el artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera.


En el plazo de treinta días contados a partir de esa comunicación, y durante el primer año, deberá constituir una garantía que no podrá ser inferior al veinte por ciento del valor presente del costo total de las medidas de cierre, de acuerdo a las reglas establecidas por este Título. Su composición será equivalente a la señalada en el numeral (1.) del siguiente inciso.


A partir del segundo año de operaciones, la garantía se otorgará en forma proporcional y a prorrata del plazo establecido para constituirla o ponerla a disposición íntegramente. La composición de ésta, será la siguiente:


1. Hasta completar el primer tercio del plazo establecido en el inciso primero del presente artículo de la siguiente forma: Cuarenta por ciento, al menos, en instrumentos A.1; hasta cuarenta por ciento, en instrumentos A.2; y hasta veinte por ciento en instrumentos A.3.


2. Entre el final del primer tercio y hasta completar el segundo tercio, del mismo plazo, de la siguiente forma: sesenta por ciento, al menos en instrumentos A.1; hasta cuarenta por ciento en instrumentos A.2.


3. Entre el final del segundo tercio y hasta completar el plazo total para su constitución o puesta a disposición, la totalidad de la garantía deberá estar compuesta por instrumentos del tipo A.1.


El monto de la garantía deberá ser ajustado en el tiempo, cuando se produzcan actualizaciones del plan de cierre, de acuerdo a las reglas establecidas en el Título V; cambios en los costos de implementación del plan de cierre, cierres progresivos y parciales contemplados en el plan de cierre; otra circunstancia debidamente calificada y fundamentada por el Servicio, según los criterios que se establecerán en el reglamento.


Los ajustes que importen aumentos en el monto de la garantía, de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior, quedarán sujetos al régimen general de constitución de garantías establecidas en el presente Título, y deberán ejecutarse dentro del plazo de treinta días, a partir de su notificación.


Los ingresos por rentabilidad que generen los instrumentos otorgados en garantía incrementarán el monto garantizado.


Artículo 54.- Facultades respecto a la garantía. La idoneidad y suficiencia de la garantía, será calificada en conjunto por el Servicio y la Superintendencia de Valores y Seguros y de acuerdo a la naturaleza de los instrumentos propuestos, quienes podrán delegar dicha función en los organismos técnicos públicos o privados que determinen para tales efectos.

TÍTULO XIV

DE LA ETAPA DE POST CIERRE


Artículo 55.- Creación, Administración y Formación del Fondo. Créase el Fondo para la Gestión de Faenas Mineras Cerradas, adscrito al Servicio, que será administrado en la forma señalada en el presente Título y cuya finalidad será financiar las actividades determinadas de acuerdo a esta ley, para asegurar en el tiempo la estabilidad física y química del lugar en que se ha efectuado un plan de cierre.


El Fondo estará integrado por los aportes de las empresas mineras, en la forma establecida por esta ley, por el producto de las multas que se paguen por infracciones a esta, por las donaciones o asignaciones que le hicieren, y por las erogaciones y subvenciones que obtenga de personas naturales o jurídicas, municipalidades o del Estado.


Las donaciones que se efectúen estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil.


Las funciones del Fondo, se cumplirán mediante licitación de acuerdo a normas objetivas y públicas que contemplen la materia, contenidos, y demás características definidas por esta ley.


El Fondo será administrado por una institución profesional en la administración de activos financieros, acreditada por la Superintendencia de Valores y Seguros, elegida por medio de licitación efectuada por el Servicio. La política de inversiones y sus obligaciones de reporte serán consignadas en el reglamento respectivo.


Artículo 56.- Del deber de aportar al Fondo. Antes del otorgamiento del certificado de cierre final, la empresa minera deberá efectuar un aporte no reembolsable al Fondo, en dinero o en los instrumentos financieros establecidos en el artículo 52, A.1, representativos de los recursos necesarios para financiar las actividades de post cierre de la faena o instalación minera de la forma que establece el inciso siguiente. Para estos efectos el Director podrá autorizar que se libere parte de la garantía para integrar el fondo.


El monto de dichos recursos corresponderá al valor presente del costo total de las medidas de post cierre por el plazo que el plan establezca, incluyendo los costos de administración de contratos con un tercero, y ajustes correspondientes.


Artículo 57.- Efectos del aporte al Fondo. La entrega íntegra de los recursos y la consecuente obtención por parte de la empresa minera del certificado de cierre final a que alude esta ley, liberará a la empresa minera de la responsabilidad por la implementación de las medidas de post cierre.


La ejecución de las medidas de post cierre, serán efectuadas con cargo al Fondo, por el Servicio o quien éste designe, de acuerdo a la ley.


Ejecutadas que fueren las acciones asociadas al post cierre, el Servicio emitirá una resolución fundada que declarará el cumplimiento del mismo.

TÍTULO XVI

OTRAS DISPOSICIONES


Artículo 58.- Provisiones y gastos. La empresa minera podrá provisionar financieramente la cantidad equivalente al monto de la garantía efectivamente constituida en cada uno de los años determinado según la ley por las sumas que correspondan al plan de cierre.


Para efectos de lo establecido en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley 824, de 1974, sólo podrá deducirse como gasto necesario para producir la renta, el monto de la garantía efectivamente constituida.  En este caso, la deducción sólo podrá efectuarse durante el plazo que corresponda al último tercio de la vida útil de la faena minera. La deducción anual autorizada será equivalente al resultado de dividir la garantía efectivamente constituida por la cantidad de años correspondientes al último tercio de vida útil de la faena.  Al término de la vida útil y ejecución del plan de cierre, se harán los ajustes que corresponda para reconocer los gastos efectivamente incurridos por la empresa. Este gasto no será deducible para los efectos de la determinación del Impuesto Específico a la Actividad Minera establecido en la Ley sobre Impuesto a la Renta.


En el evento que se amplíe el plazo de vida útil de la faena minera la diferencia entre los gastos efectivamente incurridos en el plan original y la garantía constituida, debidamente actualizado por la ampliación del plazo de vida útil, deberán agregarse a la renta líquida imponible del año en que se determine la ampliación y deducirse en los periodos tributarios correspondientes de conformidad a lo señalado en el inciso precedente.


Artículo 59.- Crédito fiscal. Dará derecho a crédito fiscal, el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes o contratación de servicios necesarios para la ejecución del plan de cierre de faenas mineras a que se refiere la presente ley.


Las empresas mineras que por cesar en su actividad no puedan recuperar en conformidad a los artículos 23, 28 y 36 del decreto ley N° 825, de 1974, y su Reglamento, el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes y servicios utilizados que sean necesarios para la ejecución del plan de cierre de faenas mineras a que se encuentren obligados, podrán obtener su reembolso dentro de los tres meses siguientes a la aprobación del término de giro de la empresa por parte del Servicio de Impuestos Internos.  Las empresas mineras deberán acreditar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma que éste determine, que el Impuesto al Valor Agregado cuyo reembolso se solicita, corresponde al soportado en la ejecución del plan de cierre de faenas mineras.


Artículo 60.- La presente ley, entrará en vigencia en el plazo de un año luego de su publicación en el Diario Oficial de la República de Chile.


Dentro del plazo de entrada en vigencia de la ley, deberán dictarse los reglamentos necesarios.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.- Las empresas mineras y de hidrocarburos que a la época de entrada en vigencia de esta ley, se encontraren en operación, y quedaren afectas al procedimiento de aplicación general, deberán determinar, otorgar y poner a disposición del Servicio la garantía de su plan de cierre, en la forma que se señala en los artículos siguientes.


Lo anterior no será aplicable a los contratistas de contratos especiales de operación vigentes que se hayan suscrito con el Estado de Chile. Respecto de ellos se mantendrá el régimen de garantías por cierre o abandono establecidas en los respectivos contratos.


El Servicio será competente para fiscalizar el cumplimiento de los planes de cierre o abandono de faenas de hidrocarburos y ejecutar, en caso de incumplimiento, y por cuenta de la misma empresa, la correspondiente garantía. 


Artículo Segundo.- Para efectos de lo establecido en el artículo anterior, la valorización de los planes de cierre aprobados por el Servicio, en virtud del Título X del Reglamento de Seguridad Minera, deberá efectuarse mediante la aprobación ambiental de la fase de cierre del mismo, cuando procediere obtenerla, de acuerdo a las normas de la ley N° 19.300.


El proceso de valorización respecto de la fase de cierre, deberá efectuarse en el plazo de dos años, de manera que integre los aspectos ambientales y sectoriales aprobados por las autoridades competentes.


Artículo Tercero.- Luego de transcurrido el plazo señalado en el artículo precedente o inmediatamente a la entrada en vigencia de esta ley, la empresa minera y de hidrocarburos deberá presentar su Resolución de Calificación Ambiental aprobatoria de la fase de Cierre y el plan de cierre aprobado por el Servicio, en virtud del Título X del Reglamento de Seguridad Minera, en conjunto con la propuesta de valorización que contenga, la determinación circunstanciada del costo de ejecución del plan de cierre, y los instrumentos en que se otorgará la garantía en conformidad a lo establecido en el Título XIII de la ley. El Servicio resolverá sobre esta presentación en el plazo de sesenta días.


Artículo Cuarto.- Aprobada la valorización por el Servicio, la empresa minera y de hidrocarburos, otorgará y pondrá la garantía, a disposición del mismo, a partir del primer día hábil posterior al sexto mes de aprobada esta, en la forma dispuesta en el título XIII de la presente ley.


Artículo Quinto.- En contra de la resolución del Servicio que rechace, o apruebe parcialmente, la solicitud de valorización, procederá recurso de reposición, el que podrá deducirse, dentro del plazo de diez días, contados desde la notificación por carta certificada de dicha resolución.”.

- - -


Por su parte, la Comisión de Hacienda propone las siguientes modificaciones al proyecto de ley despachado por la Comisión de Minería y Energía:

Artículo 28

Inciso primero


Eliminar la siguiente oración: “cuando se efectuare una correcta y oportuna ejecución de las medidas contempladas en el plan de cierre”.

Inciso segundo

Letra a)


Suprimir las palabras “Una vez”, comenzar con mayúscula la palabra “iniciada”, y agregar una coma (“,”) a continuación del sustantivo “cierre”.

Artículo 34


Reemplazar la conjunción “o” por “y”.

Artículo 37

Letra b)


Eliminar la expresión “, a título gratuito u oneroso,”.

Artículo 40


Intercalar la siguiente letra g), nueva: 


“g) No constituir o no poner a disposición del Servicio la garantía de cumplimiento establecida en el Título XIII de la presente ley, en los plazos y forma indicados en dicho Título;”.

Letra g)


Pasó a ser letra h), reemplazada por la siguiente:


“h) Incumplir la obligación de mantener la suficiencia e integridad de la garantía de cumplimiento, establecida en el Título XIII de la presente ley, durante la vida útil de la faena;”.

Artículo 41

Inciso primero


Reemplazar, todas las veces que aparece en el texto, la abreviatura “UTM” por la expresión “unidades tributarias mensuales”.

Letra c)


Sustituirla por la siguiente:


“c) Disponer la constitución y puesta a disposición de la totalidad de la garantía de cumplimiento, en instrumentos tipo A.1, en el plazo de treinta días, y”.

Inciso segundo


Sustituir las expresiones “j) y k)” por “g), k) y l)”.

Artículo 42

Inciso primero


Intercalar entre la palabra sanciones y la coma (“,”) que la sigue, las expresiones: “de las previstas en esta ley”.

- - -



En discusión en particular el proyecto, hace uso de la palabra, en primer término, el señor Ministro de Minería subrogante.


A continuación, intervienen los Honorables Senadores señores Prokurica y Gómez, señoras Allende y Rincón y señores Orpis y Escalona.

- - -



Luego de declarar cerrado el debate, el señor Presidente coloca en votación todas aquellas enmiendas acordadas unánimemente por las Comisiones especializadas, incluidos los artículos 4°, 6°, 7°, 9°, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 22, 23, 24, 26, 27, 28, 31, 33, 37, 38 -salvo su inciso sexto- 41, 44, 45, 46, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 55, 56, 57, 58, 59 y los artículos primero, segundo, tercero y cuarto, transitorios, que revisten el carácter de normas orgánicas constitucionales.



Dichas enmiendas, y las citadas normas, se aprueban con los votos de 29 señores Senadores, de un total de 37 en ejercicio, dándose así cumplimiento al quórum constitucional requerido.



Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -



A continuación, el señor Presidente somete a votación el inciso sexto del artículo 38 del proyecto, de rango orgánico constitucional.



En votación esta norma, de un total de 37 Senadores en ejercicio se verifica el siguiente resultado: por aprobarla, 26 votos; por rechazarla, 3 votos, y 1 abstención.



Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Votan por la negativa los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín Peña y Prokurica.



Se abstiene el Honorable Senador señor Orpis.



Fundamentan su voto a favor los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Chadwick, Girardi, Gómez, Pizarro y Zaldívar.


Fundamentan su voto de rechazo los Honorables Senadores señores Larraín Peña y Prokurica.


En consecuencia, queda aprobada la norma, con el quórum constitucional exigido.



Queda despachado el proyecto en este trámite.

- - -



El texto del proyecto aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- Ámbito de aplicación. El cierre de las faenas de la industria extractiva minera se regirá por esta ley, sin perjuicio de lo establecido en las demás normas que resulten aplicables en los ámbitos específicos de su competencia.


Artículo 2°.- Objeto del plan de cierre. El objeto del plan de cierre de faenas mineras es la integración y ejecución del conjunto de medidas y acciones, destinadas a mitigar los efectos que se derivan del desarrollo de la industria extractiva minera, en los lugares en que ésta se realice, de forma de asegurar la estabilidad física y química de los mismos, en conformidad a la normativa ambiental aplicable, así como el resguardo de la vida, salud y seguridad de las personas, de acuerdo a la ley.


El plan de cierre de las faenas de la industria extractiva minera es parte del ciclo de su vida útil.


El cierre de faenas mineras se planificará e implementará de forma progresiva, durante las diversas etapas de operación de la faena minera, por toda la vida útil.


El plan de cierre de faenas mineras debe ser ejecutado por la empresa minera, antes del término de sus operaciones, de manera tal que al cese de éstas se encuentren implementadas y creadas las condiciones de estabilidad física y química en el lugar que operó la faena.


Artículo 3°.- Definiciones. Para los efectos de esta ley y su reglamento, se entenderá por:


a) Abandono: El acto por el cual la empresa minera cesa las operaciones de una o más faenas o instalaciones mineras, sin cumplir con las obligaciones que le impone esta ley y su reglamento;


b) Área de influencia: el área o espacio geográfico, cuyos componentes ambientales podrían verse afectados luego del cese de las operaciones de la faena o instalación minera, de acuerdo a lo establecido en la ley N°19.300;


c) Cierre Parcial: La etapa de un proyecto minero que corresponde a la ejecución de la totalidad de las medidas y actividades contempladas en el plan de cierre respecto de una instalación o parte de una faena minera, efectuada durante la operación, y cuya implementación íntegra se acredita mediante un certificado otorgado por el Servicio;


d) Cierre Final: La etapa de un proyecto minero que corresponde a la ejecución de todas las medidas y actividades contempladas en el plan de cierre, respecto de la totalidad de instalaciones que conforman una faena minera, efectuado al término de la operación minera y cuya implementación se acreditará mediante un certificado otorgado por el Servicio;


e) Director: El Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería;


f) Empresa Minera: La persona natural o jurídica que a título propio o por cuenta de un tercero, ejecuta operaciones propias de la industria extractiva minera, sujetas a la obligación de cierre de faenas;


g) Estabilidad Física: Situación de seguridad estructural, que mejora la resistencia y disminuye las fuerzas desestabilizadoras, que pueden afectar obras o depósitos de una faena minera, para la cual se utilizan medidas con el fin de evitar fenómenos de falla, colapso o remoción.


Para los efectos de esta ley, se consideran medidas para la estabilización física, aquellas como, la estabilización y perfilamiento de taludes, reforzamiento o sostenimiento de éstos, compactación del depósito y otras que permitan mejorar las condiciones o características geotécnicas que componen las obras o depósitos mineros. La estabilidad física comprende asimismo, el desmantelamiento de las construcciones que adosadas permanentemente a la faena minera la aseguren;


h) Estabilidad Química: Situación de control de las características químicas que presentan los materiales contenidos en las obras, depósitos de una faena minera, cuyo fin es evitar, prevenir o eliminar si fuere necesario, la reacción química que causa acidez, evitando el contacto del agua con los residuos generadores de ácidos que se encuentren en obras y depósitos masivos mineros, tales como depósitos de relaves, botaderos, depósitos de estériles y ripios de lixiviación;


i) Faena minera e industria extractiva minera: Se entenderá por Faena Minera el conjunto de instalaciones y lugares de trabajo de la industria extractiva minera, tales como minas, plantas de tratamiento, fundiciones, refinerías, maestranzas, talleres, casas de fuerza, puertos de embarque de productos mineros, campamentos, bodegas, lugares de acopios, pilas de lixiviación, depósitos de residuos masivos mineros, depósitos de relaves, de estériles, ripios de lixiviación y, en general, la totalidad de las labores, instalaciones y servicios de apoyo e infraestructura que existen respecto a una mina o establecimiento de beneficio para asegurar el funcionamiento de las operaciones mineras.


Para los efectos de esta ley, se considerará industria extractiva minera, el conjunto de actividades relacionadas con la exploración, prospección, extracción, explotación, procesamiento, transporte, acopio, transformación, disposición de sustancias minerales, sus productos y subproductos; las sustancias fósiles e hidrocarburos líquidos o gaseosos, en las condiciones específicas que se señalan en el Título XII. La industria extractiva minera incluirá el conjunto de obras destinadas a abrir; habilitar; desarrollar; instalar; y adosar permanentemente, en su caso, las excavaciones, construcciones, túneles, obras civiles y maquinarias que tengan estrecha relación con las actividades antes señaladas;


j) Garantía: Las obligaciones que se contraen e instrumentos que se otorgan para asegurar el cumplimiento de las cargas que derivan del plan de cierre, de acuerdo a lo establecido en la presente ley;


k) Modificación sustancial del proyecto minero: Para los efectos de esta ley, constituye una modificación sustancial del proyecto, las variaciones que excedan de diez por ciento de la estimación de la vida útil del proyecto minero, sin perjuicio de las que se originaren por cambios importantes de ritmo de explotación, en las tecnologías o diseños de los métodos de explotación, ventilación, fortificación o de tratamiento de minerales determinados, así como nuevos lugares de ubicación, ampliación o forma de depósitos de residuos mineros, producidos por alteraciones en el tipo de roca, leyes o calidad de los minerales, y en general cualquier cambio en las técnicas utilizadas, que envuelven más que una simple ampliación de tratamiento para colmar las capacidades del proyecto;


l) Operación minera: Las actividades que incluyen las fases de exploración, en los casos que se encuentre sometida al sistema de evaluación de impacto ambiental, de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 19.300, y las actividades de prospección, construcción, explotación y beneficio de minerales, de una faena minera;


m) Paralización temporal: El cese transitorio de la operación de una faena minera, el cual podrá ser total o parcial, según afecte instalaciones específicas o al conjunto de instalaciones que constituyen la faena minera;


n) Plan de Cierre: El documento que especifica el conjunto de medidas técnicas y actividades que la empresa minera debe efectuar desde el inicio  de la operación minera, y el programa de detalle conforme al cual deben implementarse, de manera que tienda a prevenir, minimizar o controlar los riesgos y efectos negativos que se puedan generar en la vida e integridad de las personas que se encuentran relacionadas directa e inmediatamente a las mismas, así como mitigar los efectos de la operación minera en los componentes medio ambientales comprometidos, tendientes a asegurar la estabilidad física y química de los lugares en que ésta se realice;


o) Post cierre: Es la etapa que sigue a la ejecución del plan de cierre, que comprende las actividades de monitoreo y verificación de emisiones y efluentes, y en general, el seguimiento y control de todas aquellas condiciones que resultan de la ejecución de las medidas y actividades del plan de cierre, para garantizar en el tiempo la estabilidad física y química del lugar;


p) Servicio: el Servicio Nacional de Geología y Minería, y


q) Vida útil del proyecto minero: Aquel cálculo que se efectúa en función de las reservas demostradas, probadas más probables, certificadas por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 20.235, en relación con los niveles anuales de extracción de mineral.


Artículo 4°.- Carácter sectorial del plan de cierre. La aprobación que realizare el Servicio al plan de cierre, en conformidad a lo dispuesto en la presente ley, constituirá un permiso sectorial para todos los efectos legales.


La empresa minera no podrá iniciar la operación de la faena minera sin contar, previamente, con un plan de cierre aprobado en la forma prescrita en esta ley.

TÍTULO II

AUTORIDAD COMPETENTE


Artículo 5°.- Autoridad competente y funciones. El Servicio es el órgano de la Administración del Estado encargado de revisar y aprobar sectorialmente, los aspectos técnicos de los planes de cierre de faenas mineras y sus actualizaciones, como asimismo, velar por el cumplimiento de las obligaciones de la empresa minera causadas por los planes de cierre aprobados. Tendrá las facultades de supervigilancia y fiscalización que establece la ley.


Al Servicio, le corresponderán las siguientes funciones y atribuciones:


a) Aprobar, en conformidad a la resolución de calificación ambiental, las medidas que serán implementadas y actividades que serán ejecutadas para el cumplimiento de los planes de cierre de faenas mineras y sus modificaciones, de acuerdo a la presentación que hicieren los interesados;


b) Aprobar la valorización del plan de cierre, y la correspondiente cantidad de dinero o monto, que será garantizada durante la vida útil del proyecto minero, supervigilar la suficiencia de los instrumentos otorgados en garantía, autorizar las rebajas que provengan de la ejecución de cierres parciales de faenas mineras, así como, efectuar la liberación de la garantía a medida que se ejecutare el plan de cierre;


c) Elaborar el programa de fiscalización de los planes de cierre aprobados, y fiscalizar su cumplimiento;


d) Disponer o evaluar modificaciones y actualizaciones a los planes de cierre aprobados, de acuerdo con las variaciones que experimenten los proyectos y su vida útil, en los términos del procedimiento establecido en esta ley y su reglamento;


e) Disponer, en caso que las medidas comprometidas en el plan de cierre no fueren ejecutadas o lo fueren de manera imperfecta, las acciones necesarias para que la garantía otorgada se aplique íntegramente a la ejecución del plan de cierre;


f) Ordenar la ejecución de medidas correctivas para los casos de incumplimiento del plan de cierre;


g) Preparar guías metodológicas para la elaboración de los proyectos de planes de cierre simplificados;


h) Verificar las competencias específicas de los auditores de planes de cierre, para los efectos de informar sobre la adecuación y cumplimiento de los mismos, y llevar el Registro correspondiente, de acuerdo con lo que dispone la presente ley y su reglamento;


i) Inspeccionar las faenas o instalaciones mineras a fin de asegurar el cumplimiento de las medidas y actividades comprometidas por la empresa minera, según lo establecido en el plan de cierre, y


j) Aplicar sanciones administrativas, según lo dispuesto en el Título X de esta ley.

TÍTULO III

APROBACIÓN DE LOS PLANES DE CIERRE

Párrafo 1°

Requisitos generales


Artículo 6°.- Plan de Cierre, elaboración, contenidos, objetivos y requisitos formales. Toda empresa minera deberá presentar, para la aprobación del Servicio, un plan de cierre de sus faenas mineras, elaborado en conformidad con la resolución de calificación ambiental que se pronuncie favorablemente sobre el proyecto minero, cuando correspondiere, de acuerdo a la ley N° 19.300.


El plan de cierre contemplará los objetivos propios y adecuados a las características de la faena minera, establecidos en esta ley y el reglamento.


Los requisitos formales para el otorgamiento de esta aprobación, así como, los contenidos técnicos y económicos que deberá contener el plan de cierre son los que se señalan en la presente ley y el reglamento.


Artículo 7°.- Obligatoriedad del plan de cierre. Una vez aprobado, el plan de cierre obliga a la empresa minera a ejecutar íntegramente todas las medidas y actividades contempladas en dicho documento, dentro del plazo fijado, y de la manera y condiciones previstas en el mismo.


Artículo 8°.- Oportunidad de la aprobación del plan de cierre. Todo plan de cierre deberá ser aprobado por el Director previo al inicio de la exploración, explotación de una faena minera o de la operación de un establecimiento de beneficio, según correspondiere.


Artículo 9°.- Elementos del plan de cierre. La empresa minera deberá presentar un plan de cierre que contemplare la totalidad de la faena minera, el que contendrá y especificará todas las medidas y actividades de cierre contempladas. Podrá asimismo, presentar planes de cierre parcial, los que deberán ejecutarse durante la operación minera, de acuerdo a la programación global y de detalle aprobada por el Servicio, de acuerdo a lo dispuesto por esta ley.


Los Planes de Cierre que se sometan a aprobación del Servicio, tendrán carácter público, y se regirán por las disposiciones de la ley N° 20.285.

Párrafo 2°

De los procedimientos de aprobación del plan de cierre


Artículo 10.- Tipos de procedimientos de aprobación. El plan de cierre de faenas mineras, se someterá a aprobación del Servicio, a través del procedimiento de aplicación general o simplificado.


La exploración minera, de la forma establecida en la ley N° 19.300, se sujetará al procedimiento de aprobación simplificado. 


Se sujetará al procedimiento de aplicación general, la empresa minera cuyo fin sea la extracción o beneficio de uno o más yacimientos mineros, y cuya capacidad de extracción de mineral sea superior a diez mil toneladas (10.000 t) mensuales.


Resultará aplicable el procedimiento simplificado, a la empresa minera cuya capacidad de extracción o beneficio de mineral sea igual o inferior a la señalada en el inciso anterior.


Lo dispuesto en el inciso anterior, rige para efectos de esta ley, y no modifica las normas establecidas en la ley N° 19.300, para el ingreso al sistema de evaluación de impacto ambiental.

1. Del procedimiento de aplicación general


Artículo 11.- Efectos del procedimiento de aplicación general. La empresa minera sometida al procedimiento de aplicación general quedará sujeta a la obligación establecida en el Título XIII de esta ley.


Artículo 12.- Pronunciamiento sobre el plan de cierre. El Servicio deberá pronunciarse sobre el plan de cierre de la empresa minera, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de su presentación.


El Servicio podrá solicitar, dentro del plazo de treinta días, las aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, que se estimaren necesarias, o que referidas a información esencial del plan de cierre, sirvieren para complementar o salvar omisiones en su presentación. Las mismas deberán presentarse dentro del término de treinta días. El ejercicio de esta facultad suspenderá el transcurso del plazo legal para pronunciarse.


Cuando la empresa minera hiciere entrega de la información requerida, o dejare transcurrir el plazo sin hacerlo, el Servicio emitirá pronunciamiento en los términos antes señalados.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el Servicio, previa resolución fundada, y atendido los nuevos antecedentes presentados por la empresa minera, podrá ampliar el plazo para pronunciarse sobre el plan de cierre, hasta por diez días.


Artículo 13.- Requisitos del plan de cierre. El plan de cierre deberá, a lo menos, contener los antecedentes y acompañar, los documentos que se señalan a continuación:


a) Individualización completa de la empresa minera, escrituras sociales de constitución, con especificación de su RUT y de su representante legal;


b) Descripción de la faena minera, con indicación de sus instalaciones, sus características, procesos y productos, la enunciación de las áreas que comprende y de los depósitos e insumos que utilizará. De la misma forma deberá considerar los aspectos geológicos y atmosféricos del área en que se encuentra;


c) Resolución de calificación ambiental, aprobatoria, cuando corresponda, de acuerdo a la ley N° 19.300;


d) Informe técnico elaborado y suscrito por una o más Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras de aquellas señaladas en la ley N° 20.235, que se pronuncie acerca de la vida útil del proyecto minero;


e) El conjunto de medidas y actividades propuestas por la empresa minera para obtener la estabilidad física y química del lugar donde se encuentra la faena minera;


f) Una estimación de los costos del plan de cierre propuesto, expresado en unidades de fomento, o el sistema de reajuste fijado por el Banco Central que sustituya a la unidad de fomento, y la programación global y de detalle de ejecución de las medidas de cierre contempladas en él;


g) Un programa y una estimación de costos de las medidas de post cierre, expresado en unidades de fomento, o el sistema de reajuste fijado por el Banco Central que sustituya dicha unidad, y la programación de su ejecución;


h) La cantidad de dinero o monto representativa del costo del plan de cierre que será garantizado, el período por el cual esa caución se otorgará, de acuerdo a la vida útil del proyecto establecida en la forma descrita en la letra d), y los instrumentos que se utilizarán, e 


i) Cualquier otro documento que sirva de fundamento al plan de cierre o de base para su elaboración.


Artículo 14.- Aprobación o rechazo del plan de cierre. El Servicio deberá pronunciarse acerca de los aspectos técnicos del plan de cierre, mediante la dictación de una resolución fundada, de aprobación o rechazo del mismo dentro del plazo legal.


El Servicio podrá requerir a la empresa minera, en el plazo de treinta días a partir de la presentación del plan de cierre, las aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que fueren necesarias. El plazo legal para pronunciarse sobre él, se suspenderá por el tiempo que dure el ejercicio de esta facultad.


El plan de cierre será aprobado cuando cumpla los requisitos establecidos por esta ley y de acuerdo a la resolución de calificación ambiental cuando correspondiere.


Si el Servicio rechazare el plan de cierre, indicará las correcciones, rectificaciones y modificaciones precisas y específicas que estimare procedentes al plan de cierre, a efectos de ajustar el mismo a las medidas técnicas necesarias conforme a la presente ley. Los aspectos que no fueren observados se tendrán por aprobados.


Artículo 15.- Contenido de la resolución aprobatoria del plan de cierre. El Director dictará la resolución aprobatoria de los planes de cierre de faenas mineras presentados por los interesados, la que deberá contener:


a) Identificación de la empresa minera, de la respectiva faena minera y su o sus representantes legales;


b) Mención de la vida útil estimada del proyecto minero;


c) El conjunto de medidas técnicas y actividades comprometidas para la ejecución del plan de cierre, y la programación global de su ejecución, y


d) La estimación de los costos del plan de cierre, que serán garantizados por la empresa minera.

2. Del procedimiento simplificado


Artículo 16.- Presentación del plan de cierre. Las empresas mineras sometidas al procedimiento simplificado, elaborarán su plan de cierre incluyendo en el mismo los antecedentes a que se refieren los literales a), b) y e) del artículo 13, y conforme a las guías metodológicas que preparará el Servicio. Lo anterior, sin perjuicio de la obligación de acompañar al mismo la resolución de calificación ambiental favorable si procediere.


El Servicio pondrá a disposición de los interesados las guías metodológicas que especifiquen los estándares técnicos aplicables a las empresas mineras sometidas a este procedimiento, y que servirán para la elaboración y complementación de los proyectos de planes de cierre simplificado, conforme a lo establecido en la ley.


Artículo 17.- Contenido de la resolución aprobatoria del plan de cierre. La resolución que se pronuncie sobre un plan de cierre de faenas mineras sometidas al procedimiento simplificado, contendrá los siguientes antecedentes:


a) Identificación de la empresa minera y de la respectiva faena o instalaciones como, asimismo, de sus representantes legales;


b) Un listado de las medidas y actividades específicas a que quedará sujeta la ejecución del plan de cierre, y


c) La programación de su ejecución.

TÍTULO IV

AUDITORÍA DE LOS PLANES DE CIERRE

Párrafo 1°

Objetivos


Artículo 18.- De las auditorías periódicas y extraordinarias. Finalidad, periodicidad y elección del auditor. Las empresas mineras que se encontraren sujetas al procedimiento de aplicación general, deberán hacer auditar su plan de cierre cada cinco años, a su costo y de acuerdo al programa de fiscalización que elaborará el Servicio.


El objeto de las auditorías es certificar al Servicio la adecuación y cumplimiento del contenido del plan de cierre y de su actualización, así como la sujeción a su programación de ejecución, de manera de velar por su implementación y avance efectivo en relación al proyecto minero específico.


El Servicio podrá, mediante resolución fundada, ordenar la elaboración de auditorías extraordinarias a costa de la empresa minera, cuando se trate de situaciones graves que relacionadas con la adecuación, modificación o rectificación del plan de cierre requieran mayor nivel de información o se encuentren específicamente asociadas a paralizaciones temporales o cierres parciales. 


La empresa minera podrá presentar al Servicio auditoría voluntaria de su plan de cierre, cuando se produjere una modificación al proyecto minero, que pudiere incidir en la adecuación o modificación del plan de cierre.


Sobre la base del resultado de dichas auditorías, el Servicio podrá ordenar fundadamente la adecuación, cumplimiento parcial o actualización extraordinaria del plan de cierre.


La auditoría será efectuada por aquellos auditores que se encuentren inscritos en el Registro Público de Auditores Externos que llevará el Servicio de conformidad con la presente ley y su reglamento.


La empresa minera tendrá la facultad de elegir el auditor de entre los que figuren en el Registro antes señalado. De igual forma y en caso de auditorías extraordinarias, el Servicio podrá designar de entre los inscritos en el Registro, el auditor competente.


Artículo 19.- Procedimiento y efectos de las auditorías. El Reglamento regulará las normas con arreglo a las cuales se elaborarán los informes técnicos de auditoría. 


El informe que emita el auditor deberá ser entregado al Servicio de acuerdo con el procedimiento que establecerá el reglamento.


La evaluación de los informes que efectúe el Servicio y las eventuales controversias que se generen, a ese respecto, se regirán, en lo no dispuesto en el presente artículo, por la ley N° 19.880.


Con el mérito de los informes de auditoría, presentados por la empresa y los actos que en el ejercicio de sus atribuciones de fiscalización realice el Servicio, procederá a resolver en el plazo de sesenta días contados desde la presentación de la referida auditoría, pronunciándose respecto de las medidas concretas y específicas que deberán adoptarse por la empresa minera en la actualización periódica o extraordinaria del plan de cierre aprobado.

Párrafo 2º

Normas particulares


Artículo 20.- De los auditores y del Registro Público de auditores externos. Podrán desempeñarse para los fines establecidos en este Título, los auditores inscritos en el Registro Público de Auditores Externos que llevará el Servicio, quienes estarán sujetos al cumplimiento de los requisitos exigidos por esta ley y su reglamento.


El Servicio sólo podrá inscribir en el Registro a quienes acrediten cumplir con los siguientes requisitos:


1. Persona natural que cuente con título profesional relacionado con las ciencias vinculadas a la industria minera, entre otros, ingenieros de minas, ingenieros de ejecución en minas o geólogos, y que acreditaren experiencia en el área de a lo menos diez años.


2. Sociedades de profesionales o personas jurídicas constituidas en conformidad a la ley, cuyo objeto contemple la auditoría de planes de cierre de faenas mineras y que fueren participadas o integradas por profesionales que cumplan con los requisitos señalados en el numeral anterior.


En ningún caso podrán efectuar auditorías quienes carezcan de independencia de juicio en relación con las operaciones mineras auditadas debiendo presentar declaración jurada de independencia e imparcialidad.


Para los efectos de la presente ley, se entenderá que carecen de independencia de juicio respecto de una empresa minera auditada, las siguientes personas naturales y jurídicas:


a) Las que personalmente, su cónyuge o parientes por consanguinidad hasta el tercer grado inclusive, tengan o hayan tenido durante los últimos tres años, vínculo ya sea como profesional independiente o bajo subordinación o dependencia, o quienes, en el mismo periodo, hubieren prestado servicios a la empresa minera auditada, o a cualquiera otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, en su caso;


b) Las que directa o indirectamente posean acciones o participaciones sociales en la empresa minera auditada o en cualquier otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, y


c) Las que tengan una relación de negocios significativa, esto es que hayan percibido directa o indirectamente ingresos brutos, derivados de dichas relaciones, por una cantidad superior a 500 unidades de fomento o el equivalente en el sistema de reajuste del Banco Central que sustituya la unidad de fomento, con la empresa minera auditada o cualquiera otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045.


No podrán ser registrados, y serán eliminados del Registro Público de auditores externos quienes se encuentren acusados o hayan sido condenados por delito que merezca pena aflictiva. No serán registradas y serán eliminadas, aquellas sociedades de profesionales o las personas jurídicas en las cuales algún socio o alguno de sus trabajadores, se encuentren acusados o hayan sido condenados por delito que merezca pena aflictiva. Tampoco podrán ser incorporados y serán eliminados del Registro, aquellas sociedades que hayan sido condenadas, de manera grave y reiterada, por práctica antisindical o por infracción a los derechos fundamentales del trabajador o registraren saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social, lo que se acreditará con el correspondiente certificado.


Artículo 21.- Contenido de la solicitud de inscripción en el Registro. Los auditores externos, al solicitar su inscripción en el Registro Público, deberán acompañar en forma conjunta con su solicitud de inscripción, informe que incorpore la descripción específica y detallada de la metodología de trabajo, la que deberá contener a lo menos el desarrollo del plan de auditoría respecto de los contenidos mínimos señalados en las guías metodológicas confeccionadas por el Servicio. Sin perjuicio de lo anterior, todo auditor deberá especificar:


a) Los estándares técnicos a que sujetará su plan de auditoría;


b) Los parámetros de certificación;


c) El procedimiento de control y verificación;


d) La política de confidencialidad y el manejo de la información privilegiada, y


e) La forma de verificar y garantizar la independencia de juicio e idoneidad técnica del personal encargado de la dirección y ejecución de la auditoría externa.

TÍTULO V

ACTUALIZACIÓN DEL PLAN DE CIERRE Y PARALIZACIÓN TEMPORAL DE OPERACIONES

Párrafo 1°

Implementación de ajustes a los planes de cierre


Artículo 22.- De la implementación de actualizaciones del plan de cierre. Todo plan de cierre aprobado por el Servicio deberá ser actualizado durante la operación minera en cuanto a su programación de ejecución, de manera de ser implementado progresiva e íntegramente por la empresa minera o por un tercero por cuenta de ella de acuerdo al avance efectivo del proyecto.


Con el mérito del informe de auditoría y de lo resuelto a su respecto por el Servicio, la empresa minera deberá proceder a la actualización de su plan de cierre.


Las modificaciones a la fase de cierre, que se consignaren en una resolución de calificación ambiental, obligan a la modificación del plan de cierre respectivo, en conformidad a lo establecido en la ley N° 19.300 y el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.


Las actualizaciones de los planes de cierre incluirán, materializarán y concretarán progresivamente, para todos los efectos legales, los objetivos ambientales contenidos en la resolución de calificación ambiental del proyecto para la fase de cierre.


Artículo 23.- Procedimiento de actualización del plan de cierre. Dentro del plazo de noventa días contados desde la notificación de la resolución que se pronuncia respecto de la auditoría del plan de cierre, la empresa minera deberá presentar ante el Servicio el proyecto de actualización de su plan de cierre.


La resolución que se pronuncie sobre el proyecto de actualización, deberá dictarse dentro del plazo de treinta días, contados desde su ingreso al Servicio.


En contra de la resolución que se pronunciare sobre el proyecto de actualización del plan de cierre, procederá recurso de reposición dentro del término de diez días.

Párrafo 2°

De la paralización temporal de operaciones


Artículo 24.- Paralización. Duración y deberes durante la misma. Las empresas mineras podrán paralizar temporalmente sus operaciones mineras. Previo al cese temporal de sus operaciones mineras, deberán obtener la aprobación de un plan de cierre temporal que contenga las medidas destinadas a velar por el adecuado mantenimiento de sus instalaciones y mitigación de los efectos que con ello pudieren causar durante el cese temporal, debiendo mantener vigentes todas las garantías constituidas. 


El proyecto de cierre temporal, deberá especificar el plazo propuesto de paralización, el que no podrá exceder de dos años, así como los detalles de su plan de cierre temporal y de las medidas antes señaladas.


El proyecto de cierre temporal y el plazo de paralización serán autorizados y calificados por resolución debidamente fundada del Director.


Antes del término del plazo de paralización autorizado, la empresa minera podrá solicitar, con causa justificada, la ampliación del mismo hasta por un máximo de tres años adicionales.


Al término del periodo de paralización autorizado, la empresa podrá solicitar al Servicio, por razones calificadas, una ampliación excepcional de la paralización, el que podrá autorizarlo por resolución fundada, previa puesta a disposición del mismo de un monto adicional de garantía equivalente al 30% del total de la garantía, la que deberá ser constituida en instrumentos tipo A.1, cualquiera que fuese la situación que la obligare por aplicación de las reglas establecidas en el Título XIII.  


Si no se efectuare reanudación de la faena en los plazos referidos, y concluidos que fueren los períodos de paralización autorizados, el Servicio procederá conforme a lo dispuesto en el Título XI, con el objeto de hacer efectiva y ejecutar la totalidad de la garantía.


Artículo 25.- Sanción en caso de abandono. Los representantes legales de la empresa minera que, falsamente y a sabiendas, hubieren informado al Servicio sobre la paralización temporal de operaciones, encubriendo un abandono de la faena minera o de ciertas instalaciones de la misma, serán castigados con multa de mil a diez mil unidades tributarias mensuales.

TÍTULO VI

DE LAS SERVIDUMBRES


Artículo 26.- De las servidumbres para la ejecución de los planes de cierre. Los predios superficiales y las concesiones mineras que comprendan o estén comprendidas por una faena minera estarán afectas al gravamen de permitir la ejecución del plan de cierre, conservándose a su respecto las servidumbres que existan al tiempo de la operación minera, incluso hasta después de que ella esté concluida y por todo el tiempo que deba ejecutarse el plan de cierre, pero limitado sólo al área que se requiera para tal ejecución. En caso de no existir dichas servidumbres u otros derechos sobre los predios superficiales o concesiones mineras que permitan ejecutar el plan de cierre a la empresa minera, ésta podrá obtener, en su favor, una servidumbre para tales efectos, quedando ella limitada al área necesaria y con el propósito exclusivo de dar cumplimiento al plan de cierre.


En todo lo no previsto en el presente Título, resultarán aplicables las normas de los artículos 122 a 125 y 234 y 235 del Código de Minería.

TÍTULO VII

DEL CUMPLIMIENTO DEL PLAN DE CIERRE


Artículo 27.- Del cumplimiento del plan de cierre. El plan de cierre deberá ser implementado íntegramente por la empresa minera o por un tercero por cuenta de ella, durante la operación minera.


Implementada la totalidad de las medidas y actividades comprometidas en el plan de cierre en cumplimiento del objeto de esta ley, la empresa minera sometida al procedimiento de aplicación general deberá presentar al Servicio un informe final de auditoría que contendrá una descripción de las obras que permanecerán en el sitio de la faena minera, así como los demás antecedentes que den cuenta del cumplimiento del plan de cierre de acuerdo al procedimiento que se establecerá en el reglamento.


El contenido del informe final de auditoría será revisado por el Servicio, debiendo resolver dentro del plazo de treinta días y según el procedimiento que para estos efectos será establecido en el reglamento.


El Servicio mediante resolución fundada, se pronunciará respecto al cumplimiento de plan de cierre.


Artículo 28.- De la liberación gradual de la garantía. El Servicio, a petición de la empresa minera y a medida que se ejecute el plan de cierre, podrá liberar parte de la garantía otorgada.


Una vez aprobada la solicitud de liberación gradual de la garantía por parte del Servicio, ésta se sujetará a las reglas siguientes:


a) Iniciada la ejecución efectiva del plan de cierre, se podrá liberar hasta el treinta por ciento del valor de la garantía enterada;


b) Luego de ejecutada la totalidad de los hitos significativos y permanentes señalados por la empresa minera en su plan de cierre, se podrá liberar hasta un treinta por ciento adicional del valor de la garantía enterada;


c) El remanente se liberará contra la entrega del certificado de cierre final.


El Reglamento determinará la forma y condiciones a las que se ajustará el procedimiento de liberación gradual.


Artículo 29.- Certificado de cumplimiento del plan de cierre. Ejecutado el plan de cierre conforme al mismo instrumento, incluidas sus actualizaciones, el Servicio emitirá uno o más certificados que acreditarán el cierre de la faena minera de acuerdo con las disposiciones de la presente ley y su reglamento.


Artículo 30.- Tipos de certificado de cumplimiento. El Servicio otorgará dos tipos de certificados de cumplimiento:


a) Certificado de cierre parcial, que se otorgará una vez implementadas las medidas comprometidas en el plan de cierre respecto de una instalación o parte de la faena minera;


b) Certificado de cierre final, que será otorgado una vez que se encuentren ejecutadas la totalidad de las medidas comprometidas en el plan de cierre de la faena minera y se haya materializado el aporte al fondo de post cierre de acuerdo a lo establecido en el Título XIV de la presente ley.


Artículo 31.- Certificados de cierre y garantías. La emisión de los certificados de cierre parcial de instalaciones o partes de una faena minera, facultará a la empresa minera para solicitar la reducción proporcional del monto de la garantía, así como la liberación de los excedentes financieros a prorrata de la garantía liberada, si los hubiere.


La emisión del certificado final importará el fin de la obligación de mantener la garantía vigente. El Servicio ordenará la liberación de la misma, de su saldo y de los excedentes que existieren en el plazo máximo de treinta días.


Artículo 32.- Efectos de los certificados. Los certificados acreditarán el cumplimiento íntegro de los deberes y obligaciones de la empresa minera establecidos en esta ley y su reglamento, respecto de la instalación, grupo de instalaciones o faena a cuyo respecto se otorga, sin perjuicio de las responsabilidades que otras normas legales establezcan.


El que maliciosamente otorgare u obtuviese un certificado de los señalados en el artículo 30 sin cumplir con los requisitos que esta ley exige para su otorgamiento, será sancionado con las penas previstas en los artículos 193 y 196 del Código Penal.

TÍTULO VIII

RESPONSABILIDAD


Artículo 33.- Responsables del cumplimiento del plan de cierre. La empresa minera es responsable del cumplimiento del plan de cierre, ya sea que lo ejecute directamente o por intermedio de terceros.


Artículo 34.- Responsabilidad de los representantes legales. Los representantes legales de la empresa minera y quienes resulten responsables de incumplir la ejecución del plan de cierre, serán sancionados con multa de cien a mil unidades tributarias mensuales.


Artículo 35.- Quiebra de la empresa minera. En caso de quiebra de la empresa minera, el Servicio o quien éste designe participará de las Juntas de Acreedores. El valor del plan de cierre debidamente aprobado por el Servicio, constituirá un crédito de primera clase, de aquellos establecidos en el número noveno del artículo 2472 del Código Civil.


Siempre que ocurra una quiebra que involucre una faena o instalación minera, el Síndico deberá informar de la misma al Director antes de la celebración de la primera Junta de Acreedores.


En todo lo demás se aplicarán las reglas comunes dispuestas en el Libro IV del Código de Comercio.

TÍTULO IX

FISCALIZACIÓN y SUPERVIGILANCIA


Artículo 36.- Fiscalización. Será de competencia exclusiva del Servicio fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de esta ley y de su reglamento, sin perjuicio de las facultades legales de otros órganos de la Administración del Estado dentro del ámbito de sus competencias.


Artículo 37.- Facultades fiscalizadoras. En virtud de las atribuciones conferidas por esta ley, el Servicio podrá:


a) Ingresar a toda faena, instalación o establecimiento asociado a ella, con excepción de aquellos que sean utilizados como vivienda o morada;


b) Realizar todas las inspecciones, exámenes, indagaciones o pruebas técnicas que sean consideradas necesarias para determinar la naturaleza y extensión de los riesgos, existentes o potenciales, sobre la faena a que se refiere el plan de cierre. El Servicio podrá, para estos efectos, contratar servicios de asesores externos especializados;


c) Inspeccionar la implementación de las medidas comprometidas en el plan de cierre que sean necesarias para completar un informe al Director;


d) Ordenar la actualización de los planes de cierre aprobados, de acuerdo a las observaciones e informes elaborados por sus fiscalizadores;


e) Ordenar la ejecución de medidas correctivas, causadas por incumplimientos a la obligación de cierre, en la oportunidad fijada por el Director, de acuerdo al procedimiento establecido en el reglamento.


Artículo 38.- Ejercicio de la fiscalización. Las facultades de fiscalización deberán ser ejercidas de acuerdo al principio de probidad administrativa y con racionalidad.


Los fiscalizadores del Servicio estarán facultados para recabar la información necesaria para el ejercicio de las competencias establecidas en esta ley.


En casos de impactos no previstos en los planes de cierre y a propósito del ejercicio de la facultad contemplada en la letra d) del artículo 37, los fiscalizadores podrán requerir, a costa de la empresa, la realización de los estudios pertinentes. 


Los fiscalizadores del Servicio, están facultados para inspeccionar y evaluar las condiciones de funcionamiento de la totalidad de las instalaciones que formen parte de las faenas mineras, con el objeto de controlar el cumplimiento del plan de cierre.


Para tales efectos, la empresa minera, o quienes actúan en su representación, les facilitarán el acceso a la faena las veces que el Servicio estimare procedente, debiendo proporcionar en forma oportuna la información necesaria a los fines específicos de la fiscalización.


En caso de negativa de acceso a la faena minera, el Director podrá solicitar, previa resolución fundada, el auxilio de la fuerza pública.


Los funcionarios del Servicio tendrán el carácter de ministros de fe, respecto de los hechos que constataren dentro del ámbito de sus competencias y en ejercicio de las facultades fiscalizadoras establecidas en este Título. Para dar fe de los hechos que constataren, en ejercicio de sus facultades, se requerirá la concurrencia a la faena de al menos dos funcionarios del Servicio, quienes deberán autorizar las actas de fiscalización en que consten las correspondientes actuaciones.


Los funcionarios del Servicio deberán guardar reserva de aquellos antecedentes que conocieren en el ejercicio de sus funciones, relativos a los negocios de las personas sujetas a su fiscalización. La infracción a esta obligación podrá ser sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que procediere.

TÍTULO X

INFRACCIONES Y SANCIONES

Párrafo 1°

De las Infracciones a esta Ley


Artículo 39.- Competencia administrativa. El Director será competente para conocer administrativamente y sancionar a quienes incurrieren en las infracciones a la presente ley y su reglamento, resultando aplicable el procedimiento administrativo establecido en la ley N° 19.880.


En contra de las resoluciones del Servicio procederá recurso de reposición, el que podrá deducirse dentro del plazo de diez días contados desde la notificación por carta certificada de la misma.


Toda vez que las infracciones revistan los caracteres de delito, el Director denunciará tales hechos y pondrá los respectivos antecedentes en conocimiento del Ministerio Público.


Artículo 40.- Infracciones. Constituyen infracciones a esta ley y podrán ser objeto de sanción, las siguientes conductas:


a) Aquellas que, por incumplimiento de las obligaciones establecidas en el plan de cierre, causaren como consecuencia directa la muerte o lesión grave de una o más personas;


b) El daño a la propiedad pública o privada que fuere consecuencia directa de la ejecución o falta de implementación del plan de cierre;


c) Abandonar total o parcialmente una faena minera;


d) Entregar información falsa, manifiestamente incompleta u ocultarla en forma tal que pudiere afectar la determinación y ejecución de las obligaciones que establece la presente ley;


e) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en esta ley y su reglamento, con las obligaciones específicas, acciones concretas o parte de las medidas establecidas en el plan de cierre;


f) Iniciar la explotación de faenas mineras sin dar el aviso establecido en el artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera;


g) No constituir o no poner a disposición del Servicio la garantía de cumplimiento establecida en el Título XIII de la presente ley, en los plazos y forma indicados en dicho Título;


h) Incumplir la obligación de mantener la suficiencia e integridad de la garantía de cumplimiento, establecida en el Título XIII de la presente ley, durante la vida útil de la faena;


i) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con las instrucciones establecidas por el Servicio;


j) Resistir o dificultar un acto de fiscalización;


k) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley con la obligación de auditar el plan de cierre e informar al Servicio de las modificaciones sustanciales al proyecto;


l) No presentar, ejecutar o actualizar su plan de cierre cuando procediere de acuerdo a las causales establecidas en la ley, y


m) Impedir o dificultar, mediante vías de hecho, la ejecución de un plan de cierre aprobado por el Servicio.


Artículo 41.- Sanciones. El Servicio, de acuerdo a la naturaleza y gravedad de las infracciones, podrá imponer a quienes incurran en las conductas establecidas en el artículo anterior, las siguientes sanciones:


a) Multas de 10 unidades tributarias mensuales, por cada día de infracción, con un máximo total de 10.000 unidades tributarias mensuales;


b) Suspensiones temporales de operación de faenas e instalaciones mineras;


c) Disponer la constitución y puesta a disposición de la totalidad de la garantía de cumplimiento, en instrumentos tipo A.1, en el plazo de treinta días, y


d) Multa desde 50 unidades tributarias mensuales hasta 300 unidades tributarias mensuales respecto de las infracciones contempladas en las letras a) y b) del artículo anterior. 


La sanción contemplada en la letra c) del presente artículo sólo podrá ser aplicable a las infracciones establecidas en las letras g), k) y l) del artículo anterior.


Artículo 42.- Procesos sancionatorios. Respecto de las resoluciones que establezcan sanciones de las previstas en esta ley, podrá deducirse recurso de reposición en el plazo de diez días ante el Director. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, serán aplicables las disposiciones contempladas en el Capítulo IV de la ley N° 19.880.


La reclamación administrativa interrumpirá el plazo para ejercer la acción judicial a que se refiere el artículo siguiente. Una vez que se notifique el acto que resuelva dicha reclamación administrativa, el plazo volverá a contarse íntegramente, de acuerdo al artículo 54 de la ley N° 19.880.


Artículo 43.- Sanciones pecuniarias. Las multas que esta ley establece, y que corresponda aplicar al Servicio, serán impuestas administrativamente por el Director. El pago de las mismas deberán ser acreditado al Servicio dentro del plazo de diez días contados desde que se notifique la resolución respectiva.


Las resoluciones que impongan multas serán siempre reclamables ante el juzgado de letras competente y aquellas no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación, o ésta no haya sido resuelta. El juicio se sustanciará de acuerdo con las disposiciones del procedimiento sumarísimo a que alude el artículo 235 del Código de Minería.


La multa prescribirá en el plazo de tres años contados desde la notificación de la resolución que la impone y la responsabilidad por infracciones a esta ley se extinguirá en el plazo de tres años.


Los referidos plazos de prescripción se suspenderán desde el momento en que el Servicio inicie la investigación de la que derive la aplicación de la multa respectiva.


El producto de las multas que se apliquen a las empresas mineras pasará a integrar el Fondo a que alude el Título XIV de esta ley.

TITULO XI

DEL INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACION DE CIERRE Y DEL PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIÓN


Artículo 44.- Declaración del incumplimiento. Constituirán causales de incumplimiento de la obligación de cierre de faenas mineras:


1. La falta de implementación de la totalidad de medidas y actividades contempladas en el plan de cierre aprobado, o sus respectivas actualizaciones.


2. La implementación parcial, inadecuada o inoportuna de las medidas de cierre contempladas en el plan aprobado.


En caso que el plan de cierre no fuere implementado íntegra y oportunamente, en conformidad a su programación global y de detalle, el Servicio, mediante resolución fundada, declarará el incumplimiento del plan de cierre.


Si el incumplimiento versare sobre materias cuya calificación estuvieren contenidas en la Resolución de Calificación Ambiental e incidiere en la determinación del incumplimiento total o parcial del Plan de Cierre, el Servicio deberá resolver previa consulta vinculante a la Superintendencia de Medio Ambiente, la que deberá informar dentro del plazo de quince días.


El Servicio resolverá el incumplimiento y notificará dicha resolución a la empresa minera mediante carta certificada.


En contra de la resolución que resuelva el incumplimiento total o parcial del plan de cierre, procederá recurso de reposición, el que deberá deducirse dentro del término de diez días de notificada la referida resolución.


Lo dispuesto en el inciso anterior es sin perjuicio de las sanciones que en ejercicio de sus facultades legales el Servicio imponga.


Respecto de la resolución que rechazare total o parcialmente la reposición deducida por la empresa minera, procederá reclamación ante la Corte de Apelaciones respectiva, en la forma establecida por los artículos siguientes.


Artículo 45.- La empresa minera que estimare que la resolución del Servicio que declare el incumplimiento no se ajusta a la ley o al reglamento, podrá reclamar de la misma, dentro del plazo de diez días hábiles contados desde su notificación, ante la Corte de Apelaciones correspondiente al emplazamiento físico de la faena.


Artículo 46.- La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación al Servicio, notificándolo por oficio y éste dispondrá del plazo de diez días hábiles contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.


Evacuado el traslado por el Servicio, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte de Apelaciones podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes.


La Corte de Apelaciones dictará sentencia dentro del término de quince días. En contra de la resolución de la Corte no procederá recurso alguno.


Si se solicitare orden de no innovar la Corte deberá requerir informe al Servicio dentro del plazo de 24 horas a efectos que el mismo justificare la negativa a su otorgamiento fundado en los riesgos inminentes del daño que éste podría ocasionar a la salud de las personas o al medio ambiente.


Artículo 47.- De la aplicación de la garantía. Determinado que fuere el incumplimiento de la obligación de cierre y no existiendo recurso pendiente en contra de la resolución que lo declarare, corresponderá al Servicio en ejercicio de su mandato legal e irrevocable, realizar las gestiones tendientes a obtener, a través de la garantía, por cuenta y riesgo de la empresa minera, el cumplimiento de la obligación de cierre.


En virtud de lo señalado en el inciso anterior, el Servicio podrá disponer la liquidación de los instrumentos otorgados en garantía por la empresa. Para estos efectos, el Servicio deberá, por cuenta de la empresa minera, celebrar los actos y suscribir los contratos que en derecho correspondan para la ejecución por parte de terceros del plan de cierre.

TITULO XII

DE LOS PLANES DE CIERRE DE FAENAS DE HIDROCARBUROS


Artículo 48.- Del Plan de Cierre de Faenas de Hidrocarburos. Quedarán sujetos a la obligación de presentar plan de cierre de sus faenas, las personas naturales o jurídicas que efectúen exploración, explotación o beneficio de yacimientos de hidrocarburos líquidos o gaseosos, de acuerdo a las reglas establecidas por este Título.


Serán titulares de esta obligación, las personas naturales o jurídicas que fueren concesionarios del respectivo decreto de concesión, contratista en el contrato especial de operación que se haya suscrito con el Estado de Chile, y la Empresa Nacional del Petróleo, cuando ejecutare directamente sus operaciones en el territorio nacional.


Los planes de cierre que deberán ser presentados a la aprobación del Servicio, serán elaborados en conformidad con la resolución de calificación ambiental que se pronuncie favorablemente sobre el proyecto de hidrocarburos líquidos o gaseosos, de acuerdo a la ley N° 19.300.


El plan de cierre contemplará los objetivos propios y adecuados a las características de la faena de hidrocarburos. El reglamento contemplará las especificaciones técnicas a que deberán sujetarse el cierre de las faenas contenidas en este Título.


Los planes de cierre que se formulen para la exploración, explotación y beneficio de hidrocarburos, se sujetarán al procedimiento de aplicación general, y deberán constituir garantía que asegure al Estado el cumplimiento íntegro y oportuno de la obligación de cierre, en la forma establecida por el Título XIII.

TÍTULO XIII

GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO


Artículo 49.- Obligatoriedad y objeto de la garantía. Toda empresa que efectúe operaciones mineras sujetas al procedimiento de aplicación general, deberá constituir garantía que asegure al Estado el cumplimiento íntegro y oportuno de la obligación de cierre establecida en la presente ley.


Constituye objeto de la garantía, el resguardo de la ejecución de la obligación de cierre por parte de la empresa minera, en los términos señalados en el inciso anterior.


La puesta a disposición al Servicio del conjunto de instrumentos que constituyen la garantía, importará el otorgamiento por el solo ministerio de la ley de mandato legal e irrevocable al mismo, para liquidarla, cobrarla y percibirla por cuenta de la empresa, a efectos de aplicarla al cumplimiento íntegro del plan de cierre. Para todos los efectos legales, este mandato tendrá carácter gratuito.


Artículo 50.- Determinación de la garantía. El monto de la garantía será determinado a partir de la estimación periódica del valor presente de los costos de implementación de todas las medidas de cierre, contempladas para el período de operación de la faena hasta al término de su vida útil, así como las medidas de seguimiento y control requeridas para la etapa de post cierre.


El cálculo de la vida útil se efectuará en función de las reservas demostradas, probadas más probables, certificadas por una persona competente en recursos y reservas mineras, lo que se determinará de acuerdo a los niveles anuales de extracción de mineral, y en conformidad a lo establecido en la ley N° 20.235.


La actualización a valor presente considerará la tasa de descuento de los Bonos en Unidades de Fomento publicada por el Banco Central (BCU) de al menos diez años, o el instrumento financiero emitido por dicho Banco que lo reemplace. 


El monto deberá incluir, además, el valor presente de los costos de administración del entero plan de cierre de faenas, ejecutado directamente por la empresa minera o por un tercero contratado al efecto, por la misma, o por el Servicio, en su nombre y representación, de acuerdo con el procedimiento señalado en el presente Título.


Las actualizaciones y ajustes al monto de la garantía, que se produzcan una vez iniciadas las operaciones de explotación, se efectuarán dentro del plazo de treinta días contados desde la notificación de la aprobación de las actualizaciones del plan de cierre, de acuerdo a las reglas establecidas en esta ley y el reglamento.


Artículo 51.- Integridad, estabilidad y suficiencia de la garantía. La empresa minera deberá velar por la integridad, suficiencia y estabilidad de la garantía durante toda la vida útil de la faena.


Toda contingencia que afectare a la empresa, y pudiere afectar los instrumentos otorgados en garantía, deberá ser informada al Servicio, en el plazo de tres días hábiles, a efecto que el mismo, en el plazo de treinta días a partir de esa notificación, resolviere acerca de su mantención, sustitución o complementación.


En el caso de fusiones, transformaciones, divisiones, disoluciones o cualquier otro acto jurídico u operación que implique un cambio total o parcial del dominio, la forma, composición o naturaleza jurídica de la empresa minera sujeta a la obligación de cierre, la misma o la continuadora, seguirá afecta a las obligaciones que se hubieren determinado de acuerdo a la presente ley.


En caso que las operaciones anteriores importaren la enajenación del activo de la empresa minera o la cesión del mismo, a cualquier título a un tercero, le será oponible a éste, la obligación de cierre, así como la de garantía, la que subsistirá de forma indivisible en el adquirente o sucesor, que se considerará la empresa minera, para todos los efectos previstos en la presente ley.


Todas las modificaciones y operaciones, contenidas en los incisos anteriores deberán informarse al Servicio, en el plazo de tres días hábiles contados, en su caso, desde la última formalidad requerida, con el objeto que el Servicio dentro del plazo de 30 días, a partir de esa notificación, resolviere acerca de su mantención, sustitución o complementación.


Artículo 52.- Instrumentos elegibles como garantía y administración. El monto de la garantía, en virtud de las disposiciones de esta ley, deberá ser integrado por los siguientes niveles de instrumentos, de acuerdo a las siguientes categorías:


A.1) Certificados de depósito a la vista, boletas bancarias de garantía a la vista, certificados de depósitos de menos de trescientos sesenta días, carta de crédito stand by emitida por un banco cuya clasificación de riesgo sea a lo menos A o su equivalente.


Los instrumentos señalados precedentemente deberán ser tomados a nombre y favor de la empresa minera, y puestos a disposición del Servicio, debidamente endosados en garantía, cuando corresponda atendida su naturaleza, para caucionar el cumplimiento de la obligación de cierre.


Los instrumentos categoría A.1), que hubieren sido propuestos por la empresa minera, y aprobados por el Servicio, deberán ser entregados en custodia al Deposito Central de Valores, cuando corresponda, o depositarse en una institución financiera autorizada para tales efectos. La administración, renovación, sustitución y reemplazo de los mismos corresponderán a la empresa minera, la que deberá informar al Servicio, su identidad y vigencia, mediante la remisión de copias digitales de los certificados de las instituciones antes descritas, que acrediten, las características y montos de los instrumentos respectivos.


A.2) Instrumentos financieros representativos de captaciones o de deuda comprendidos en el artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, con clasificación de riesgo de a lo menos clase A nacional, o equivalente internacional.


A efectos de acreditar la adquisición y existencia de estos instrumentos en el patrimonio, la empresa minera deberá exhibir copia auténtica de sus balances y estados financieros, auditados por alguna institución de aquellas inscritas en la Superintendencia de Valores y Seguros.


A.3) Otros instrumentos, tales como: cesión del contrato de venta de minerales celebrado con la Empresa Nacional de Minería u otro poder comprador que cumpla los requisitos de suficiencia que determinará el Servicio; prenda sobre el retorno de exportación; fianza solidaria de un socio controlador con clasificación de riesgo de a lo menos clase A nacional, o equivalente internacional, anualmente certificada.


No obstante lo anterior, respecto de los instrumentos A.2 y A.3, las modificaciones en la composición de dichos instrumentos deberán ser informadas al Servicio mensualmente. 


Artículo 53.- Plazo y forma de otorgar y poner a disposición la garantía. El plazo para extender y poner a disposición el monto de la garantía, es el que resulte de aplicar las reglas siguientes:


1. Cuando la vida útil estimada de la faena fuere menor a veinte años, el total de la misma deberá ser puesta a disposición del Servicio, dentro de los dos tercios de esa vida útil estimada.


2. Cuando la vida útil estimada de la faena excediere de veinte años, el total de la misma deberá ser puesta a disposición del Servicio, dentro del plazo de quince años.


La empresa minera comenzará a constituir la garantía a partir del aviso al Servicio del inicio de las operaciones de explotación minera, en conformidad a lo establecido en el artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera.


En el plazo de treinta días contados a partir de esa comunicación, y durante el primer año, deberá constituir una garantía que no podrá ser inferior al veinte por ciento del valor presente del costo total de las medidas de cierre, de acuerdo a las reglas establecidas por este Título. Su composición será equivalente a la señalada en el numeral (1.) del siguiente inciso.


A partir del segundo año de operaciones, la garantía se otorgará en forma proporcional y a prorrata del plazo establecido para constituirla o ponerla a disposición íntegramente. La composición de ésta, será la siguiente:


1. Hasta completar el primer tercio del plazo establecido en el inciso primero del presente artículo de la siguiente forma: Cuarenta por ciento, al menos, en instrumentos A.1; hasta cuarenta por ciento, en instrumentos A.2; y hasta veinte por ciento en instrumentos A.3.


2. Entre el final del primer tercio y hasta completar el segundo tercio, del mismo plazo, de la siguiente forma: sesenta por ciento, al menos en instrumentos A.1; hasta cuarenta por ciento en instrumentos A.2.


3. Entre el final del segundo tercio y hasta completar el plazo total para su constitución o puesta a disposición, la totalidad de la garantía deberá estar compuesta por instrumentos del tipo A.1.


El monto de la garantía deberá ser ajustado en el tiempo, cuando se produzcan actualizaciones del plan de cierre, de acuerdo a las reglas establecidas en el Título V; cambios en los costos de implementación del plan de cierre, cierres progresivos y parciales contemplados en el plan de cierre; otra circunstancia debidamente calificada y fundamentada por el Servicio, según los criterios que se establecerán en el reglamento.


Los ajustes que importen aumentos en el monto de la garantía, de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior, quedarán sujetos al régimen general de constitución de garantías establecidas en el presente Título, y deberán ejecutarse dentro del plazo de treinta días, a partir de su notificación.


Los ingresos por rentabilidad que generen los instrumentos otorgados en garantía incrementarán el monto garantizado.


Artículo 54.- Facultades respecto a la garantía. La idoneidad y suficiencia de la garantía, será calificada en conjunto por el Servicio y la Superintendencia de Valores y Seguros y de acuerdo a la naturaleza de los instrumentos propuestos, quienes podrán delegar dicha función en los organismos técnicos públicos o privados que determinen para tales efectos.

TÍTULO XIV

DE LA ETAPA DE POST CIERRE


Artículo 55.- Creación, Administración y Formación del Fondo. Créase el Fondo para la Gestión de Faenas Mineras Cerradas, adscrito al Servicio, que será administrado en la forma señalada en el presente Título y cuya finalidad será financiar las actividades determinadas de acuerdo a esta ley, para asegurar en el tiempo la estabilidad física y química del lugar en que se ha efectuado un plan de cierre.


El Fondo estará integrado por los aportes de las empresas mineras, en la forma establecida por esta ley, por el producto de las multas que se paguen por infracciones a esta, por las donaciones o asignaciones que le hicieren, y por las erogaciones y subvenciones que obtenga de personas naturales o jurídicas, municipalidades o del Estado.


Las donaciones que se efectúen estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil.


Las funciones del Fondo, se cumplirán mediante licitación de acuerdo a normas objetivas y públicas que contemplen la materia, contenidos, y demás características definidas por esta ley.


El Fondo será administrado por una institución profesional en la administración de activos financieros, acreditada por la Superintendencia de Valores y Seguros, elegida por medio de licitación efectuada por el Servicio. La política de inversiones y sus obligaciones de reporte serán consignadas en el reglamento respectivo.


Artículo 56.- Del deber de aportar al Fondo. Antes del otorgamiento del certificado de cierre final, la empresa minera deberá efectuar un aporte no reembolsable al Fondo, en dinero o en los instrumentos financieros establecidos en el artículo 52, A.1, representativos de los recursos necesarios para financiar las actividades de post cierre de la faena o instalación minera de la forma que establece el inciso siguiente. Para estos efectos el Director podrá autorizar que se libere parte de la garantía para integrar el fondo.


El monto de dichos recursos corresponderá al valor presente del costo total de las medidas de post cierre por el plazo que el plan establezca, incluyendo los costos de administración de contratos con un tercero, y ajustes correspondientes.


Artículo 57.- Efectos del aporte al Fondo. La entrega íntegra de los recursos y la consecuente obtención por parte de la empresa minera del certificado de cierre final a que alude esta ley, liberará a la empresa minera de la responsabilidad por la implementación de las medidas de post cierre.


La ejecución de las medidas de post cierre, serán efectuadas con cargo al Fondo, por el Servicio o quien éste designe, de acuerdo a la ley.


Ejecutadas que fueren las acciones asociadas al post cierre, el Servicio emitirá una resolución fundada que declarará el cumplimiento del mismo.

TÍTULO XVI

OTRAS DISPOSICIONES


Artículo 58.- Provisiones y gastos. La empresa minera podrá provisionar financieramente la cantidad equivalente al monto de la garantía efectivamente constituida en cada uno de los años determinado según la ley por las sumas que correspondan al plan de cierre.


Para efectos de lo establecido en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley 824, de 1974, sólo podrá deducirse como gasto necesario para producir la renta, el monto de la garantía efectivamente constituida.  En este caso, la deducción sólo podrá efectuarse durante el plazo que corresponda al último tercio de la vida útil de la faena minera. La deducción anual autorizada será equivalente al resultado de dividir la garantía efectivamente constituida por la cantidad de años correspondientes al último tercio de vida útil de la faena.  Al término de la vida útil y ejecución del plan de cierre, se harán los ajustes que corresponda para reconocer los gastos efectivamente incurridos por la empresa. Este gasto no será deducible para los efectos de la determinación del Impuesto Específico a la Actividad Minera establecido en la Ley sobre Impuesto a la Renta.


En el evento que se amplíe el plazo de vida útil de la faena minera la diferencia entre los gastos efectivamente incurridos en el plan original y la garantía constituida, debidamente actualizado por la ampliación del plazo de vida útil, deberán agregarse a la renta líquida imponible del año en que se determine la ampliación y deducirse en los periodos tributarios correspondientes de conformidad a lo señalado en el inciso precedente.


Artículo 59.- Crédito fiscal. Dará derecho a crédito fiscal, el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes o contratación de servicios necesarios para la ejecución del plan de cierre de faenas mineras a que se refiere la presente ley.


Las empresas mineras que por cesar en su actividad no puedan recuperar en conformidad a los artículos 23, 28 y 36 del decreto ley N° 825, de 1974, y su Reglamento, el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes y servicios utilizados que sean necesarios para la ejecución del plan de cierre de faenas mineras a que se encuentren obligados, podrán obtener su reembolso dentro de los tres meses siguientes a la aprobación del término de giro de la empresa por parte del Servicio de Impuestos Internos.  Las empresas mineras deberán acreditar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma que éste determine, que el Impuesto al Valor Agregado cuyo reembolso se solicita, corresponde al soportado en la ejecución del plan de cierre de faenas mineras.


Artículo 60.- La presente ley, entrará en vigencia en el plazo de un año luego de su publicación en el Diario Oficial de la República de Chile.


Dentro del plazo de entrada en vigencia de la ley, deberán dictarse los reglamentos necesarios.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.- Las empresas mineras y de hidrocarburos que a la época de entrada en vigencia de esta ley, se encontraren en operación, y quedaren afectas al procedimiento de aplicación general, deberán determinar, otorgar y poner a disposición del Servicio la garantía de su plan de cierre, en la forma que se señala en los artículos siguientes.


Lo anterior no será aplicable a los contratistas de contratos especiales de operación vigentes que se hayan suscrito con el Estado de Chile. Respecto de ellos se mantendrá el régimen de garantías por cierre o abandono establecidas en los respectivos contratos.


El Servicio será competente para fiscalizar el cumplimiento de los planes de cierre o abandono de faenas de hidrocarburos y ejecutar, en caso de incumplimiento, y por cuenta de la misma empresa, la correspondiente garantía. 


Artículo Segundo.- Para efectos de lo establecido en el artículo anterior, la valorización de los planes de cierre aprobados por el Servicio, en virtud del Título X del Reglamento de Seguridad Minera, deberá efectuarse mediante la aprobación ambiental de la fase de cierre del mismo, cuando procediere obtenerla, de acuerdo a las normas de la ley N° 19.300.


El proceso de valorización respecto de la fase de cierre, deberá efectuarse en el plazo de dos años, de manera que integre los aspectos ambientales y sectoriales aprobados por las autoridades competentes.


Artículo Tercero.- Luego de transcurrido el plazo señalado en el artículo precedente o inmediatamente a la entrada en vigencia de esta ley, la empresa minera y de hidrocarburos deberá presentar su Resolución de Calificación Ambiental aprobatoria de la fase de Cierre y el plan de cierre aprobado por el Servicio, en virtud del Título X del Reglamento de Seguridad Minera, en conjunto con la propuesta de valorización que contenga, la determinación circunstanciada del costo de ejecución del plan de cierre, y los instrumentos en que se otorgará la garantía en conformidad a lo establecido en el Título XIII de la ley. El Servicio resolverá sobre esta presentación en el plazo de sesenta días.


Artículo Cuarto.- Aprobada la valorización por el Servicio, la empresa minera y de hidrocarburos, otorgará y pondrá la garantía, a disposición del mismo, a partir del primer día hábil posterior al sexto mes de aprobada esta, en la forma dispuesta en el título XIII de la presente ley.


Artículo Quinto.- En contra de la resolución del Servicio que rechace, o apruebe parcialmente, la solicitud de valorización, procederá recurso de reposición, el que podrá deducirse, dentro del plazo de diez días, contados desde la notificación por carta certificada de dicha resolución.”.

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los sectores medios, con segundo informe de la 

Comisión de Vivienda y Urbanismo


El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los sectores medios, con segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 7.320-14.


Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 12 de enero.


La Comisión deja constancia de que se presentó una sola indicación para sustituir el artículo único, la que fue aprobada por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Letelier, Tuma y Uriarte.



Al finalizar hace presente que en la última sesión ordinaria el Comité Partido Socialista solicitó segunda discusión de este proyecto.

- - -



En su segundo informe, la Comisión de Vivienda y Urbanismo propone la siguiente modificación al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo único


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo único.- Los copropietarios de aquellos condominios cuyas propiedades fueron declaradas inhabitables como consecuencia del terremoto y maremoto de 27 de febrero de 2010, podrán adoptar los acuerdos a que se refieren los números 1 a 7 del artículo 17 de la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, por la mayoría absoluta de los derechos del condominio, quórum que también será suficiente para la constitución de la respectiva asamblea, tanto en primera como en segunda citación. Lo anterior también será aplicable respecto de aquellas presentaciones de naturaleza administrativa que digan relación con la liquidación de los seguros comprometidos sobre los bienes comunes. Para acreditar estos quórum bastará el acta suscrita por todos los copropietarios asistentes a la asamblea que se cite al efecto, protocolizada ante notario.


Esta ley tendrá una vigencia de tres años, contados desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

- - -



El señor Secretario General advierte que, en su momento, los Honorables Senadores señores Pérez Varela, Novoa y Quintana, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento, pidieron dividir la votación del inciso primero del artículo único del proyecto, de manera de analizar separadamente la oración que hace aplicable la exigencia de quórum de mayoría absoluta de copropietarios a las presentaciones de naturaleza administrativa referidas a la liquidación de los seguros comprometidos sobre los bienes comunes.



Precisa que dicho planteamiento se funda en que, a juicio de los citados Senadores, no sería conveniente esa solución porque elevaría innecesariamente el quórum para adoptar acuerdos entre los copropietarios tratándose de asuntos meramente administrativos, para los cuales sería suficiente la mayoría simple.

- - -



En mérito de lo expuesto, el señor Presidente somete a votación, en primer término, el artículo sustitutivo propuesto por la Comisión de Vivienda y Urbanismo, con excepción de la oración relativa al quórum para adoptar acuerdos sobre asuntos administrativos.



Este artículo se aprueba por unanimidad.

- - -



Acto seguido, el señor Presidente pone en votación la oración contenida en el inciso primero del artículo único del proyecto, que reza: “Lo anterior también será aplicable respecto de aquellas presentaciones de naturaleza administrativa que digan relación con la liquidación de los seguros comprometidos sobre los bienes comunes.”.



Esta oración se rechaza por 23 votos en contra de los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Gómez, Horvath, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinta, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Queda despachado este asunto.

- - -



El texto del proyecto aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Los copropietarios de aquellos condominios cuyas propiedades fueron declaradas inhabitables como consecuencia del terremoto y maremoto de 27 de febrero de 2010, podrán adoptar los acuerdos a que se refieren los números 1 a 7 del artículo 17 de la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, por la mayoría absoluta de los derechos del condominio, quórum que también será suficiente para la constitución de la respectiva asamblea, tanto en primera como en segunda citación. Para acreditar este quórum bastará el acta suscrita por todos los copropietarios asistentes a la asamblea que se cite al efecto, protocolizada ante notario.


Esta ley tendrá una vigencia de tres años, contados desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

_______________



A continuación, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

HOMENAJES

Homenaje en conmemoración de los 60 años de la 

Federación de Trabajadores del Cobre



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



En primer término, el señor Presidente saluda a los dirigentes de la Federación de Trabajadores del Cobre presentes en las tribunas y agradece su asistencia.



Enseguida, otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Allende, señor Prokurica, señora Rincón y señor Gómez, quienes se refieren a la historia de esta organización sindical y sus principales logros laborales.

- - -

Homenaje del Honorable Senador señor Chahuán al señor Juan Antonio Torres, histórico dirigente 

de los jubilados, recientemente fallecido



El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



Luego, concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Chahuán y Horvath, quienes hacen presente aspectos relativos a la trayectoria personal y política del homenajeado.



Al finalizar, el señor Presidente hace extensivo el saludo de la Mesa del Senado a la familia del señor Torres.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Rincón y señores, Cantero, Horvath y Navarro, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE DEFINE EL DESCARTE DE ESPECIES HIDROBIOLÓGICAS Y ESTABLECE MEDIDAS DE CONTROL Y SANCIONES PARA QUIENES INCURRAN EN ESTA PRÁCTICA EN LAS FAENAS DE PESCA

(3777-03)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra emitir un segundo informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional e iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath y Baldo Prokurica y del ex Senador señor José Ruiz de Giorgio.


A las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto concurrieron, además de sus miembros, la señora Catalina Gallardo y el señor Mario Acevedo, abogada y asesor pesquero de la Subsecretaría de Pesca, respectivamente.
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento de la Corporación, se deja constancia de lo siguiente:


1. Artículos y numerales del proyecto aprobado en general que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: los numerales 3; 5; 6; 7 y 8 del artículo 1° y el artículo 2° con sus dos numerales.


2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: la signada con el número 7.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: la signada con el número 4.


4.- Indicaciones rechazadas: las signadas con los números 1; 2; 5; 6 y 8.


5.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hay.

6.- Indicaciones retiradas: la signada con el número 3.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que los incisos segundo y tercero del número 26 bis) que el numeral 1 del artículo 1° del proyecto incorpora al artículo 2° de la Ley General de Pesca y el artículo 64 F que también se agrega a dicho cuerpo legal, de aprobarse, deben serlo con rango de ley de quórum calificado, pues declaran de carácter reservado la información que se obtenga para fines de conservación de los recursos hidrobiológicos.

CONTENIDO Y DISCUSIÓN DE LAS INDICACIONES


La indicación N° 1, del Honorable Senador señor Navarro propone intercalar en la denominación del proyecto, a continuación de la palabra “hidrobiológicas” la frase “la pesca incidental no declarada”, precedida de una coma (,).


(El proyecto se denomina “Proyecto de ley que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca.”.)


La Comisión estuvo por rechazar esta indicación en consideración a que las palabras propuestas son similares en sus efectos a las expresiones “fauna acompañante”, fórmula ya arraigada en la terminología de la legislación pesquera, razón por la cual se estimó conveniente no innovar en esta materia.


Por la razón precedente, esta indicación fue rechazada con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Horvath.

Artículo 1°

N° 1


Este precepto aprobado en general introduce diversas enmiendas a la Ley General de Pesca.


Su numeral 1 modifica el artículo 2° de ese cuerpo legal que contiene definiciones de las palabras que éste emplea.


En la indicación N° 2, el Honorable Senador señor Navarro sugiere incorporar un numeral 15 a), nuevo, que define la pesca incidental como las especies capturadas como efecto tecnológico del arte, que no constituyen objetivo de pesca comercial.


En correspondencia con lo actuado por la Comisión respecto de la indicación N° 1, y por las mismas razones, esta indicación fue rechazada con la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Horvath.

N° 2


El N° 2 del artículo 1° del proyecto aprobado en general incorpora un nuevo párrafo 1° bis al Título II de la Ley de Pesca, denominado “Del descarte de especies hidrobiológicas”.


El inciso primero del artículo 7° A, que encabeza este nuevo párrafo prescribe, en su inciso primero, que la Subsecretaría (de Pesca) aprobará para una o más especies objetivo y fauna acompañante un programa de investigación con el fin de reunir antecedentes técnicos sobre el descarte de estas especies, el cual comprenderá la cuantificación del mismo (el descarte), la determinación de sus causas, la forma cómo se practica y los medios por los cuales se dejará constancia de esta información.


En la indicación N° 3, el Honorable Senador señora Arancibia incorpora, a continuación de la norma descrita, un precepto que dispone que al programa corresponderá un análisis de las medidas de administración y conservación vigentes para esa especie y su fauna acompañante, de modo de poder determinar si ellas inducen o no al descarte.


Esta indicación fue retirada por su autor.


El artículo 7° B del nuevo párrafo que se propone agregar a la Ley de Pesca permite el descarte de la especie objetivo y su fauna acompañante, cualquiera sea su régimen de acceso, siempre que se cumplan las siguientes condiciones:


a) Que se hayan reunido antecedentes técnicos suficientes del descarte de acuerdo a un programa de investigación; 


b) Que se mantenga en ejecución el mencionado programa de investigación;


c) Que se haya fijado una cuota global de captura para la especie objetivo; 


d) Que en el informe técnico en que se proponga la cuota global se haya descontado el descarte;


e) Que la especie objetivo y su fauna acompañante se encuentren sometidas a un Plan de Reducción del Descarte;


f) Que el descarte no afecte la conservación de la especie objetivo.


Agrega, en un inciso final, que la Subsecretaría establecerá anualmente, mediante resolución fundada y previo informe técnico, la nómina de las especies objetivos y su fauna acompañante que cumplan con los requisitos mencionados.


La indicación N° 4, de autoría del Honorable Senador señor Arancibia, propone reemplazar el artículo 7° B descrito por otro que se refiere solamente al contenido del plan de reducción del descarte, esto es:


1) Una recomendación de las medidas de administración y conservación que deban adoptarse y los medios tecnológicos de las artes y aparejos de pesca para reducir el descarte;


2) Si la especie de que se trata está sometida a cuota global de captura, el informe técnico respectivo habrá de descontar la mortalidad por descarte;


3) El establecimiento de un programa de seguimiento e investigación del plan;


4) El establecimiento de porcentajes de captura que podrán descartarse de la especie objetivo y de la fauna acompañante.


El inciso final de este texto sustitutivo prevé que el plan será aprobado por resolución de la Subsecretaría con consulta a los Consejos Zonales y Nacional de Pesca y tendrá una vigencia de tres años.


Como quiera que se estimó conveniente mantener la redacción primitiva del artículo 7° B aprobado en general, la indicación transcrita se aprobó subsumida con otra redacción en la que participaron también los representantes del Ejecutivo, que mantiene su contenido esencial, en la siguiente forma:


1) Se intercalaron sus conceptos como incisos cuarto y quinto del artículo 7° A, es decir, a continuación del precepto de dicho artículo que obliga someter a la especie objetivo y a su fauna acompañante a un plan de reducción del descarte.


2) Se consignaron como elementos del contenido del plan de reducción las medidas de administración y conservación y los medios tecnológicos necesarios para reducir el descarte; un programa de monitoreo y seguimiento del plan; una evaluación de las medidas adoptadas para reducir el descarte y un programa de capacitación y difusión.


3) Se agregó como inciso quinto una norma que permite incluir en el plan de reducción un código de buenas prácticas en las operaciones de pesca como medida de investigación complementaria.


La indicación, así enmendada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Horvath.

N° 4


Este numeral del artículo 1° del proyecto incorpora dos nuevos artículos a la Ley de Pesca signados como artículos 64 E y 64 F.


El primero obliga a los armadores de las naves a que se refiere el artículo 64 B (naves industriales matriculadas en Chile que operen en aguas jurisdiccionales; naves matriculadas en Chile que operen en aguas no jurisdiccionales; naves matriculadas o no en Chile que realicen pesca de investigación dentro o fuera de las aguas jurisdiccionales; buques fábrica que operen en aguas jurisdiccionales o en alta mar, y naves pesqueras o buques fábrica de pabellón extranjero autorizados a recalar en puertos nacionales) a instalar a bordo un dispositivo de registro de imágenes que permita detectar y registrar acciones de descarte a bordo, facultándose al Servicio Nacional de Pesca para requerir la información registrada.


Agrega que la instalación y la mantención del dispositivo y la recopilación y procesamiento de las imágenes serán de cargo del armador.


En otro inciso previene que será materia del reglamento establecer la forma y condiciones de aplicación de las exigencias de este artículo y de los resguardos que eviten la manipulación del dispositivo.


Finalmente, faculta a la Subsecretaría para requerir la información del dispositivo y exime a las naves artesanales de la obligación de portarlo.


El nuevo artículo 64 F declara de carácter reservado las imágenes del dispositivo y sanciona su sustracción o divulgación con las penas de los artículos 242 ó 247 del Código Penal, según corresponda. (Reclusión menor en su grado mínimo a máximo y multa de entre seis a veinte unidades tributarias mensuales).


Enseguida, le da el valor de plena prueba a la información certificada por el Servicio Nacional de Pesca y declara que cuando esa información constituya un medio de prueba no revestirá tal carácter.


En la indicación N° 5, los Honorables Senadores señores Arancibia, Chadwick, Coloma, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Romero, proponen suprimir ambos preceptos, y en la indicación N° 6, el Honorable Senador señor Navarro sugiere eliminar el artículo 64 F.


El Honorable Senador señor Arancibia, a propósito de esta indicación, señaló que la elaboración de un plan que contenga las medidas para evitar el descarte hace innecesarias las propuestas normativas contenidas en los artículos 64 E y 64 F, salvo que el plan sugiera la instalación de posicionadores satelitales.


Por ello, afirmó, es menester contar con el plan y luego ejecutar las medidas pertinentes para evitar el descarte; es decir, establecer de manera clara que una de las medidas que deberá contener el mencionado plan será la de fiscalizar la operación de pesca y su descarte por los medios pertinentes, pero no en este momento, sino una vez que dicho informe haya sido elaborado.


El Honorable Senador señor Horvath manifestó que es necesario que los buques tengan dispositivos que permitan observar las faenas a bordo, puesto que esa es la única forma que permite contar con antecedentes ciertos para una efectiva investigación.


Por su parte, la señora Catalina Gallardo, asesora jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señaló que estas normas tienen carácter fiscalizador para verificar los antecedentes exigidos por la ley, pues el otro medio está constituido por los “observadores a bordo”, quienes no tienen facultades fiscalizadoras. Por tal razón, manifestó que no conviene suprimir estos preceptos que facilitan la tarea de monitorear el cumplimiento de la ley.


Puesta en votación la indicación N° 5, se rechazó con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Avila y Horvath, y el voto a favor del Honorable Senador señor Arancibia.


Con la misma votación, se rechazó la indicación N° 6.

Artículo transitorio


Esta disposición del proyecto en informe dispone que en el plazo de dos años contados desde la publicación de esta ley se dictará un programa de investigación de conformidad con el artículo 7° A y el reglamento a que se refiere el artículo 64 E.


Expresa, a continuación, que mientras no se dicte el referido reglamento, se suspenderán las obligaciones dispuestas en los artículos 64 E y 64 F (el dispositivo de registro de imágenes) y la aplicación de la pena por infracción al artículo 111 B (previene que el armador de una nave industrial que opere sin el dispositivo o este es defectuoso, será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, y al capitán de la nave infractora con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales).


En la indicación N° 7, el Honorable Senador señor Arancibia propone sustituir en el inciso primero de este artículo transitorio las expresiones “En el plazo” por “Dentro del plazo”, indicación que fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Horvath.

La indicación N° 8, también de autoría del Honorable Senador señor Arancibia, sugiere la supresión de los incisos segundo y tercero de este artículo. (El que dispone que en el plazo de dos años se dictará el reglamento a que se refiere el artículo 64 E y el que suspende las obligaciones de los artículos 64 E y 64 F y la infracción del artículo 111 B).


Esta indicación fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Avila y Horvath, en correspondencia con lo actuado respecto de las indicaciones N°s. 5 y 6. Votó por su aprobación el Honorable Senador señor Arancibia.

- - -


En virtud de la relación precedente, esta Comisión tiene a honra someter a la consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°

N° 2


Intercalar en el artículo 7° A del Párrafo 1° bis “Del Descarte de Especies Hidrobiológicas” que se propone incorporar a la Ley General de Pesca, los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso cuarto y final a ser inciso sexto:


“El Plan de Reducción del Descarte deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:


a) Las medidas de administración y conservación y los medios tecnológicos necesarios para reducir el descarte.


b) Un programa de monitoreo y seguimiento del plan.


c) Una evaluación de las medidas adoptadas para reducir el descarte.


d) Un programa de capacitación y difusión.


El plan de reducción podrá considerar un código de buenas prácticas en las operaciones de pesca como medida de mitigación complementaria.”.

(Unanimidad 3x0).

Artículo Transitorio


Sustituir en el inciso primero del artículo transitorio del proyecto las expresiones “En el plazo” por “Dentro del plazo”.

(Unanimidad 3x0).

- - -


En consecuencia y conforme a la relación precedente, el proyecto de ley queda como sigue:


PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el Decreto Supremo Nº 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción y sus modificaciones posteriores:


1. Introdúcense las siguientes enmiendas a su artículo 2º:


a) Sustitúyese el Nº 14 bis) por el siguiente:


“14 bis) Descarte: Es la acción de devolver al mar especies hidrobiológicas capturadas.”.


b) Intercálase el siguiente número 26 bis):


“26 bis) Observador científico: persona natural designada por la Subsecretaría de Pesca encargada de la observación y recopilación de datos a bordo de naves pesqueras o en plantas de proceso para la investigación con fines de conservación y administración de los recursos hidrobiológicos y la ordenación de la actividad pesquera. 


Los datos sin procesar o agregar, obtenidos por los observadores científicos tendrán el carácter de reservados. No obstante, el armador y el gerente o administrador de la planta de proceso, o quienes éstos designen, podrán solicitar copia de los datos recopilados a bordo de sus naves o plantas.


La recopilación de datos en ningún caso incluirá la individualización de las naves ni de los armadores, los cuales deberán ser codificados para estos efectos.


El observador científico no tendrá bajo ningún respecto el carácter de inspector, fiscalizador, ministro de fe, certificador o verificador de capturas quedando limitadas sus funciones a las expresadas en el presente numeral.”. 


2. Incorpórase el siguiente Párrafo 1º bis al Título II:

“PÁRRAFO 1° BIS

DEL DESCARTE DE ESPECIES HIDROBIOLÓGICAS


Artículo 7º A.- La Subsecretaría, mediante resolución y previo informe técnico, aprobará, para una o más especies objetivo y su fauna acompañante, un programa de investigación destinado a recopilar antecedentes técnicos de su descarte, el que deberá comprender a lo menos la cuantificación del mismo, la determinación de sus causas, la forma en que éste se realiza y los medios a través de los cuales se dejará constancia de esta información. Tratándose de pesquerías con participación de la flota industrial, el programa deberá considerar a lo menos la información biológica-pesquera recopilada por los observadores científicos designados por la Subsecretaría de Pesca en conformidad con el artículo 19 de la Ley Nº 19.713.


El programa tendrá una duración no inferior a dos años y deberá incluir una propuesta de las medidas orientadas a la disminución del descarte.


En el plazo máximo de cinco años de ejecución del programa de investigación, la Subsecretaría de Pesca deberá establecer un Plan de Reducción del Descarte.


El Plan de Reducción del Descarte deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:


a) Las medidas de administración y conservación y los medios tecnológicos necesarios para reducir el descarte.


b) Un programa de monitoreo y seguimiento del plan.


c) Una evaluación de las medidas adoptadas para reducir el descarte.


d) Un programa de capacitación y difusión.


El plan de reducción podrá considerar un código de buenas prácticas en las operaciones de pesca como medida de mitigación complementaria.


La Subsecretaría de Pesca, establecerá anualmente, mediante resolución fundada, la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante que se encuentren sometidas al programa de investigación a que se refiere este artículo.


Artículo 7° B.- El descarte de individuos de una especie objetivo, cualquiera sea su régimen de acceso, y su fauna acompañante, podrá realizarse siempre que se cumplan los siguientes requisitos:


a) Que se hayan recopilado antecedentes técnicos suficientes del descarte, de acuerdo a un programa de investigación, ejecutado de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior. 


b) Que se mantenga en ejecución el programa de investigación señalado en la letra a).


c) Que sea haya fijado una cuota global anual de captura para la especie objetivo. 


d) Que en el informe técnico que propone la cuota de captura se haya descontado el descarte.


e) Que la especie objetivo y su fauna acompañante se encuentren sometidas a un Plan de Reducción del Descarte.


f) Que el descarte no afecte la conservación de la especie objetivo.


La Subsecretaría de Pesca, establecerá anualmente, mediante resolución fundada, y previo informe técnico, la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante que cumplan con los requisitos antes señalados.


Artículo 7° C.- El descarte de especies objetivo sometidas a la regulación del artículo anterior, no se imputará a la cuota global anual de captura respectiva. 


Artículo 7° D.- Será obligatoria la devolución al mar de mamíferos marinos, reptiles, pingüinos y otras aves marinas. Asimismo, será obligatoria la devolución de ejemplares de una especie hidrobiológica, en los casos en que así lo disponga expresamente la medida de administración vigente.


La Subsecretaría establecerá, mediante resolución y previo informe técnico, la nómina de especies que se encuentren en los casos previstos en el presente artículo.


Artículo 7° E.- Sin perjuicio de las normas de este párrafo, se deberá dar cumplimiento a las medidas de administración establecidas de conformidad con la normativa vigente.”.


3. Incorpórase el siguiente artículo 63 A:


“Artículo 63 A: Los armadores pesqueros industriales o artesanales deberán informar, en los términos establecidos en el artículo anterior, el descarte de especies sometido a las disposiciones del Párrafo 1º bis del Título II de esta ley.”.


4. Agréganse los siguientes artículos 64 E y 64 F:


“Artículo 64 E.- Los armadores de naves pesqueras a que se refiere el artículo 64 B, deberán instalar a bordo y mantener en funcionamiento, durante todo el viaje de pesca, un dispositivo de registro de imágenes que permita detectar y registrar toda acción de descarte que pueda ocurrir a bordo.


El Servicio Nacional de Pesca podrá requerir la entrega de la información registrada desde las naves pesqueras, en ejercicio de su función fiscalizadora.


La instalación y mantención del dispositivo de registro de imágenes serán de cargo del armador. Asimismo, la recopilación y procesamiento de las imágenes podrá efectuarse por el Servicio o por entidades externas. En este último caso también serán de cargo del armador.


Este sistema deberá guardar relación en sus costos de instalación y operación con los que signifiquen los objetivos de protección de los recursos hidrobiológicos respectivos.


La forma, requisitos y condiciones de aplicación de las exigencias establecidas en este artículo, así como los resguardos necesarios que eviten la manipulación e interferencia del funcionamiento de los dispositivos, serán determinados en el reglamento. El Servicio acreditará, directamente o a través de entidades externas, el cumplimiento de los requisitos establecidos en el reglamento.


La Subsecretaría de Pesca podrá requerir la información de que trata este artículo para fines de administración y manejo de los recursos hidrobiológicos.


Quedarán excluidas de la obligación a que se refiere el presente artículo las embarcaciones artesanales.


Artículo 64 F.- Las imágenes que registre el dispositivo a que se refiere el artículo 64 E, tendrán el carácter de reservado. Su destrucción, sustracción o divulgación será sancionada con las penas señaladas en los artículos 242 o 247 del Código Penal, según corresponda.


La información que genere el dispositivo de registro de imágenes, certificada por el Servicio Nacional de Pesca, en su caso, tendrá el carácter de instrumento público y constituirá plena prueba para acreditar infracciones a la normativa pesquera. La información, en este caso, no revestirá el carácter de reservada y su publicidad quedará sometida a las normas generales que regulan el procedimiento administrativo o judicial, según corresponda.”.


5. Suprímese en la letra g) del artículo 110 la frase “o desechadas al mar”.


6. Agréganse los siguientes artículos 111 A y 111 B:


“Artículo 111 A.- El armador de la nave industrial o embarcación artesanal que realice descarte que no corresponda a los casos previstos en el Párrafo 1° Bis del Título II de esta ley, será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales. En el caso que se trate de especies sometidas a la medida de administración límite máximo de captura por armador, se aplicará la sanción administrativa establecida en el artículo 12 de la ley N° 19.713. 


En el caso del inciso anterior, el capitán o patrón de la nave pesquera industrial en que se hubiere cometido la infracción, será sancionado personalmente con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, y el patrón de la embarcación artesanal, con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.


Artículo 111 B.- El armador de una nave pesquera industrial que haya operado sin mantener en funcionamiento el dispositivo de registro de imágenes, o cuyo funcionamiento haya sido defectuoso o que haya sido manipulado o interferido, será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales.


El capitán o patrón de la nave en que se hubiere cometido la infracción a que se refiere el inciso anterior, será sancionado personalmente con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.”.


7. Agrégase el siguiente inciso cuarto y final al artículo 113:


“La omisión en la entrega de la información a que se refiere el artículo 63 A, o la entrega de información falsa, será sancionada con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.”.


8. Incorpórase el siguiente artículo 113 bis:


“Artículo 113 bis.- Durante el desarrollo del Programa de Investigación, todas aquellas naves que participen de la investigación, ya sea por someterse voluntariamente a ésta o bien por haber sido nominados por la Subsecretaría no le serán aplicables las sanciones sobre descarte contempladas en esta ley y en la ley Nº 19.713 y sus modificaciones.”.


Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes enmiendas a la ley Nº 19.713:


1) Reemplázase el inciso segundo del artículo 12 por el siguiente:


“Para estos efectos se entenderá por descarte el devolver al mar las especies capturadas.”.


2) Sustitúyese el Nº 1 de su artículo 20 por el siguiente:


“1. Intercálase en el artículo 2º, a continuación del Nº 14) el siguiente número 14 bis):


“14 bis) Descarte: Es la acción de devolver al mar especies hidrobiológicas capturadas.”.”.


Artículo Transitorio.- Dentro del plazo de dos años contados desde la fecha de publicación de esta ley deberá dictarse un programa de investigación conforme a las disposiciones del artículo 7º A.


En el mismo plazo se dictará el reglamento a que se refiere el artículo 64 E.


Mientras no se dicte el reglamento a que alude el inciso anterior, quedarán suspendidas las obligaciones establecidas en los artículos 64 E y 64 F, así como la infracción contenida en el artículo 111 B.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el 18 de junio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Avila (Presidente Accidental), Arancibia y Horvath.


Sala de la Comisión, a 23 de junio de 2008.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión
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NUEVO SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE DEFINE EL DESCARTE DE ESPECIES HIDROBIOLÓGICAS Y ESTABLECE MEDIDAS DE CONTROL Y SANCIONES PARA QUIENES INCURRAN EN ESTA PRÁCTICA EN LAS FAENAS DE PESCA

(3777-03)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra emitir un nuevo segundo informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional e iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath y Baldo Prokurica y del ex Senador señor José Ruiz de Giorgio.


A las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto concurrieron de la Subsecretaría de Pesca, el Subsecretario, señor Pablo Galilea; la Jefa de la División de Desarrollo Pesquero, señora Edith Saa; la ingeniero pesquero, señora Aurora Guerrero, los abogados, señoras María Alicia Baltierra y Catalina Gallardo y el señor Paolo Trejo y el asesor de la División de Administración Pesquera, señor Italo Campodónico.

- - - 

CUESTIÓN PREVIA


Prevenimos que el proyecto en informe fue aprobado en general por la Sala con fecha 13 de mayo de 2008, sobre la base de un texto que, merced a una autorización de los Comités Parlamentarios, introdujo normas complementarias a las propuestas en la moción primitiva. El proyecto así aprobado en general por la Corporación fue, a su vez, objeto de indicaciones en la discusión particular, de la cual resultó un texto idéntico al anterior, con dos enmiendas: la primera al nuevo artículo 7A que se propone incorporar a la Ley de Pesca, y que  consiste en agregar en ese precepto dos nuevos incisos que establecen los elementos que se habrán de considerar en el Plan de Reducción del Descarte que establece el proyecto, y la segunda a su artículo transitorio, mediante la cual se reemplaza la frase inicial “En el plazo de” por “Dentro del plazo de”.


El texto resultante, esto es,  el que incluye el articulado aprobado en general y las dos enmiendas descritas, se consignó en un segundo informe de esta Comisión, de fecha 23 de junio de 2008, que fue sometido a la consideración de la Sala, la que, sin pronunciarse sobre él, dispuso fuera devuelto a la Comisión atendidos nuevos antecedentes surgidos con posterioridad.


Devuelto el proyecto a la Comisión, se procedió a un debate en el que se examinaron nuevas indicaciones recaídas en el texto aprobado en general y en una de las enmiendas señaladas.


Del modo dicho, el cuadro resumen que se inserta en este informe de conformidad con el artículo 124 del Reglamento de la Corporación, comprenderá tanto las indicaciones a que se refiere el segundo informe de 23 de junio de 2008 como las que hoy sometemos a la consideración de la Sala.


Finalmente, prevenimos que el presente informe da cuenta del debate que tuvo lugar en esta segunda discusión particular y de las indicaciones que en esta etapa se formularon. Sin embargo, también consignaremos en los acápites correspondientes una breve descripción de las indicaciones recaídas en la primera discusión particular y los acuerdos que a su respecto se adoptaron.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento de la Corporación, se deja constancia de lo siguiente:

Segundo Informe (23 de junio de 2008)

Boletín de indicaciones de 9 de junio de 2008.

1. Artículos y numerales del proyecto aprobado en que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: los numerales 3; 5; 6; 7 y 8 del artículo 1° y el artículo 2° con sus dos numerales.


2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: la signada con el número 7.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: la signada con el número 4.


4.- Indicaciones rechazadas: las signadas con los números 1; 2; 5; 6 y 8.


5.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hay.

6.- Indicaciones retiradas: la signada con el número 3.

Nuevo Segundo Informe (el presente informe)


1. Artículos y numerales que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículo 1°, N°s 3,5,7 y 8, y artículo 2°, N°2. 


2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 2,4,7,11,14,18,23 -31.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones:  1,5,8,10,13,21,24,25,26,27,29,33 -34.


4.- Indicaciones rechazadas: 17-28-30


5.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 3,19,20,22.

6.- Indicaciones retiradas: 6,9,12,15,16 - 32

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Normas de quórum especial

Prevenimos que el artículo 1°, N° 1, letra b) y N° 4 (artículo 64F), de aprobarse, deben serlo con quórum calificado de conformidad con el artículo 8 de la Constitución Política, pues declaran de carácter reservado la información que se obtenga para fines de conservación de recursos hidrobiológicos. De igual quórum de aprobación requiere el artículo 1°, N°2 (nuevo artículo 7° C) por disposición del N° 23 del artículo 19 del texto fundamental, porque establece limitaciones para la adquisición de determinados bienes.

CONTENIDO Y DISCUSIÓN DE LAS INDICACIONES


Al iniciarse la discusión de la iniciativa en esta etapa, el Honorable Senador señor Horvath expuso que la nueva discusión tiene por objeto examinar otros elementos tecnológicos que se  ha propuesto considerar en el proyecto, como la regulación del uso de cámaras de video en tiempo real para fiscalizar las faenas de embarque de las capturas y normas complementarias que regulan la labor de los observadores científicos para saber, prácticamente, cómo funciona el descarte (la ley actual lo prohíbe) y determinar la viabilidad de devolver especies al mar.


A su vez, el Subsecretario de Pesca, señor Pablo Galilea, señaló que es de interés del Ejecutivo impulsar iniciativas parlamentarias en torno a estas materias. En relación con el descarte, hizo presente la preocupación que existe hoy en el sector pesquero mundial respecto de las posibilidades de su reducción.  Al efecto citó la conferencia a que ha convocado la FAO, que puede arrojar directrices para ser consideradas en nuestra legislación.


La abogada señora María Alicia Baltierra, asesora de la Subsecretaría, puso de relieve la importancia de las guías que se propondrán en la reunión de la FAO, pues ellas contienen consejos y advertencias que se deberían ponderar al momento de regular el descarte. Agregó que éstas consideran aspectos más amplios que el legal ya que contienen sugerencias técnicas y factores sociales y económicos que se deben tener a la vista. Dichas proposiciones van en el sentido de la reducción del descarte y de un tipo de descarte “permitido”.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Horvath, la señora Baltierra expresó que las propuestas técnicas que se debatirán en el próximo encuentro de la FAO se refieren a aspectos que se abordan en el proyecto en estudio, como el programa de investigación.  Asimismo, se han de analizar las razones por las cuales se efectúa el descarte desde el punto de vista económico, habida cuenta de la valorización de las especies y la eventualidad de que alguna medida de administración pueda provocar el descarte.

En relación con los aspectos legales, la propuesta técnica también examina el concepto de que no toda acción de descarte debe ser prohibida, lo que también está presente en la iniciativa en estudio.

ARTÍCULO 1°.-

NÚMERO 1.


El numeral 26 bis), agrega al artículo 2° de la Ley General de Pesca en virtud de este número, define al observador científico como la persona encargada de la observación y recopilación de datos a bordo de las naves pesqueras o en las plantas de procesos, con fines de investigación para la conservación y administración de los recursos hidrobiológicos y la ordenación de la actividad pesquera.


Las indicaciones Nº 1 y 2 del Honorable Senador Sabag,  proponen, la primera, que la recopilación de datos y la observación tengan por fin exclusivo, la investigación científica. La segunda suprime la frase final “y la ordenación de la actividad pesquera”.  Ambas indicaciones se aprobaron por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Kuschel y Sabag, con la sola enmienda, la primera, de consignar la palabra “exclusivamente” entre comas (,).

El Honorable Senador señor Navarro, mediante la indicación Nº 3, agrega, en la misma definición, que los observadores científicos deberán estar inscritos en un registro que deberá llevar el Servicio Nacional de Pesca. Esta indicación fue declarada inadmisible pues incide en materias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.


La indicación Nº 4, de los Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Sabag, incorpora en la definición de observador científico del numeral 26 bis), una norma que señala que la observación y la recopilación de datos debe practicarse también en los puntos de desembarque. (además de las naves y plantas de proceso).   Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Sabag.


El segundo párrafo del N° 26 bis que se propone incorporar a la Ley de Pesca declara que los datos sin procesar o agregar de los observadores científicos tendrán el carácter de reservados, pero el armador y el gerente o administrador de la planta de proceso podrán solicitar copia de los recopilados a bordo de las naves o de las plantas.


La indicación N° 5, del Honorable Senador señor Sabag, sugiere intercalar entre el vocablo “científico” y la forma verbal “tendrán”, la frase “tanto de las naves pesqueras como de las plantas de proceso”, indicación que se aprobó enmendada en el sentido de agregar los puntos de desembarque.  Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señor Horvath, Kuschel y Sabag.


La indicación N° 6, también del Honorable Senador señor Sabag, dispone que los datos aludidos en este párrafo tendrán “siempre” el carácter de  reservados.  Esta indicación fue retirada por su autor.


La indicación N° 7, de los Honorables Senadores señores Kuschel y Sabag, propone establecer que la petición para obtener copia de los datos a que se refiere este párrafo, formulada por el armador de la nave o administrador de la planta, debe ajustarse a los numerales 1 y 2 del artículo 21 de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.


(El referido precepto establece las causales de secreto o reserva que autorizan denegar total o parcialmente el acceso a la información. El número 1 habilita la denegación cuando la publicidad, comunicación o conocimiento del asunto de que se trata afecte las funciones del órgano requerido, y el número 2,  cuando tales publicidad, comunicación o conocimiento involucre a los derechos de las personas. Particularmente, su seguridad, salud, vida privada o derechos de carácter comercial o económico).


La indicación descrita en este acápite contó con la aprobación unánime de los miembros presentes de la Comisión, que lo fueron los Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Sabag, quienes, además, acordaron dejar la siguiente constancia acerca del sentido y alcance de su acuerdo aprobatorio. Dicha constancia sirve para expresar que el carácter de reservado que esta  disposición asigna a los datos obtenidos por el investigador científico no obsta a que ellos sean requeridos para fines científicos, situación que la autoridad habrá de ponderar en cada caso para acceder o no a la solicitud.

- - -


A continuación del segundo párrafo del N° 26 bis en informe, la indicación N° 8, del Honorable Senador señor Sabag, propone sancionar la infracción del deber de reserva de los datos recopilados u obtenidos por el observador científico; esto es, la publicación, la sustracción o la divulgación de ellos, con las penas señaladas en los artículos 242 ó 247 del Código Penal, según corresponda.


Los mencionados preceptos, incluidos en el Título V de ese Código, “De los crímenes y simples delitos cometidos por empleados públicos en el desempeño de sus cargos”, establecen, el primero, que el eclesiástico o empleado público que sustraiga o destruya documentos o papeles que le estuvieren confiados por razón de su cargo será castigado en la forma que indica (reclusión menor en todos sus grados y multa de hasta 25 UTM), cuando concurran alguna de las circunstancias que la misma norma prevé.  A su turno, el artículo 247 sanciona con reclusión menor en su grado mínimo a medio y multa de 6 a 10 UTM al empleado público que sabiendo por razón de su cargo los secretos de un particular los descubriere, y al que ejerciendo alguna de las profesiones que requieran título, revele los secretos  que se le hubiere confiado.


Respecto de la indicación en examen, la Comisión optó por atemperar los tipos penales consignados en ella a los descritos en las dos normas del Código mencionado, precisando que el sujeto pasivo en cualquiera de los ilícitos que sugiere es el investigador científico.  De esta manera aprobó una norma que asigna responsabilidad penal al investigador científico que destruya, sustraiga (casos del artículo 242) o revele (caso del artículo 247), indebidamente, los datos a que se refiere el párrafo precedente (el segundo del N° 26 bis) estableciendo que incurrirá en las penas de los artículos 242 ó 247 del Código Penal, según corresponda.


El acuerdo precedente respecto de la indicación N° 8, fue adoptado con el voto unánime de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Sabag.

- - -


Finalmente, en lo tocante al N° 26 bis que el proyecto propone agregar al artículo 2° de la Ley de Pesca, su párrafo tercero declara que la recopilación de datos no incluirá la individualización de la nave ni de los armadores, los que serán codificados para estos efectos.


La indicación N° 9 del Honorable Senador señor Horvath, que propone suprimir este párrafo, fue retirada por su autor.


(Durante la primera discusión particular- Boletín de Indicaciones de 9 de junio de 2008- el numeral 1 del artículo 1° del proyecto fue objeto de las indicaciones 1,2 y 3.


La N° 1, del Honorable Senador señor Navarro, intercala en la denominación del proyecto de ley, a continuación de la palabra “hidrobiológicas”, la frase “la pesca incidental no declarada”, y fue rechazada por unanimidad 3x0).


La N°2, del Honorable Senador señor Navarro, propone agregar un nuevo numeral 15 al artículo 2° de la Ley de Pesca (definiciones) del siguiente tenor: “15 a) Pesca incidental. Especies capturadas como efecto tecnológico del arte que no constituyen objetivo de pesca comercial.”, y también fue rechazada con la misma unanimidad.


La indicación N° 3, del ex Senador señor Arancibia, fue retirada por su autor.).

- - -

NÚMERO 2.


Este número del artículo 1° del proyecto incorpora un nuevo Párrafo 1° bis, “del Descarte de las Especies Hidrobiológicas”, al Título II de la Ley de Pesca, conformado con los artículo 7° A a 7° E.


Consignamos a continuación los preceptos que fueron objeto de indicaciones –artículos 7° A; 7° B; 7° C y 7° D-, las indicaciones recaídas en ellos y los acuerdos adoptados.


El artículo 7° A faculta a la Subsecretaría para aprobar programas de investigación destinado a recopilar antecedentes técnicos  de descarte para una especie objetivo y su fauna acompañante.  El programa comprenderá la cuantificación del descarte, la determinación de su causas, la forma cómo se realiza y los medios para obtener la información.  Agrega este precepto –inciso primero- que si en la especie objetivo participa flota industrial el programa considerará la información biológica pesquera de los observadores científicos designados por la Subsecretaría.


El inciso segundo de este artículo prevé que el programa durará dos años e incluirá una proposición para disminuir el descarte.


El siguiente inciso señala que en el  plazo de cinco años de ejecución del programa la Subsecretaría establecerá un Plan de Reducción del Descarte.


El inciso cuarto enumera los elementos que deberá contener el Plan de Reducción:


a)  Medidas de administración y conservación y medios tecnológicos para reducir el descarte.


b)  Un programa de monitoreo y seguimiento del plan;


c) Una evaluación de las medidas adoptadas para reducir el descarte, y 


d)  Un programa de capacitación y difusión.


El inciso quinto de este artículo dispone que el plan de reducción podrá considerar un código de buenas prácticas en las operaciones de pesca como medida de mitigación complementaria, y el inciso sexto y final obliga a la Subsecretaría a establecer anualmente la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante sometidas al programa de investigación.


Prevenimos que los incisos cuarto y quinto descritos fueron incorporados al proyecto en virtud  de la indicación N° 4 del Boletín de indicaciones de 9 de junio de 2008, del ex Senador señor Arancibia.


En el precepto descrito –artículo 7° A- recayeron las indicaciones 10, 11, 12 y 13.


La indicación N° 10, del Honorable Senador señor Sabag intercala en su inciso primero, luego de la frase “recopilar antecedentes técnicos” la oración “que permitan elaborar un plan de reducción del descarte”.


Esta indicación fue aprobada con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Sabag, con una enmienda formal.


La indicación N° 11, del Honorable Senador señor Horvath, reduce de cinco a tres años el plazo que el inciso tercero establece para que la Subsecretaría elabore el Plan de Reducción del Descarte, y fue aprobada en los mismos términos con la misma votación que la precedente.


La indicación N° 12, del Honorable Senador señor Sabag, propone una nueva letra a) para el inciso cuarto que establece que le Plan de Reducción del Descarte debe incluir una tipificación de la práctica de pesca y los motivos por los cuales se produce el descarte.


Esta indicación fue retirada por su autor.


La indicación N° 13, también del Honorable Senador señor Sabag, agrega al final del inciso quinto, a continuación del vocablo “complementaria” la oración “e incentivos para la innovación en sistemas y artes de pesca, que tengan como objetivo la mitigación o disminución del descarte”. (Cual se señaló, este precepto permite incluir en el Plan de Reducción un código de buenas prácticas como medida de mitigación complementaria).


La Comisión aprobó esta indicación, que se declaró admisible, en la siguiente forma:


a) Dejó establecido en el proyecto la obligatoriedad de que el plan de reducción incluya un código de buenas prácticas en las operaciones pesqueras.  Para tal efecto, reemplazó la forma verbal “podrá” que antecede a la voz, “considerar” por la palabra “deberá”, y 


b) Incorporó una frase que declara que la inclusión de incentivos para la innovación en sistemas y actos de pesca es facultativa.  Para ello, reemplazó la conjunción “e” con que se inicia la frase propuesta por la indicación N° 13, por la frase “Asimismo, podrá considerar incentivos …….”).


Concurrió a este acuerdo la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, el Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Sabag.

- - -


El artículo 7° B, que se incorpora a la Ley de Pesca en virtud de este proyecto, autoriza el descarte de una especie objetivo y su fauna acompañante siempre que se cumplan los requisitos que a continuación consigna.


En su letra d) establece como requisito para autorizar el descarte la circunstancia de que en el informe técnico que propone la cuota de captura se haya descontado el descarte, y en su letra e), que la especie objetivo y su fauna acompañante estén sometidos a un plan de reducción del descarte.


La indicación N° 14, que se declaró admisible, de los Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Sabag, suprime en la letra d) la oración “el informe técnico que propone”, y fue aprobada en la forma propuesta con los votos de los Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Sabag.


La indicación N° 15, de autoría del Honorable Senador señor Sabag, agrega al final de la letra e) transcrita la frase “para el caso que se haya elaborado el programa de investigación a que se refiere la letra a)”.


Esta indicación fue retirada por su autor.

- - -


El artículo 7° C del proyecto dispone que el descarte de la especie objetivo sometida a las regulaciones del artículo anterior (que autoriza el descarte bajo determinadas condiciones)  no se imputará a la cuota global anual de captura.


Las indicaciones N°s 16, del Honorable Senador señor Horvath, y 17, del Honorable Senador señor Navarro, proponen suprimir el adverbio “no” que contiene este precepto.  La indicación N° 18, de los Honorables Senadores señor Horvath, Kuschel y Sabag, sugiere eliminar el artículo.


La indicación N° 16 fue retirada por su autor; la indicación N° 17 fue rechazada y la indicación N° 18, aprobada.  Las dos últimas, con los votos de los Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Sabag.


Se tuvo presente, para adoptar el acuerdo supresivo, que la norma se hace innecesaria pues la letra d) del artículo 7° B dispone que en el informe técnico que propone la  cuota ya se ha descontado el descarte.


El artículo 7° D del proyecto obliga a devolver el mar los mamíferos marinos, reptiles, pingüinos y otras aves y las especies hidrobiológicas afectas a una medida de administración (inciso primero).


Agrega en su inciso segundo que la Subsecretaría elaborará una nómina de las especies sujetas a la devolución.


En la indicación N° 19 el Honorable Senador señor Navarro propone agregar al inciso segundo una norma que obligue al Servicio (Servicio Nacional de Pesca) a mantener un registro de las especies y cantidades descartadas.


Esta indicación fue declarada inadmisible pues regula materias que la Constitución reserva a la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

- - -


Finalmente, por lo que hace el nuevo párrafo que el proyecto incorpora al Título V de la Ley de Pesca, en la indicación N° 20 el Honorable Senador señor Sabag propone un artículo 7° F que permite beneficiar con un bono de reconocimiento a los proyectos de investigación que tengan por propósito la disminución o mitigación del descarte mediante innovaciones en las artes de pesca o prácticas selectivas y que sean financiados por el Fondo de Investigación Pesquera o Corfoinnova.


Esta indicación también fue declarada inadmisible por igual razón que la precedente.  No obstante, el señor Subsecretario de Pesca expresó que su contenido será evaluado por el Ejecutivo para ser considerado como un mecanismo de apoyo a la innovación en materia de descarte.

- - -

NÚMERO 4


Este número del artículo 1° del proyecto incorpora a la Ley General de Pesca dos nuevos artículos 64 E y 6 F.


El primero, artículo 64E, previene que los armadores de las naves pesqueras a que se refiere el artículo 64B (industriales chilenas que operen en aguas de jurisdicción nacional) deberán portar un dispositivo de registro de imágenes que detecte y registre el descarte. (inciso primero).


Faculta en seguida el Servicio Nacional de Pesca para requerir la información registrada.  (inciso segundo).


En un inciso tercero declara que el dispositivo será de cargo del armador; y que la recopilación y procesamiento de las imágenes las efectuará el Servicio o entidades externas, en este último caso, a costa también del armador.


El inciso cuarto previene que los costos de instalación y operación del sistema deberán guardar relación con los de los objetivos de protección de los recursos, y el inciso quinto, que los requisitos y condiciones de aplicación que establece este artículo y los resguardos para evitar interferencias y manipulaciones indebidas serán establecidos en el reglamento


El inciso siguiente faculta a la Subsecretaría para requerir la información que genere este sistema, y el inciso final excluye de las exigencias de este artículo a las embarcaciones artesanales.


En este nuevo precepto (artículo 64E) recayeron las indicaciones 21 a 25.


La indicación N° 21, del Honorable Senador señor Sabag, reemplaza en el inciso primero la frase “ los armadores pesqueros industriales a que se refiere el artículo 64B” por la oración: “Los armadores pesqueros industriales y los armadores artesanales”.


A su turno, la indicación N° 24, también de autoría del Honorable Senador señor Sabag, propone agregar en el inciso final de este artículo, que excluye de sus disposiciones a las embarcaciones artesanales, la frase “menores a 8 metros de eslora”.


Finalmente, en lo tocante a este asunto, la indicación N° 25, del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza el inciso final, ya descrito, por otro que también exime de las exigencias de este artículo a las naves artesanales de hasta 8 metros de eslora.


Con el fin de armonizar las tres indicaciones descritas y subsumirlas en una sola que se incluirá en el inciso primero del artículo 64E, la Comisión acordó:


Uno) Complementar la frase con que se inicia el artículo 64E que propone la indicación N° 21, con la oración “de embarcaciones de eslora igual o superior a quince metros”, de modo que queden obligados a portar el dispositivo todas las naves industriales y  las artesanales de la eslora señalada, y 


Dos) Conforme lo autoriza el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, suprimir el inciso final (que declara excluidas de las obligaciones de este artículo a las embarcaciones artesanales), pues la enmienda precedente incluye como obligados a sus disposiciones a los buques artesanales de una eslora igual o superior a quince metros.


Concurrió al acuerdo aprobatorio de la indicación N° 21, con las enmiendas descritas, y subsumidas en ella las indicaciones N°s 24 y 25, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Sabag.


La indicación N° 22, del Honorable Senador señor Sabag, propone deducir del pago de la patente única pesquera los gastos de instalación y mantención del dispositivo de registro de imágenes, hasta en un 20% del valor anual de la patente.  (Para lo cual incorpora en el artículo 64E un inciso cuarto, nuevo).


Esta indicación se declaró inadmisible, pues aborda materias reservadas a la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.


La indicación N° 23, de los Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Sabag, agrega en el inciso quinto una norma que habilita al reglamento que fija los requisitos y condiciones de aplicación del dispositivo para distinguir, en la determinación de tales requisitos y condiciones, por pesquería, tipo de naves y artes de pesca.


Esta indicación, que se declaró admisible, fue aprobada en los términos propuestos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Sabag.

- - -


El artículo 64F consignado en el N° 4 del artículo 1° del proyecto califica de reservadas la imágenes que arroje el dispositivo.  Su destrucción o divulgación será sancionada con las penas de los artículos 242 ó 247 del Código Penal según corresponda.


Agrega en su inciso segundo que la información que genere el registro de imágenes certificada por el Servicio Nacional de Pesca constituirá  instrumento público y hará plena prueba para acreditar infracciones, caso en el cual no será reservada y su publicidad quedará afecta al procedimiento administrativo o judicial, según corresponda.


La indicación N° 26, del Honorable Senador señor Sabag, propone en el inciso primero la agregación de la frase “no pudiendo ser divulgadas a terceros conforme a los numerales 1 y 2 del artículo 21 de la ley N° 20.285”, a continuación del vocablo “reservado”.


Esta indicación resultó aprobada con enmiendas de redacción (se reemplazó la frase “conforme a los numerales 1 y 2 del artículo 21 de la ley N° 20.285” por la oración “de conformidad con la ley N° 20.285”) de modo de hacer notar que la publicidad de la información será o no autorizada si ella afecta o no los presupuestos de ese cuerpo legal para mantener la reserva.


(Cual se señaló al ocuparnos de la indicación N° 7, la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública, establece en su artículo 21 las únicas causales de secreto o reserva en cuya virtud se puede denegar total o parcialmente el acceso a la información, y consigna en cinco números los presupuestos que justifican la denegación de acceso).


Además, y conforme lo autoriza el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, la Comisión atemperó el tipo penal que describe esta norma, en relación con los artículo 242 y 247 del Código Penal, a los mismos verbos rectores con que adecuó el nuevo número 26 bis incorporado al artículo 2° de la Ley de Pesca en virtud del N° 1 del proyecto.


Concurrieron a estos acuerdos los Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Sabag. (unanimidad de miembros presentes).


La indicación N° 27, también de autoría del Honorable Senador señor Sabag, propone suprimir la frase “y constituirá plena prueba para acreditar infracciones a la normativa pesquera”, que emplea  el inciso segundo del artículo 64F, un análisis.


La Comisión aprobó enmendada esta indicación en el sentido de reemplazar las palabras “plena prueba” por el término “presunción”.


Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvaht, Kuschel y Sabag.

- - - 


(También en este numeral 4 del artículo 1° del proyecto recayeron las indicaciones N°s 5 y 6 del Boletín de indicaciones de 9 de junio de 2008. La primera, de los Honorables Senadores señores Chadwick, Coloma, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis y Pérez Varela y de los ex Senadores señores Arancibia  y Romero, proponen suprimirlos.


La indicación N° 6, del Honorable Senador señor Navarro, sugiere eliminar el artículo 64F consignado de este numeral.


Ambas indicaciones fueron rechazadas por mayoría de votos (2x1).).

NÚMERO 6.


El número 6 del artículo primero del proyecto en informe agrega dos nuevos artículos 111A y 111B a la Ley General de Pesca y Acuicultura.


El primero de esos preceptos –artículo 111A- prescribe que el armador industrial o artesanal que incurra en descarte indebido será sancionado con multa de 30 a 300 UTM.  Agrega que si la especie objeto del descarte está sometida a la medida de límite máximo de captura, al infractor se le aplicará la sanción administrativa prevista en la ley N° 19.713 (se le descuenta el 30% del límite máximo de captura; y si ha agotado su límite, el descuento se  hará efectivo en su cuota del año siguiente).


Además, el inciso segundo del nuevo artículo 111A sanciona al capitán o patrón de la nave industrial con que se hubiere cometido la infracción , con multa de 30 a 300 UTM, y al patrón de la nave artesanal, con multa de 3 a 30 UTM.


La indicación N° 28, del Honorable Senador señor Navarro, propone agregar al final del inciso segundo de este artículo la oración “El infractor se expondrá a una multa mínima del doble de la sanción aplicada en primera instancia”.


Esta indicación fue rechazada con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores, señores Horvath, Kuschel y Sabag.


El artículo 111B, nuevo, previene que el armador de una nave pesquera industrial que opere sin el dispositivo de registro de imágenes o cuyo funcionamiento sea defectuoso, manipulado o interferido, será sancionado con multa de 30 a 300 UTM.


En su inciso segundo sanciona el capitán o patrón de la nave con que se cometió la infracción con multa de 3 a 30 UTM.


La indicación N° 29, del Honorable Senador señor Sabag, propone agregar a continuación de la frase subrayada (nave pesquera industrial) las expresiones “o embarcación artesanal”, y fue aprobada con la enmienda de agregar a continuación de la palabra “artesanal” la oración “igual o superior a 15 metros de eslora”.


Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores, señores Horvath, Kuschel y Sabag.


La indicación N° 30, del Honorable Senador señor Navarro, propone idéntico texto que el de su indicación N° 28, esta vez para ser incorporada al final del inciso segundo del artículo 111B.


Esta indicación fue rechazada con los votos de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel  y Sabag.

ARTICULO 2°


Este precepto del proyecto introduce enmiendas a la ley N° 19.713 que estableció la medida de administración pesquera “Limite Máximo de Captura por Armador”.

NUMERO 1

Este número del artículo 2° del proyecto propone enmiendas al artículo 12 de la ley sobre límite máximo de captura, precepto que en su inciso primero sanciona al armador o grupo de armadores que desembarque sus capturas sin informarlas de conformidad con el procedimiento previsto en esa misma ley.

En su inciso segundo, en lo que interesa a este informe, declara que para estos efectos (para los del inciso precedente) “se entenderá por descarte el desechar al mar especies hidrobiológicas capturadas.”.

La indicación N° 31, del Honorable Senador señor Sabag, sugiere reemplazar el inciso segundo por otro que expresa que “para estos efectos se entenderá por descarte la acción de devolver al mar  las especies hidrobiológicas capturadas.”.

De este modo, la indicación coincide con la definición de descarte que se incluye en su número 14 bis del artículo 2° de la Ley de Pesca, que este proyecto propone en el numeral 2 de este artículo 2°.

Aprobaron la indicación N° 31, en los términos descritos, los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Sabag.

Articulo transitorio

Finalmente, el artículo transitorio del proyecto prescribe en su inciso primero que “Dentro del plazo de dos años contados desde la publicación de esta ley se dictará un programa de investigación conforme al artículo 7°D”, (inciso primero).

(Las expresiones “Dentro de” escritas en este inciso reemplazan la oración “En el plazo”, que empleaba el proyecto aprobado en general y fue propuesta en virtud de la indicación N° 7 del ex Senador señor Arancibia, consignada en el Boletín de Indicaciones de 9 de junio de 2008, que resultó aprobada por unanimidad 3x0. Finalmente, el mismo autor de la precedente lo fue también de la indicación N° 8 del mencionado Boletín, que proponía suprimir los incisos segundo y tercero de este artículo transitorio. Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos 2x1).

En su inciso segundo este precepto agrega que en el mismo plazo se dictará el reglamento a que se refiere el artículo 64E.

La indicación N° 32, del Honorable Senador señor Sabag, sugiere intercalar el vocablo “máximo” entre las frases “dentro del plazo” y “de dos años contados”.

Esta indicación fue retirada por su autor.

La indicación N° 33 del Honorable Senador señor Horvath, agrega al inciso segundo descrito la oración “Este reglamento deberá ajustarse a los resultados que arroje el programa de investigación mencionado en el artículo 7A.”, y la indicación N° 34 , de los Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Sabag, sugiere incorporar la frase “Este reglamento deberá dictarse teniendo en cuenta los resultados del programa de investigación del artículo 7A.”.

Ambas indicaciones, declaradas admisibles, fueron aprobadas con otra redacción que agrega en el inciso segundo de este artículo transitorio, a continuación de la expresión “artículo 64E”, la oración “el que considerará los resultados del programa de investigación previsto en el artículo 7A.”.

Este nuevo texto en el que se subsumen ambas indicaciones fue aprobado con los votos de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Sabag.

- - -


En virtud de la relación precedente, esta Comisión tiene a honra someter a la consideración de la Sala el proyecto con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°

NÚMERO 1.

Letra b)


- Agregar en el párrafo primero del numeral 26 bis), a continuación de la frase “naves pesqueras” la expresión “puntos de desembarque”, precedida de una coma (,), y luego de la frase “plantas de proceso” la expresion “exclusivamente”, precedida de una coma (,); finalmente, suprimir la  oración “y la ordenación de la actividad pesquera”.

(Unanimidad. 3X0. Indicaciones Nos 1, 2 y 4).


- Intercalar, en el párrafo segundo del numeral 26 bis), a continuación de la frase “observadores científicos” la oración, entre comas (,), “tanto de las naves pesqueras como de los puntos de desembarque y de las plantas de proceso” y, enseguida, agregar después del vocablo “reservados”, la siguiente oración, antecedida de una coma (,), “de conformidad con lo dispuesto en los numerales 1 y 2 del artículo 21 de la ley Nº 20.285.”.

(Unanimidad, con modificaciones. 3X0. Nos Indicaciones 5 y 7).


- Agregar, en el numeral 26 bis) un párrafo tercero, nuevo, del siguiente tenor, pasando los párrafos tercer y cuarto a ser párrafos cuarto y quinto, respectivamente:

“El observador científico que destruya, sustraiga o revele, indebidamente, los datos a que se refiere el párrafo precedente incurrirá en las penas prescritas en los artículos 242 o 247 del Código Penal, según corresponda.”.

(Unanimidad, con enmiendas. 3X0. Indicación Nº 8).

NÚMERO 2.

Artículo 7° A.-

Inciso primero


- Reemplazar la frase “de su descarte,” por la oración “que permitan elaborar un plan de reducción del descarte,”.

(Unanimidad, con modificación. 3X0. Indicación Nº 10).

Inciso tercero


- Sustituir el vocablo “cinco” por “tres”.

(Unanimidad. 3X0. Indicación Nº 11).

- - -


En seguida, incorporar los siguientes incisos cuarto y quinto, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso sexto:


“El Plan de Reducción del Descarte deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:

a) las medidas de administración y observación y los medios tecnológicos necesarios para reducir el descarte.

b) Un programa de monitoreo y seguimiento del plan.

c) Una evaluación de las medidas adoptadas para reducir el descarte.

d) Un programa de capacitación y difusión.


“El plan de reducción deberá considerar un código de buenas prácticas en las operaciones de pesca como medida de mitigación complementaria. Asimismo, podrá considerar incentivos para la innovación en sistemas y artes de pesca, que tengan como objetivo la mitigación o disminución del descarte.”.

(Unanimidad, con modificaciones. 3X0. Indicación Nº 13).

(Unanimidad, con modificaciones. 3x0. Indicación N° 4 del Boletín de indicaciones 9 de junio de 2008).

Artículo 7° B.-

Inciso primero

letra d)


- Eliminar la oración “el informe técnico que propone”.

(Unanimidad.  3X0. Indicación Nº 14).

Artículo 7° C.-

· Suprimirlo.

· Los artículos 7°D y 7°E pasan a ser artículos 7°C y 7° D, respectivamente, sin enmiendas.

(Unanimidad. 3X0. Indicación Nº 18).

NÚMERO 4.

Artículo 64 E.-

Inciso primero


- Intercalar a continuación de la coma (,) que sigue a las expresiones “64 B”, la oración “y los armadores artesanales respecto de sus naves que tengan una eslora igual o superior a 15 metros”.

(Unanimidad, con modificaciones. 3X0. Indicaciones Nos 21,24 y 25).

Inciso quinto


- Agregar, luego de la expresión “determinados en el reglamento”, la siguiente oración precedida de una coma (,): “pudiendo éste distinguir por pesquería, tipo de nave y arte  de pesca:”.

(Unanimidad. 3X0. Indicación Nº 23).

Inciso séptimo

-Suprimirlo.

(Unanimidad 3x0. Artículo 121 del Reglamento de la Corporación).

Artículo 64 F.-

Inciso primero


-Reemplazarlo por el siguiente:


“ Artículo 64F.- Las imágenes que registre el dispositivo a que se refiere el artículo 64E tendrán el carácter de reservado de conformidad con la ley N° 20.285. Su destrucción, sustracción o revelación, indebida, será sancionada con las penas señaladas en los artículos 242 ó 247 del Código Penal, según corresponda.

(Unanimidad 3x0, con modificaciones. (indicación N° 26).

Inciso segundo


- Reemplazar la frase “plena prueba” por las palabras “una presunción”.

(Unanimidad, con enmiendas 3X0. Indicación Nº 27)

NÚMERO 6.

Artículo 111 B.- 

Inciso primero


- Agregar a continuación del vocablo “industrial” la frase “o de una embarcación artesanal de eslora igual o superior a 15 metros”

(Unanimidad, con enmiendas. 3X0. Indicación Nº 27)

Artículo 2°

NÚMERO 1.

- Reemplazarlo por el siguiente:


“1) Reemplázase el inciso segundo del artículo 12 por el siguiente:


“Para estos efectos se entenderá por descarte la acción de devolver al mar las especies hidrobiológicas capturadas.”.”

(Unanimidad, 3X0. Indicación Nº 31)

Artículo Transitorio

Inciso primero


Sustituir las expresiones “En el plazo” por “Dentro del plazo”.

(Unanimidad, 3x0. Indicación N° 7 del Boletín de indicaciones de 9 de junio de 2008).

Inciso segundo

- Reemplazarlo por el siguiente:

“En el mismo plazo se dictará el reglamento a que se refiere el artículo 64E, el que considerará los resultados del programa de investigación mencionado en el artículo 7A.”.

 (Unanimidad, con modificaciones. 3X0. Indicaciones Nos 33 y 34).

- - -


En consecuencia y conforme a la relación precedente, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el Decreto Supremo Nº 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción y sus modificaciones posteriores:


1. Introdúcense las siguientes enmiendas a su artículo 2º:


a) Sustitúyese el Nº 14 bis) por el siguiente:


“14 bis) Descarte: Es la acción de devolver al mar especies hidrobiológicas capturadas.”.


b) Intercálase el siguiente número 26 bis):


“26 bis) Observador científico: persona natural designada por la Subsecretaría de Pesca encargada de la observación y recopilación de datos a bordo de naves pesqueras, puntos de desembarque o en plantas de proceso, exclusivamente, para la investigación con fines de conservación y administración de los recursos hidrobiológicos. 


Los datos sin procesar o agregar, obtenidos por los observadores científicos, tanto de las naves pesqueras como de los puntos de desembarque y de las plantas de proceso, tendrán el carácter de reservados, de conformidad con lo dispuesto en los numerales 1 y 2 del artículo 21 de la ley Nº 20.285. No obstante, el armador y el gerente o administrador de la planta de proceso, o quienes éstos designen, podrán solicitar copia de los datos recopilados a bordo de sus naves o plantas.

El observador científico que destruya, sustraiga o revele, indebidamente, los datos a que se refiere el párrafo precedente incurrirá en las penas previstas en los artículos 242 ó 247 del Código Penal, según corresponda.



La recopilación de datos en ningún caso incluirá la individualización de las naves ni de los armadores, los cuales deberán ser codificados para estos efectos.


El observador científico no tendrá bajo ningún respecto el carácter de inspector, fiscalizador, ministro de fe, certificador o verificador de capturas quedando limitadas sus funciones a las expresadas en el presente numeral.”. 


2. Incorpórase el siguiente Párrafo 1º bis al Título II:

“PÁRRAFO 1° BIS

DEL DESCARTE DE ESPECIES HIDROBIOLÓGICAS


Artículo 7º A.- La Subsecretaría, mediante resolución y previo informe técnico, aprobará, para una o más especies objetivo y su fauna acompañante, un programa de investigación destinado a recopilar antecedentes técnicos que permitan elaborar un plan de reducción del descarte, el que deberá comprender a lo menos la cuantificación del mismo, la determinación de sus causas, la forma en que éste se realiza y los medios a través de los cuales se dejará constancia de esta información. Tratándose de pesquerías con participación de la flota industrial, el programa deberá considerar a lo menos la información biológica-pesquera recopilada por los observadores científicos designados por la Subsecretaría de Pesca en conformidad con el artículo 19 de la Ley Nº 19.713.


El programa tendrá una duración no inferior a dos años y deberá incluir una propuesta de las medidas orientadas a la disminución del descarte.


En el plazo máximo de tres años de ejecución del programa de investigación, la Subsecretaría de Pesca deberá establecer un Plan de Reducción del Descarte.


El Plan de Reducción del Descarte deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:


a) Las medidas de administración y conservación y los medios tecnológicos necesarios para reducir el descarte.


b) Un programa de monitoreo y seguimiento del plan.


c) Una evaluación de las medidas adoptadas para reducir el descarte.


d) Un programa de capacitación y difusión.


El plan de reducción deberá considerar un código de buenas prácticas en las operaciones de pesca como medida de mitigación complementaria. Asimismo, podrá considerar incentivos para la innovación en sistemas y artes de pesca, que tengan como objetivo la mitigación o disminución del descarte.


La Subsecretaría de Pesca, establecerá anualmente, mediante resolución fundada, la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante que se encuentren sometidas al programa de investigación a que se refiere este artículo.


Artículo 7° B.- El descarte de individuos de una especie objetivo, cualquiera sea su régimen de acceso, y su fauna acompañante, podrá realizarse siempre que se cumplan los siguientes requisitos:


a) Que se hayan recopilado antecedentes técnicos suficientes del descarte, de acuerdo a un programa de investigación, ejecutado de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior. 


b) Que se mantenga en ejecución el programa de investigación señalado en la letra a).


c) Que sea haya fijado una cuota global anual de captura para la especie objetivo. 


d) Que en la cuota de captura se haya descontado el descarte.


e) Que la especie objetivo y su fauna acompañante se encuentren sometidas a un Plan de Reducción del Descarte.


f) Que el descarte no afecte la conservación de la especie objetivo.


La Subsecretaría de Pesca, establecerá anualmente, mediante resolución fundada, y previo informe técnico, la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante que cumplan con los requisitos antes señalados.


Artículo 7° C.- Será obligatoria la devolución al mar de mamíferos marinos, reptiles, pingüinos y otras aves marinas. Asimismo, será obligatoria la devolución de ejemplares de una especie hidrobiológica, en los casos en que así lo disponga expresamente la medida de administración vigente.


La Subsecretaría establecerá, mediante resolución y previo informe técnico, la nómina de especies que se encuentren en los casos previstos en el presente artículo.


Artículo 7° D.- Sin perjuicio de las normas de este párrafo, se deberá dar cumplimiento a las medidas de administración establecidas de conformidad con la normativa vigente.”.


3. Incorpórase el siguiente artículo 63 A:


“Artículo 63 A: Los armadores pesqueros industriales o artesanales deberán informar, en los términos establecidos en el artículo anterior, el descarte de especies sometido a las disposiciones del Párrafo 1º bis del Título II de esta ley.”.


4. Agréganse los siguientes artículos 64 E y 64 F:


“Artículo 64 E.- Los armadores de naves pesqueras a que se refiere el artículo 64 B y los armadores artesanales respecto de sus naves que tengan una eslora igual o superior a 15 metros, deberán instalar a bordo y mantener en funcionamiento, durante todo el viaje de pesca, un dispositivo de registro de imágenes que permita detectar y registrar toda acción de descarte que pueda ocurrir a bordo.


El Servicio Nacional de Pesca podrá requerir la entrega de la información registrada desde las naves pesqueras, en ejercicio de su función fiscalizadora.


La instalación y mantención del dispositivo de registro de imágenes serán de cargo del armador. Asimismo, la recopilación y procesamiento de las imágenes podrá efectuarse por el Servicio o por entidades externas. En este último caso también serán de cargo del armador.


Este sistema deberá guardar relación en sus costos de instalación y operación con los que signifiquen los objetivos de protección de los recursos hidrobiológicos respectivos.


La forma, requisitos y condiciones de aplicación de las exigencias establecidas en este artículo, así como los resguardos necesarios que eviten la manipulación e interferencia del funcionamiento de los dispositivos, serán determinados en el reglamento, pudiendo éste distinguir por pesquería, tipo de nave y arte de pesca. El Servicio acreditará, directamente o a través de entidades externas, el cumplimiento de los requisitos establecidos en el reglamento.


La Subsecretaría de Pesca podrá requerir la información de que trata este artículo para fines de administración y manejo de los recursos hidrobiológicos.



Artículo 64 F.- Las imágenes que registre el dispositivo a que se refiere el artículo 64 E tendrán el carácter de reservado de conformidad con la ley N° 20.285. Su destrucción, sustracción o revelación indebida, será sancionada con las penas señaladas en los artículos 242 ó 247 del Código Penal, según corresponda.


La información que genere el dispositivo de registro de imágenes, certificada por el Servicio Nacional de Pesca, en su caso, tendrá el carácter de instrumento público y constituirá una presunción para acreditar infracciones a la normativa pesquera. La información, en este caso, no revestirá el carácter de reservada y su publicidad quedará sometida a las normas generales que regulan el procedimiento administrativo o judicial, según corresponda.”.


5. Suprímese en la letra g) del artículo 110 la frase “o desechadas al mar”.


6. Agréganse los siguientes artículos 111 A y 111 B:


“Artículo 111 A.- El armador de la nave industrial o embarcación artesanal que realice descarte que no corresponda a los casos previstos en el Párrafo 1° Bis del Título II de esta ley, será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales. En el caso que se trate de especies sometidas a la medida de administración límite máximo de captura por armador, se aplicará la sanción administrativa establecida en el artículo 12 de la ley N° 19.713. 


En el caso del inciso anterior, el capitán o patrón de la nave pesquera industrial en que se hubiere cometido la infracción, será sancionado personalmente con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, y el patrón de la embarcación artesanal, con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.


Artículo 111 B.- El armador de una nave pesquera industrial o de una embarcación artesanal de eslora igual o superior a 15 metros  que haya operado sin mantener en funcionamiento el dispositivo de registro de imágenes, o cuyo funcionamiento haya sido defectuoso o que haya sido manipulado o interferido, será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales.


El capitán o patrón de la nave en que se hubiere cometido la infracción a que se refiere el inciso anterior, será sancionado personalmente con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.”.


7. Agrégase el siguiente inciso cuarto y final al artículo 113:


“La omisión en la entrega de la información a que se refiere el artículo 63 A, o la entrega de información falsa, será sancionada con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.”.


8. Incorpórase el siguiente artículo 113 bis:


“Artículo 113 bis.- Durante el desarrollo del Programa de Investigación, todas aquellas naves que participen de la investigación, ya sea por someterse voluntariamente a ésta o bien por haber sido nominados por la Subsecretaría no le serán aplicables las sanciones sobre descarte contempladas en esta ley y en la ley Nº 19.713 y sus modificaciones.”.


Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes enmiendas a la ley Nº 19.713:


1) Reemplázase el inciso segundo del artículo 12 por el siguiente:


“Para estos efectos se entenderá por descarte la acción de devolver al mar las especies hidrobiológicas capturadas.”.


2) Sustitúyese el Nº 1 de su artículo 20 por el siguiente:


“1. Intercálase en el artículo 2º, a continuación del Nº 14) el siguiente número 14 bis):


“14 bis) Descarte: Es la acción de devolver al mar especies hidrobiológicas capturadas.”.”.


Artículo Transitorio.- Dentro del plazo de dos años contados desde la fecha de publicación de esta ley deberá dictarse un programa de investigación conforme a las disposiciones del artículo 7º A.


En el mismo plazo se dictará el reglamento a que se refiere el artículo 64 E, el que considerará los resultados del programa de investigación mencionado en el artículo 7° A.-

Mientras no se dicte el reglamento a que alude el inciso anterior, quedarán suspendidas las obligaciones establecidas en los artículos 64 E y 64 F, así como la infracción contenida en el artículo 111 B.”.


Acordado en sesiones celebradas el 1 y 20 de diciembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Jaime Orpis Bouchon, Fulvio Rossi Ciocca y Hosaín Sabag Castillo; 3 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, (Carlos Bianchi Chelech) y Hosaín Sabag Castillo y 5 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Jaime Orpis Bouchon, Fulvio Rossi Ciocca y Hosaín Sabag Castillo


Sala de la Comisión, a 12 de enero de 2011.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,

Secretario Accidental de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE DEFINE EL DESCARTE DE ESPECIES HIDROBIOLÓGICAS Y ESTABLECE MEDIDAS DE CONTROL Y SANCIONES PARA QUIENES INCURRAN EN ESTA PRÁCTICA EN LAS FAENAS DE PESCA

(3777-03)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath y Baldo Prokurica, y del ex Senador señor José Ruiz de Giorgio.


A una o más de las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto, concurrieron los siguientes representantes del Ejecutivo:


De la Subsecretaría de Pesca, el Jefe de la División Jurídica, señor Felipe Palacio; el Jefe del Departamento de Pesquerías, señor Ítalo Campodónico; los abogados, señoras María Alicia Baltierra y Catalina Gallardo; y el asesor de la División de Administración Pesquera, señor Mario Acevedo.

Del Servicio Nacional de Pesca (SERNAPESCA), la Subdirectora de Pesca Extractiva, señora Liliana Maritano; el Jefe de Gabinete, señor Alejandro Covarrubias; y el Jefe de Fiscalización Pesquera, señor Fernando Naranjo.


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Egle Zavala.


Del mismo modo asistieron, en calidad de invitados:


Del Instituto Libertad y Desarrollo, el asesor, señor Daniel Montalvo.


De la Biblioteca del Congreso Nacional, la asesora, señorita María Soledad Larenas.


El asesor del Honorable Senador señor Novoa, señor Nicolás Figari.

- - -


Cabe hacer presente que el proyecto de ley en informe fue analizado previamente por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, en segundo informe y en nuevo segundo informe. 

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Vuestra Comisión de Hacienda se remite, al afecto, a lo expresado por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su nuevo segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia.

- - -


Para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento de la Corporación, se deja constancia que la Comisión de Hacienda realizó enmiendas, en todos los casos en virtud de los dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, sobre las siguientes disposiciones del proyecto aprobado por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su nuevo segundo informe:


En el artículo 1°:


- El artículo 7° A contenido en el número 2.


- El artículo 64 E contenido en el número 4.


- El artículo 111 B contenido en el número 6.


- El número 7.


- El artículo 113 bis contenido en el número 8.


En el artículo transitorio.

Se hace presente que esta  constancia es complementaria de los cuadros reglamentarios contenidos en el segundo informe y en el nuevo segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, y sólo guarda relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -





Previo al conocimiento de las disposiciones de competencia de la Comisión, la asesora de la Subsecretaría de Pesca, señora María Alicia Baltierra, indicó que, en general, se habla de descarte de especies hidrobiológicas cuando se desecha un pescado no utilizado sin que se cuente con una debida información científica. Se trata de una práctica que genera cuantiosas pérdidas a la actividad pesquera a nivel mundial, que, de acuerdo con un informe del Banco Mundial, pueden llegar incluso a superar las cuantiosas ganancias que la misma actividad produce.





En dicho escenario, diversos organismos internacionales han decidido abordar la materia, partiendo de la premisa de que el descarte forma parte de la realidad pesquera y no puede, en consecuencia, ser desconocido, pues en muchas ocasiones resulta hasta aconsejable. Su prohibición absoluta, por el contrario, allí donde se ha intentado ha operado como incentivo a que se lleve a cabo en mayor cantidad.





De acuerdo con lo expuesto, se debe reconocer que en la actividad pesquera existen prácticas de descarte lesivas, de un lado, y otras que pueden ser sugeridas, del otro. Al realizarse una apertura respecto de la existencia de estas últimas, se hace necesario establecer una regulación que las recoja, cuestión que constituye el objetivo del proyecto de ley. La actual legislación pesquera, añadió, es bastante precaria sobre la materia, y contiene sólo una definición sobre lo que se entiende por descarte, más la prohibición, sujeta a sanciones, para que se lleve a cabo. En la práctica, sin embargo, ocurre que dichas sanciones se tornan impracticables, porque no existe posibilidad de controlar lo que sucede en altamar, por ejemplo, lo que lleva a que el problema aumente en lugar de disminuir.





Más específicamente, se explayó, la iniciativa en estudio contiene los siguientes elementos sustantivos:





- La modificación de la definición de descarte, que se extiende a la acción de devolver (y ya no de desechar) al mar especies hidrobiológicas capturadas.





- Agrega y define la categoría de observador científico, que será la persona que yendo a bordo de las embarcaciones pesqueras, deberá reunir la información biológica de las especies capturadas y de la operación pesquera. Su labor, resaltó, será separada de las tareas que a los fiscalizadores corresponden.





- La creación de un programa de investigación, de al menos dos años, con el objetivo de establecer las causas del descarte que se verifica al interior de las naves, que muchas veces se puede deber a medidas de administración. De esta forma, será posible contar con antecedentes técnicos que permitan elaborar un plan de reducción del descarte, que puede tener efectos tanto sobre la práctica de los armadores como sobre específicas medidas adoptadas por la autoridad administrativa.





- Siguiendo las recomendaciones de la FAO para legislaciones en materia pesquera, se incorpora un Código de Buenas Prácticas que permita avanzar en la interrelación entre los armadores artesanales e industriales, y la autoridad administrativa.





- Se permite efectuar descarte a una pesquería respecto de la cual ha operado el programa de investigación y se ha emitido un plan de reducción. Para que así se autorice, deben satisfacerse determinados requisitos, debiendo tratarse de una pesquería que cuente con una cuota global de captura, con arreglo a la cual se verifican un programa de seguimiento mayor y una evaluación de stock.





- Se establece una suerte de obligación de descarte de mamíferos marinos, reptiles, pingüinos y otras aves marinas, de conformidad con las directrices de los organismos internacionales.

- Se obliga a los armadores a mantener cámaras de registro de imágenes al interior de sus embarcaciones, con el propósito de conocer si existen o no prácticas de descarte. Para estos efectos, cabe a los armadores un deber de reserva sobre lo que ocurra en sus embarcaciones y en particular en el caladero de pesca. Se fijan, además, sanciones para el caso de no uso de las cámaras.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los numerales 2., artículo 7° A; 4., artículo 64 E; 6.; 7.; y 8. del artículo 1°; y del artículo transitorio del proyecto, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su nuevo segundo informe, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 

A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las normas de competencia de la Comisión de Hacienda y las indicaciones formuladas al texto aprobado por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su segundo informe, haciendo sólo mención de las indicaciones pertinentes que fueron analizadas por esta útima Comisión en dicho segundo informe. Se da cuenta, asimismo, de los acuerdos adoptados.

Artículo 1°


Este artículo introduce una serie de enmiendas a la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto supremo N° 430, de 1990, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción y sus modificaciones posteriores.

Número 2.


Este número incorpora un nuevo Párrafo 1° bis, “del Descarte de las Especies Hidrobiológicas”, al Título II de la Ley de Pesca. Consta de los artículos 7° A a 7° E.

Artículo 7° A


A continuación se describe este artículo, en los términos en que fue despachado por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su segundo informe:


El inciso primero faculta a la Subsecretaría para aprobar un programa de investigación destinado a recopilar antecedentes técnicos de descarte para una especie objetivo y su fauna acompañante.  Dicho programa comprenderá la cuantificación del descarte, la determinación de su causas, la forma cómo se realiza y los medios para obtener la información.  Agrega que tratándose de pesquerías con participación de flota industrial, el programa considerará a lo menos la información biológica pesquera recopilada por los observadores científicos designados por la Subsecretaría.


El inciso segundo, a su turno, prevé que el programa durará dos años e incluirá una proposición para disminuir el descarte.


El siguiente inciso señala que en el  plazo de cinco años de ejecución del programa, la Subsecretaría establecerá un Plan de Reducción del Descarte.


El inciso cuarto enumera los elementos que deberá contener el Plan de Reducción:


a)  Medidas de administración y conservación y medios tecnológicos para reducir el descarte.


b)  Un programa de monitoreo y seguimiento del plan.


c) Una evaluación de las medidas adoptadas para reducir el descarte.


d)  Un programa de capacitación y difusión.


El inciso quinto de este artículo dispone que el plan de reducción podrá considerar un código de buenas prácticas en las operaciones de pesca, como medida de mitigación complementaria.


El inciso sexto, finalmente, obliga a la Subsecretaría a establecer anualmente la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante sometidas al programa de investigación.


Cabe hacer presente que los incisos cuarto y quinto referidos precedentemente, fueron incorporados al proyecto en virtud  de la aprobación, con modificaciones, de la indicación número 4, del ex Senador señor Arancibia, formulada al texto aprobado en general por el Senado, como consta en segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.


El texto despachado en dicho segundo informe fue objeto, a su vez, de las indicaciones números 10, 11, 12 y 13. 



La indicación número 10, del Honorable Senador señor Sabag, para intercalar en su inciso primero, luego de la frase “recopilar antecedentes técnicos”, la oración “que permitan elaborar un plan de reducción del descarte”.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Escalona, la señora Baltierra aseguró que el programa de investigación que el presente artículo establece no guarda, en absoluto, relación con las cuotas de investigación que en materia pesquera se conceden. El propósito del programa, hizo hincapié, es el que específicamente señala el artículo en análisis, en los términos aprobados por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su nuevo segundo informe. 


La indicación número 10 fue aprobada con una enmienda formal, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su nuevo segundo informe, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel y Lagos.


Enseguida, la Comisión acordó realizar las siguientes enmiendas formales en el inciso primero del artículo 7° A:


- Consignar con mayúsculas iniciales las palabras “programa” e “investigación”, situadas entre “, un” y “destinado”.


- Sustituir las expresiones “, el que” por “. Dicho programa de investigación”, y la voz “mismo” por “descarte”; y suprimir el pronombre “éste”.


Las modificaciones fueron convenidas con la misma unanimidad precedentemente señalada, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento de la Corporación. 

A continuación, ante una consulta del Honorable Senador señor Frei, la abogado de la Subsecretaría de Pesca, señora Catalina Gallardo, explicó que, de conformidad con el artículo transitorio del proyecto, a contar de la publicación de la ley la Subsecretaría contará con dos años para dictar el primer programa de investigación y para dictar el reglamento que establecerá las condiciones en que deberá cumplirse la obligación de contar con equipos de registro de imágenes a bordo de las naves. De esta forma, en dicho primer programa de investigación no será exigible la instalación de tales equipamientos. 


La indicación número 11, del Honorable Senador señor Horvath, para reducir de cinco a tres años el plazo que el inciso tercero establece para que la Subsecretaría elabore el Plan de Reducción del Descarte.


La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel y Lagos.


La indicación número 12, del Honorable Senador señor Sabag, para agregar una nueva letra a) en el inciso cuarto, que establece que el Plan de Reducción del Descarte debe incluir una tipificación de la práctica de pesca y los motivos por los cuales se produce el descarte.


La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que como consta en el nuevo segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, fue retirada por su autor.


La indicación número 13, también del Honorable Senador señor Sabag, para agregar al final del inciso quinto, a continuación del vocablo “complementaria”, la oración “e incentivos para la innovación en sistemas y artes de pesca, que tengan como objetivo la mitigación o disminución del descarte”. 


La indicación fue aprobada con modificaciones, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su nuevo segundo informe, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel y Lagos.

Número 4.


Este número del artículo 1° del proyecto incorpora a la Ley General de Pesca los artículos 64 E y 6 F, nuevos.

Artículo 64 E


El inciso primero de este artículo previene que los armadores de las naves pesqueras a que se refiere el artículo 64B (industriales chilenas que operen en aguas de jurisdicción nacional), deberán portar un dispositivo de registro de imágenes que detecte y registre el descarte. 


Dispone, en su inciso segundo, que el SERNAPESCA podrá requerir la información registrada desde las naves pesqueras, en ejercicio de su función fiscalizadora.  


En su inciso tercero declara que el dispositivo será de cargo del armador, y que la recopilación y procesamiento de las imágenes las efectuará el Servicio o entidades externas; en este último caso, a costa también del armador.


El inciso cuarto, a su turno, señala que los costos de instalación y operación del sistema deberán guardar relación con los de los objetivos de protección de los recursos.


El inciso quinto, enseguida, prescribe que los requisitos y condiciones de aplicación que establece este artículo y los resguardos para evitar interferencias y manipulaciones indebidas, serán establecidos en el reglamento. Deberá el Servicio acreditar, directamente o a través de entidades externas, el cumplimiento de los requisitos establecidos en dicho reglamento. 


El inciso sexto faculta a la Subsecretaría para requerir la información que genere este sistema.


El inciso final excluye de las exigencias de este artículo a las embarcaciones artesanales.


El artículo 64 E fue objeto de las indicaciones números 21, 22, 23, 24 y 25.


La indicación número 21, del Honorable Senador señor Sabag, para reemplazar en el inciso primero la frase “los armadores pesqueros industriales a que se refiere el artículo 64B”, por la oración: “Los armadores pesqueros industriales y los armadores artesanales”.

La indicación número 22, del Honorable Senador señor Sabag, para deducir del pago de la patente única pesquera los gastos de instalación y mantención del dispositivo de registro de imágenes, hasta en un 20% del valor anual de la patente.  


La Comisión no se pronunció respecto de la indicación número 22, que fue declarada inadmisible en el nuevo segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, por abordar materias reservadas a la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

La indicación número 23, de los Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Sabag, para agregar en el inciso quinto una norma que habilita al reglamento que fija los requisitos y condiciones de aplicación del dispositivo para distinguir, en la determinación de tales requisitos y condiciones, por pesquería, tipo de naves y artes de pesca.


La indicación número 24, también de autoría del Honorable Senador señor Sabag, para agregar en el inciso final de este artículo, que excluye de sus disposiciones a las embarcaciones artesanales, la frase “menores a 8 metros de eslora”.


La indicación número 25, del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar el inciso final por otro que también exime de las exigencias de este artículo a las naves artesanales de hasta 8 metros de eslora.


El Honorable Senador señor Escalona advirtió que las facultades fiscalizadoras que al SERNAPESCA se entregan, sufren de inmediato un importante detrimento al establecerse, en el inciso segundo del artículo 64 E, que tan sólo “podrá” requerir la entrega de la información registrada. El indeseado efecto que de esto se puede seguir es que el regulado termine capturando a su regulador, en este caso el Servicio, que no contará con verdaderas atribuciones para el ejercicio de sus labores. Situaciones de este tipo se dan incluso hoy en día, por ejemplo, en la Región de los Lagos, donde las presiones a que se ve sometido el ente público por parte de algunos pescadores, restan efectividad a sus actuaciones.


Por otra parte, agregó, no queda claro en el proyecto en qué condiciones deberá producirse el almacenamiento de la información por parte de las naves pesqueras, por cuánto tiempo, en qué lugar, etc. Esto, de nuevo, resta efectividad al seguimiento que de la información se pueda realizar.


La señora Baltierra concordó con que existen en el sector pesquero diversas peculiaridades y complejidades que conspiran contra un fluido funcionamiento, y que se traducen normalmente en presiones por parte de varios de sus actores por obtener aumentos en las cuotas de pesca.


Hizo ver, enseguida, que el proyecto de ley establece nada menos que la obligación de contar con instrumentos de registro de imágenes. Respecto de estos, el sentido de facultar al Servicio para que “pueda” requerir la entrega de la información, es habilitarlo para que pueda focalizarse en determinadas pesquerías y no necesariamente en todas. Sin embargo, se trata de un asunto revisable.


En cuanto a la forma en que deberán aplicarse las exigencias que el presente artículo contiene, señaló que el inciso quinto encomienda al reglamento de la ley su determinación.


El Honorable Senador señor Escalona admitió que el artículo 64 F (que prescribe el carácter reservado de las imágenes registradas, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.285 sobre acceso a la información pública, fijando las sanciones aplicables para el caso de destrucción, sustracción o revelación indebida), resuelve en parte la aprensión que manifestara previamente. Empero, nada dice sobre el plazo que deberá permanecer almacenada esa información.

 
El Jefe de Gabinete del SERNAPESCA, señor Alejandro Covarrubias, acotó que el funcionamiento de los dispositivos que el presente proyecto contempla, responde a la misma lógica del de los posicionadores satelitales que, con éxito, se han instalado en las naves pesqueras. 


Del mismo modo, explicó que será el reglamento de la ley el que establecerá la forma en que deberá manejarse la información, cómo se guarda y analiza, y bajo qué condiciones se entrega a terceros. Ésta, resaltó, será obtenida de equipos herméticos cuya operación corresponderá al SERNAPESCA, única entidad competente para ingresar al sistema y extraer los discos duros externos de los equipos. Si, por el contrario, es el usuario quien realiza cualquiera de estas gestiones, estaría violando equipos sellados. Todo esto obliga a que el Servicio, cada vez que una nave llegue a puerto, sin importar el tiempo que estuviera en la marea, deberá retirar y cambiar el disco duro. Se trata, al cabo, de tecnología de alta capacidad que permite almacenar entre 60 y 90 días de navegación.


De todos modos, añadió, el sentido es que el Servicio, si así lo decide, pueda controlar directamente determinadas pesquerías (las dedicadas al jurel o a la merluza del sur, por ejemplo), encargando el análisis de otras de menor relevancia a terceros, lo que permitiría, además, reducir los costos.


El Honorable Senador señor Lagos observó que, de acuerdo con lo expresado por el representante del SERNAPESCA, es personal del Servicio quien retira y almacena los discos duros de las naves pesqueras que arriban a puerto, de manera automática porque esa es su obligación. Siendo así, no resulta comprensible que el inciso segundo del artículo 64 E prescriba que “puede” requerir la información, pues, según se manifestó, no es una cuestión facultativa.


La señora Baltierra distinguió entre la facultad del SERNAPESCA para requerir información, cual dispone el inciso segundo, de la que se entrega en el inciso sexto a la Subsecretaría de Pesca con los mismos fines. En el primer caso, señaló, efectivamente parece razonable dejar claramente establecida la obligatoriedad de que el Servicio requiera la entrega del material registrado desde las naves pesqueras. En el segundo, se justifica que a la Subsecretaría se le habilite para que pueda solicitar la información para fines de administración y manejo de los recursos hidrobiológicos.  


La Comisión acordó realizar las siguientes enmiendas en el artículo 64 E:


- En el inciso segundo,  sustituir la voz “podrá” por “deberá”.


- En el inciso tercero, reemplazar las expresiones “o por”, por lo siguiente: “directamente, o encargándolo a”.


En ambos casos, lo hizo de conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel y Lagos. 


Por idéntica unanimidad fue aprobado el resto del artículo 64 E, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su nuevo segundo informe. En consecuencia, y con la misma votación, fueron aprobadas, con enmiendas, las indicaciones números 21, 24 y 25, y sin modificaciones la indicación número 23.


Cabe hacer presente que sobre el numeral 4 del artículo 1° del proyecto habían recaído las indicaciones números 5 y 6 del boletín de indicaciones de 9 de junio de 2008, como consta en el segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura. La primera de ellas, de los Honorables Senadores señores Chadwick, Coloma, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis y Pérez Varela y de los ex Senadores señores Arancibia  y Romero, proponía suprimir los artículos 64 E y 64 F. La segunda, del Honorable Senador señor Navarro, era para eliminar el artículo 64 F. Ambas indicaciones fueron rechazadas en el precitado informe.

Número 6.


El número 6 del artículo 1° del proyecto en informe agrega dos nuevos artículos, 111 A y 111 B, a la Ley General de Pesca y Acuicultura. Dichos artículo se describen, enseguida, en los términos en que fueron despachados por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su segundo informe:

Artículo 111 A


Este artículo prescribe que el armador industrial o artesanal que incurra en descarte indebido será sancionado con multa de 30 a 300 UTM.  Agrega que si la especie objeto del descarte está sometida a la medida de límite máximo de captura, al infractor se le aplicará la sanción administrativa prevista en la ley N° 19.713 (se le descuenta el 30% del límite máximo de captura; y si ha agotado su límite, el descuento se  hará efectivo en su cuota del año siguiente).


El inciso segundo, a su turno, sanciona al capitán o patrón de la nave industrial con que se hubiere cometido la infracción, con multa de 30 a 300 UTM, y al patrón de la nave artesanal, con multa de 3 a 30 UTM.


Este artículo fue objeto de la indicación número 28, del Honorable Senador señor Navarro, para agregar, al final del inciso segundo, la oración “El infractor se expondrá a una multa mínima del doble de la sanción aplicada en primera instancia”.


La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel y Lagos. 

Artículo 111 B


Este artículo peviene que el armador de una nave pesquera industrial que opere sin el dispositivo de registro de imágenes o cuyo funcionamiento sea defectuoso, manipulado o interferido, será sancionado con multa de 30 a 300 UTM.


En su inciso segundo sanciona el capitán o patrón de la nave con que se cometió la infracción con multa de 3 a 30 UTM.


El Honorable Senador señor Escalona puso de manifestó que si, conforme se explicara previamente con motivo del artículo 64 E, los equipos serán instalados en las naves por la autoridad y se encontrarán sellados, mal podría imputarse al armador el defectuoso funcionamiento de aquéllos, pues no tendrán intervención en él. Por el contrario, si tales equipos fueran manipulados o interferidos sí cabría responsabilizar al armador, resultando absolutamente razonable, en tales casos, la imposición de las multas que el proyecto propone.


El artículo 111 B fue objeto de las indicaciones números 29 y 30.


La indicación número 29, del Honorable Senador señor Sabag, para agregar a continuación de la frase “nave pesquera industrial”, las expresiones “o embarcación artesanal”.


Fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel y Lagos. 



La indicación número 30, del Honorable Senador señor Navarro, para agregar, al final del inciso segundo, la oración “El infractor se expondrá a una multa mínima del doble de la sanción aplicada en primera instancia”.


Puesta en votación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel y Lagos. 


La Comisión acordó sustituir, en el inciso primero del artículo 111 B, la frase “cuyo funcionamiento haya sido defectuoso o que”, por la voz “lo”, y suprimir la palabra “sido” que antecede a “manipulado”. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel y Lagos, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.

Número 7. 


Enseguida, la Comisión analizó el numeral 7 del artículo 1°.


El número 7 agrega un inciso final al artículo 113 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que sanciona con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales a quienes omitan la entrega de información en los términos que refiere el artículo 63 A que el proyecto incorpora, o entreguen información falsa.


Cabe hacer presente que el aludido artículo 113, contiene una sanción de 30 a 300 UTM para el armador y las personas naturales y jurídicas que no cumplan con presentar los informes a que se encuentran obligados, de acuerdo con los artículos 63 y 64, y a quienes proporcionen información falsa vinculada a la posición de las naves, conforme a los artículos 64 B y 64 D. Del mismo modo, prevé una multa de 50 a 300 UTM para las personas naturales o jurídicas que realicen actividades de acuicultura y entreguen información falsa acerca de la operación de los centros de cultivo. En este artículo se inserta el inciso planteado por el numeral 7. del proyecto.


La señora Baltierra indicó que la obligación de informar a que se refiere este numeral recae sobre los armadores pesqueros industriales o artesanales, conforme dispone el artículo 63 A que el mismo proyecto propone, y se extiende al descarte de especies que realicen.


El Honorable Senador señor Frei opinó que la multa máxima que en este caso se contempla, no constituye un monto demasiado alto que se condiga con la gravedad que puede revestir la omisión de determinada información.


La señora Gallardo explicó que la primera de las multas del artículo 113, de 30 a 300 UTM, justifica su magnitud en que sanciona la no entrega de información sobre el volumen general de capturas, por especie y área de pesca, que se presume va a ser siempre superior al volumen descartado, por lo que importa una conducta de mayor gravedad. La sanción que se introduce por la no entrega de información relativa al descarte, en consecuencia, se ha previsto en sumas inferiores, pues existiendo la autorización para hacer descarte, tan solo se omite entregar información.


Recordó, al efecto, que la captura total desembarcada constituye un elemento fundamental para la fiscalización de las cuotas globales y los límites máximos de captura, así como de las cuotas que se entregan a la pesca artesanal a través del régimen artesanal de extracción. Por ello, insistió, la omisión en que respecto de ella se incurra reviste una gravedad superior.  


El Honorable Senador señor Kuschel observó que, entonces, un armador podría ser multado tanto por no informar su captura general como por no comunicar su descarte.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que la explicación efectuada por las representantes del Ejecutivo resulta razonable cuando se ha omitido información. Mas, si la información es en realidad falsa, evento en el que también se pone el inciso propuesto en el número 7. del proyecto, pareciera que la sanción a ser aplicada debe ser mayor.


El Honorable Senador señor Escalona coincidió con lo expresado por Su Señoría, añadiendo que se está contemplando la misma sanción para infracciones de distinta entidad. 


La señora Gallardo indicó que una alternativa sería ampliar el rango de la sanción que es posible aplicar, dejándola entre 3 y 300 UTM, de manera que sea el juez quien, sopesando la gravedad de la infracción, determine el monto.


El Honorable Senador señor Lagos subrayó que el problema del inciso propuesto es que equipara la conducta de omitir información con la de entregar información falsa, en circunstancias que no son lo mismo. En este sentido, consultó si con el vocablo “falsa” se quiere connotar tan solo la entrega de información errada o, en realidad, la proporcionada con la intención de engañar a la autoridad.


La Comisión acordó efectuar enmiendas, cuales serán indicadas en su oportunidad, al inciso que incorpora el número 7. del artículo 1°, distinguiendo entre la sanción aplicable a las conductas de omisión de la entrega de información o entrega de información incompleta (3 a 30 UTM), por una parte, y la que corresponde si se entregara información falsa (50 a 300 UTM), por otra. En este último caso, se ajustó a los parámetros que el inciso tercero del artículo 113 vigente establece. Lo hizo de conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Lagos y Novoa. 

Número 8.


El número 8. aprobado en general por el Senado, y posteriormente por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su segundo informe, incorpora un artículo 113 bis que dispone que durante el desarrollo del programa de investigación, todas las naves que participen de la investigación, sea por haberse sometido voluntariamente o por haber sido nominadas por la Subsecretaría, no les serán aplicables las sanciones sobre descarte contempladas en la ley general de pesca ni en la ley N° 19.713.


La señora Gallardo expresó que la oración del artículo propuesto que señala que en la investigación se puede tomar parte por haberse sometido voluntariamente o por nominación de la Subsecretaría de Pesca, fue introducida durante la tramitación del proyecto a instancias parlamentarias, sin que el Ejecutivo estuviera de acuerdo con su contenido. Esto por cuanto, en realidad, si una pesquería forma parte de un programa de investigación, todas las naves que pertenezcan a ella, sin distinción, deben someterse al mismo.


La Comisión acordó dar una nueva redacción al artículo 113 bis, como será indicado en su oportunidad, que, en lo medular, elimina la posibilidad de que la participación de la investigación se funde, alternativamente, en el sometimiento voluntario de las naves o en la nominación de la Subsecretaría del ramo. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento de la Corporación, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Lagos y Novoa. 

Artículo transitorio


El tenor literal con que lo despachó la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su segundo informe, es el siguiente:

“Dentro del plazo de dos años contados desde la fecha de publicación de esta ley deberá dictarse un programa de investigación conforme a las disposiciones del artículo 7° A.

En el mismo plazo se dictará el reglamento a que se refiere el artículo 64 E.

Mientras no se dicte el reglamento a que alude el inciso anterior, quedarán suspendidas las obligaciones establecidas en los artículos 64 E y 64 F, así como la infracción contenida en el artículo 111 B.”.


Cabe hacer presente que las expresiones “Dentro del”, en el inciso primero, reemplazaron a las palabras “En el”, que empleaba el proyecto aprobado en general por la Sala del Senado. Ello, en virtud de la aprobación de la indicación número 7, del ex Senador señor Arancibia, como consta tanto en el segundo informe como en el nuevo segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

Dicho segundo informe da cuenta, además, del rechazo de la indicación número 8, de autoría del mismo señor ex Senador, que proponía suprimir los incisos segundo y tercero de este artículo transitorio.


El artículo transitorio fue objeto, en el trámite de nuevo segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, de las indicaciones números 32, 33 y 34.

La indicación número 32, del Honorable Senador señor Sabag, para intercalar, en el inciso primero, el vocablo “máximo” entre las frases “dentro del plazo” y “de dos años contados”.


La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que como consta en el nuevo segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, fue retirada por su autor.

El Honorable Senador señor Escalona expresó que el plazo de dos años después de publicada la ley, para recién dictar el programa de investigación de que se ha venido hablando, parece demasiado extenso.

El Honorable Senador señor Novoa hizo ver que, en rigor, el programa de investigación deberá efectuarse dentro de un plazo determinado, y no dictarse, pues lo importante es que se lleve a cabo.

La indicación número 33, del Honorable Senador señor Horvath, para agregar al inciso segundo la siguiente oración: “Este reglamento deberá ajustarse a los resultados que arroje el programa de investigación mencionado en el artículo 7A.”.

La indicación número 34, de los Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel y Sabag, para incorporar, también al inciso segundo, la siguiente frase: “Este reglamento deberá dictarse teniendo en cuenta los resultados del programa de investigación del artículo 7A.”.

El Honorable Senador señor Escalona advirtió que al hacer referencia los incisos primero y segundo del artículo transitorio a un mismo plazo desde la publicación de la ley, en la especie, dos años, se están haciendo coetáneas dos cuestiones que, en realidad, no lo son: el programa de investigación, de un lado, y el reglamento de de la ley, por otro. Cabe así, agregó, el riesgo de que el programa de investigación se tarde exactamente el mismo tiempo en el que debe ser dictado el reglamento que, precisamente, debe considerar los resultados de dicho programa para ser elaborado. 

Las indicaciones números 33 y 34 fueron aprobadas con enmiendas, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su nuevo segundo informe. Así lo acordó la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 

Enseguida, por la misma unanimidad y en razón de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento de la Corporación, la Comisión acordó realizar una serie de enmiendas en el artículo transitorio, a saber:

- Sustituir, en el inciso primero, las palabras “de dos años” por “máximo de dieciocho meses”, y la expresión “dictarse” por “efectuarse”.

- Sustituir, en el inciso segundo, las voces “mismo plazo” por “plazo de dos años contado desde la publicación de la presente ley,”.

- Reemplazar, en el inciso tercero, las palabras “infracción contenida” por “aplicación de las sanciones contenidas”.

- - -

MODIFICACIONES






En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley despachado por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su nuevo segundo informe, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°

Número 2.

Artículo 7° A

Inciso primero


- Consignar con mayúsculas iniciales las palabras “programa” e “investigación”, situadas entre “, un” y “destinado”.


- Sustituir las expresiones “, el que” por “. Dicho programa de investigación”, y la voz “mismo” por “descarte”; y suprimir el pronombre “éste”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 4.

Artículo 64 E

Inciso segundo


Sustituir la voz “podrá” por “deberá”.

Inciso tercero


Reemplazar las expresiones “o por”, por lo siguiente: “directamente, o encargándolo a”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 6.
Artículo 111 B

Inciso primero

Sustituir la frase “cuyo funcionamiento haya sido defectuoso o que”, por la voz “lo”, y suprimir la palabra “sido” que antecede a “manipulado”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 7.

Sustituirlo por el siguiente:

“7. Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto al artículo 113:






“La omisión de la entrega, o la entrega incompleta de la información a que se refiere el artículo 63 A, será sancionada con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.  

En caso que la información entregada en cumplimiento del artículo 63 A sea falsa, la sanción será de multa de 50 a 300 unidades tributarias mensuales.”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 8.

Artículo 113 bis






Sustituirlo por el siguiente:






“Artículo 113 bis.- Durante el desarrollo del Programa de Investigación a que se refiere el artículo 7° A de la presente ley, no serán aplicables, a todas aquellas naves que participen de la investigación, las sanciones sobre descarte contempladas en esta ley y en la ley N° 19.713 y sus modificaciones.”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo transitorio

Inciso primero

Sustituir las palabras “de dos años” por “máximo de dieciocho meses”, y la expresión “dictarse” por “efectuarse”.

Inciso segundo

Sustituir las voces “mismo plazo” por “plazo de dos años contados desde la publicación de la presente ley,”.

Inciso tercero






Reemplazar las palabras “infracción contenida” por “aplicación de las sanciones contenidas”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 6  de marzo de 2008, señala, de manera textual, lo siguiente:

“Modifica la definición de descarte contenida en la Ley de Pesca, consignándola como la acción de devolver al mar las especies hidrobiológicas capturadas; establecer procedimientos para recopilar antecedentes técnicos sobre descarte; incorporar un dispositivo a bordo de registro de imágenes de las faenas de pesca, y agrega a la legislación pesquera normas para sancionar las infracciones a las disposiciones regulatorias del descarte.

Se establece en la Ley que la instalación y mantención del dispositivo de registro de imágenes serán de cargo del armador. Asimismo, la recopilación y procesamiento de las imágenes podrá efectuarse por entidades externas, de cargo del armador, o por el Servicio Nacional de Pesca, estimándose un costo total anual estimado de operación de $509 millones de pesos, los que podrán ser cobrados a los particulares.”.


Posteriormente, con fecha 23 de marzo de 2011, la Dirección de Presupuestos emitió un nuevo informe financiero, del siguiente tenor literal:

“Modifica la definición de descarte contenida en la Ley de Pesca, consignándola como la acción de devolver al mar las especies hidrobiológicas capturadas; establece procedimientos para recopilar antecedentes técnicos sobre descarte; obliga a incorporar un dispositivo a bordo, de registro de imágenes de las faenas de pesca, y agrega a la legislación pesquera normas para sancionar las infracciones a las disposiciones regulatorias del descarte.

Por otra parte, establece la figura de “Observador científico”, determina sus atribuciones y limitaciones, y determina la elaboración de un “Programa de investigación” que deberá desembocar, no más allá de 5 años de publicada la Ley, en un “Plan de reducción del Descarte”.

Se establece que la instalación y mantención del dispositivo de registro de imágenes serán de cargo del armador, y que la recopilación y procesamiento de imágenes podrá efectuarse por entidades externas, de cargo del armador, o por el Servicio Nacional de Pesca, a su costo. En este último caso, el mayor costo fiscal asciende, estimativamente a $538 millones, los que, en el presente año serían financiados con reasignaciones del servicio, y en años siguientes, con los recursos que consulte la Ley de Presupuestos de cada año.

Respecto del desarrollo de los “Programas de Investigación”, su costo dependerá del número de pesquerías en los que se requiera implementar así como su gradualidad. Para efectos de ilustración, la Subsecretaría de Pesca estima en $266 millones la realización de esta acción para la Pesquería de merluza común industrial. A este respecto, el servicio cuenta con $10.326 millones en el presupuesto 2011 para estudios asociados a manejo de recursos pesqueros, por lo que no se prevén presiones adicionales de gasto. En los años siguientes el gasto será considerado en la Ley de Presupuestos para el servicio.”.

En consecuencia, las normas del proyecto en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO 


En virtud de los acuerdos anteriores, vuestra Comisión de Hacienda propone la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su nuevo segundo informe, que es del siguiente tenor:


PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el Decreto Supremo Nº 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción y sus modificaciones posteriores:


1. Introdúcense las siguientes enmiendas a su artículo 2º:


a) Sustitúyese el Nº 14 bis) por el siguiente:


“14 bis) Descarte: Es la acción de devolver al mar especies hidrobiológicas capturadas.”.


b) Intercálase el siguiente número 26 bis):


“26 bis) Observador científico: persona natural designada por la Subsecretaría de Pesca encargada de la observación y recopilación de datos a bordo de naves pesqueras, puntos de desembarque o en plantas de proceso, exclusivamente, para la investigación con fines de conservación y administración de los recursos hidrobiológicos. 


Los datos sin procesar o agregar, obtenidos por los observadores científicos, tanto de las naves pesqueras como de los puntos de desembarque y de las plantas de proceso, tendrán el carácter de reservados, de conformidad con lo dispuesto en los numerales 1 y 2 del artículo 21 de la ley Nº 20.285. No obstante, el armador y el gerente o administrador de la planta de proceso, o quienes éstos designen, podrán solicitar copia de los datos recopilados a bordo de sus naves o plantas.

El observador científico que destruya, sustraiga o revele, indebidamente, los datos a que se refiere el párrafo precedente incurrirá en las penas previstas en los artículos 242 ó 247 del Código Penal, según corresponda.



La recopilación de datos en ningún caso incluirá la individualización de las naves ni de los armadores, los cuales deberán ser codificados para estos efectos.


El observador científico no tendrá bajo ningún respecto el carácter de inspector, fiscalizador, ministro de fe, certificador o verificador de capturas quedando limitadas sus funciones a las expresadas en el presente numeral.”. 


2. Incorpórase el siguiente Párrafo 1º bis al Título II:

“PÁRRAFO 1° BIS

DEL DESCARTE DE ESPECIES HIDROBIOLÓGICAS


Artículo 7º A.- La Subsecretaría, mediante resolución y previo informe técnico, aprobará, para una o más especies objetivo y su fauna acompañante, un Programa de Investigación destinado a recopilar antecedentes técnicos que permitan elaborar un plan de reducción del descarte. Dicho programa de investigación deberá comprender a lo menos la cuantificación del descarte, la determinación de sus causas, la forma en que se realiza y los medios a través de los cuales se dejará constancia de esta información. Tratándose de pesquerías con participación de la flota industrial, el programa deberá considerar a lo menos la información biológica-pesquera recopilada por los observadores científicos designados por la Subsecretaría de Pesca en conformidad con el artículo 19 de la Ley Nº 19.713.


El programa tendrá una duración no inferior a dos años y deberá incluir una propuesta de las medidas orientadas a la disminución del descarte.


En el plazo máximo de tres años de ejecución del programa de investigación, la Subsecretaría de Pesca deberá establecer un Plan de Reducción del Descarte.


El Plan de Reducción del Descarte deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:


a) Las medidas de administración y conservación y los medios tecnológicos necesarios para reducir el descarte.


b) Un programa de monitoreo y seguimiento del plan.


c) Una evaluación de las medidas adoptadas para reducir el descarte.


d) Un programa de capacitación y difusión.


El plan de reducción deberá considerar un código de buenas prácticas en las operaciones de pesca como medida de mitigación complementaria. Asimismo, podrá considerar incentivos para la innovación en sistemas y artes de pesca, que tengan como objetivo la mitigación o disminución del descarte.


La Subsecretaría de Pesca, establecerá anualmente, mediante resolución fundada, la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante que se encuentren sometidas al programa de investigación a que se refiere este artículo.


Artículo 7° B.- El descarte de individuos de una especie objetivo, cualquiera sea su régimen de acceso, y su fauna acompañante, podrá realizarse siempre que se cumplan los siguientes requisitos:


a) Que se hayan recopilado antecedentes técnicos suficientes del descarte, de acuerdo a un programa de investigación, ejecutado de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior. 


b) Que se mantenga en ejecución el programa de investigación señalado en la letra a).


c) Que sea haya fijado una cuota global anual de captura para la especie objetivo. 


d) Que en la cuota de captura se haya descontado el descarte.


e) Que la especie objetivo y su fauna acompañante se encuentren sometidas a un Plan de Reducción del Descarte.


f) Que el descarte no afecte la conservación de la especie objetivo.


La Subsecretaría de Pesca, establecerá anualmente, mediante resolución fundada, y previo informe técnico, la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante que cumplan con los requisitos antes señalados.


Artículo 7° C.- Será obligatoria la devolución al mar de mamíferos marinos, reptiles, pingüinos y otras aves marinas. Asimismo, será obligatoria la devolución de ejemplares de una especie hidrobiológica, en los casos en que así lo disponga expresamente la medida de administración vigente.


La Subsecretaría establecerá, mediante resolución y previo informe técnico, la nómina de especies que se encuentren en los casos previstos en el presente artículo.


Artículo 7° D.- Sin perjuicio de las normas de este párrafo, se deberá dar cumplimiento a las medidas de administración establecidas de conformidad con la normativa vigente.”.


3. Incorpórase el siguiente artículo 63 A:


“Artículo 63 A: Los armadores pesqueros industriales o artesanales deberán informar, en los términos establecidos en el artículo anterior, el descarte de especies sometido a las disposiciones del Párrafo 1º bis del Título II de esta ley.”.


4. Agréganse los siguientes artículos 64 E y 64 F:


“Artículo 64 E.- Los armadores de naves pesqueras a que se refiere el artículo 64 B y los armadores artesanales respecto de sus naves que tengan una eslora igual o superior a 15 metros, deberán instalar a bordo y mantener en funcionamiento, durante todo el viaje de pesca, un dispositivo de registro de imágenes que permita detectar y registrar toda acción de descarte que pueda ocurrir a bordo.


El Servicio Nacional de Pesca deberá requerir la entrega de la información registrada desde las naves pesqueras, en ejercicio de su función fiscalizadora.


La instalación y mantención del dispositivo de registro de imágenes serán de cargo del armador. Asimismo, la recopilación y procesamiento de las imágenes podrá efectuarse por el Servicio directamente, o encargándolo a entidades externas. En este último caso también serán de cargo del armador.


Este sistema deberá guardar relación en sus costos de instalación y operación con los que signifiquen los objetivos de protección de los recursos hidrobiológicos respectivos.


La forma, requisitos y condiciones de aplicación de las exigencias establecidas en este artículo, así como los resguardos necesarios que eviten la manipulación e interferencia del funcionamiento de los dispositivos, serán determinados en el reglamento, pudiendo éste distinguir por pesquería, tipo de nave y arte de pesca. El Servicio acreditará, directamente o a través de entidades externas, el cumplimiento de los requisitos establecidos en el reglamento.


La Subsecretaría de Pesca podrá requerir la información de que trata este artículo para fines de administración y manejo de los recursos hidrobiológicos.



Artículo 64 F.- Las imágenes que registre el dispositivo a que se refiere el artículo 64 E tendrán el carácter de reservado de conformidad con la ley N° 20.285. Su destrucción, sustracción o revelación indebida, será sancionada con las penas señaladas en los artículos 242 ó 247 del Código Penal, según corresponda.


La información que genere el dispositivo de registro de imágenes, certificada por el Servicio Nacional de Pesca, en su caso, tendrá el carácter de instrumento público y constituirá una presunción para acreditar infracciones a la normativa pesquera. La información, en este caso, no revestirá el carácter de reservada y su publicidad quedará sometida a las normas generales que regulan el procedimiento administrativo o judicial, según corresponda.”.


5. Suprímese en la letra g) del artículo 110 la frase “o desechadas al mar”.


6. Agréganse los siguientes artículos 111 A y 111 B:


“Artículo 111 A.- El armador de la nave industrial o embarcación artesanal que realice descarte que no corresponda a los casos previstos en el Párrafo 1° Bis del Título II de esta ley, será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales. En el caso que se trate de especies sometidas a la medida de administración límite máximo de captura por armador, se aplicará la sanción administrativa establecida en el artículo 12 de la ley N° 19.713. 


En el caso del inciso anterior, el capitán o patrón de la nave pesquera industrial en que se hubiere cometido la infracción, será sancionado personalmente con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, y el patrón de la embarcación artesanal, con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.


Artículo 111 B.- El armador de una nave pesquera industrial o de una embarcación artesanal de eslora igual o superior a 15 metros  que haya operado sin mantener en funcionamiento el dispositivo de registro de imágenes, o lo haya manipulado o interferido, será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales.


El capitán o patrón de la nave en que se hubiere cometido la infracción a que se refiere el inciso anterior, será sancionado personalmente con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.”.


7. Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto al artículo 113:

“La omisión de la entrega, o la entrega incompleta de la información a que se refiere el artículo 63 A, será sancionada con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.  

En caso que la información entregada en cumplimiento del artículo 63 A sea falsa, la sanción será de multa de 50 a 300 unidades tributarias mensuales.”.


8. Incorpórase el siguiente artículo 113 bis:


“Artículo 113 bis.- Durante el desarrollo del Programa de Investigación a que se refiere el artículo 7° A de la presente ley, no serán aplicables, a todas aquellas naves que participen de la investigación, las sanciones sobre descarte contempladas en esta ley y en la ley N° 19.713 y sus modificaciones.”.


Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes enmiendas a la ley Nº 19.713:


1) Reemplázase el inciso segundo del artículo 12 por el siguiente:


“Para estos efectos se entenderá por descarte la acción de devolver al mar las especies hidrobiológicas capturadas.”.


2) Sustitúyese el Nº 1 de su artículo 20 por el siguiente:


“1. Intercálase en el artículo 2º, a continuación del Nº 14) el siguiente número 14 bis):


“14 bis) Descarte: Es la acción de devolver al mar especies hidrobiológicas capturadas.”.”.


Artículo Transitorio.- Dentro del plazo máximo de dieciocho meses contados desde la fecha de publicación de esta ley deberá efectuarse un programa de investigación conforme a las disposiciones del artículo 7º A.


En el plazo de dos años contados desde la publicación de la presente ley, se dictará el reglamento a que se refiere el artículo 64 E, el que considerará los resultados del programa de investigación mencionado en el artículo 7° A.-

Mientras no se dicte el reglamento a que alude el inciso anterior, quedarán suspendidas las obligaciones establecidas en los artículos 64 E y 64 F, así como la aplicación de las sanciones contenidas en el artículo 111 B.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 15 y 22 de marzo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 5 de abril de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RESPECTO DEL PROYECTO DE LEY SOBRE COMPOSICIÓN NUTRICIONAL DE LOS ALIMENTOS Y SU PUBLICIDAD

(4921-11)

HONORABLE SENADO

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS: 

                                               La Comisión Mixta constituida en conformidad con lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley de la suma, originado en Moción de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín, Carlos Ignacio Kuschel Silva, y Mariano Ruiz-Esquide Jara, y los ex Senadores señora Evelyn Matthei Fornet y señor Carlos Ominami Pascual.

                                               Al concluir el tercer trámite constitucional, el Senado, en sesión del día 14 de diciembre de 2010, designó como miembros de esta Comisión Mixta a los Honorables Senadores que integran su Comisión de Salud, lo que en esa misma fecha comunicó a la Cámara de Diputados por medio de oficio Nº 1.128.

                                               La Cámara, por su parte, en sesión de fecha 15 de diciembre de 2010, designó como integrantes de la Comisión a los Honorables Diputados señores Juan Lobos Krause, Patricio Melero Abaroa, Marco Antonio Núñez Lozano, Alejandro Santana Tirachini y Víctor Torres Jeldes, lo que comunicó al Senado por medio de oficio N° 9.159, de esa misma fecha. Con posterioridad, la Cámara reemplazó a los señores Torres, Melero y Santana, por los Honorables Diputados señores Gabriel Silber Romo, David Sandoval Plaza y señora Karla Rubilar Barahona.

                                               Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó con fecha 12 de enero de 2011 y, con el voto de la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, y Honorables Diputados señores Lobos, Melero, Nuñez, Santana y Silber, eligió como Presidente al Honorable Senador señor Girardi, abocándose de inmediato a su cometido. 

                                               A una o más de las sesiones en que la Comisión Mixta discutió este asunto asistieron las siguientes personas:

                                               Del Ministerio de Salud: la ex Subsecretaria de Salud Pública, señora Liliana Jadue Hun y la Jefa del Departamento Jurídico, señora Adriana Maturana Schulze.

                                               De la Secretaría General de la Presidencia: la abogada, señora María José Lezana Illesca y el asesor, señor Pedro Pablo Rossi Guajardo.

                                               Del Ministerio de Educación: la Jefa de la Unidad de Currículum y Evaluación, señora Loreto Fontaine Cox. 

                                               De la Biblioteca del Congreso Nacional: el analista, señor Eduardo Goldstein Braunfeld.

- - - - - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

                                               Cabe hacer presente que el artículo 4° del proyecto propuesto por la Comisión Mixta contiene una norma de carácter orgánico constitucional, por incidir en por incidir en la materia indicada en el inciso quinto del N° 11 del artículo 19 de la Carta Fundamental, relativo a la libertad de enseñanza. Por lo anteriormente señalado, debe ser aprobada por las cuatro séptimas partes de los Senadores y Diputados en ejercicio, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental.

- - - - - - -

                                               A continuación se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas corporaciones durante la tramitación de la iniciativa, así como de los acuerdos adoptados a su respecto.

                                               En el primer trámite constitucional, la iniciativa de ley en informe constaba de 8 artículos permanentes. En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo numerosas modificaciones al proyecto, aprobando, en definitiva, un texto de 11 artículos permanentes.

                                               El Senado, en el tercer trámite constitucional, aprobó las modificaciones propuestas, con excepción del reemplazo de la conjunción “y”, en el artículo 2°, y de las recaídas en el artículo 3°, en los artículos 4°, 5° y 6° (3°, 4° y 5°, respectivamente, del  texto aprobado por la Cámara), y en la incorporación de los artículos 6°, 7°, 8° y 9°, nuevos, las que ha rechazado.

 

- - - - - - -

Artículo 2º

Inciso Primero

                                               El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un inciso del siguiente tenor:

                                                                                                                                              “Artículo 2°.- Los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de alimentos deberán informar en sus envases y rótulos los ingredientes que contienen, incluyendo todos sus aditivos y su información nutricional, expresados en composición porcentual, unidad de peso o bajo la nomenclatura que indiquen los reglamentos vigentes.”.

                                                                                                                                              La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, reemplazó la conjunción copulativa “y”, que figura entre las palabras “envases” y “rótulos”, por la expresión “y/o”, enmienda que fue rechazada por el Senado en el tercer trámite constitucional, por estimar que  gramaticalmente la expresión “y/o” es confusa y contradictoria.
                                               

                                               Al iniciar el debate, la Secretaría de la Comisión hizo presente que en el Diccionario de la Real Academia no está contemplada la expresión “y/o”, que es la traducción de un anglicismo. Se trata de una conjunción copulativa y una disyuntiva que no procede vayan unidas. 

                                               La ex Subsecretaria de Salud Pública, señora Liliana Jadue, dio a conocer la posición del Ministerio de Salud en relación a esta enmienda. Estimó que abrir la posibilidad de que la advertencia esté contenida en el envase o en el rótulo puede derivar en que no se cumpla el objetivo de la ley, pues eventualmente se podría, a modo de ejemplo, poner la advertencia en un rótulo interior. No obstante, recordó que es el Ministerio de Salud el que reglamentará las características de la advertencia.

                                               Con miras a evitar posibles subterfugios en el cumplimiento de la ley, se debatió la posibilidad de expresar si la advertencia debe contemplarse en el envase o en el rótulo exterior.

                                               El Honorable Diputado señor Lobos refirió que los productos que se importan pueden no traer en el envase la información que exige esta ley,  y para darle cumplimiento se les puede adherir un rótulo que la contenga.

                                               

                                               El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Girardi consideró que dar a los obligados libertad para elegir en esta materia es peligroso y, en definitiva, hace posible la publicidad engañosa. La advertencia debe estar en el envase. Propuso, a fin de resolver la divergencia, eliminar en el inciso primero del artículo 2° aprobado por el Senado, la frase “y rótulos”, en vista  que la palabra envases es genérica y comprende todas las posibilidades. 

                                               - La Comisión Mixta aprobó la proposición del Presidente por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, y Honorables Diputados señores Lobos, Melero, Núñez, Santana y Silber.
Artículo 3°

El Senado, en el primer trámite constitucional aprobó una norma del siguiente tenor: 

                                               “Artículo 3°.- No se podrá adicionar a los alimentos y comidas preparadas ingredientes o aditivos que puedan inducir a equívocos, daños a la salud, engaños o falsedades, o que de alguna forma sean susceptibles de crear una impresión errónea respecto a la verdadera naturaleza, composición o calidad del alimento, según lo establecido en el Reglamento Sanitario de los Alimentos.

                                               No se podrá adicionar a los alimentos y comidas preparadas ingredientes o aditivos en un porcentaje superior al que fije el Ministerio de Salud mediante reglamento.”.

                                               La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, suprimió este artículo, lo que incidía en la numeración del resto de los preceptos del proyecto.

                                               El Senado, en el tercer trámite constitucional, rechazó la supresión practicada por la Cámara.

                                               La Honorable Senadora señora Matthei propuso mantener el artículo 3° despachado por el Senado, posición que fue compartida por el Honorable Senador señor Girardi.

                                               La señora Subsecretaria de Salud Pública manifestó que el artículo resulta redundante, pues la regulación de los aditivos se encuentra en el Reglamento Sanitario de los Alimentos. Concluyó que la norma propuesta no aporta nada nuevo, pero no tuvo objeciones a su incorporación.

                                               El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consideró que una materia relevante como aquella sobre la cual versa el artículo en comento debe contenerse en la ley. En el mismo sentido se pronunció el Honorable Diputado señor Núñez.

                                               El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, propuso conservar el artículo 3° del texto aprobado por el Senado.

                                               - La Comisión Mixta aprobó la proposición por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, y Honorables Diputados señores Lobos, Melero, Núñez, Santana y Silber.

Artículo 4°

Inciso Primero

                                               El Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó un inciso del siguiente tenor:

                                               “Artículo 4°.- Los establecimientos educacionales del país deberán incluir en sus programas de estudios, en todos sus niveles de enseñanza, contenidos que desarrollen hábitos de una alimentación saludable y adviertan sobre los efectos nocivos de una dieta excesiva en grasas, grasas saturadas, azúcares, sodio y otros nutrientes cuyo consumo en determinadas cantidades o volúmenes pueden representar un riesgo para la salud.”.

                                               La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, sustituyó  la frase “en todos sus niveles de enseñanza” por “en todas sus modalidades”.

                                                                                                                                              El Senado, en el tercer trámite constitucional, rechazó la sustitución.

                                                                                                                                              La Jefa de la Unidad de Currículum y Evaluaciones del Ministerio de Educación, señora Loreto Fontaine, expresó que la referencia a los niveles de enseñanza que hace la norma aprobada por el Senado comprende todos y cada uno de los cursos, lo que se traduce en que al alumno se le pasarán estos contenidos cada año, lo que puede resultar un tanto repetitivo y aburrido. Estimó que la referencia debe hacerse a los ciclos de enseñanza (preescolar, básica y media). Agregó que este contenido curricular está suficientemente cubierto en varios niveles educacionales.

                                                                                                                                              El Honorable Senador señor Girardi sostuvo que nuestro país está entre los primeros cinco en el mundo en materia de obesidad infantil, por lo que es fundamental transmitir a los niños la información de un modo comprensible para ellos y de manera constante.                                                                                                       El Honorable Senador señor Rossi señaló que el artículo expresa un objetivo transversal de la educación y es necesario hacer un esfuerzo por hacerlo efectivo. 

                                               En el seno de la Comisión se debatió si esta disposición trata de una materia propia de la Ley General de Enseñanza (LEGE) o bien corresponde a una política pública de salud. Lo anterior es relevante en distintos aspectos, por ejemplo, respecto de cual será la autoridad encargada de la fiscalización. 

                                               El Honorable Diputado señor Silber estimó que se trata de una política pública de salud que no puede ser excluida de las mallas curriculares y debe extenderse a todos los niveles y modalidades de educación. No se trata de materias propias de la LEGE. Es una norma que forma parte de una política sanitaria que establece una obligación para los establecimientos educacionales.

                                               La señora Fontaine advirtió que uno de los principales problemas que ofrece el texto en discusión es la falta de claridad respecto de quien resulta obligado con la norma, si es cada colegio o el Ministerio de Educación el que tiene que incluir estas materias en el currículo obligatorio.

                                               El Honorable Diputado señor Melero consideró que la norma debe ser imperativa y pidió la colaboración del Ministerio de Educación en la redacción de un texto adecuado.

                                               En definitiva  la Comisión Mixta, teniendo a la vista lo que disponen los artículos 17 y 22 de la LEGE, resolvió que estos contenidos se deberán incluir en los programas de estudio de todos los niveles y modalidades de enseñanza.

                                               - Acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y los Honorables Diputados señores Lobos, Sandoval y Silber.

Inciso Segundo

El Senado, con ocasión del primer trámite constitucional, aprobó una disposición del siguiente tenor: 

                                               “Además, dichos establecimientos deberán incluir en sus programas curriculares al menos tres bloques semanales fraccionados de actividad física práctica, que genere alto gasto energético.”. 

                                               La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo reemplazó por el siguiente:                   

                                               “Los establecimientos educacionales del país promoverán la actividad física y la práctica del deporte, a fin de fomentar en sus estudiantes, según sus intereses y aptitudes, el hábito de una vida activa y saludable.”.

                                               El Senado, durante el tercer trámite constitucional, rechazó la modificación de la Cámara.

                                               La Comisión Mixta destacó la importancia de esta norma, pues otro de los factores decisivos para combatir la obesidad, particularmente infantil, es la actividad física. El Honorable Senador señor Girardi manifestó que se trata de una norma aprobada por la Organización Mundial de Salud.

                                               El Honorable Senador señor Rossi agregó que, hoy en día, existe una jornada de actividad física de 90 minutos, pero cuya densidad motora es de apenas 18 minutos.

                                               - La unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte y los Honorables Diputados señores Lobos, Núñez, Sandoval y Silber, acordó aprobar el inciso segundo del texto del Senado.

Artículo 5°

                                               El Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto:

                                               “Artículo 5°.- El Ministerio de Salud determinará los alimentos que, por unidad de peso o volumen, o por porción de consumo, presenten en su composición nutricional elevados contenidos de calorías, grasas, azúcares, sal u otros ingredientes que el reglamento determine. Este tipo de alimentos se deberá rotular como “alto en calorías”, “alto en sal” o con otra denominación equivalente, según sea el caso.

                                               La información indicada precedentemente, incluyendo sus contenidos, forma, tamaño, mensajes, señalética o dibujos, proporciones y demás características, se determinará por el Ministerio de Salud en el Reglamento Sanitario de los Alimentos. Asimismo, se podrán fijar límites de contenido de energía y nutrientes en los alimentos a que alude el inciso anterior.

                                               La Autoridad Sanitaria, en ejercicio de sus facultades, podrá corroborar con análisis propios la información indicada en la rotulación de los alimentos, sin perjuicio del ejercicio de sus facultades fiscalizadoras.”.

                                               La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, reemplazó  los incisos primero y segundo por los siguientes:

                                                                                                                                              “Artículo 4°.- El Ministerio de Salud determinará los alimentos que, por presentar en su composición nutricional elevados contenidos de calorías, grasas, azúcares, sodio u otros, aportan un porcentaje relevante de los valores diarios de referencia. Este tipo de alimentos se deberá rotular con una leyenda específica que informe de tal circunstancia al consumidor. Esta leyenda deberá ser validada con estudios técnicos, que objetivamente confirmen su comprensión, evitando aquellas leyendas o expresiones que puedan llevar a confusión o equívoco en la decisión de compra y consumo.

                                               El Reglamento Sanitario de los Alimentos determinará los alimentos a los cuales se aplica el inciso anterior, estableciendo un procedimiento, criterios y plazos para su implementación gradual, que considerará la factibilidad tecnológica de modificar dicha composición, entre otros factores.”.

                                               Además, incorporó el siguiente inciso tercero, nuevo, con lo que el inciso tercero aprobado por el Senado pasaría a ser cuarto:

                                               “El texto de la información indicada precedentemente, incluyendo su contenido, forma, tamaño, mensaje, proporciones y demás características, se determinará por el Ministerio de Salud en el Reglamento Sanitario de los Alimentos.”.

                                               El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó las enmiendas de la Cámara de Diputados.

                                               El señor Presidente de la Comisión Mixta informó que había conversado con el Ministro de Salud, con quien llegó al acuerdo de adoptar el articulado aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional, que otorga amplias facultades al Ministerio de Salud para regular la materia. En su entender, se trata de resolver si se va a dar a conocer de manera clara al consumidor si un producto es alto en sodio, azúcar, etc.

                                               El Honorable Senador señor Uriarte y el Honorable Diputado señor Lobos manifestaron no tener conocimiento de ese acuerdo y que en varios casos encontraban preferible el texto de la Cámara de Diputados.

                                               - La Comisión Mixta aprobó el artículo 5° del Senado por 7 votos contra 2. La mayoría estuvo conformada por los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señores Núñez, Sandoval y Silber. Los votos de minoría correspondieron al Honorable Senador señor Uriarte y el Honorable Diputado señor Lobos. 

                                               - El inciso tercero nuevo insertado por la Cámara de Diputados se rechazó, también por 7 votos contra 2. Se pronunciaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte y los Honorables Diputados señores Núñez, Sandoval y Silber. Por aprobar el inciso estuvieron el Honorable Senador señor Chahuán y el Honorable Diputado señor Lobos. 

Artículo 6°

                                                                                                                                              En el primer trámite constitucional el Senado aprobó el siguiente texto:

                                                                                                                                              “Artículo 6°.- Los alimentos a que se refiere el artículo anterior no se podrán expender, comercializar, promocionar y publicitar dentro de establecimientos educacionales de educación básica y media.

                                               Asimismo, se prohíbe su ofrecimiento o entrega a título gratuito a menores de 14 años de edad, así como la publicidad de los mismos dirigida a ellos. Además, su publicidad sólo podrá hacerse, en medios masivos, en horario nocturno. 

                                               En todo caso, no podrá en ellos inducirse su consumo por parte de menores o valerse de medios que se aprovechen de la credulidad de los menores. La venta de alimentos especialmente destinados a menores no podrá efectuarse mediante ganchos comerciales no relacionados con la promoción propia del producto, tales como regalos, concursos, juegos u otro elemento de atracción infantil. 

                                                                                                                                              Toda publicidad de alimentos efectuada por medios de comunicación masivos deberá llevar un mensaje, cuyas características determinará el Ministerio de Salud, que promueva hábitos de vida saludables.

                                               Se prohíbe la publicidad de alimentos sucedáneos de la leche materna.

                                               El Ministerio de Salud deberá disponer, en conjunto con el de Educación, de un sistema obligatorio de monitoreo nutricional de los alumnos de enseñanza pre-básica, básica y media, a cargo de especialistas que midan su índice de masa corporal y los orienten en el seguimiento de estilos de vida saludables.”.

                                                                                                                                              La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, lo sustituyó por el siguiente:

                                                                                                                                              “Artículo 5°.- Los alimentos a que se refiere el artículo anterior, no se podrán expender, comercializar, promocionar, publicitar ni entregar a título gratuito en establecimientos de enseñanza parvularia, básica y media, ni en los de modalidad educativa especial o diferencial.

                                               Los auspicios de cualquier marca de alimento podrán hacerse en dichos establecimientos, en la medida en que no vayan asociados a la venta o entrega gratuita de los productos señalados en el artículo 4°.”.

                                               El Senado, en el tercer trámite constitucional, rechazó la sustitución.

                                               El Honorable Senador señor Girardi expresó que la redacción propuesta por la Cámara de Diputados, que permite los auspicios, abre la puerta a que bajo esa modalidad se realice la publicidad que se quiere impedir.

                                               El Honorable Diputado señor Sandoval consideró necesario adecuar el lenguaje de la norma despachada por el Senado a la LEGE, pues hay otro tipo de establecimientos educacionales en los que también se debe evitar la publicidad de estos alimentos. 

                                               El Presidente de la Comisión puso en votación el artículo aprobado por el Senado, con la modificación expresada.                       

                                               - La Comisión Mixta aprobó el artículo 6° del Senado con la modificación señalada, por 6 votos contra 3. Votaron por aprobarlo los Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señores Núñez, Sandoval y Silber. Por rechazarlo y adoptar el de la Cámara de Diputados se manifestaron los Honorables Senadores señores Chahuán y Uriarte y el Honorable Diputado señor Lobos. 

- - - - - - -

                                               La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, incorporó los siguientes artículos 6°, 7°, 8° y 9° nuevos:

                                                “Artículo 6°.- La publicidad de los productos descritos en el artículo 4°, no podrá ser dirigida a niños menores de doce años.

                                               Para los efectos de esta ley, se entenderá por publicidad toda forma de promoción, comunicación, recomendación, propaganda, información o acción destinada a promover el consumo de un determinado producto.

                                               Artículo 7°.- La promoción de los alimentos señalados en el artículo 4°, no podrá realizarse utilizando ganchos comerciales no relacionados con la promoción propia del producto, cuando esté dirigía a menores de doce años.

                                               Dicha práctica comercial deberá promover las ventajas de una alimentación variada y equilibrada, fomentar la educación del consumo de alimentos sanos resaltando un estilo de vida saludable o la práctica del deporte o actividad física.  En todo caso se deberá desincentivar el sedentarismo.

                                               En ningún caso se podrá utilizar ganchos comerciales tales como juguetes y accesorios.

                                               Artículo 8°.- Toda publicidad de alimentos efectuada por medios de comunicación masivos deberá llevar un mensaje, cuyas características determinará el Ministerio de Salud, que promueva hábitos de vida saludable.

                                               El etiquetado y publicidad de los alimentos sucedáneos de la leche materna deberá contener información relativa a la superioridad de la lactancia natural, e indicará que el uso de dichos productos debe contar con el asesoramiento de un profesional de la salud.

                                               Artículo 9°.‑ Declárase obligatoria la indicación, en el envase de todo producto alimentario que haya sido elaborado y/o comercializado en Chile y que contenga entre sus ingredientes o en su elaboración, algunos de los siguientes alimentos: soya, leche, maní, huevo, mariscos, pescado, trigo y/o frutos secos.

                                               El reglamento respectivo deberá establecer los requisitos que deberá contener el referido etiquetado.”.

                                                                                                                                              El Senado, en el tercer trámite constitucional, rechazó la incorporación de estos artículos.

                                               La Comisión Mixta aprobó el artículo 6°, elevando a 14 años la edad el límite fijado en esta norma, que prohíbe la publicidad dirigida a menores de productos con elevados contenidos de calorías, grasas, azúcares, sodio u otros.

                                               - Así lo acordó la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte y los Honorables Diputados señores Lobos, Núñez, Sandoval y Silber. 

El inciso primero del artículo 7°, que prohíbe la promoción dirigida a menores que utilice ganchos comerciales no relacionados con el producto, se aprobó con la misma modificación, en el sentido de elevar a 14 años el límite de quienes serán considerados menores para estos efectos. El inciso segundo del artículo 7° se aprobó sin enmiendas.

                                               - Estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte y los Honorables Diputados señores Lobos, Núñez, Sandoval y Silber. 

                                               El inciso tercero del artículo 7° se aprobó por 8 votos y una abstención. El Honorable Senador señor Chahuán indicó que no concurriría al acuerdo porque le parecía que la norma es extremadamente vaga y, por lo mismo, afecta libertades constitucionalmente garantizadas. 

                                               

                                               El Honorable Senador señor Girardi  concordó con que, en ciertos casos, como regalar una cuchara, no se trataría de un “gancho” perjudicial para un niño. Se trata más bien de calcomanías, juguetes, figuras y otros que los atraigan sin considerar lo dañino del producto.

                                               La Comisión acordó precisar en el inciso de qué tipo de ganchos comerciales se trata.

                                               - Votaron por aprobar el inciso los Honorables Senadores señores Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte y los Honorables Diputados señores Lobos, Núñez, Sandoval y Silber. Se abstuvo el Honorable Senador señor Chahuán.

                                               El inciso primero del artículo 8° nuevo despachado por la Cámara repite la disposición del inciso cuarto del artículo 6° del Senado, ya aprobado por la Comisión Mixta. En cuanto al inciso segundo, la Comisión estimó que resulta contradictorio con lo prescrito en el inciso quinto del mismo artículo 6°. En consecuencia, se acordó rechazarlo.

                                               - El acuerdo se adoptó por unanimidad. Concurrieron al rechazo los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte y los Honorables Diputados señores Lobos, Núñez, Sandoval y Silber. 

                                               El artículo 9 ° nuevo introducido por la Cámara de Diputados se aprobó en forma unánime.

                                               - El artículo 9° recibió la aprobación de los mismos parlamentarios ya nombrados y de la Honorable Diputada señora Rubilar, con una modificación de forma menor.

- - - - - - - -

                                                                                               

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA

                                               En virtud de los acuerdos antes consignados, como forma y modo de resolver las discrepancias surgidas entre ambas Cámaras a raíz de la discusión de esta iniciativa, vuestra Comisión Mixta os recomienda aprobar las siguientes proposiciones, con el quórum constitucional requerido en cada caso: 

I. Con quórum de ley orgánica constitucional:

                                               - Sustituir en el inciso primero del artículo 4° aprobado por el Senado, la frase “en todos sus niveles de enseñanza”, por “en todo los niveles y modalidades de enseñanza”.

II. Con quórum de ley común:

                                               - Eliminar en el inciso primero del artículo 2° aprobado por el Senado las palabras “y rótulos”.

                                            - Aprobar el artículo 3° despachado por el Senado.    

                                            - Aprobar el inciso segundo del artículo 4° despachado por el Senado.

                                            - Aprobar el artículo 5° despachado por el Senado y rechazar la incorporación de un inciso tercero, nuevo.

                                            - Aprobar el artículo 6° despachado por el Senado, reemplazando, en el inciso primero, la frase “de educación básica y media” por “de cualquier nivel y modalidad”.

                                               

- Aprobar como artículo 7° el artículo 6° despachado por la Cámara de Diputados, con el siguiente texto:

“Artículo 7°.- La publicidad de los productos descritos en el artículo 5°, no podrá ser dirigida a niños menores de catorce años.

Para los efectos de esta ley, se entenderá por publicidad toda forma de promoción, comunicación, recomendación, propaganda, información o acción destinada a promover el consumo de un determinado producto.”.

- Aprobar como artículo 8° el artículo 7° despachado por la Cámara de Diputados, con el siguiente texto:

“Artículo 8°.- La promoción de los alimentos señalados en el artículo 5°, no podrá realizarse utilizando ganchos comerciales no relacionados con la promoción propia del producto, cuando esté dirigida a menores de catorce años.

Dicha práctica comercial deberá promover las ventajas de una alimentación variada y equilibrada, fomentar la educación del consumo de alimentos sanos resaltando un estilo de vida saludable o la práctica del deporte o actividad física.  En todo caso se deberá desincentivar el sedentarismo.

En ningún caso se podrá utilizar ganchos comerciales tales como juguetes, accesorios, adhesivos, incentivos u otros similares.”.

                                            - Rechazar el artículo 8° despachado por la Cámara de Diputados.

- Aprobar como artículo 9° el despachado por la Cámara de Diputados, sustituyendo la expresión “y/o” por  la conjunción “o”.

- - - - - - - -

                                               Se inserta a continuación, a modo ilustrativo, el texto del proyecto de ley como quedaría, de aprobarse las proposiciones de la Comisión Mixta:

PROYECTO DE LEY:
                                           “Artículo 1°.- Los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de alimentos, en lo relativo a la producción, importación, elaboración, envasado, almacenamiento, distribución y venta de alimentos destinados al consumo humano, deberán hacerlo en la forma y condiciones que para cada caso, dependiendo de la naturaleza del producto, exija la autoridad en virtud de los reglamentos vigentes. Será responsabilidad del fabricante, importador o productor que la información disponible en el rótulo de los productos sea íntegra y veraz. Asimismo, deberán asegurarse que, en el ámbito de la cadena productiva en que ellos intervengan, el proceso de elaboración de los alimentos cumpla con buenas prácticas de manufacturación que garanticen la inocuidad de los alimentos.

                                           Artículo 2°.- Los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de alimentos deberán informar en sus envases los ingredientes que contienen, incluyendo todos sus aditivos expresados en orden decreciente de proporciones, y su información nutricional, expresada en composición porcentual, unidad de peso o bajo la nomenclatura que indiquen los reglamentos vigentes.

                                           Será el Ministerio de Salud, mediante el Reglamento Sanitario de los Alimentos, el que determinará, además, la forma, tamaño, colores, proporción, características y contenido de las etiquetas y rótulos nutricionales de los alimentos, velando especialmente porque la información que en ellos se contenga sea visible y de fácil comprensión por la población.

                                           El etiquetado a que se refiere el inciso anterior deberá contemplar, al menos, los contenidos de energía, azúcares, sodio, grasas saturadas y los demás que el Ministerio de Salud determine.

                                           Artículo 3°.- No se podrá adicionar a los alimentos y comidas preparadas ingredientes o aditivos que puedan inducir a equívocos, daños a la salud, engaños o falsedades, o que de alguna forma sean susceptibles de crear una impresión errónea respecto a la verdadera naturaleza, composición o calidad del alimento, según lo establecido en el Reglamento Sanitario de los Alimentos.

                                           No se podrá adicionar a los alimentos y comidas preparadas ingredientes o aditivos en un porcentaje superior al que fije el Ministerio de Salud mediante reglamento.

                                           Artículo 4°.- Los establecimientos educacionales del país deberán incluir en sus programas de estudios, en todos sus niveles y modalidades de enseñanza, contenidos que desarrollen hábitos de una alimentación saludable y adviertan sobre los efectos nocivos de una dieta excesiva en grasas, grasas saturadas, azúcares, sodio y otros nutrientes cuyo consumo en determinadas cantidades o volúmenes pueden representar un riesgo para la salud.

                                           Además, dichos establecimientos deberán incluir en sus programas curriculares al menos tres bloques semanales fraccionados de actividad física práctica, que genere alto gasto energético.

                                           Artículo 5°.- El Ministerio de Salud determinará los alimentos que, por unidad de peso o volumen, o por porción de consumo, presenten en su composición nutricional elevados contenidos de calorías, grasas, azúcares, sal u otros ingredientes que el reglamento determine. Este tipo de alimentos se deberá rotular como “alto en calorías”, “alto en sal” o con otra denominación equivalente, según sea el caso.

                                           La información indicada precedentemente, incluyendo sus contenidos, forma, tamaño, mensajes, señalética o dibujos, proporciones y demás características, se determinará por el Ministerio de Salud en el Reglamento Sanitario de los Alimentos. Asimismo, se podrán fijar límites de contenido de energía y nutrientes en los alimentos a que alude el inciso anterior.

                                           La Autoridad Sanitaria, en ejercicio de sus facultades, podrá corroborar con análisis propios la información indicada en la rotulación de los alimentos, sin perjuicio del ejercicio de sus facultades fiscalizadoras.

                                           Artículo 6°.- Los alimentos a que se refiere el artículo anterior no se podrán expender, comercializar, promocionar y publicitar dentro de establecimientos educacionales de cualquier nivel y modalidad.

                                           Asimismo, se prohíbe su ofrecimiento o entrega a título gratuito a menores de 14 años de edad, así como la publicidad de los mismos dirigida a ellos. Además, su publicidad sólo podrá hacerse, en medios masivos, en horario nocturno. 

                                           En todo caso, no podrá en ellos inducirse su consumo por parte de menores o valerse de medios que se aprovechen de la credulidad de los menores. La venta de alimentos especialmente destinados a menores no podrá efectuarse mediante ganchos comerciales no relacionados con la promoción propia del producto, tales como regalos, concursos, juegos u otro elemento de atracción infantil. 

                                           Toda publicidad de alimentos efectuada por medios de comunicación masivos deberá llevar un mensaje, cuyas características determinará el Ministerio de Salud, que promueva hábitos de vida saludables.

                                           Se prohíbe la publicidad de alimentos sucedáneos de la leche materna.

                                           El Ministerio de Salud deberá disponer, en conjunto con el de Educación, de un sistema obligatorio de monitoreo nutricional de los alumnos de enseñanza pre-básica, básica y media, a cargo de especialistas que midan su índice de masa corporal y los orienten en el seguimiento de estilos de vida saludables.

                                           Artículo 7°.- La publicidad de los productos descritos en el artículo 5°, no podrá ser dirigida a niños menores de catorce años.

                                           Para los efectos de esta ley, se entenderá por publicidad toda forma de promoción, comunicación, recomendación, propaganda, información o acción destinada a promover el consumo de un determinado producto.

                                           Artículo 8°.- La promoción de los alimentos señalados en el artículo 5°, no podrá realizarse utilizando ganchos comerciales no relacionados con la promoción propia del producto, cuando esté dirigida a menores de catorce años.

                                           Dicha práctica comercial deberá promover las ventajas de una alimentación variada y equilibrada, fomentar la educación del consumo de alimentos sanos resaltando un estilo de vida saludable o la práctica del deporte o actividad física.  En todo caso se deberá desincentivar el sedentarismo.

                                           En ningún caso se podrá utilizar ganchos comerciales tales como juguetes, accesorios, adhesivos, incentivos u otros similares.

                                           Artículo 9°.- Declárase obligatoria la indicación, en el envase de todo producto alimentario que haya sido elaborado o comercializado en Chile y que contenga entre sus ingredientes o en su elaboración, algunos de los siguientes alimentos: soya, leche, maní, huevo, mariscos, pescado, trigo o frutos secos.

                                           El reglamento respectivo deberá establecer los requisitos que deberá contener el referido etiquetado.

                                           Artículo 10.- Las infracciones a las disposiciones de esta ley serán sancionadas de acuerdo al Libro X del Código Sanitario.

                                      Artículo 11.- El Ministerio de Salud deberá dar cumplimiento y ejecutar las materias a que se refiere esta ley, a través de la Subsecretaría de Salud Pública, en el plazo de un año a contar de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

- - - - - - -

                                          Acordado en sesiones celebradas los días 12 de enero y 23 de marzo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Francisco Chahuán Chahuán, Fulvio Rossi Ciocca, Mariano Ruiz-Esquide Jara y Gonzalo Uriarte Herrera, y los Honorables Diputados señores Juan Lobos Krause, Patricio Melero Abaroa (David Sandoval Plaza), Marco Antonio Núñez Lozano, Alejandro Santana Tirachini (Karla Rubilar Barahona) y Gabriel Silber Romo. 

                                               Valparaíso, a 5 de abril de 2011.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario de la Comisión Mixta
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO EN MATERIA DEL PERSONAL DE NOTARÍAS Y CONSERVADORES

(7033-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción del Honorable Diputado señor Osvaldo Andrade Lara.


Os hacemos presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y, acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.


A la primera sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistió, además de los miembros de la Comisión, el Honorable Diputado señor Osvaldo Andrade Lara.


Asimismo, concurrieron, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el asesor legislativo, señor Francisco Del Río, la abogada de la Unidad Legislativa y de Estudios, señora María Cristina Gajardo; y el asesor del Subsecretario del Trabajo, señor Edmundo Piffre.


Del mismo modo, asistieron, del Sindicato de Trabajadores del Conservador de Bienes Raíces de Concepción, el Secretario, señor Mario Soñez; el Tesorero, señor Mir Pincheira; el Director, señor Ricardo Soñez, y el funcionario, señor Mario Pincheira; y del Sindicato Nacional Interempresa de Notarias, Conservadores y Archiveros Judiciales, el Presidente, señor Elías Albanon.


A la sesión celebrada con fecha 6 de abril de 2011, concurrieron, la actual Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei Fornet, acompañada por el asesor legislativo de dicho Ministerio, señor Francisco Del Río.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Garantizar la aplicación de las normas del Código del Trabajo respecto de los trabajadores que se desempeñan en notarías, archivos y conservadores.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- El Código del Trabajo. 


2.- La ley N° 19.945, que interpreta el Código del Trabajo en cuanto hace aplicable sus normas a trabajadores de los conservadores de bienes raíces, notarias y archiveros.

II. ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción que origina el proyecto de ley en informe, en fundamento de su propuesta, señala que en nuestro sistema jurídico la situación de los trabajadores que prestan servicios en los oficios de notarios, conservadores y archiveros, ha sido objeto de permanente preocupación, tal como lo demuestran las reformas introducidas por las leyes Nos 19.759 y 19.945. 


Agrega que, si bien este último cuerpo legal estableció que las normas del Código del Trabajo son aplicables a este grupo de trabajadores, la jurisprudencia ha resuelto de un modo diverso la interpretación de tales disposiciones, al no considerar estos oficios en el concepto de empresa.


Por estas razones, continúa, resulta aconsejable efectuar las modificaciones legales pertinentes a fin de ratificar las decisiones de la autoridad administrativa, en cuanto a entender que dichos oficios son los empleadores de estos trabajadores. Concluye la Moción señalando que, en ese mismo sentido, se ha manifestado la propia Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto del proyecto de ley en informe es el que sigue:


“Artículo Único.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 4° del Código del Trabajo:


“De igual forma, en el caso de los trabajadores mencionados en el inciso final del artículo 1°, no se alterarán los derechos y obligaciones emanados de sus contratos individuales o de los instrumentos colectivos de trabajo, en el caso de cambio de la titularidad en la respectiva notaría, archivo y conservador.”.”.


Por consiguiente, el proyecto de ley en estudio incide en el artículo 4° del Código del Trabajo, el cual establece, en el carácter de presunción de derecho, quienes representan al empleador y, por tanto, lo obligan para con los trabajadores. Para una más adecuada comprensión de la modificación propuesta por la presente iniciativa legal, se transcribe a continuación la norma en referencia.

“Artículo 4°. Para los efectos previstos en este Código, se presume de derecho que representa al empleador y que en tal carácter obliga a éste con los trabajadores, el gerente, el administrador, el capitán de barco y, en general, la persona que ejerce habitualmente funciones de dirección o administración por cuenta o representación de una persona natural o jurídica.


Las modificaciones totales o parciales relativas al dominio, posesión o mera tenencia de la empresa no alterarán los derechos y obligaciones de los trabajadores emanados de sus contratos individuales o de los instrumentos colectivos de trabajo, que mantendrán su vigencia y continuidad con el o los nuevos empleadores.”.


Asimismo, la norma propuesta por la iniciativa de ley en análisis, se remite al inciso final del artículo 1° del Código del Trabajo, cuyo texto dispone que “Los trabajadores que presten servicios en los oficios de notarías, archiveros o conservadores se regirán por las normas de este Código.”.


Al iniciarse el estudio de este proyecto de ley, el Honorable Diputado señor Andrade, en su calidad de autor de la Moción que lo origina, se refirió a los principales aspectos de la iniciativa y explicó los fundamentos de la misma.


En primer lugar, señaló que el artículo 1° del Código del Trabajo, en su inciso final, hace una referencia expresa a los trabajadores que prestan servicios en los oficios de notarías, archivos y conservadores, estableciendo que ellos se regirán por las normas de dicho Código. Sin embargo, advirtió, la aplicación práctica de esa disposición, ha dado lugar a interpretaciones que se orientan en sentido contrario. 


Recordó que, ante esa realidad, el Congreso Nacional se hizo cargo de dicha problemática y dictó una ley con carácter interpretativo, mediante la cual el legislador declaró que el citado artículo 1° “debe interpretarse y aplicarse de tal forma que la totalidad del estatuto laboral, en todas sus manifestaciones y expresiones, que emana del Código del Trabajo y leyes complementarias, resulte aplicable a los trabajadores que laboran en los oficios de notarías, archiveros o conservadores.”.


No obstante lo anterior, agregó, existen fallos de la Excelentísima Corte Suprema que se han pronunciado en un sentido diverso, y han señalado que, en estos casos, la relación laboral se traba entre los empleados y el respectivo notario, archivero o conservador, quienes, si bien serían los empleadores, no constituirían una empresa propiamente tal en los términos del Código del Trabajo. Por consiguiente, añadió, si la titularidad de la respectiva notaría, archivo o conservador llega a su fin y cambia, los contratos de trabajo suscritos por el empleador –que es una persona natural cuyo desempeño en el cargo concluyó-, deberían, del mismo modo, terminar. De esta forma, subrayó, no hay continuidad en los vínculos laborales, con toda la precariedad que ello significa en el ejercicio de los derechos correlativos.


Señaló que, durante el primer trámite constitucional, concurrieron a la Cámara de Diputados los representantes de la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros de Chile, con motivo de la preocupación que nuevamente surgió en torno a este tema. En esa oportunidad, dichos personeros manifestaron la inquietud que estas resoluciones del Máximo Tribunal generan en el sector, toda vez que tales decisiones judiciales colocan a estos trabajadores en una compleja situación laboral y los dejan en la más completa indefensión.


Fue así que, en un primer momento, se propuso incorporar en el mismo artículo 1° del Código del Trabajo, una norma que estableciera en forma expresa el carácter de “empresa” de las notarías, archivos y conservadores y, consecuencialmente, por esa vía, resguardar y garantizar los derechos de los trabajadores en su globalidad.


Sin embargo, añadió, durante el análisis de la iniciativa en la Cámara de Diputados, se concluyó que era más adecuado introducir una modificación en el artículo 4° del mencionado Código, ya que éste se refiere al “empleador”, con lo cual la normativa resultaría más eficaz para los efectos pretendidos. De esta forma, el proyecto de ley aprobado, contempla una norma que establece que los derechos y obligaciones emanados de los contratos laborales de estos trabajadores o de los instrumentos colectivos de los cuales formen parte, no se alterarán en razón del “cambio de la titularidad en la respectiva notaría, archivo y conservador”.


Por consiguiente, puntualizó, el objetivo de esta iniciativa es preservar los derechos individuales o colectivos de los trabajadores que prestan servicios en los oficios de notarías, archivos y conservadores, sin perjuicio de los cambios que se produzcan –por diversas causas- en la titularidad de tales funciones registrales.


Concluyó su intervención señalando que el Ejecutivo ha participado activamente en el estudio de este proyecto de ley y, además, comparte su propuesta legislativa.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social señaló que, efectivamente, el Ejecutivo colaboró en la adecuación del texto despachado por la Cámara de Diputados, sobre la base de las sugerencias formuladas durante su estudio, tras lo cual se arribó al proyecto que, en su actual redacción, fue aprobado por unanimidad en el primer trámite constitucional.


Agregó que, para el Ejecutivo, lo más importante en esta materia es que quede claramente establecido el régimen jurídico al cual están adscritos estos trabajadores, toda vez que el problema surge, precisamente, porque los fallos de la Excelentísima Corte Suprema han dejado a este sector en una situación de total indefinición en cuanto al estatuto laboral que lo rige. En efecto, explicó, no se trata de funcionarios públicos, tampoco son auxiliares de la Administración de Justicia y, además, no son considerados trabajadores del sector privado, con lo cual parecen no quedar sujetos a sistema legal alguno, conforme al cual ejercer sus derechos. Lo anterior ocurre, apuntó, a pesar de que dichos trabajadores firman sus contratos de trabajo con un notario, archivero o conservador cuyo oficio, en el fondo, constituye una verdadera empresa y que es la empleadora de los mismos.


Recordó que, la norma del inciso final del artículo 1° del Código del Trabajo, fue establecida justamente a raíz de los problemas que se habían generado en esta materia y que fueron planteados por el sindicato de trabajadores del Conservador de Bienes Raíces de Santiago. Así, la nueva norma consagrada en dicha oportunidad, vino a regularizar la situación de estos empleados, los cuales contaron, desde entonces, con un estatuto jurídico al alero del cual poder hacer efectivos sus derechos, tanto individuales como colectivos. De hecho, añadió, a la presente fecha, ya han desarrollado varios procesos de negociación colectiva y sus relaciones laborales han operado con normalidad.


Sin embargo, advirtió, la problemática subsiste respecto de los restantes conservadores, notarías y archivos, producto de lo cual el tema se ha judicializado, derivando en los fallos del Máximo Tribunal a los que se ha hecho referencia y que, en cierto modo, resultan contradictorios tanto con el tenor literal como con el espíritu de la ley. En razón de lo anterior, añadió, la presente iniciativa legal es un nuevo intento por esclarecer la situación jurídico-laboral de este grupo de trabajadores de nuestro país.


Enseguida, la Comisión debatió en torno a este tema en los términos que se consignan a continuación.


El Honorable Senador señor Kuschel consultó quién suscribe el respectivo contrato de trabajo. Ello, subrayó, permitirá dilucidar entre quiénes se establece la relación laboral en estos casos.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social señaló que el contrato laboral se celebra entre el trabajador y el notario, archivero o conservador correspondiente, que es propietario de una empresa que se llama notaría, archivo o conservador, la cual reviste, por tanto, la calidad de empleador.


La Honorable Senadora señora Matthei manifestó su preocupación por cuanto, en los hechos, también ocurre que, cuando un nuevo notario o conservador es nombrado, al asumir la respectiva titularidad debe hacerse cargo de una notaría o conservador en pésimo estado de funcionamiento, con equipos insuficientes o con personal no calificado o excesivo, entre otros problemas. Sin embargo, el titular anterior, que es el que ha percibido todos los ingresos producto de esta actividad, simplemente no cumple las obligaciones que le cabían en su calidad de tal, y éstas pasan al nuevo titular, quien no siempre cuenta con los recursos necesarios para enfrentar dichas responsabilidades y, peor aún, debiendo asumir un cargo al cual accede por haber sido nombrado. Distinto es, por ejemplo, el caso de quien adquiere una empresa, por cuanto, para ello, previamente efectúa los estudios de rigor, tras los cuales, asume tanto los activos como los pasivos empresariales, con pleno conocimiento de lo que éstos representan en el negocio que adquiere.


Ante esa realidad, agregó, sería importante resguardar que cada titular de estos cargos responda por las obligaciones que le empecen en razón de su propio desempeño. Para ello, por ejemplo, sería pertinente analizar la posibilidad de aplicar un sistema similar al que rige para los trabajadores de casa particular, respecto de los cuales, mediante una cuenta que se forma con una cotización mensual obligatoria, se genera un fondo contra el cual se pueden hacer efectivos los derechos de tales trabajadores. Lo propio podría contemplarse respecto de estos empleados, estableciendo una cotización que deba pagar cada notario, archivero o conservador mientras ejerce la respectiva función, constituyendo una cuenta con cargo a la cual se puedan pagar, por ejemplo, las indemnizaciones a que haya lugar. De esta forma, añadió, cada titular sería responsable por las obligaciones generadas durante el período de su propio desempeño, y quien ocupe posteriormente estos cargos tras ser nombrado, deberá asumir sólo los compromisos que se devenguen a partir de dicho nombramiento, en lugar de tener que cumplir las deudas heredadas del titular anterior.


Insistió en la necesidad de buscar una fórmula para que cada titular responda por las obligaciones que se generen en su respectivo período. De este modo, no debería haber sumas impagas que asumir tras la llegada de un nuevo titular. Para ello, reiteró, parece interesante el mecanismo de una cotización obligatoria que conforme un fondo destinado a solventar este tipo de obligaciones, tal como acontece en relación a los trabajadores de casa particular.


El Honorable Diputado señor Andrade apuntó que, adoptar este sistema para estos casos, sería equivalente a establecer una indemnización a todo evento, lo cual, si bien resulta una alternativa interesante, conlleva analizar otros aspectos que involucraría esta materia. Así, por ejemplo, es necesario considerar que, de acuerdo a nuestro régimen legal, cuando un contrato de trabajo termina, la regla general es que el trabajador no tenga derecho a indemnización alguna, salvo que se encuentre en algunas de las causales legales que hacen procedente tal beneficio, lo que, además, debe ser previamente acreditado. De esta forma, añadió, habría que constituir formalmente una obligación que, en principio, no existe para el empleador, razón por la cual podría resultar complejo garantizar a todo evento una prestación pecuniaria que aún no está claro si procederá. Por consiguiente, acotó, la fórmula propuesta, no obstante que amerita ser estudiada, no es fácil de reproducir pura y simplemente en el tema que nos ocupa.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto señaló que en algunas notarías, incluso, el empleado es dueño de su propio escritorio y computador, lo que revela la compleja situación laboral que afecta a estos trabajadores y a la forma en que desempeñan sus funciones.


La señora abogada de la Unidad Legislativa y de Estudios del Ministerio del Trabajo y Previsión Social aclaró que el artículo 148 del Código del Trabajo, establece un principio de continuidad en la responsabilidad del empleador en el caso de los trabajadores de casa particular. En efecto, explicó, dicha norma dispone que “Al fallecimiento del jefe de hogar, el contrato subsistirá con los parientes que hayan vivido en la casa de aquél y continúen viviendo en ella después de su muerte, los que serán solidariamente responsables del cumplimiento de las obligaciones emanadas del contrato.”. En consecuencia, apuntó, en este caso se optó por una responsabilidad exigible a quienes suceden al empleador que contrató los servicios, aplicando un principio de continuidad.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social señaló que, otra alternativa, podría ser establecer la obligación de notarías, archivos y conservadores, de llevar un registro contable, anual o semestral, de sus estados financieros, de modo que, cuando se abra la postulación a tales cargos, los interesados puedan conocer de antemano la real situación económica del oficio cuya titularidad está vacante. Añadió que estas funciones están bajo la potestad disciplinaria de la Excelentísima Corte Suprema y, por tanto, sería factible imponerles una exigencia de tal naturaleza. De esta forma, quien quiera acceder a este tipo de cargos, conocerá la información necesaria que le permitirá decidir si postular o no a los mismos, tal como quien resuelve si adquiere o no una empresa, teniendo a la vista todos sus activos y pasivos. Se procuraría, así, cierta transparencia sobre el nivel de obligaciones de la respectiva notaría, archivo o conservador.


La Honorable Senadora señora Matthei reiteró que su preocupación apunta a que las obligaciones deban ser cumplidas por quien era titular mientras esas obligaciones se devengaron, de modo que, cuando haga dejación de su cargo, las cuentas queden completamente saldadas y quien asuma la titularidad respectiva, deba hacerse cargo sólo de lo que se adeude en lo sucesivo. Señaló que, en todo caso, es importante que se analicen estas materias a fin de alcanzar una solución que resuelva la problemática que en este orden se ha presentado y, para ello, anotó, sin duda que es necesario establecer mayores exigencias en torno al cumplimiento de las obligaciones que pesan tanto sobre el antiguo como el nuevo empleador, para que cada uno sea responsable respecto de las obligaciones que efectivamente le empecen.


A continuación, la Comisión recibió en audiencia a los representantes del Sindicato de Trabajadores del Conservador de Bienes Raíces de Concepción, y del Sindicato Nacional Interempresa de Notarías, Conservadores y Archiveros Judiciales, quienes explicaron la situación laboral que actualmente les afecta, así como también expusieron sus observaciones en torno al proyecto de ley en estudio y formularon sus planteamientos sobre la materia.


En primer lugar, explicaron que, tras el terremoto sufrido en nuestro país el 27 febrero de 2010, y que afectó severamente a la región del Bío-Bío, los trabajadores del sector debieron enfrentar otra desgracia, cual fue, la de haber quedado cesantes al ser despedidos de sus puestos de trabajo, condición que, la mayoría de ellos, aún mantiene. Esto les ha significado tener que asumir una situación económica crítica, con cuantiosas deudas que no han podido pagar, incluso, en muchos casos, debiendo retirar a sus hijos de las universidades ante la incapacidad de solventar los estudios superiores. Peor aún, subrayaron, no tienen siquiera expectativas de ser contratados nuevamente en el mediado plazo, con lo cual no sólo se agrava su situación, sino que, además, hace más incierto aún su futuro laboral. Así, muchos de ellos han debido buscar nuevas fuentes de empleo en otras ciudades, debiendo trasladarse y dejar sus hogares, con todo el costo personal y familiar que eso implica.


Agregaron que, todo lo anterior recrudece, si se considera que los fallos pronunciados con anterioridad por la Excelentísima Corte Suprema, han sido desfavorables a las pretensiones de los trabajadores que se han desempeñado en el área, quienes han visto vulnerados sus derechos laborales, a pesar de las normas legales que expresamente rigen la materia.


Señalaron, asimismo, que en el caso del Conservador de Bienes Raíces de Concepción, quedaron cesantes 61 funcionarios, tras el fallecimiento del titular del ramo. El Conservador que lo sucedió en el cargo, en calidad de interino, contrató nuevo personal y no mantuvo los contratos laborales vigentes hasta esa fecha, quedando desempleados trabajadores que contaban ya con más de 30 años de servicios. Otro tanto aconteció en Talcahuano, donde los funcionarios también fueron despedidos luego que el terremoto y maremoto destruyeran las dependencias del oficio respectivo. La misma situación se ha replicado en otras ciudades, como por ejemplo, Valparaíso.


El problema, por tanto, se ha acrecentado a nivel de país, y ha significado grandes sacrificios para estos trabajadores, no sólo de tipo económico, sino que también de índole personal y familiar.


Ante esta dramática realidad, agregaron, el proyecto de ley en estudio representa una vía de solución al grave problema que enfrentan. Sin embargo, a su juicio, sería necesario que, además, esta nueva normativa fuera establecida con carácter retroactivo, toda vez que, de ese modo, sus disposiciones también alcanzarían a las situaciones acaecidas con anterioridad a su entrada en vigencia, entre las cuales están los casos precedentemente reseñados. Explicaron que próximamente se cursarán las causas judiciales en las cuales se revisarán dichos casos y, para que les sea aplicable la nueva regulación, sería preciso que ésta tenga el rango de retroactiva. Por consiguiente, solicitaron a la Comisión considerar este planteamiento a fin de analizar la posibilidad de dar dicho carácter a la norma en estudio.


Concluyeron su intervención señalando que, como organización, han recurrido a diversas instancias a fin de hacer presente la situación que les afecta. Así, apuntaron, no sólo han asistido a esta sesión, sino que también concurrieron a la Cámara de Diputados y, más aún, plantearon su preocupación ante la propia Excelentísima Corte Suprema.


Finalmente, la Comisión tuvo presente las siguientes consideraciones. En primer término, recordó que, con anterioridad, ya se han dictado normas tendientes a esclarecer cuál es el régimen jurídico que rige las relaciones laborales de los trabajadores que prestan servicios en notarías, archivos y conservadores. Así, mediante la ley N° 19.759, fue incorporado el inciso final del artículo 1° del Código del Trabajo, estableciendo expresamente que dichos trabajadores “se regirán por las normas de este Código.”. Luego, la ley N° 19.945, aclarando el sentido y alcance de la mencionada disposición, reiteró que estos trabajadores están sujetos al régimen laboral del Código del Trabajo. De este modo, la norma del citado artículo 1°, más su ley interpretativa, deberían ser suficientes para ilustrar la resolución de los asuntos que en este orden se promuevan a nivel judicial.


Sin embargo, a raíz de la interpretación y aplicación que de estas normas han hecho nuestros tribunales de justicia, ha sido necesario proponer y analizar este nuevo proyecto de ley, a fin de esclarecer otra vez esta materia. No obstante, dicha iniciativa legal contempla al efecto una norma que no ha sido concebida con carácter retroactivo, y sus disposiciones, por tanto, sólo regirán para lo futuro, sin afectar a las situaciones acaecidas con anterioridad a su establecimiento. A mayor abundamiento, de acuerdo a nuestro sistema jurídico procesal, los casos sometidos a la consideración judicial deben ser resueltos conforme a las normas vigentes a la época en que las respectivas demandas son interpuestas y acogidas a tramitación y, por consiguiente, la nueva normativa –hoy en proyecto-, no incidiría en la resolución de las mismas.


En la sesión siguiente, celebrada con fecha 6 de abril de 2011, la actual Ministra del Trabajo y Previsión Social explicó que, revisado nuevamente este tema, el Ejecutivo comparte la propuesta de la iniciativa en estudio, en la medida que no es aceptable que un grupo de trabajadores quede en la más completa indefensión a pesar de lo que establece el texto expreso de la ley. Desde esa perspectiva, añadió, resulta necesario esclarecer que las disposiciones contenidas en el Código del Trabajo también son aplicables a los trabajadores del sector y, por tanto, sus derechos laborales deben ser respetados al tenor de las mismas.


Señaló que, a mayor abundamiento, el artículo 4° del Código laboral, en su inciso segundo, dispone expresamente que “Las modificaciones totales o parciales relativas al dominio, posesión o mera tenencia de la empresa no alterarán los derechos y obligaciones de los trabajadores emanados de sus contratos individuales o de los instrumentos colectivos de trabajo, que mantendrán su vigencia y continuidad con el o los nuevos empleadores.”. Destacó que esta disposición justamente aborda la situación que aquí se trata, es decir, que el cambio en la titularidad de una notaría, archivo o conservador, no debe afectar los derechos laborales de quienes se desempeñan en dichos oficios, comprendiendo entre tales derechos tanto los emanados de los contratos individuales como de los instrumentos colectivos de trabajo, los cuales, al efecto, entonces, han de mantener su vigencia y continuidad con el respectivo nuevo empleador, esto es, en la especie, con el nuevo titular de la correspondiente notaría, archivo o conservador.


Por su parte, los miembros de la Comisión recordaron que, al tenor de lo dispuesto en el artículo 1°, inciso final, del Código del Trabajo “Los trabajadores que presten servicios en los oficios de notarías, archiveros o conservadores se regirán por las normas de este Código.”. Por consiguiente, coincidieron en que la norma propuesta por la iniciativa en análisis, viene a confirmar lo que ya señala la normativa laboral, esclareciendo, una vez más, las dudas interpretativas a que ella pudiera dar lugar. Apuntaron, asimismo, que los problemas suscitados en este ámbito y que han motivado la preocupación de los trabajadores del sector, dicen relación con la interpretación y aplicación de las normas citadas por parte de los Tribunales de Justicia, quienes han estimado que el señalado cambio de titularidad en notarías, archivos y conservadores, afecta a los respectivos contratos laborales, toda vez que estos oficios no responden al concepto de empresa que contempla ley y, por tanto, no se configuraría la continuidad laboral reclamada. Sin embargo, los integrantes de la Comisión estuvieron contestes en que el texto y el espíritu de la ley dicen lo contrario, al igual que la intención del legislador, ya que siempre ha estado en vista la idea de que estos trabajadores, en cuanto tales, sí están cubiertos por las normas del Código del Trabajo y, en consecuencia, están protegidos por sus disposiciones, las que les son plenamente aplicables.

Conforme a lo anterior, y atendido que el proyecto de ley refuerza tal idea, los miembros de la Comisión estimaron pertinente aprobar la iniciativa, en aras de la recta aplicación del régimen laboral respecto de los trabajadores que prestan servicios en notarías, archivos y conservadores, a fin de salvar la actual desprotección en la que éstos se encuentran con motivo de la interpretación bajo la cual los Tribunales de Justicia han aplicado estas normas.


- Puesto en votación en general y en particular el proyecto de ley, fue aprobado, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, García, Kuschel y Muñoz Aburto.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social os propone aprobar en general y en particular:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo Único.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 4° del Código del Trabajo:


“De igual forma, en el caso de los trabajadores mencionados en el inciso final del artículo 1°, no se alterarán los derechos y obligaciones emanados de sus contratos individuales o de los instrumentos colectivos de trabajo, en el caso de cambio de la titularidad en la respectiva notaría, archivo y conservador.”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 27 de octubre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Pedro Muñoz Aburto (Presidente), señoras Evelyn Matthei Fornet y Ximena Rincón González, y señores Carlos Bianchi Chelech y Carlos Ignacio Kuschel Silva; y en sesión celebrada el día 6 de abril de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), y señores Carlos Bianchi Chelech, José García Ruminot, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Pedro Muñoz Aburto.


Sala de la Comisión, a 6 de abril de 2011.

(Fdo.): MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LAS SENADORAS SEÑORAS ALLENDE, ALVEAR Y RINCÓN, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE PROHIBICIÓN PARA SER CANDIDATO A ALCALDE

(7574-06)

Antecedentes

El cargo de alcalde constituye la máxima autoridad dentro de la comuna teniendo facultades de suma importancia dentro del ejercicio de sus funciones, entre otras, representar judicial y extrajudicialmente al municipio, velar por la observancia del principio de probidad, administrar los recursos financieros de la municipalidad, administrar los bienes de la comuna y los nacionales de uso públicos de la comuna y enajenar bienes muebles. En este sentido, no cabe duda que la figura del alcalde representa una autoridad administrativa del más alto nivel dentro de la comuna.

De acuerdo a lo anteriormente expuesto, resulta primordial que la persona que postula al cargo público de alcalde sea una persona que tenga una conducta responsable en materia comercial, es decir con su propio patrimonio, en razón de que tendrá la administración de gran parte del patrimonio de la comuna. En la actualidad la legislación nacional no contiene norma alguna que haga referencia a dicha situación, pudiendo a llegar a ocupar el cargo edilicio cualquier persona, cumpliendo los requisitos de elección establecidos en la ley, sin importar que tenga un historial comercial negativo, y en consecuencia, una persona con un perfil contrario al que pretende la comunidad en general, que es una aquél que desarrollará una administración responsable.

La necesidad de establecer una norma que prescriba la prohibición de postular al cargo señalado, por quienes tienen antecedentes comerciales importantes, resulta evidente. En este sentido, debemos establecer un límite en cuanto al monto de los antecedentes comerciales, excluyendo de la posibilidad de acceder al cargo sólo a aquellos que tienen protestos en el sistema comercial por un monto determinado, que los inhabilite como administradores de bienes públicos.

Ideas Matrices

El presente proyecto de ley tiene por objeto establecer la prohibición expresa de postular o acceder al cargo de alcalde, a las personas que al momento de la inscripción de la candidatura o al momento de asumir el correspondiente cargo, presenten protestos de documentos mercantiles en el sistema comercial por un monto superior a 250 Unidades Tributarias Mensuales.

Es por eso que sobre la base de los siguientes antecedentes vengo en proponer el siguiente proyecto de ley:

Proyecto de Ley

Artículo Único. Agréguese un nuevo artículo 57 bis a la ley Nº 18.695, del siguiente tenor:

“No podrá ser candidato a alcalde ni asumir el cargo de tal, la persona que presente protestos de documentos mercantiles en el sistema comercial por un monto total igual o superior a 250 UTM, al momento de la inscripción de la candidatura o al momento de asumir el cargo.”

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.

7

MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES LARRAÍN (DON CARLOS) Y PROKURICA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY EN MATERIA DE EXPLOTACIÓN ARTESANAL DE RECURSOS PESQUEROS EN LA REGIÓN DE LOS RÍOS

(7575-03)

Antecedentes del Proyecto

La ley 20.174 de 2007 creó la XIV Región de los Ríos y, al efecto, la Provincia de Ranco.

El artículo 14 de la referida ley estableció un tratamiento especial para los pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal de la X Región de Los Lagos a la fecha de publicación de la misma. Dicho tratamiento especial consiste en permitirle a los pescadores artesanales que se encontraren en dicha condición operar más allá de los límites de su región, considerando como zona contigua el territorio de la XIV Región de Los Ríos.

Análoga situación a la anterior se estableció en relación a la XV Región de Arica y Parinacota y la provincia del Tamarugal. No obstante ello, atendidas las características geográficas de la zona y la distribución de sus núcleos de población, no se han generado los problemas que a continuación se describen.

Sucede que este tratamiento especial ha generado, en los hechos, graves problemas a los pescadores artesanales de la XIV Región de los Ríos, quienes a diferencia de lo que ocurre en la gran mayoría del país, se ven afectados por la actividad pesquera de determinados actores de la X Región de los Lagos.

Atendido lo anterior, siendo deber del legislador contribuir a la paz social, a la regionalización y al desarrollo armónico del país, se hace necesario eliminar este tratamiento especial y radicar en las respectivas regiones el ejercicio de las facultades asociadas al registro pesquero artesanal. Lo anterior, simplemente iguala la situación de un grupo de pescadores de la X Región de Los Lagos a de la gran mayoría de los pescadores artesanales del país.

A mayor abundamiento, en la actualidad, no gozan de iguales derechos ni los nuevos pescadores artesanales de la X Región de Los Lagos ni aquellos que, por razones de competencia territorial, han quedado radicados en el registro pesquero artesanal de la XIV Región de Los Ríos.

Proyecto de Ley:

Artículo único: Elimínese el artículo 14 de la ley 20.174.

(Fdo.): Carlos Larraín Peña, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.

8

MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), ESCALONA, FREI (DON EDUARDO) Y LAGOS, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE INFORMES FINANCIEROS EN LOS PROYECTOS DE LEY

(7576-05)

Antecedentes

Para una gestión fiscal responsable, transparente y eficiente, se requiere tomar decisiones debidamente informadas sobre gastos e ingresos públicos. Este requisito cobra especial relevancia en el caso de los proyectos de ley que el Presidente de la República somete a consideración del Congreso Nacional, pues acorde a nuestra institucionalidad, tiene iniciativa exclusiva en materia de administración financiera del Estado.

En este sentido, resulta indispensable que el Congreso Nacional cuente con información detallada sobre los ingresos y gastos fiscales que impliquen las distintas iniciativas legales sometidas a su análisis. Estos flujos fiscales deben ser proyectados en un horizonte de años pertinente para analizar su sustentabilidad en el tiempo. Asimismo, las proyecciones de ingresos y gastos fiscales deben estar debidamente respaldadas, razón por la cual se deben explicitar los supuestos sobre los que se fundan.

La disponibilidad oportuna de esta información permitirá mejorar la toma de decisiones que afectan la gestión fiscal. A la vez, ello se traducirá en políticas públicas más efectivas y sustentables que generen beneficios para la ciudadanía.

Marco normativo

En materia de transparencia presupuestaria y la necesidad de justificar los gastos que se originan en nuevas iniciativas legales, existe un marco normativo que surge de la Constitución y se desarrolla a través de la Ley Orgánica del Congreso y en los Reglamentos respectivos de ambas ramas del Poder legislativo. Sin embargo, la forma en que se cumple con este mandato no está suficientemente diseñada, permitiendo una amplia heterogeneidad que altera su objetivo de fondo.

En efecto, la Constitución establece en su artículo 65 que le corresponde al Presidente de la República la iniciativa exclusiva de los proyectos de ley que tengan relación con la administración financiera del Estado. Precisa, a propósito de la Ley de Presupuestos, que el Congreso Nacional no podrá aumentar ni disminuir la estimación de los ingresos, y que sólo podrá reducir los gastos contenidos en el proyecto de Ley de Presupuestos, en cuanto ellos no estén establecidos por ley permanente. Como complemento, establece que el Congreso no puede aprobar ningún nuevo gasto con cargo a los fondos de la Nación sin que se indiquen, al mismo tiempo, las fuentes de recursos necesarios para atender dicho gasto.

A partir de lo anterior, la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional indica que cada Cámara tiene la facultad privativa de dictar sus propias normas reglamentarias para regular su organización y funcionamiento interno, pero que en el ejercicio de dicha facultad deben establecer en sus reglamentos las disposiciones que cautelen el acceso del público a la información. En relación con la obligación de los organismos de la Administración del Estado, en su artículo 9 establece que éstos deben proporcionar los informes y antecedentes específicos que les sean solicitados por las comisiones o por los parlamentarios debidamente individualizados.

Reiterando lo establecido en la Constitución, el artículo 14 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional establece que los fundamentos de los proyectos deben acompañarse en el mismo documento en que se presenten, conjuntamente con los antecedentes que expliquen los gastos que pudiere importar la aplicación de sus normas, la fuente de los recursos que la iniciativa demande y la estimación de su posible monto.

Luego, se obliga a ambas Cámaras a establecer en sus respectivos reglamentos la existencia de una Comisión de Hacienda, encargada de informar los proyectos en lo relativo a su incidencia en materia presupuestaria y financiera del Estado, de sus organismos o empresas. Se obliga perentoriamente a que dichas comisiones indiquen en su informe la fuente de los recursos reales y efectivos con que se propone atender el gasto que signifique el respectivo proyecto, y la incidencia de sus normas sobre la economía del país.

Cumpliendo con este mandato, los Reglamentos de ambas ramas del Congreso Nacional contienen normas similares que establecen que mociones e indicaciones parlamentarias que importen nuevos gastos deben ser declaradas inadmisibles. Respecto de los Mensajes iniciados por el Presidente de la República, el Reglamento de la Cámara de Diputados indica que, cuando corresponda, deberán adjuntar un informe financiero de la Dirección de Presupuestos con los antecedentes que expliquen los gastos que pudiere importar la aplicación de sus normas, la fuente de los recursos que la iniciativa demande, con la disponibilidad presupuestaria correspondiente y la estimación de su posible monto. Por su parte, el Reglamento del Senado precisa que la Comisión de Hacienda deberá indicar en su informe la fuente de los recursos reales y efectivos con que se propone atender el gasto que signifique el respectivo proyecto y la incidencia de sus normas sobre la economía del país.

Problema identificado

Ni la Constitución ni las normas inferiores que desarrollan sus mandatos precisan la manera en que éstos se deben cumplir en cuanto a la información financiera que el Poder Ejecutivo debe adjuntar al Congreso Nacional al momento de someter un proyecto de ley a su consideración que tenga implicancias en materia de gasto y/o de ingresos fiscales.

Por ello, en la práctica la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda confecciona y envía al Congreso informes financieros de los proyectos de ley que pueden ser extremadamente heterogéneos en su contenido, lo que puede ocasionar dificultades en su análisis sistemático, al no contar siempre los parlamentarios con la misma calidad y cantidad de información.

Por todo lo anterior, vengo en presentar el siguiente:

Proyecto de ley

Para incorporar los siguientes artículos 21 bis y 21 ter, nuevos, al decreto ley 1.263, de 1975, del siguiente tenor:

“Artículo 21 Bis.- No podrá iniciarse la tramitación de ningún proyecto de ley originado en Mensaje del Presidente de la República sin el correspondiente informe financiero de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. Dicho informe financiero deberá contener una exposición precisa y clara acerca de los gastos y/o ingresos fiscales que pudiere importar la aplicación de las normas del proyecto que acompaña, la fuente de los recursos que la iniciativa demande y la estimación de su posible monto.

Asimismo, cada indicación presentada por el Ejecutivo durante la tramitación de los proyectos de ley, deberá ser acompañada con un informe financiero complementario o sustitutivo, según corresponda. En caso que el Ejecutivo estimare que un proyecto de ley, o una indicación, no genera gastos ni ingresos fiscales, deberá emitir un informe financiero que así lo señale.

Artículo 21 Ter.- Los informes financieros que acompañen los proyectos de ley originados en Mensaje del Presidente de la República, así como las indicaciones presentadas por el Ejecutivo a los mismos, deberán incluir, al menos, la siguiente información:

a) Estimación del impacto fiscal sobre ingresos y gastos proyectados a diez años, expresado en pesos de un mismo año base.

b) Especificación desglosada por ítem de gastos e ingresos para el período indicado.

c) Explicación de los supuestos utilizados para el cálculo de los gastos e ingresos fiscales asociados al proyecto.

d) En el caso de los gastos, identificación de su fuente de financiamiento.

Si la Sala o la Comisión que recibiera un informe financiero estimare, por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, que éste no cumple con la entrega de información exigida por la ley, podrá declararlo expresamente y se suspenderá la tramitación del proyecto hasta que la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda complemente el informe observado.”

(Fdo.): Andrés Zaldívar Larraín, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, GÓMEZ, MUÑOZ ABURTO, QUINTANA Y TUMA, SOBRE CONSUMO DE PRODUCTOS DEL MAR

(S 1351-12)

1. Que según la Encuesta Nacional de Salud (ENS) 2009-2010 el 64,5% de la población nacional tiene exceso de peso, el 39.3% sobrepeso y el 25.1% obesidad. Que en la población infantil (menores de 8 años y entre 8 y 12 años) las cifras son aún más preocupantes con 76.4% y 61.9% de exceso de peso, 40.9% y 37.2% de sobrepeso y 35.5% y 24.7% de obesidad.

2. Que a pesar de ser Chile el sexto país en desembarque pesquero, segundo productor y exportador de harina de pescado y de salmónidos de cultivo, el consumo de pescado según un informe de la ODEPA de 2009, en los últimos 10 años los chilenos aumentaron en un 26% su consumo de los distintos tipos de carne: bovina, porcina y de aves, llegando a 81,3 kilos el 2008, cifra que prácticamente iguala a la de los países desarrollados con 82,9 kilos por persona. El estudio señala que se consumen anualmente per capita, en promedio, 33.3 kilos de aves, 25 kilos de cerdo, 22.1 kilos de bovina y 900 grs. de carne ovina, equina y caprina.

3. Que por su parte un estudio del INTA del año 2006 indica que en Chile se han instalado hábitos alimentarios “modernos” como: bebidas gaseosas al almuerzo, pizzas, hamburguesas preparadas perdiendo hábitos de consumo de legumbres, verduras, frutas frescas y pescados entre otros.

4. Que ante este grave escenario sanitario generado en gran parte por el tipo de alimentación que existe mayoritariamente en la población nacional parece de toda lógica buscar enfrentar la situación de sobrepeso y mala nutrición, mediante el incremento del consumo per capita de alimentos de origen marino.

5. Que según la FAO el consumo de pescado ha experimentado cambios importantes en los últimos cuatro decenios, estimando que a nivel mundial el aumento ha sido continuo desde una media de 9,9 Kg. en la década de 1960 hasta los 11,5 Kg. en la década de 1970; 12,5 Kg. en la década de 1980; 14,4 Kg. en la década de 1990, y alcanzando los 16,4 Kg. en 2005.

6. Que a inicios de la década del 90 la diferencia entre países desarrollados y países del tercer mundo era entre 27 kilos y 8,9 kilos promedio. Al comparar los consumos per capita anuales nacionales, aparecen grandes deferencias, los islandeses son los mayores consumidores con 100 kilos per capita, los japoneses con 72 kilos, los coreanos del sur con 52 kilos, los congoleses con 35 kilos, los españoles y rusos con 29 kilos, y alemanes y holandeses con 14 kilos.

7. Que la apuesta por transformar a Chile en Potencia Alimentaria resulta a lo menos contradictoria al considerar el bajo consumo de productos marinos a nivel nacional, pues la condición de potencia debiera empezar por el consumo interno y no sólo medirse en las exportaciones de productos alimenticios.

8. Que Chile sigue estando entre los países de más bajo consumo de pescado en el mundo, estimándose que no superaría los 7 kilogramos por habitante al año en los últimos 30 años, frente a los 83 Kg. que cada chileno consume al año en otras carnes (bovinos, cerdos, aves).

9. Que el perfil de obesidad en Chile sigue un patrón de país "desarrollado". Según cifras de la Junta de Auxilio Escolar y Becas, el 18% de los escolares chilenos son obesos, lo que deja a este país entre las naciones con más niños obesos en el mundo. Estados Unidos, en cambio, cuya población tiene severos problemas de peso, tiene menos niños obesos: sólo el 16%.

10. Que estos datos son parte de una alarma sanitaria generada a partir de que la Organización Mundial de la Salud declaró a la obesidad como una epidemia mundial, con más de mil millones de personas adultas con sobrepeso, de ellas al menos 300 millones clínicamente obesas.

11. Que este problema se potencia cuando se atienden las nefastas consecuencias que el sobrepeso acarrea a la salud, pues puede reducir la esperanza de vida hasta en 10 años y representa una carga económica a la sociedad. El 2006 Fonasa reportó gastos por 200 millones de dólares en prestaciones de tratamientos para diabetes, infartos e hipertensión, estimándose que entre un 5% y un 7% del gasto de atenciones en salud es derivado de la obesidad.

12. Que es evidente la necesidad de incrementar el consumo de pescado en la población ya que este alimento constituye la forma más directa para incorporar en nuestra alimentación de ácidos grasos como el Omega 3, que organismos como la OMS y la FAQ recomiendan consumir en a lo menos 1.2 y 1.5 grs. por día pues protege la salud cardiovascular, disminuye triglicéridos y colesterol, evita problemas en la coagulación, tiene un efecto antiinflamatorio y es requerido en la edad adulta y en la tercera edad, cuando existe un mayor riesgo de enfermedades cardiovasculares y de afecciones neurológicas.

13. Que otra especie hasta hoy no muy considerada en la dieta de los chilenos es la jibia, cuya carne es rica en proteínas, baja en materia grasa y colesterol, de similar composición a carnes blancas, que contiene taurina, un aminoácido compuesto que suprime la acumulación de colesterol, mantiene la presión arterial y previene la diabetes. Aunque no presenta unidad de pesquería, en los últimos años su desembarque alcanzó las 250 mil toneladas, aunque todavía la mayor parte va a reducción.

El Senado acuerda:

Solicitar al Sr. Presidente de la República, Sebastián Piñera, pueda instruir especialmente a los ministros de Salud, Economía y Educación para:

1. Incorporar en sus planes anuales de trabajo campañas y políticos que favorezcan y promuevan crecientemente el consumo de productos del mar.

2. Que organismos como Senama, Junji, Sernam y el Injuv incluyan políticas directas de promoción en esta materia.

3. Que la Junaeb incluya de forma permanente y creciente productos del mar -dentro de ellos también la jibia- en la canasta de productos requeridos y en las raciones alimenticias que se entrega en los colegios a los estudiantes de menores recursos.

4. Que se incentive y promueva el consumo interno de las capturas pesqueras, especialmente artesanales, evitando el despilfarro alimentario que significa que parte importante de muchos de estos recursos terminen convertidos en productos sólo para exportación o para elaborar harina de pescado para alimentar animales.

5. Establecer una meta país sobre el necesario aumento per cápita de consumo de productos del mar.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Eugenio Tuma Zedán, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, GÓMEZ, MUÑOZ ABURTO, QUINTANA Y TUMA, ACERCA DE LA PROTECCIÓN DE DERECHOS DE MUJERES CON VIH

(S 1352-12)

1. Que un informe publicado por el Centro de Derechos Reproductivos (CRR) de Estados Unidos acusa a Chile por maltratos y esterilización forzada contra mujeres con VIH. El informe presenta 27 casos de mujeres que denunciaron negligencia en sus cuidados médicos, abuso verbal, desinformación e incluso la realización de esterilizaciones sin su consentimiento.

2. Que el informe titulado “Dignity Denied: Violations of the Rights of HIV-Positive Women in Chilean Health Facilities” (Dignidad negada: Violación de los derechos de mujeres VIH-positivos en las Instalaciones de Salud de Chile), provee antecedentes de mujeres cuya atención médica fue negada o postergada en favor de otros pacientes sin VIH, al punto de desencadenar en abortos espontáneos en mujeres que estaban embarazadas.

3. Que de igual forma, la organización denunció que de 16 mujeres portadoras del VIH que fueron esterilizadas, sólo 4 afirmaron haberse realizado el procedimiento voluntariamente e informadas al respecto.

4. Que una de las mujeres consignadas en el informe, tras dar a luz un bebé que no era portador del VIH, habría sido obligada a aceptar la esterilización bajo amenaza de entregar su hijo en adopción. “No somos animales, somos seres humanos y merecemos respeto. Incluso el personal del hospital nos discriminaba”, declaró Patricia Parra.

5. Que los testimonios también consideran el caso de Francisca, una mujer que tras realizarle una cesárea fue esterilizada sin su consentimiento. Tanto el Centro para los Derechos Reproductivos como la ONG chilena Vivo Positivo interpusieron una demanda en favor de la mujer y contra el Estado de Chile en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el año 2009.

6. Que este último caso, ocurrido el 2002, Francisca tenía entonces 20 años y, junto con su esposo, quería tener más hijos. Pero, según el informe, el cirujano que la atendió la esterilizó durante la cesárea, sin pedirle permiso, por ser VIH positiva. “Me trataron como si fuera menos que una persona”, dijo la mujer. “No fue mi decisión poner fin a mi fertilidad; me la quitaron”. Francisca, en 2007 demandó al hospital de Curicó en un tribunal local, con la ayuda de Vivo Positivo. Sin embargo esta demanda fue rechazada sin posibilidad de apelar.

7. Que el informe señala que las esterilizaciones forzadas a mujeres VIH positivas en Chile eran habituales antes de 2000, cuando se revisaron sus leyes sanitarias para incluir el concepto de “consentimiento informado”. Éste consiste en un proceso de comunicación por el cual los pacientes autorizan voluntariamente un tratamiento luego de haber sido asesorados adecuadamente sobre todas las opciones posibles.

8. Que según señala el informe de CRR la práctica continuó: en un estudio de Vivo Positivo de 2004, 29% de las participantes -mujeres seropositivas- dijeron que sus proveedores de servicios de salud las presionaron para esterilizarse, mientras que 12,9% dijeron haber sido esterilizadas sin mediar su consentimiento.

9. Que según Vasili Deliyanis, coordinador ejecutivo de Vivo Positivo, Chile “es uno de los países que más ha bajado la tasa de nacimientos de bebés seropositivos”, gracias a la aplicación de un protocolo sobre transmisión vertical. “Pero, por otro lado, las chilenas con VIH siguen siendo discriminadas en el ámbito de la salud sexual y reproductiva”.

10. Que para María Eugenia Calvin, de la ONG Fundación Educación Popular en Salud (EPES), las esterilizaciones sin consentimiento son sólo la expresión más grave de un problema más profundo. En Chile “no hay programas específicos dirigidos a las mujeres que viven con VIH en el ámbito de los derechos sexuales y reproductivos”.

11. Que para EPES pese a que la normativa de salud en Chile incorpora el enfoque de género y de derechos, y que la atención de las personas viviendo con VIH es buena en el país, “hay limitaciones en el abordaje” de la realidad particular de estas mujeres. Por ejemplo, ellas no están incluidas en las orientaciones del Ministerio de Salud sobre atención humanizada del parto, lo cual se hace necesario debido a las diversas restricciones que sufren en este proceso, como no poder amamantar al recién nacido.

12. Que en el marco de un estudio sobre violencia contra las mujeres y feminización del VIH/sida, publicado en 2009, EPES entrevistó a 102 chilenas viviendo con esta enfermedad. Algunas de ellas contaron experiencias de esterilizaciones sin consentimiento y de presiones del personal de salud para realizarse el procedimiento, aseguró Calvin.

13. Que las organizaciones también han llamado la atención sobre la falta de programas de prevención del VIH/sida orientado a las mujeres, señalando que las campañas nacionales contra esta enfermedad aún se concentran en los hombres que tienen sexo con hombres.

14. Que para Yakin Ertürk, ex relatora especial de la ONU sobre la Violencia contra la Mujer “las esterilizaciones forzadas no sólo son una violación fundamental a los derechos reproductivos de una mujer; tienen pocos beneficios en términos de prevención del VIH”.

El Senado acuerda:

Solicitar al Sr. Ministro de Salud, Jaime Mañalich:

1. Que el Ministerio de Salud pueda desarrollar programas específicos dirigidos a las mujeres que viven con VIH, en el ámbito de los derechos sexuales y reproductivos.

2. Que el Ministerio de Salud adopte todas las medidas administrativas y normativas que garanticen que no vuelvan a ocurrir esterilizaciones sin consentimiento en mujeres con VIH.

3. Que el Ministerio de Salud que las mujeres con VIH sean incluidas en las orientaciones del Ministerio de Salud sobre atención humanizada del parto.

4. Que en las campañas nacionales contra el VIH/Sida las mujeres con VIH también sean un actor social a considerar de manera más relevante.

5. Brindar todo el apoyo, información y colaboración que desde el Estado se pueda prestar para que el caso sobre el que está conociendo la CIDH sea resuelto favorablemente a favor de la víctima.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Eugenio Tuma Zedán, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, GÓMEZ, MUÑOZ ABURTO, QUINTANA Y TUMA, QUE RESPALDA LA REALIZACIÓN DE LA PELÍCULA “ESTOY EN DICOM”

(S 1353-12)

1. Que la empresa EQUIFAX S.A. (antes DICOM S.A.) ha anunciado una demanda en contra de la película “Estoy en Dicom”, porque en su opinión ésta constituye competencia desleal. De esta forma la empresa busca revocar el nombre de dominio en NIC Chile, en tanto, los creadores del proyecto nacional han anunciado que no darán su brazo a torcer y pelearán por mantener el nombre original del film que aún no sale a la luz pública.

2. Que aunque la empresa EQUIFAX S.A. no puede realizar una demanda directa contra la película, ya que para eso el producto tiene que estar terminado y el largometraje aún no termina su filmación; lo que la empresa busca con la demanda interpuesta es la revocación del nombre de dominio (www.estoyendicom.cl), que es el único canal oficial de expresión que posee el proyecto, en espera de su estreno.

3. Que los antecedentes indican que el día 4 de octubre de 2010 el Director de la película, Osvaldo Oyarce, inscribió en NIC Chile el dominio del film y hoy, cinco meses después llegó la demanda formal de la empresa EQUIFAX donde alegan que “Estoy en Dicom” “infringe los principios de competencia leal y de la ética mercantil”.

4. Que la cinta del director Osvaldo Oyarce narra la historia de Bartola Nikolai (interpretado por el actor Julio González Littin), un joven santiaguino de 30 años que lucha por mantener el amor de su familia en un mundo consumista y competitivo. Éste se ve envuelto en un sinnúmero de episodios que lo dejan en banca rota perdiendo todo lo que tiene; su mujer, su hija, su negocio e incluso su libertad. En la cárcel, se enfrentará a todos sus miedos, pero saldrá fortalecido con una idea que lo ayudará a cumplir su gran sueño: eliminar las deudas de todos los chilenos.

5. Que Estoy en Dicom nace de una experiencia personal del realizador, quien no pudo conseguir apoyo alguno para financiar un anterior proyecto por encontrase en el boletín comercial. Convencido de que el tema generará empatía y cercanía con el público, el realizador se embarcó en esta iniciativa que, de resultar bien, debería estar lista a comienzos del año 2012 la estrategia comercial de la cinta consiste en conseguir recursos en la calle para financiar el film, con el compromiso que los contribuyentes aparecerán en los créditos de la cinta.

6. Que el propio Ministro de Cultura, Luciano Cruz-Coke, en una entrevista al diario La Nación del domingo 18 de julio de 2010 señalaba respecto del propio Consejo Nacional de la Cultura y las Artes: “...se adeudan facturas desde el 2006, estamos en la categoría G de Dicom, la más mala, y no nos cotizaban porque no somos un buen pagador, somos un servicio del Estado que daba un mal servicio. Ahora estamos regularizando todo, renegociando con los proveedores, pidiendo restituciones desde Hacienda...”.

7. Que la Constitución Política de Chile establece en su Artículo 19, numeral 25 garantiza “la libertad de crear y difundir las artes, así como el derecho del autor sobre sus creaciones intelectuales y artísticas de cualquier especie, por el tiempo que señale la ley, y que no será inferior al de la vida del autor”.

8. Que según el reglamento de NIC Chile, la inscripción de un nombre de dominio se considerará abusiva cuando se cumplan las tres condiciones siguiente: a) Que el nombre de dominio sea idéntico o engañosamente similar a una marca de producto o de servicio sobre la que tiene derechos el reclamante, o a un nombre el cual el reclamante es reconocido; b) Que el asignatario del nombre de dominio no tenga derechos o intereses legítimos con respecto del nombre de dominio, y c) Que el nombre de dominio haya sido inscrito y se utilice de mala fe.

9. Que NIC Chile establece que recibida la solicitud de revocación, se notificará de ésta a las partes involucradas, vía correo electrónico. La tramitación de una solicitud de revocación se sujetará a las reglas del procedimiento de mediación y arbitraje, instancia que requiere de gastos en defensa jurídica que ciertamente la producción de la película no dispone, favoreciendo de esta forma la posición de la reclamante que si dispone de los medios.

10. Que 5 millones de chilenas están en DICOM.

El Senado acuerda:

Solicitar al Sr. Ministro de Cultura, Luciano Cruz-Coke:

1. Respaldar públicamente la realización de la cinta nacional “Estoy en Dicom” toda vez que se trata de una creación artística que se basa en vivencias de 5 millones de chilenos.

2 Considerar y evaluar la posibilidad de que esa cartera preste asesoría jurídica a la producción de la cinta “Estoy en Dicom” de manera que pueda enfrentar adecuadamente el proceso de mediación y arbitraje a que se llegará tras la acción de EQUIFAX. S.A. reclamando el nombre de dominio (www.estoyendicom.cl)

3. Que esa cartera promueva medidas legislativas que eviten que en el futuro otras obras o realizaciones culturales se vean afectadas por cuestionamientos efectuados desde una óptica distinta y diferente al de la creación artística.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Eugenio Tuma Zedán, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N 18.695, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES, Y REGULA LAS ASOCIACIONES MUNICIPALES

(6792-06)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS

HONORABLE SENADO:


Por oficio N° 9.205, de 11 de enero de 2011, la Honorable Cámara de Diputados comunicó al Senado el rechazo de las modificaciones que éste introdujo en el segundo trámite constitucional al proyecto de ley señalado en el epígrafe, por lo que de conformidad con el artículo 71 de la Constitución Política se formó una Comisión Mixta encargada de dirimir la divergencia producida.


Integrada con los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar, y los Honorables Diputados señores Becker, Estay, Harboe y Ojeda, y citada por el señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 15 de marzo de 2011 para elegir Presidente, cargo que recayó en el Honorable Senador señor Hosain Sabag, fijar el procedimiento y debatir el asunto en controversia.


A la sesión en que la Comisión Mixta se ocupó de este asunto asistieron, además de sus integrantes, de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: el Jefe de la División Jurídica, señor Claudio Radonich y el abogado señor Alvaro Villanueva; del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señora Carolina Salas; de la Asociación Chilena de Municipalidades, el Secretario Ejecutivo, señor Jaime Pilowstay y el abogado Malik Mograby, y de la Fundación Jaime Guzmán, el abogado, señor Héctor Mery.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que los artículos 1° y transitorio de este proyecto de ley, de aprobarse, deben serlo con quórum de ley orgánica constitucional pues afectan normas de ese rango, como son las consignadas en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, de acuerdo con el artículo 118 de la Constitución Política.
- - -

DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS EN CONTROVERSIA Y

ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA


El proyecto aprobado en primer trámite por la Honorable Cámara de Diputados está estructurado en dos artículos permanentes y una norma transitoria que proponen diversas enmiendas a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades con el objeto de incorporar en ese texto nuevas normas que regulen la personalidad jurídica de las asociaciones municipales, su funcionamiento y su disolución, como también la readecuación de otros preceptos del Título VI de ese cuerpo legal, “De las Corporaciones, fundaciones y asociaciones municipales”, con el fin de hacerlas compatibles con las nuevas regulaciones.


En el segundo trámite constitucional el Honorable Senado introdujo otras normas al articulado del texto vigente de la ley municipal y enmiendas al proyecto aprobado por la Honorable Cámara, todo lo cual se consigna a continuación, y que ésta rechazó en su totalidad: 

- - -

Artículo 1°

N° 1)


La primera modificación recayó sobre la letra j) del artículo 79 de la ley municipal, norma no considerada en el texto aprobado por la Honorable Cámara. La disposición se refiere a las funciones del concejo.  En su letra j) lo faculta para solicitar informe a las empresas, corporaciones o fundaciones que reciban aportes o subvenciones municipales, caso este último en que el mencionado informe sólo podrá consistir en señalar el destino de los aportes recibidos. Todas las solicitudes deberán ser respondidas dentro del plazo de quince días. 


La enmienda reemplazó la conjunción “o” que sigue a la palabra “corporaciones” por una coma (,), e intercaló entre las palabras “fundaciones” y “municipales”. La expresión “o asociaciones”.  

- - -

Artículo 1°

N° 5)


El numeral 4) (N° 5) del texto del Senado) del artículo 1° del texto de la Honorable Cámara incorporó, a continuación del artículo 140, un nuevo Párrafo 3° conformado por los artículos 141 a 150, “De la personalidad jurídica de las asociaciones municipales”, pasando los actuales artículos 141 a 146 a ser artículos 151 a 156, respectivamente.


En el segundo trámite constitucional, el Senado incorporó un nuevo inciso segundo al artículo 150 de la ley municipal, que prescribe que sin perjuicio de lo dispuesto en la letra j) del artículo 79, el concejo podrá solicitar informes a las asociaciones en las que participe la respectiva municipalidad sobre el destino de los aportes y subvenciones percibidos por aquéllas. (El mencionado artículo 150 dispone que no obstante lo dispuesto en el artículo 136 (fiscalización por parte de la Contraloría General de la República de las fundaciones o asociaciones municipales), el organismo fiscalizador podrá ejercer sus facultades de control en el patrimonio de las asociaciones municipales de que trata este párrafo).


La Honorable Cámara, en el tercer trámite constitucional, rechazó las modificaciones descritas por las razones que enuncian a continuación:


Uno) La eventual contradicción entre el artículo 137 y el artículo 65 de la ley orgánica de municipalidades,  toda vez que se estaría derogando tácitamente esta última norma, que entrega a los concejos las mismas facultades que se les reconocen a las asociaciones de municipios. En efecto, el artículo 137 de la ley municipal dispone que dos o más municipios podrán constituir asociaciones municipales con el objeto de solucionar problemas comunes; en tanto que el artículo 65 del mismo cuerpo normativo se refiere a las materias para las cuales el alcalde requiere del acuerdo del concejo, y entre ellas estarían los asuntos propios de las nuevas facultades de las asociaciones municipales.


Dos) Si las asociaciones de municipios se consideran como corporaciones de derecho privado, quedan fuera del control que sobre estas agrupaciones ejercen los órganos públicos; esto último a pesar de la mención que se hace en el artículo 150 del proyecto, que entrega competencia a la Contraloría General de la República respecto del patrimonio de las nuevas personas jurídicas. El hecho de que tenga competencia sobre el patrimonio excluye el examen de legalidad de los demás actos que ejecute la asociación. 


Tres) Exclusión del Consejo para la Transparencia, lo que se traduce en que los alcaldes están sujetos al cumplimiento del principio de transparencia, no así las asociaciones municipales.


Cuatro) El inciso segundo que incorporó el Senado en el artículo 150 sólo permite al concejo municipal pedir información respecto del destino de los aportes o subvenciones municipales percibidos por las asociaciones. En consecuencia, el órgano fiscalizador del municipio (el concejo) no tendrá tuición o ejercer actos de fiscalización de esta entidad respecto de aportes de otro origen o de otras materias relativas a su funcionamiento.


Refiriéndose a los puntos descritos, el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Claudio Radonich, señaló que el Ejecutivo comparte lo señalado por los miembros de la Comisión Mixta, en orden a dotar de adecuados mecanismos de control a las asociaciones de municipalidades. En ese sentido, declaró que no es razonable restringir las atribuciones fiscalizadoras del concejo respecto de las asociaciones de municipalidades. Expresó la necesidad de conservar las competencias que la Contraloría General de la República ejerce sobre aquellas, con el fin de cumplir de la mejor forma posible su rol de velar por la legalidad de los actos y supervisar el buen uso de los recursos públicos, asegurando la probidad.

En función de ello, concordó con la inquietud expresada por los integrantes de esta instancia legislativa, en orden a ampliar el ámbito de aplicación de las normas de la Ley de Transparencia a las asociaciones de municipios. Dada la imposibilidad de modificar en esta fase del trámite legislativo el nuevo artículo 149 propuesto para la Ley Nº 18.695, comprometió la presentación de una observación aditiva para la solución del asunto planteado.


Atendidas las consideraciones descritas, y el antecedente que surgió durante el debate de este asunto, a proposición del Ejecutivo de considerar materias que dicen relación con las atribuciones del Consejo para la Transparencia y la fiscalización de las asociaciones municipales, que no pueden ser abordadas por la Comisión Mixta, la unanimidad de los integrantes de esta última, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar, y Honorables Diputados señores Becker, Estay, Harboe y Ojeda, rechazó las enmiendas incorporadas por el Senado en el segundo trámite constitucional, con el propósito de facilitar el tratamiento de este asunto e incluir en un solo procedimiento legislativo las regulaciones de este proyecto y la consideración de las normas sobre transparencia y fiscalización respecto de las asociaciones municipales.

- - -


En consecuencia, como forma y modo de resolver la divergencia producida entre ambas Corporaciones, esta Comisión Mixta tiene a honra sugerir a la Honorable Cámara y al Honorable Senado, la aprobación del proyecto de ley que enseguida se consigna, que reproduce el texto del proyecto aprobado en primer trámite constitucional por la Honorable Cámara de Diputados. Acompañamos al presente informe un texto comparado que contiene la legislación vigente, el mencionado proyecto aprobado en primer trámite constitucional por la Honorable Cámara; las enmiendas que ha dicho texto introdujo el Senado en el segundo trámite constitucional, y la proposición de esta Comisión Mixta. Su texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con  fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:



1) Sustitúyese el inciso primero del artículo 129, por el siguiente:



"Artículo 129.- Una o más municipalidades podrán constituir o participar en corporaciones o fundaciones de derecho privado, sin fines de lucro, destinadas a la promoción y difusión del arte, la cultura y el deporte, o el fomento de obras de desarrollo comunal y productivo.".



2) Reemplázase el actual artículo 137, por el siguiente:



"Artículo 137.- Dos o más municipalidades, pertenezcan o no a una misma provincia o región, podrán constituir asociaciones municipales, para los efectos de facilitar la solución de problemas que les sean comunes, o lograr el mejor aprovechamiento de los recursos disponibles, pudiendo dichas asociaciones gozar de personalidad jurídica de derecho privado, de acuerdo con las reglas establecidas en el Párrafo 3º del presente Título.



Las asociaciones podrán tener por objeto:



a) La atención de servicios comunes.



b) La ejecución de obras de desarrollo local.



c) El fortalecimiento de los instrumentos de gestión.



d) La realización de programas vinculados a la protección del medio ambiente, al turismo, a la salud o a otros fines que les sean propios.



e) La capacitación y el perfeccionamiento del personal municipal, como también de alcaldes y concejales.



f) La coordinación con instituciones nacionales e internacionales, a fin de perfeccionar el régimen municipal.".



3) Sustitúyese el encabezamiento del inciso primero del artículo 138, por el siguiente:



"Articulo 138.- Del mismo modo, las municipalidades podrán celebrar convenios para asociarse entre ellas sin requerir personalidad jurídica. Tales convenios deberán contemplar, entre otros aspectos, los siguientes:".



4) Incorpórase, a continuación del artículo 140, el siguiente Párrafo 3°, compuesto por los artículos 141 a 150, pasando los actuales artículos 141 a 146, a ser artículos 151 a 156, respectivamente:

"Párrafo 3º

De la personalidad jurídica de las Asociaciones Municipales



Artículo 141.- La constitución de una asociación será acordada por los alcaldes de las municipalidades interesadas, previo acuerdo de sus respectivos concejos, en asamblea que se celebrará ante un ministro de fe, debiendo actuar como tal el secretario municipal de alguna de tales municipalidades, o un notario público con sede en alguna de las comunas de las mismas.



Las asociaciones municipales constituidas en conformidad a las normas de este párrafo deberán efectuar una solicitud de inscripción en el Registro que se llevará para tales efectos y depositar una copia autorizada reducida a escritura pública del acta de su asamblea constitutiva, de su directorio provisional y de sus estatutos, ante el Ministerio del Interior, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la asamblea.



Dentro del plazo de sesenta días, contado desde la fecha de la recepción de los documentos antes señalados, el Ministerio del Interior, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, podrá objetar la constitución de la asociación, si no se hubiere dado cumplimiento a los requisitos que la ley establece para su formación y para la aprobación de sus estatutos, todo lo cual será notificado por carta certificada al presidente del órgano directivo provisional de aquélla.



La asociación deberá subsanar las observaciones efectuadas dentro del plazo de treinta días, contado desde su notificación. Si así no lo hiciere, se tendrá por no presentada su solicitud de inscripción en el Registro y los miembros de la directiva provisional responderán solidariamente por las obligaciones que la organización hubiese contraído en ese lapso.



Cumplido el procedimiento anterior, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo procederá a inscribir la organización en el Registro que llevará para tal efecto.



Transcurrido el plazo establecido en el inciso tercero, sin que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo hubiere objetado la constitución, la solicitud de inscripción se entenderá aprobada.



Las asociaciones municipales gozarán de personalidad jurídica por el solo hecho de haber efectuado el depósito y registro que se establece en el presente párrafo.



Dentro del plazo máximo de noventa días siguientes a la obtención de la personalidad jurídica, la organización deberá convocar a una asamblea extraordinaria, en la que se elegirá a su órgano directivo definitivo.



El directorio, que podrán integrar alcaldes y concejales, ejercerá la administración de la asociación, estará constituido por un mínimo de cinco miembros y deberá contemplar, a lo menos, los cargos de presidente, secretario y tesorero. La presidencia corresponderá a uno de los alcaldes de las municipalidades que componen la respectiva asociación. El presidente del directorio lo será también de la asociación y tendrá su representación judicial y extrajudicial.



Un reglamento establecerá las normas sobre asambleas, elección del directorio y demás órganos de la asociación, reforma de sus estatutos, derechos y obligaciones de sus miembros, registro de afiliados, aprobación del presupuesto y del plan de trabajo anual, disolución y demás disposiciones relativas a la organización, facultades y funcionamiento de las asociaciones que se constituyan en conformidad a las normas de este párrafo.



Artículo 142.- Existirá un Registro Único de Asociaciones Municipales con personalidad jurídica de derecho privado, a cargo de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior.



Cualquiera asociación municipal podrá solicitar de la citada Subsecretaría el otorgamiento de un certificado que dé cuenta de su inscripción en el Registro. 



La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo mantendrá el Registro permanentemente actualizado, siendo accesible vía Internet, en forma gratuita y sin exigencia de clave para el ingreso de los usuarios.



El reglamento señalará las demás disposiciones relativas a la forma, contenidos y modalidades de la información del Registro que sean indispensables para su correcta y cabal operación.



Artículo 143.- Los estatutos de las asociaciones municipales deberán contener, a lo menos, las siguientes estipulaciones:



a) Nombre de la asociación;



b) Indicación de la comuna en que tendrá domicilio la asociación; 



c) Finalidades y objetivos; 



d) Derechos y obligaciones de sus miembros; 



e) Órganos de dirección y de representación y sus respectivas atribuciones; 



f) Tipo y número de asambleas que se realizarán durante el año, indicando las materias que en ellas podrán tratarse; 



g) Procedimiento y quórum para reforma de estatutos y quórum para sesionar y adoptar acuerdos; 



h) Normas sobre administración patrimonial y forma de fijar cuotas ordinarias y extraordinarias; 



i) Indicación de la Contraloría Regional ante la cual harán entrega de su contabilidad;



j) Normas y procedimientos que regulen la disciplina interna, resguardando el debido proceso; 



k) Forma y procedimiento de incorporación y de desafiliación a la asociación, debiendo constar en ambos casos el respectivo acuerdo de concejo municipal correspondiente;



l) Periodicidad con la que deben elegirse sus dirigentes, la que no podrá exceder de cuatro años, y



m) Forma de liquidación. 



Las asociaciones que se constituyan de conformidad al presente párrafo podrán acogerse a estatutos tipo que establecerá la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior mediante resolución. 



No podrá negarse el otorgamiento de la personalidad jurídica a las asociaciones municipales cuyos estatutos cumplan con los requisitos que la presente ley establece al efecto.



Artículo 144.- Las asociaciones deberán dar cumplimiento permanente a sus estatutos.



El representante de la respectiva asociación deberá comunicar al Ministerio del Interior, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, dentro del plazo de 30 días, toda modificación que se introduzca a sus estatutos, domicilio legal o composición de los órganos directivos.



La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo estará facultada para fiscalizar el cumplimiento de lo dispuesto en los incisos anteriores, para lo cual podrá solicitar, tanto a las asociaciones como a las municipalidades que las conformen, toda la información necesaria para verificar el cumplimiento de sus estatutos. 



El incumplimiento de estas obligaciones acarreará la eliminación de la asociación del Registro.



Artículo 145.- Las asociaciones municipales constituidas conforme a las disposiciones del presente párrafo dispondrán de patrimonio propio, que será gestionado de acuerdo a la voluntad mayoritaria de sus socios, y que estará formado por las cuotas de incorporación, cuotas ordinarias y cuotas extraordinarias, determinadas con arreglo a los estatutos; por donaciones; por el producto de bienes y servicios; por la venta de activos y por erogaciones, subvenciones y aportes  provenientes de personas naturales o jurídicas, de las municipalidades, o entidades públicas, nacionales o internacionales; y, demás bienes que adquieran a su nombre.



Con todo, sólo serán sujeto de subvenciones provenientes de entidades públicas nacionales, fondos concursables o todo otro aporte de recursos de esta naturaleza, aquellas asociaciones que se encuentren vigentes en el Registro Único de Asociaciones Municipales, establecido en el artículo 142.



Las municipalidades socias no podrán otorgar garantías reales, ni cauciones de ninguna especie, respecto de las obligaciones que puedan contraer las asociaciones a las que pertenezcan.



Artículo 146.- La disolución de una asociación de municipalidades deberá ser decidida por la mayoría absoluta de la Asamblea de socios, debiendo constar dicho acuerdo en un acta reducida a escritura pública, de la que deberá notificarse a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, en el plazo de 30 días desde su fecha de suscripción.



En este caso los bienes serán destinados al pago de obligaciones pendientes. De existir un remanente, luego de servir tales obligaciones, éste deberá restituirse a las municipalidades socias, a través de un procedimiento de liquidación establecido en el reglamento indicado en el artículo 141.



Artículo 147.- El personal que labore en las asociaciones municipales de que trata el presente párrafo se regirá por las normas laborales y previsionales del sector privado.



Artículo 148.- A estas asociaciones les será aplicable, en forma supletoria, lo dispuesto en los artículos 549 a 558 del Código Civil. 



Artículo 149.- Atendida su naturaleza, constitución y objetivos, a las asociaciones municipales les será aplicable el principio de la transparencia de la función pública consagrado en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política y en los artículos 3º y 4º de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado. 



En virtud de dicho principio, las asociaciones deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios electrónicos, los siguientes antecedentes debidamente actualizados:



a) El marco normativo que les sea aplicable.



b) Su estructura orgánica u organización interna.



c) Las funciones y competencias de cada una de sus unidades u órganos internos.



d) Sus estados financieros y memorias anuales.



e) Las entidades en que tengan participación, representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifica.



f) La composición de sus directorios y la individualización de los responsables de la gestión y administración de la asociación.



g) Los montos de los aportes de fondos públicos que reciban; como asimismo de todo aporte económico recibido de personas jurídicas o naturales, directamente o mediante procedimientos concursales.



h) Toda remuneración percibida en el año por el Secretario Ejecutivo y demás funcionarios de la asociación, incluyendo lo recibido por concepto de viáticos, gastos de representación, regalías y, en general, todo otro estipendio otorgado por la institución. Asimismo, deberá incluirse todo gasto efectuado con cargo a los fondos de la asociación en que haya incurrido su Presidente y demás miembros del Directorio, por concepto de viáticos, traslados, gastos de representación y otros de similar naturaleza.



i) Las contrataciones de estudios, asesorías y consultorías a personas naturales o jurídicas. 



La información anterior deberá incorporarse a sus sitios electrónicos en forma completa, y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito.



Artículo 150.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 136 de la presente ley, la Contraloría General de la República podrá ejercer sus facultades de fiscalización y control sobre las asociaciones municipales de que trata este párrafo, respecto de su patrimonio, cualquiera sea su origen.".



Artículo 2º.- El reglamento a que se refieren los nuevos artículos 141 y 142, incorporados por el presente cuerpo legal a la ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, deberá ser dictado en el plazo de 120 días, contado desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.



Artículo transitorio.- Las asociaciones municipales actualmente constituidas en conformidad a la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, podrán gozar de personalidad jurídica por el simple depósito de sus estatutos en la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, los que previamente deberán ajustarse a lo dispuesto en los artículos 141 y 143 de este cuerpo legal. 



Tanto la decisión de obtener personalidad jurídica, como la adecuación de sus estatutos, deberán contar con el acuerdo de la mayoría de las municipalidades asociadas.".

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 15 de marzo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Víctor Pérez Varela y Andrés Zaldívar, y Honorables Diputados señores Germán Becker, Enrique Estay, Felipe Harboe y Sergio Ojeda.


Sala de la Comisión a 21 de marzo de 2011.

(Fdo.): MARIO TAPIA GUERRERO,

Secretario de la Comisión
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